
l 

RD 
343 . 034 
Cl 72c 

José Luis Alemán 
Francisco Alvarez Valdez 
Resina de la Cruz Alvarado 
lvelisse Mieses 
Tomara Sosa Vásquez 

AMARA DE CUENTAS 
RENDICION DE CUENTAS 
EN REPUBLICA DOMINICANA 

rsitario de Estudios Polfticos y Sociales 
¡r-->;-----~_____,) 





CAMARA DE CUENTAS Y 
RENDICION DE CUENTAS EN 

REPUBLICA DOMINICANA 

José Luis Alemán 
Francisco Alvarez Valdez 

Rosina de la Cruz Alvarado 
I velisse Mieses 

Tamara Sosa V ásquez 

PONTIFICIA UNIVERSIDAD 
CATOLICA MADRE Y MAESTRA 

Centro Universitario de Estudios Políticos y Sociales 
1999 



COLECCION 
CIUDADANIA Y POLITICAS PUBLICAS 
Dirigida por Ramonina Brea del Castillo 

1999 © Pontificia Uníversidad Católica Madre y Maestra 
Santo Domingo 
República Dominicana 

Ed ición aJ cuidado de: Andrés Blanco Díaz y Orlando Díaz 
Diagramación e Impresión: Editora Taller 

Prínted in Dominican Republic 
Impreso en República Dominicana 



PRESENTACION 

La mod ificación del famoso artículo 55 de la Constitución, tan 
aclamada y deseada, podría tene r un efecto sumamente limitado si no 
se transforman las actuales modalidades de elaboración y ejecución 
presupuestaria y si no se instala un adecuado control financiero de la 
gestión gubernamental, cuya unidad clave es la Cámara de Cuentas. 

El amplio arbitrio del P residente de la República en el manejo de 
los cuantiosos fondos presupuesta les "excedentarios" es la consagra­
ción en la ley y en l a práctica gubernamental de los ecos del carácter 
patrimonialista. Este per fil patrimonialista ha caracterizado el ejer­
cicio del poder en desafío a todo intento de modernizar y de imprimir 
responsabilidad a las ejecutor ias del primer mandatar io de la nación y 
de los demás funcionarios. 

Una de las motivaciones de este volumen fue enfatizar que el 
sistema de rendición de cuentas y el control financiero de la gestión 
gubernamental constituyen aspectos correspondientes a los fundamen­
tos de la democracia, en función de los cuales se obtiene una legitima­
ción democrática. 

En la asamblea electoral, el pueblo, o la ciudadanía como se le 
denomina más recientemente, delega e l poder por un espacio limitado 
de tiempo y delega tambié n el uso de recursos generados por la 
sociedad misma, donde priman múltiples intereses y necesidades. El 
ejercicio del poder y la transparencia, eficiencia y pertinencia del uso 
de los fondos gubernamentales, así como su correspondencia con los 
intereses y necesidades de la población deben ser presentados al 
escru tinio especializado y al del público en general. 

Sin embargo, muchos de los aspectos rela tivos a la elaboración y 
ejecución presupuestaria en el país -que culminan en "la obra de 
gobierno"-, en lugar de constituir una legitimación democrática con 
procedimientos rigurosos, está más próxima a la legiúmacíón caris­
mática, a la seducción personal o al poder arbitrario que se suele 
situar en la retórica de la con tinuidad en el poder o en la permanencia 
del partido en el gobierno. En todo caso, cuando el mandatario utiliza 
los fondos p resupuestales "excede n tarios ", cuyo empleo es discrecio­
nal, está más próximo a l soberano hobessiano que a la legitimación 
democrática. 

La rendición de cuentas, como uno de los aspectos imprescindibles 
del ejercicio de un gobierno responsable de sus actos ante la ciuda­
danía, nunca ha acaparado la a tención nacional y, por e l contrario, ha 
sido e nfocada como una formalidad sin importancia. Frente a esa 
devaluación de instituciones y procedimientos, este volumen aborda 
desde el punto de vist a ético, jurídico, financiero, municipal y de la 
acción ciudadana aspectos · tan prioritarios como la Cámara de 
Cuentas, la función fiscalizadora del Congreso, el rol del Poder Ejecu­
tivo, el derecho a l acceso a la información acerca de la gestión guber-



namental, el papel de control fiscal de la ciudadanía y de la opinión 
pública, así como la carga valoraliva y ética que animan la rendición 
de cuentas. 

Uno de los ejes fundamentales de este volumen, como se señala en 
el transcu1 so de varios de los trabajos, es destacar la importancia de 
que las prácticas de la rendición de cuentas y del control fiscal formen 
parte de la cultura política dominicana, no sólo po¡:qüe ase-guran los 
fundamentos democráticos, sino porque auspician el ahorro y 
establecen con troles a la ineficiencia, los altos costos, la baja rentabi· 
lidad, la corrupción administrativa y al dispendio de los recursos 
públicos. 

Para fundamentar sus propuestas las autoras y los autores 
presentan de manera sintética el estado de situación constitucional, 
legal, institucional y de las prácticas relativas a la rendición de 
cuentas y el con trol fiscal. De esta revisión destacan, entre otros 
muchos aspectos, la falta de independencia de la Cámara de Cuentas y 
su inoperancia en e l cumplimiento de sus importantes funciones, la 
abdicación del Congreso Nacional de su función fiscalizadora, la 
inadecuación de las memorias de rendición de cuentas presentadas 
por el Poder Ejecutivo en el Congreso. También resaltan el anacrónico 
dispositivo jurídico (acerca del Presupuesto, Contabilidad y Tesorería), 
la necesidad de una revisión integral del sistema de contabi lidad 
gubernamental, la falta de publicidad de los actos de gobierno. 

La detallada descripción del sistema financiero municipal y de los 
controles internos y externos deja entrever los mismos escollos que 
existen a nivel central, entre los cuales se encuentran el abismo entre 
los dispositivos jurídicos y la práctica cotidiana. Al igual que ocurre 
con el presupuesto nacional, resalta la necesidad de que el presu· 
puesto municipal se convierta en un instrumento técnico y financiero 
con objetivos, costos y responsabilidades que hagan posible el control 
financiero y una rendición de cuentas ajustadas a criterios operacio­
nales y con la participación de una atenta ciudadanía. 

Desde otro punto de vista, se destaca que el derecho a la infor­
mación y la publicidad de la gestión gubernamental constituyen una 
materia cuya regulación y práctica efectiva se han convertido en un 
reto inmediato. El control de los gobernanLes por parte de la ciuda­
danía se nutre, en parte, de la facil idad de acceder libremente a la 
información acerca de los actos de gobierno y de un régimen de 
publicidad de las actividades gubernamentales. La instauración de los 
aspectos anteriores sería un embate al secreto y a la falta de transpa­
rencia con que todavía hoy en día se manejan muchas de las decisio­
nes y ejecutorias gubernamentales. 

El lector tiene en sus manos una revisión inteligente de 
aspectos del actu al sistema de rendición de cuentas y control fiscal, así 
como de propuestas viables y realistas que ayudarían a crear un 
régimen de transparencia y control de la gestión gubernamental. El 
Centro Universitario de Estudios Políticos y Sociales de la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra se complace en hacer públicos 
estos trabajos en la seguridad de que conslituyen un aporte para la 
reOexión y la adopción de decisiones. 

Ramonina Brea del Castillo 
Directora del Centro Universitario 

de Estudios Políticos y Sociales 



PRIMER CAPÍTULO 

PRINCIPIOS DE LA ÉTICA DEL CONTROL GUBERNAMENTAL 

y DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS EN LA DEMOCRACIA 

]osé Luis Alemán, Sj. 

1. Introducción 

La Cámara de Cuentas, como institución pública encarga­
da de auditar los ingresos y gastos del Ejecutivo aprobados 
por el Congreso, es de origen relativamente reciente: siglos 
diecinueve y veinte1

• El alcance de esta auditoría se ha ido 
extendiendo progresivamente a las instituciones descentrali­
zadas autónomas, a los municipios y a las empresas econó­
micas de propiedad estatal mayoritaria. 

De hecho, sin embargo, es documentable la existencia 
desde muy antiguo de controles internos de la administra­
ción pública. En Babilonia, Asiria, Egipto y Atenas se practi­
caba esta forma de auditoría. Más tarde, al extenderse el 
poder del Gobierno Central a amplias regiones, se constata 
una segunda forma de auditoría regia sobre las oficinas 
recaudadoras y ejecutoras a niveles regionales2

• En la actua­
lidad, el control de los ingresos y gastos públicos es ejercido 
a nombre de la instancia política que aprueba las fuentes de 
recaudación de ingresos y las formas de gastarlos. 

1 Kurt Heinig, "Haushaltskontrolle", Nandbuch der Finanzwi.<senschaft, 1. Tuebingen: 
J.C. B.; Mohr, 1952, p. 674. 

2 Kurt Heinig. Ob. cit., pp. 674·675. 
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Podemos, pues, distinguir una triple forma de control 
fiscal : la burocrática, practicada por las unidades ejecuto­
ras, la central, realizada por el Gobierno CentTal y las polí­
ticas, que presuponen una separación del Poder Legislativo 
y del Poder Ejecutivo. La Cámara de Cuentas se da en esta 
última forma de control de ingresos y gastos públicos. 

Esta evolución obedece a la necesidad de hallar solu­
ciones institucionales a las fuertes luchas de intereses de 
diversos grupos sociales interesados en controlar el Estado 
o influir sobre él. 

Se impone, por tanto, tratar brevemente de captar di­
versos tipos de relaciones entre la sociedad y el Estado. 
Metodológicamente los "tipas ideales" de Max Weber se 
prestan a la tarea de asignar sentidos distintos a varias de 
las muy diversas formas de solución de conflictos que re­
gistra la historia de esas relaciones. 

Tras la exposición de esos "tipos" analizaremos las ra­
zones éticas que no solamente legitiman diversas solucio­
nes al sistema de fiscalización sino que probablemente son 
su fuerza motora más verosímil. Este enfoque tiene su 
origen en el artículo seminal del filósofo norteamericano 
John Rawls "Justice a s Fairness" 3

• Finalmen te, resta pre­
sentar principios é ticos generales, pero significativos, sobre 
la rendición de cuentas en la democracia. 

2. Tipos ideales de relaciones fiscales entre 
sociedad y gobierno 

El gran problema de las ciencias sociales, en general, 
e s el de que tratan de comprender epistomológicamente la 
mente de otros~ . 

El proceso de esta comprensión radica en la deter­
minación del "sentido" o del "significado" de la acción de 
un grupo de personas. En efecto, las acciones sociales 
incorporan intenciones, expresan emociones, tienen razón 
de ser, son coloreadas por ideas sobre los valores, generan 
expectativas (¡n o del tipo de expectativas racionales de la 

3 Pllilosophical Reuiew, vol. 67 ( 1958), e n Richard B. Brandt, Value and Obligation. Syste· 
matic Readings in Etlucs, New York: Harcourt Brace & World, Lnc., 1961, pp. 549-563. 

4 Martin Hollis, the Pliilosopliy of Social Sciences. Oxford: Cambridge Universi ry Press, 
1994, pp.l49 ss. 
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economía!) sobre el futuro actual del grupo, y sus miem­
bros sufren de sentimientos de 'culpabilidad y vergüenza si 
viven de otro modo. Por último, recalquemos que pueden 
construirse teorías sobre la naturaleza de las cosas a partir 
de su signifkado5

• 

Weber parte de que existe un sentido que los actores, 
tanto como individuos como por grupos, atribuyen de he­
cho a una serie de acciones sociales. Este sentido puede 
ser, muy limitadamente, "probado" como promedio de una 
masa de casos, o ser construido por otros "tipos ideales" 
sobre la base de un análisis de hechos cuya interconexión 
y significado son plausibles. Esos tipos ideales son, por 
tanto, esfuerzos racionales por captar una interpretación de 
hechos sociales por el sentido que personas ajenas a la 
acción le atribuyen. Esta conexión entre sentido exter­
namente "mentado" y acción social no es, sin embargo, pu­
ramente arbitraria sino persigue un camino que dé una 
mejor comprensión de los hechos, sin atribuir a esta 
construcción un carácter de objetividad cierta6

• 

La causa interpretativa puede ser económica -relación 
estricta de medios a fines- valorativa (fines buscados), 
tradicional (determinada por las costumbres), acorde con 
una regla o una norma dada. Siempre es posible que en la 
vida las acciones sociales estén codeterminadas por dos o 
más de estos "motivos", pero para mayor claridad es pre­
ferible utiliz::tr "tipos ideales" que hagan sobresalir uno de 
ellos, sabiendo que la realidad es más compleja. Aunque 
esta construcción puede ser subjetiva, no podemos olvidar 
que es de uso frecuente incluso en economía o en física, co­
mo indica la adición de cláusulas estereotipadas de sal­
vaguardia: "ceteris paribus" o "mutatis mutandis". 

Si es evidente que la identificación fructuosa de "tipos 
ideales" es obra de virtuosos que han desarrollado la 
capacidad de "intuir" conexiones entre hechos y motivos. El 
ejemplo de los orígenes históricos del capitalismo del mis­
mo Max Weber7 en el que se vincula una motivación 
valorativa final, la religiosa calvinista, y el nacimiento del 
capitalismo muestra el grado de cultura y de conocimientos 

S Martin Hollis, Ob. cit., pp. 1<45-147 
6 Max Webe r, F.conomía !/sociedad. México: Fondo de Cultura Económica, 196 1, pp. 5-45. 
7 Hís10ria Económica Gtmeral. México-Buenos Aires, 1961, c. 4, apartado 9. 
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históricos necesarios para que esta 11 comprensión 11 fecunde 
las ciencias sociales, incluyendo la economía8

• 

Para simplificar el trabajo y disminuir la capacidad 
creativa que supondría una elaboración de tipos fiscales 
ideales, que pueden incluir o no el control de ingresos y 
gastos públicos, seguiremos a Max Weber e n su famosa 
di stinción entre autoridad patrimonial, carismática y racio­
nal. Además, el mismo tema de este capítulo, -principios y 
ética del control gubernamental en la democracia- obliga 
a diseñar un tipo de democracia directa basada en las 
prácticas atenienses y otro, la de mocracia participativa • 
indirecta, posterior al análisis weberiano. 

2.1 Democracia directa 

El análisis seguirá fundamentalmente a Aristóteles' y 
a Karl PolanyP0 para dar significado a las acciones sociales 
de tipo fiscal y administrativo de Atenas. El período anali­
zado va desde el año 483 A.C. cuando se descubrieron las 
minas de me tales preciosos de Maronea hasta el 401 cuan· 
do se gen eraliza el pago de "dietas" a los ciudadanos que 
asisten al ágora y de salarios a los magistrados11

• La pobla· 
ción de Atenas ha sido estimada por Gomme en 315,500 
para el año 431 (172,000 ciudadanos, 28,500 extranjeros 
residen tes y 115,000 esclavos). La población varió de 
200,000 a 300,000 personas en los siglos quinto y cuarto 
antes de Cristo12

• 

• El sistema político ateniense de gobierno, excep· 
tuando el de la tiranía, fluctuó entre la oligarquía y 
la democracia, pero a partir de la re forma cons­
titucional de Clístenes y de las guerras médicas, la 
democracia se impuso progresivamente. Aristóteles 
distingue la de mocracia de la oligarquía no por el 
número de gobernantes (pocos en la oligarquía, mu­
chos en la democracia) sino por el gobierno de los 

8 M1chio Morishima, Why has .Japan "Succedcd"? Wcstern Thecnology and japanese 
ethos. Oxford: Cambridge University Press Morishima, 1984, pp. 1-19; 194-203. 

9 'Consti t ución de Arenas•. Obras completas, Madrid, AguiJar, 1997, ce. 22·41. 
10 111c Livelihood of Meo, New York: Academic l'ress, 1977, pp. 163-222. 
11 Aristóteles, 'Constitución de Arenas' , Ob. cit., c. 41. 
12 Karl Polanyi, Ob. cit., p. 201. 
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ricos (oligarquía) o de los pobres (democracia13
) . De 

hecho los ricos son pocos y los pobres muchos, pero 
éste no es el punto, sino el de la riqueza14 . 

Aun en un sistema democrático los muy ricos pueden ser 
peligr osos ya que tienen posibilidad de alcanzar una nu­
merosa y peligrosa clientela a través de dádivas y obras de 
beneficencia pública. Este fue el caso de Cimón, adversario 
de Pericles. Contra los ricos peligrosos o las personalidades 
populares existía el arma del ostracismo o exilio obligatorio. 

• La orientación general de la democracia en el 
campo económico era muy clara: la ciudad era res­
ponsable de la supervivencia material de sus ciu­
dadanos15. 

Para poder cumplir sus obligaciones económicas Atenas 
contó con las riquezas que le dejaban las minas de Maronea. 
Con su producto se construyó una flota de guerra que fue 
directamente responsable de su s triunfos frente a otras ciu­
dades griegas con las que formó una liga de mutua defensa 
que conllevaba el pago de fuertes tributos a la metrópolis 
ática. Estos dos pilares de los ingresos fiscales eran comple­
tados con el producto de las licencias concedidas a los ex­
tranjeros residentes para establecer sus tiendas16. 

Los ingresos fiscales se utilizaban para pagar los jueces 
y militares, para organizar espectáculos, construir esplén­
didas obras públicüs y hacia el 400 incluso pa ra dar a cada 
ciudadano una die ta ( "diobelia") por asistir al ágora. Estos 
ingresos familiares eran gastados libremente por los ciu­
dadanos en m ercados bien regulados e inspeccionados. 

Adm inistrativamente Atenas impidió, excepto en el caso 
de los dirigentes militares, el nacimiento de una buro­
cracia profesional permanente. El mero hecho de que los 
cargos públicos eran asumidos por turno y tiempo muy 
corto17 aniquiló toda posibilidad de control administrativo 
por funcionarios permanentes como señaló Aristóteles en 

13 Anstóte les, "Política" , Obras completas, Mndrid: AguiJar, 1977, 1. m, cc.7·8. 
14 Kar l Polanyi, Ob. cir ., p. l72. 
15 Karl Polanyi. 0/l. cit., p. l70. 
16 Kar lPolanyi , Ob. ci1., p.191. 
17 ~arl Polanyi, Ob. ci1., p.173. 
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la Política (l. ID, c.8) "los estados gobernados democráti­
camente ... son considerados adictos a la igualdad por enci­
ma de todas las cosas". 

En Atenas existían, de acuerdo a la Constitución vivida 
por Aristóteles, 10 tesoreros, 10 vendedores que llevan 
"tablillas según los vencimientos ... " (c. 48), 10 recauda­
dores encargados de contabilizar "el dinero pagado", 10 
contables "que son los que reciben la cuenta que los ma­
gistrados rinden a cada pritanía (presidencia del Consejo) 
(c. 49), 10 agrónomos -inspectores de sanidad y calidad de 
los mercados- 10 inspectores del pan y del trigo, 10 inspec­
tores del puerto "que obligan a los mercados a entregar 
para la ciudad dos tercios del grano que entre" ... (c. 51). 
Llaman notablemente la atención los detalles de control 
sobre activos, de toda clase. 

Los magistrados tienen que ser examinados por los 
arcontes y jurar que "no recibirán dones con motivo de su 
jerarquía o magistraturas" (c. 55). Existen también "thes­
mothetes" que entre otros oficios "plantean la revisión y 
aprobación de todos las magistraturas " (c. 59). 

Es palpable el interés por regular y controlar todo tipo 
de actividades públicas. 

El gobierno de Atenas puede ser descrito como sistema 
de votación y participación de todos los ciudadanos para 
lograr la igualdad y la justicia, así como para asegurar su 
bienestar material a través de un abierto imperialismo 
mili tar y económico. No hay burocracia profesional perma­
nente, pero sí existe un sistema de controles sobre las obli­
gaciones y activos que cada ciudadano debe administrar 
por turno y por suerte. 

En el lenguaje de Weber este sistema tiene sentido por 
su fin: garantizar la vida material de cada ciudadano a tra­
vés de su participación directa y contable en el gobierno. 
Podemos hablar de una democracia económica directa con 
fuertes controles fiscales por representantes del pueblo. 

2.2 El control fisca l en Estados con autoridad carismática 

Max Weber18 defin ió este "tipo ideal" de liderazgo como 
el propio de una sociedad o grupo social que por estar en 

18 "La sociología de la autoridad carismática", Ensayos de sociología contemporánea. Ilarcclona: 
MartJne2 Roca, S. A., 1972, pp. 300-301. 
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conflictos graves de tipo económico, religioso, político ... no 
puede satisfacer sus necesidades cotidianas dentro de una 
rutina preestablecida. Surgen entonces, frecuentemente, di­
rigentes "carismáticos" con caracteristicas muy personales, 
enemigos de la ganancia metódica y racional y que son perci­
bidos como enviados para misiones muy particulares. 

El dirigente carismático no procede de acuerdo a 
normas establecidas, no respeta agencias de controles de 
ejercicio de autoridad19 ni usa para la ejecución de sus 
decisiones departamentos p ermanentes independientes de 
su persona. Consiguientemente no necesita, aunque puede 
tenerla, una cali ficación técnica profesional, pero sí es una 
persona de probado valor que exige obediencia. No es ele­
gido por sus súbditos, a no ser de un modo informal, pero 
es seguido por muchos de ellos de un modo entusiasta. 

Estos tipos de dirigentes, que entre nosotros pueden 
ser llamados "caudillos", no persiguen fines económicos de 
modo sistemático ni viven solamente de impuestos, sino de 
donativos y aportes más o menos voluntarios. En el fondo 
no es del mundo aunque viva en él. El liderazgo carismá­
tico es propio de épocas críticas y de personas extraordi ­
narias poseídas de algún tipo variable de "dones". En esas 
circunstancias, el seguimiento de los súbditos puede con­
llevar a éstos graves penurias. 

El caudillo carismático puede perder su legitimidad 
si n o alcanza éxito para su misión. Sin embargo, es ta mi­
sión puede ser redefinida nuevamente y despertar otra 
vez el entusiasmo original a l menos en parte de los anti­
guos seguidores. 

Para el tema que nos interesa, el control fiscal de los in­
gresos y gastos de acuerdo a la aprobación de otra instancia 
política como el Congreso, no tiene verdadero contenido 
real. El caudillo se las ingeniará para hacer aparecer como 
control fiscal lo que no es sino aprobación de sus planes. 

Uno pudiera estar tentado de ignorar este liderazgo co­
mo irrelevante para el tema que tratamos -el con trol de 
cuentas- pero la frecuencia con que las sociedades en sus 
períodos de nacimiento y de consolidación experimentan 
di rigentes carismáticos obliga a hacer men ción de él. 

19 lbic.l, p. 302. 
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Desde el punto de vista del control fiscal lo impor­
tante no es tanto, al menos e n tiempos modernos, la exis­
tencia de reglas administrativas sino su maleabilidad por 
parte del caudillo, lo que las reduce a simples aproba­
ciones de su voluntad, sea cual sea la aprobación formal 
de gastos por pa rte del Congreso, e invalida cualquier 
responsabilidad legal de rendición de cuentas. En última 
instancia, la voluntad política de la mayoría, y estamos 
prescindiendo de liderazgos forzosos propios de tiranos 
sin respaldo popular, reduce a la categoría de mezq uin­
dades administrativas interesadas cualquier intento de 
tomar en serio la rendición de cuents. 

Existe, además, otra causa de la inutilidad de esta ren­
dición. ¿Quién puede juzgar lo que decide el dirigente caris­
mático, investido con dones tan extraordinarios? No existe 
sencillamente nadie a quien tenga que rendir cuentas por­
que nadie tiene sus dones. 

Muchos países en proceso de maduración política, o de 
desintegración, sufrimos este control fi scal formalista. 

2.3 El control fiscal en Estados con autoridad pat1·imonial 

La denominación patrimonial es tradicional: su legiti­
midad descansa en la cost~mbre. 

La relación entre gobernantes y gobernados se caracte­
riza por lazos de piedad (compañeros tradicionales que par­
ticipan de la misma mesa que el señor). Posteriormente, al 
ampliarse el espacio físico de terreno que domina el señor 
o cuando los recursos patrimoniales no bastan para ali­
mentar a los compañeros, hay que reclutar a otros "com­
pañeros" que ya no viven del patrimonio del gobernanté 0

• 

La fue rza de la tradición tiene dos formas: una en la 
que las decisiones en su contenido son definidas de modo 
unívoco; otra en la que rige respecto al contenido la liber­
tad del señor, pero la tradi~ión le demarca el ámbito en el 
que puede mandar. Aún en esa segunda forma "libre" de 
dominio las decisiones o son arbi trarias (simpatía, compra 
por favores) o están impregnadas de una ética moral 
material y no institucional (no se rige por instituciones ra­
cionales). En r ealidad, el e j ercicio del poder está limitado 

20 Max Webc1, E.:onomía y Sociedad, Ob. c i1., m. lll; LX; IV; Ensayos de sociología 
concemporánea, Ob. ci1, pp. 251-257 
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por lo que la fuerza de la costumbre permite sin provocar 
resistencia de los súbditos. Weber indica que sólo los pre­
cedentes y las costumbres orientan la legitimación del 
derecho de dominio21

• 

Fiscalmente, la forma pura de esta dominación -la de 
reclu tamiento de compañeros que viven del patrimonio del 
señor- está de terminada por la cuantía del capital dispo­
nible, incluyendo esclavos y tierras lejanas que son culti­
vadas por colonos. 

En el reclutamiento extra-patrimonial por cooptación de 
compañeros sobre la base de vínculos de confianza y de 
fidelidad se identifican n umerosas variantes de retribución 
de parte de la mesa del señor: a) empeño o transferencia de 
tributos; una parte de los cuales es devuelta al señor; b) 
concesión del usufructo de bienes raíces con la misma condi­
ción implícit a; e) arrendamiento de cargo al mejor postor o a 
quien prefiera el gobernante22 d ) otorgamiento de "preben­
das" o derechos a vitalicios una parte de los productos de 
esos cargos21

; f) sencillamente asignación de tierras o bene­
ficios para que los electos pue dan vivir de estas posesionesH. 

Estas formas de "pago " por servicios al señor significan 
una disminución de jacto del patrimonio real en cuanto capaz 
de producir flujos de bienes o de dineros al soberano y un 
progreso muy sensible de la autonomía de los pre bendarios25

• 

Algunas de estas formas se prestan bien al desarrollo 
del control estatal, sobre todo hipotecas de derechos impo­
sitivos y de tien-as en sus diversas modalidades -el pro­
ducto, ceder excedentes o determinar cantidades fijas a 
devolver-. H ay en este caso no sólo un incentivo para tra­
tar de controlar el rendimiento que alcanzan los resultados 
a la "mesa " sino para confeccionar un presupuesto con 
ingresos probables. Sin embargo, el control del que aquí 
habla mos es para beneficio del señor, ya que no está 
obligado a dar cuen tas a nadie. Podemos hablar de un ger­
men de presupuesto patrimonial pero no de un presu­
puesto sometido a aprobación de terre nos ni menos aún a 
rendición de cuentas. 

N o podemos olvidar que idealmente este "tipo fiscal" 
busca relaciones entre gobernan tes y súbdi tos basadas en 

21 Max Weber, Economía y :wciedad, Ob. cit ., p. 181, p. 77G. 
22 l\Lax Web er, Economía y :wciedad, Ob. ett ., p . 724. 
23 Max Weber, Economia !1 sociedad, Ob. cu ., pp. 776 s. 
24 Max Weber, &onomúz !1 :wacdod. Ob. cu ., pp. 776 s. 
25 Max Webe r, Ensayos de :wcio/og(a contemporánea, Ob. cit. p. 258. 
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la tradición y en la "piedad" familiar. La realidad es, por 
supuesto, otra. Al pasar el tiempo los vínculos afectivos 
que daban sentido a esta dominación se van debilitando 
por ambas partes: los dominantes buscan cada vez mayores 
recursos para sus empresas o gastos públicos, al margen 
del vínculo de fidelidad propio del tipo. Por la misma razón 
son vistos como intrusos por los compañeros y no como 
jefes o padres de familia. Nace así una sociedad feudal 
donde los antiguos compañeros son ahora participantes de 
los derechos del rey y donde la fidelidad y el vasallaje van 
acompañados por una más o menos tensa lucha de poder 
que terminará con el triunfo del más capaz de introducir 
técnicas militares y logísticas más poderosas. 

No creo que sea interesante tratar esta forma de "domi­
nio feudal". Sí lo es, en cambio, recordar brevemente al­
gunos momentos claves para comprender, por una parte, el 
mayor control y derecho a recibir cuentas de los impuestos y 
gastos reales (siglo XDl en Inglaterra) y la paulatina derrota 
de la independencia fiscal de los ciudadanos, habitantes de 
ciudades con cartas de constitución aprobadas por el rey o 
el emperador totalmente ajenas al feudalismo que limi­
taban fuertemente el poder del soberano para imponer nue­
vos y mayores tributos. Por supuesto, abandonamos así el 
tipo ideal de dominio patrimonial. 

El tipo ideal de autoridad patrimonial se desvirtúa a sí 
mismo cuando el patrimonio real es incapaz de llenar a los 
compañeros sus n ecesidades vitales. Por grande que sea el 
poder de la cultura y de la tradición para mantener cierta 
unidad estatal, generalmente con los juramentos de vasa­
llaje y la ayuda eclesiástica, los intereses de los antiguos 
com pañeros predominan sobre la voluntad del "padre". 
Cuando éste intenta imponer nuevas cargas sobre todo 
impositivas puede llegar la rebelión abierta no contra él 
pero sí contra las nuevas disposiciones tributarias. Este es 
el origen de la "magna carta libertatum" que en 1215 tiene 
que firmar Juan sin Tierra confirmando derechos "tra­
dicionales", de las Provisiones de Oxford estableciendo una 
Cámara de los Comunes en 1258, y más tarde de la rebelión 
de los comuneros urbanos de Castilla contr a Carlos V16

• 

26 "lllagna Carta": Mantfort, Simon de " Bri tánica, Encyclopedia". Chicago-l.ondon; William 
Bemon; Bernard Grun, The Timetables of History, New York·London, Stmon and Schuster, 
1991. 
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Consecuencias de estas rebeliones en el campo fiscal 
son la necesaria aprobación de nuevos impuestos por el 
Parlamento (en Inglaterra) o -en el caso de los comuneros­
la anulación de esas restricciones. 

2.4 El control fiscal en la dominación burocrática 

El crecimiento cuantitativo y cualitativo de las tareas guber­
namentales conduce al modelo de "dominación burocrática" 27

• 

En este "tipo ideal" de dominación los órganos ejecu­
tivos dis tribuyen las tareas que tienen que hacer en zonas 
organizadas por normas administrativas específicas que 
aíslan cada actividad de otras distintas y que son ejecuta­
das por funcionarios técnicamente especializados y some­
tidos a superiores jerárquicos que disfrutan de autoridad 
solamente en esa zona administrativa. 

Toda la actividad burocrática es documentada en escri­
tos y sigue pautas de procedimiento y criterios de decisión 
previamente señalados en instructivos28

• 

Los funcionarios burocráticos no están ligados a sus 
superiores por lealtad personal, no son elegidos a cambio 
de servicios o de relaciones y disfrutan, tras exámenes de 
entrada, de posiciones vitalicias con posibilidades, no 
der echos, de ascenso en una "carrera administrativa". Su 
lealtad es a instituciones y su retribución garantiza una 
existencia relativamente segura de acuerdo a sueldos deco­
rosos. Típica de la dominación burocrática es la capacidad 
aprendible y demostrable para realizar tareas específicas 
(militares, ingenieriles, financieras ... ). 

Esta dominación se presta notablemente a un control 
de ingresos, gastos y tareas. La separación de funciones, la 
existencia de instructivos, la constancia escrita de órdenes 
y de su realización, y la capacidad técnica de los funcio­
nar ios permiten la creación de un sistema de auditoría 
contable y administrativa independiente de los ejecutores. 

El control fiscal da plenos frutos sólo cuando la auto­
ridad superior no puede intervenir directamente en la ejecu­
ción de las tareas y cuando los funcionarios son económi-

27 Max Weber, Econom ía y sociedad, Ob. cic., IX. liJ. 
28 Max Web er, Ensayos de sociología contem porcín eCI, Ob. cir .. pp. 241ss. 
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camente independientes de ellos. El poder superior del 
Estado no es una consecuencia de "dones" (tipo carismático) 
ni de vínculos familiares o económicos (tipo patrimonial) 
sino del cumplimiento de ciertas reglas constitucionales 
(elección por sufragio o derecho hereditario de sucesión). La 
división de poderes, con un legislativo con autoridad colegial 
monopólica pero elegido por los ciudadanos para aprobar 
impuestos, tasas y préstamos, por una parte, y gastos por 
renglones específicos, por otra parte, y para "descargar" al 
E jecutivo de la realización de los gastos públicos, e s, desde el 
punto de vista administrativo, prácticamente indispensable 
para el control fiscal. 

Una real división de poderes, finalmente, tiene dos pre­
rrequisitos: de tipo político uno y económico el otro. Políti­
camente, el pode r central no tiene capacidad real para 
imponerse contra las instituciones. Econ ómicamente, los 
ciudadanos preparados tien en fuera del gobierno posibili ­
dades reales de obtener empleos y de ganar ingresos al 
margen de cualquier actividad estatal. La necesidad de 
sobrevivir y de ganar prestigio mata la independencia de 
los burócratas frente al poder central. La existe ncia de una 
ley de carrera administrativa , aunque de importancia deci­
siva, no basta, pues, para lograr una autonomía real de los 
funcionarios y si ésta no existe, el modelo burocrático de 
control y de gobierno no pasa de ser, en grados variables, 
una formalidad. 

El tipo ideal de control fiscal propio de este modelo de do­
minación adquiere su sentido cuando garantiza la existencia 
de una dominación sometida a controles institucionales. 

2.5 El control fiscal societal 

García Delgado n ota que "las políticas de descentraliza­
ción y de integración ... son un anuncio previo de transición 
hacia otra forma estatal distinta a la del Estadonación "29

• 

Administra tivamente, el Estado renuncia a buena parte 
de su papel de regulador, productor y benefactor de la socie-

29 Daniel García·Dclgado. "Estado y sociedad en una época de transición", Racardo Timrn 
y Hcrmann Weber, Cultura de mercado e inwg•·ación.<ocial. Bonn: KAAD, 1997, pp. 9·12. 
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dad para convertirse en un gerente aun no claramente defi­
nido a imagen y semejanza del vigente en el sector privado30

. 

Los cambios a nivel societal h an sido también profundos 
y extremadamente r ápidos cuando se los mide en tiempo 
histórico. De alguna manera, quizás no paradoja!, el Estado 
tiende a difuminar su imagen nacional a favor de grupos 
integrados de naciones (Unión Europea, Mercosur, Cari­
com ... ) mientras que las provincias o regiones captan la 
atención de sectores de la población (desmembramiento de 
la URSS, de Yugoslavia, regionalización con tendencias in­
de pendentistas en I talia y España ... ) 

García Delgado31 afirma que la transición de un modelo 
de "ciudadanía social militante con partidos de masa" 
fuer temente unidos a grupos populares de carácter iguali­
tario reconstruye el espacio público con la entrada en esce­
na de una "nueva ciudadanía para la que la política tiene 
lugar menor, es menos par tícipativa, escéptica y, en todo 
caso, está orientada al control" . 

En realidad, no se puede hablar de que las instituciones 
políticas, los clásicos tres poderes, hayan perdido impor­
tancia real sino que la ciudadania tiende a vigilarlas más que 
a considerarlas como su delegación institucional. Esta vigi­
lancia apunta a la eficacia instrumental del gobierno, medi­
da en términos macroeconómicos y en la eficiencia de la 
gestión pública. 

Es pr obable que los grandes actores sociales de un 
pasado muy reciente - iglesias, sindicatos, asociaciones em­
presariales, fuerzas armadas- declinen en importancia real 
a favor de organizaciones de crédito internacionales, gru­
pos internacion ales económicos, gru pos de base y medíos 
de comunicación. 

La b urocracia, a pesar de su más que aceptable récord 
de eficiencia y de captación profesional, ya no está orien­
tada a tomar deci siones según procedimientos preestable­
cidos sino a facilitar mediante el análisis técnico el naci­
miento de programas de gobierno que serán juzgados por 
su s resultados. Los gobernantes tienden a convertirse en 
gerentes. La burocracia en tecnocracia. 

30 García-Delgado afirma q ue este aspecto gerencia l ha influido mucho e n Argentina 
debido a l l ibro de O. Osborne y T. Glacbcr, T.a rtJi nvención de l gobie rno, J3arcelona, 
1994. Ver Danie l García·Dclgado, Ob. cit. pp. IO y 14. 

31 Ob. cil., pp. lOs. 
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Lo privado, lo particular, lo local, lo psicológico y lo per­
misivo van ganando primacía frente a sus contrarios, espe­
cialmente lo he roico, lo absolutamente válido y lo solidario 
de hace pocas décadas. 

En este "tipo ideal" de relaciones entre el Estado y la 
Sociedad Civil, es difícil hablar de dominación estatal en 
sentido estricto, quizás lo que más interese al ciudadano 
sea "el control ", en el sentido de evitar que las insti tu­
dones exceden el ámbito indefinido de sus atribuciones, y 
el asegurar que sus recursos sean utilizados en contra de 
los ciudadanos como individuos o como miembros de nue­
vos grupos sociales. 

El instrumento de control por excelencia de este tipo 
de sociedad son los medios de comunicación , aunque ob­
viamen te éstos tienen que basar sus juicios en informes 
objetivos de las Cámaras de Cuentas. 

Me es difícil atribuir sentido a un conglomerado social 
tipo que está aún parcialmente escondido en un proceso 
de paulatina cristalización. Fiscalmente diría que el con­
trol de los ingresos y gastos dependerá cada vez más de la 
capacidad de la sociedad para hacerse sentir por los me­
dios de comunicación social. 

2.6 Conclusiones de la visión sociológica del control fiscal 

No conviene caer en el error de identificar realidad con 
"tipos ideales", a pesar de que entre éstos y l a realidad deba 
buscarse un puente que legitime su identificación y uso. 

No obstante este axioma metodológico quizás convenga 
indicar algunas tendencias que se desprenden de la pre­
sentación de los cinco tipos ideales expuestos: 

• en toda sociedad existe un grado visible de tensión 
entre el gobierno y la sociedad civil; 

• toda sociedad busca cierto grado de control del 
ejercicio del p oder de sus gobernantes para tratar 
de salvar su orientación fundamental, en lenguaje 
de Weber: su "sentido". Este control suele exten­
derse al problema fiscal estricto: ingresos y gastos 
del gobierno, y al objetivo de esa actividad fiscal: la 
obtención de ciertas metas concretas; 
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• los gobiernos y las sociedades van apartándose de 
sus grandes objetivos por fuerzas intrínsecas a su 
funcionamiento o por carencia de recursos; 

• de los tipos de control que acompañan los tipos 
ideales de dominación aquí tratados, los más intere­
santes para nuestro estudio son los propios de la 
democracia directaimperial , del Estado-nación bu­
rocrático, y del Estado-Societal; 

• los tipos ideales nunca se dan de forma pura en la 
realidad. Los tipos weberianos son construcciones 
mentales que satisfacen al estudioso al brindarle 
11 sentido" o "significado 11 plausible a un determi­
nado fenómeno social; 

• por lo tanto, debe esperarse que en la realidad, en 
cuanto ésta es descubrible históricamente, se den 
simultáneamente aspectos propios de más de un 
"tipo"; 

• en el caso concreto de la República Dominicana nos 
atrevemos a proponer como forma histórica predo­
minante una que contiene formalmente elementos 
burocráticos de control pero que ha operado en una 
sociedad con dominación carismática mezclada más 
recientemente con la llamada dominación societal. 

Más concretamente, y ya apartándonos de la meto­
dología de Weber, es posible afirmar que la Cámara de 
Cuentas en República Dominicana ha sido una institución 
burocrática propia de un Estado-nación funcionando a 
través de gobiemos con fuertes tendencias carismáticas a 
las que tanto el Congreso como la opinión pública prestan 
poca importancia. El surgimiento de una sociedad en 
transición con menos empeño en dirigir directamente la 
cosa públ ica pero quizás con más interés en controlar su 
funcionamiento a través de "grupos de b ase" y la opinión 
pública y con cier ta orientación a la descentralización, 
abre nuevas perspectivas a su estudio. 
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3. Fundamentación moral de las instituciones 

3.1 Instituciones 

En principio, la Cámara de Cuentas tiene como función 
primordial la de fiscalizar si las fuentes de ingresos estatales 
y la erogación de esos ingresos en fines específicos han sido 
los aprobados por el Congreso en cumplimiento de un man­
dato constitucional o legal. Por eso, aunque de manera super­
ficial , es tratada en manuales y monografías de lo que antes 
se nombraba "Hacienda Pública" y actualmente "Economía 
Pública" o "Economía de las Decisiones P úblicas". 

El tema de la moral de estas decisiones va recibiendo 
cada vez más atención, al menos en la dimensión de "equi­
dad" o justician o de criterios para la toma de decisiones 
públicas33

• El economista actual no tiene pretexto para eva­
dir la problemática moral de la política fiscal dentro de la 
cual hay que colocar el control y su institución principal: la 
Cámara de Cuentas. 

La moral de las decisiones públicas, siempre presente 
en las políticas económicas, suele presentarse de una ma­
nera fenomenológica. La literatura más filosófica sobre la 
economía ha ido aumentando de manera muy apreciable 
desde hace tres décadas3• . 

En este apartado bucearemos en la problemática moral 
de las instituciones económicas y no sólo, como es frecuen · 
re, de los actos económicos o de la moral personaP5

• Así 
como tomamos los tipos ideales de Weber para el análisis 
sociológico-político del con trol fiscal, escogeremos ahora 
como fundamento del análisis ético las reflexiones de 
moral filosófica de Rawls. 

32 Stanley Fischer y otros (Dornbusch y Schmalensee}. Economía 2 ed. M,.xico: McGraw· 
llill. Septiembre de 1992, c. 10. Pe r Olov Johansson, An lntrodution to Modern Wclfare 
Economics. Oxford: Cambridge Universiry Press, 1994, p p. 121; Garcth D. Myles, Pub lic 
Economics. Oxford: Cambridge University Press, 1997, pp.S-7. 

33 Paddy A. Me Nutt, The Economics of Public Choice, Chcltenham·Brookfield, Edwa rd 
Elger, 1996, pp. 13-18. 

34 Vivían WaJsch, "Philosophy and Economics". The Ncw Palgravc. London , New York . 
Tokyo: The Mcmillan Press, 1987, Vol. 3., pp. 86 1-869. 
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3.2 La moral de las instituciones, de las personas, de las acciones 

Al tratar la fundamentación moral de una institución co­
mo la Cámara de Cuentas conviene iniciar diferenciándola 
de la de las acciones y de la de los individuos. Brandt presen­
ta el tema de la siguiente manera: 

Las instituciones son sistemas de reglas de conducta en 
áreas importantes de la vida social (la económica, la polí­
tica, la familiar, la religión ... ) para las personas que las in­
tegran y para las que en ellas ocupan ciertas posiciones de 
dominio. Las personas viven necesariamente en sociedades 
más o menos reglamentadas por esas instituciones. Esas 
personas toman decisiones concretas, acciones que coinci­
den o difieren de las prácticas institucionales. 

Podemos distinguir, por tanto, tres clases de moralidad: la 
de las instituciones, la de las personas que desarrollan su 
actividad en ellas y las de sus actos concretos: decisiones so­
bre la aceptación o el rechazo concreto de esas instituciones. 

Como para poder hablar de moralidad en el sentido 
normal de la palabra debemos suponer que los actores go­
zan de libertad, de conocimiento y de intencionalidad en 
sus actos, y que operan por motivaciones de las que tienen 
conciencia3

\ solemos reducir la temática moral a las per­
sonas y a sus actos conscientes. 

Para Aristóteles por ejemplo, la virtud personal es un 
hábito interno que mueve a una persona a actuar perma­
nentemente de acuerdo a reglas o valores identificables 
según la naturaleza de la propia virtud (por ejemplo, la 
justicia, el valor, la templanza ... ) Para que sus actos sean 
morales son necesarios la libertad, el conocimiento y la 
ausencia de coacciones irresistibles37

• 

Lógicamente, pues, lo que norma moralmente a la per­
sona y sus actos son las reglas que las instituciones seña­
lan. Tiene, por lo tanto, perfecto sentido preguntarse sobre 
la naturaleza moral de esas instituciones. 

El objeto del estudio moral de las instituciones como 
subsistemas globales que enmarcan la vida de las personas 
suelen ser las prácticas habituales en la vida de los pue­
blos. En Atenas, por ejemplo, hubiera resultado incom-

35 Richard B. Brandt, Ob. cit., pp. 543-548. 
36 Richard B. Brandt, Ob. cit., pp. 641 ss. 
37 Aristóteles, "Etica Nicomaquca", Obras completas. Madrid: AguiJar, 1977, J. 3, ce. 1·5, 

pp. 1195-1203. 
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prensible que los ciudadanos tuviesen normas morales dis· 
tintas de las leyes de la ciudad38• 

El estudio reflejo de la moralidad de las instituciones no 
es ciertamente nuevo en el campo de las ciencias sociales. 
Locke en 1690, estudiaba la fundamentación moral de las 
instituciones políticas ("nadie puede ser sometido al poder 
político de otro sin su propio consentimiento, en concordan· 
cia con el de otras personas, a unirse en una sociedad ")39, y 
más en concreto del poder legislativo40

• En 1861, bajo una 
perspectiva utilitarista, John Stuart Mili, buscaba explíci­
tamente el "criterio para una buena forma de gobierno" 41

• 

Pero es sobre todo a partir de 1958 cuando John Rawls 
plantea con rigor el estudio moral de las instituciones42

• Su 
influjo sobre el modo de pensar ético de grandes econo· 
mistas de esta década ha sido confesado abiertamente por 
el pre~io Nobel Amartya Sen y por Partha Dasgupta43

• 

El estudio de Rawls arranca de los siguientes supues· 
tos: Las instituciones hay que considerarlas más bien como 
resultado de la vida social que como contratos formales de 
los miembros de la sociedad. Por eso prefiere llamarlas 
"casi contractuales" . Las instituciones son más bien reglas 
aceptadas prácticamente por parte de los miembros de 
una sociedad que una colección de principios últimos 
morales. N o tiene, pues, m ucho sentido preguntarse sobre 
principios de esas prácticas. 

E n segundo lugar, R awls presup one que los actores 
sociales son racionales, en cuanto conocen las reglas insti­
tucionales y sus consecuencias, son guiados por in tereses 
(aunque en varias instituciones como la familia pueden 
predominar vínculos de lealtad y de mutuo afecto o dedi­
cación cimentados en sentimientos) y capaces de obrar 
cooperativamente aun en la persecución de sus intereses 
personales para evitar a todos y cada uno de los miembros 
de la sociedad y a sus gobernantes•• el dominio de otras 
personas. 
38 Karl Polanyi, Ob. ci!., p. 169 
39 Richard B. Brandtl\Yo Trcatises on Goverment, ch. 8, n. 95, Ver Richard B., Ob. cit., 

pp. 504 ss. 
40 Brandt, Ob. ci t., pp. 506·510. 
41 Ver Richard B. Brandr Considerations on Rcpresentative Govermcnt, cb. 2 .. , pp. 600.607. 
42 • justice as Fairncss•, A.C. 
43 Amartya Sen, Lnequaliry Reexamined, New York·Oxford, Russell Sage Foundation: 

Clarendon Prcss. P. XJ; P:mha Dasgupta, An lnquiry inm Well-Bcing and Ocstitution . 
Oxford: Ciaren don Press, 1995, pp.28 n.l4, 34, 35, 37. 

44 Richard B. Brandr, "justice as Fairness•, Ob. cit., p. 554. 
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En tercer lugar, la dinámica del proceso social para 
establecer reglas morales viene dada por la búsqueda por 
cada cual de sus intereses y por el hecho de que a cada 
cual le es dado levantar su voz de protesta cuando siente 
que es tratado arbitrariamente. 

Finalmente presupone Rawls que las reglas tienen senti­
do sobre todo para el futuro y no para el momento presente45

• 

Los principios de justicia subyacentes en las prácticas 
buscan más bien implícitamente, igualdad de cada persona 
y asegurar que, cuando ésta no existe, la desigualdad no 
provenga de distinciones arbitrarias contra nadie, y menos 
que nada de discriminaciones caprichosas por parte de los 
gobernantes. Para alcanzar esta finalidad postula Rawls 
tres principios: 

Que cada participante en una institución tenga el má­
ximo posible de libertad compatible con la de los demás; 
que toda desigualdad sea considerada arbitraria cuando 
no pueda mostrarse que operará en beneficio de cada cual; 
y que los cargos y oficios dentro de la institución sean de 
libre acceso para todos46

• 

El primero de estos principios exige una justificación 
para apartarse de la igualdad dentro del patrón de dere­
chos y deberes, de poder y de obligación, propio de cada 
institución. Pueden existir una y muchas desigualdades 
aceptables si y sólo si existe una justificación. Todos, en otras 
palabras, deben ser tratados de la misma manera en las mis­
mas circunstancias. Para poder hablar de la moralidad de una 
institución hay que dar razón de las desigualdades. 

El segundo principio define qué clase de desigualdad es 
permitida. Las desigualdades no se refieren a las diferencias 
entre cargos sino a las diferencias de los beneficios y cargos 
atribuidos a cada cargo, tales como prestigio, riqueza, obliga­
toriedad de pagar impuestos, etc.47 Un ejemplo explica bien 
este principio: en un juego de pelota nadie protesta contra la 
existencia de diversas posiciones pitcher, bateador, etc., ni 
contra los "privilegios" de que cada posición disfruta de mo­
do específico, sino contra, toda distribución de poder y 

45 Richard B. Brandt, "1\"o concepts of Rules", 11te Philosophical ReL•iew, Vol. 64 (1995), Ob. 
CÍI., p. 236. 

46 • Justicc as Fairncss•, Ob. cit., p. 550. 
47 ' Just ic.- ·•s Fajrncs~", Ob. ci t., p. SSL 
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riqueza no incluida en los diferentes cargos que sí son acep­
tados por las reglas del juego48

• Todos comprenden que la 
diferenciación de cargos trabaja para bien de cada uno de 
los participantes del juego. 

Finalmente hay que postular que los diversos cargos 
disponibles, con su correspondiente carga de deberes y de 
beneficios, estén abiertos a todos en una competencia leal 
en la que los participantes son juzgados sobre la base de 
sus méritos49

• 

Surge la pregunta general de cómo se alcanzan estos 
principios. La respuesta fue dada ya en el anterior aparta­
do: cuando estos principios no se cumplen uno, varios o 
muchos miembros de la sociedad protestan y dificultan su 
funcionamiento. Obviamente las reglas pueden cambiar y 
ser criticadas pero una vez aceptadas y mientras duran no 
dan a nadie una oportunidad legítima de protesta. 

Rawls plantea la pregunta de si esta justificación de las 
reglas institucionales no es de índole utilitaria. Su respu esta 
es clara en cuanto que rechaza todo utilitarismo individual, 
tal cual la economía del bienestar lo postula. Es perfecta­
mente posible y frecuente que una persona al aceptar un sis­
tema de reglas importantes para la convivencia social, tenga 
que sacrificar su interés personal (caso de los impuestos). El 
carácter de estas reglas es llevar a un mínimo la resistencia a 
la limitación de los intereses individuales en el supuesto de 
que los intereses de los demás sean limitados de la misma 
manera, y que el manejo de estos principios se aplique im­
parcialmente a todos. 

Esta justificación moral no maximiza pues el interés, o la 
utilidad de cada individuo, y tampoco significa que el gerente 
-el gobernante bien intencionado- de una función de utilidad 
social busque distribuir los beneficios de cada decisión insti­
tucional según los costos que para cada uno tenga 50

• 

Una regla institucional o la institución misma es justa 
o equitativa cuando satisface los principios que cada uno 
de los participantes propondría al otro para aceptación 

48 Douglas C. North , Premio Nob el de Economía , define las instituciones como reglas de 
juego que decerminan el modo de jugar. El ejemplo está tomado de su obra "ln~ti· 
tullons, [nst ituüonal Changc and Econ om•c Performance". Ox(ord: Cambridge Uoiver­
sity Prcss, 1995, p. 4. 

49 John Rawls. • justice as Fairness", A .. c:ir. en Richard B. Brandt, Ob. cit., p. 552. 
50 Ver Per-Oiov johansson, Ob. cit., ch. 9 "Faim ess• de Rawls. 

26 



mutua. Este mutuo reconocimiento de principios hecho por 
personas libres que no tienen autoridad sobre otras hace 
que el concepto de igualdad sea fundamental pa ra la jus­
ticia51. El carácter moral de estas prácticas institucionales 
proviene de que las personas racionales, motivadas todas por 
el interés propio, contraen por adelantado un compromiso 
firme que las obliga a aceptar restricciones y límites a sus 
derechos individuales frente a los demás52

• Entonces una 
práctica institucional es justa y moral. 

3.3 Una opinión disidente: ]ohn Stuart Mill 

Mili, a diferencia de Rawls, es un bien reconocido uti­
litarista en el sentido de que lo moral es lo que más con­
tribuye a maximizar la utilidad de los ciudadanos, colec­
tiva e individualmen te53

• 

Al preguntarse sobre el principal criterio pa ra una bue­
na forma de gobierno y después de distinguir entre las 
cualidades de responsabilidad de gobernantes y goberna­
dos, por una parte, y de las instituciones gubernamentales, 
la calidad de la maquinaria administrativa, por otra parte, 
Mill responde que la principal causa de la calidad de las 
instituciones políticas está primeramente en el nivel de 
educación de los ciudadanos y no en los arreglos para 
conducir las actividades públicas de la comunidad54

• 

El éxito, en efecto, de la maquinaria gubernamental 
reside en la capacidad de la comunidad para transmitir al 
gobierno su calidad moral. La administración será buena si 
las instituciones exigen calificación de los funcionarios 
públicos a probarse en exámenes, si las tareas son adecua­
damente distribuidas entre ellos, si existe un proceso siste­
mático para cada transacción, si se conservan por escrito los 
pasos dados en cada caso y si existen con troles contra 
favoritismo y negligencia en los actos públicos. Pero aun una 
buena organización a lo largo de esas líneas es poco útil si 
los contralores son corruptos y la población es pasiva55. 

51 Traducción imperfecta del térmjno "Fairncss" de Rawls. 
52 John Rawls, "justicc as Fairness", Ob. cic., pp. 555 ss. 
53 Considerarions on l~cpresenwtive Govemment , en Richard B. Brandt, Ob. cit., p. 601. 
54 Ob. ciL, p. 604.55; Ob. cit.¡¡. 602. 
55 Ob. cit. p. 602. 
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Sin embargo, una buena institución política será siempre 
preferible a una mala, pues el Gobierno ejerce una gran in­
fluencia sobre la mente humana56

, aunque haya que reco­
nocer que la institución está fuertemente limitada por el es­
tado de educación moral y política de la población. Por eso el 
mejor gobierno es el más adaptado al estado de civilización57

• 

Mili expone una visión muy común sobre la bondad de 
los gobiernos: los hombres, el pueblo y los gobernantes, 
son más importantes que la forma de gobierno. Pero la 
calidad de ésta importa. Como se puede notar en sus 
escritos, un gobierno será mejor en cuanto más burocrá­
tico sea (en el sentido de Max Weber) y en cuanto más 
participación e influjo tenga la sociedad sobre el gobierno. 
Como utilitaris ta, Mill piensa que un sistema de gobierno 
se justifica moralmente por su contribución al bienestar 
humano en sentido amplio. El consenso no es n ecesario. El 
Go bierno se justifica porque sin él no habría un poder 
capaz de ordenar la vida humanass. 

La tesis de Mili sobre el acondicionamiento del mejor 
gobierno por el estado de civilización es demasiado evi­
dente para merecer discusión. Sin embargo, esta relativiza­
ción de la moral institucional, que en cierta medida está 
también reflejada en los tipos ideales de Max Weber, debe 
ser tenida muy en cuenta para evitar la tentación absolu­
tista, siempre latente en discusiones y opiniones sobre la 
moralidad, de querer presentar una institución determi­
nada como realmente perfecta. Por definición las institu­
ciones son arreglos que pueden obligar en conciencia por 
razones legítimas, como las presentadas por Rawls, pero 
que pueden y deben cambiarse al variar las circunstancias. 
La forma aparentemente más ideal de gobierno no es prac­
ticable ni posible en todos los estadios de civilización59

. 

El mismo Mili acepta, con todo, que el relativismo defi­
nido por él al analizar la bondad de las instituciones, pre­
senta ciertas dimensiones, parámetros, sería tal vez más 
exacto, que como los grandes principios genera les de la 
moral, tienen carácter absoluto. Para él el único gobierno 
que puede llenar todos los requerimientos morales de la 

56 Ob. ciL, pp. 602 SS. 
57 Ob. cir., pp. 605. 
58 Ob. cit., pp. 599 ss. 
59 Ob. cit., p. 608. 
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sociedad es aquél en que todo el pueblo participa aun en 
las funciones administrativas ínfimas y en el que la admi­
sión de todos a una participación en el poder soberano del 
E stado60 es el máximo deseable, "the first best". 

Existe una notable analogía entre las consideraciones 
sobre los estadios de civilización de Mili y las de Abraham 
Maslow sobre los estadios de la psicología humana determi­
nables por la urgencia de las necesidades básicas insa­
tisfechas61. Para éste las condiciones sociales de máxima 
precariedad favorecen en la persona humana conductas 
centradas en y motivadas por la urgencia de las necesidades 
prioritarias (comida y vivienda) . Al mejorar económica y 
políticamente la sociedad, el centro de la atención indivi­
dual pasa, un poco el estil o de los tipos ideales, por una 
secuencia en función de la creciente abundancia de recursos 
en este orden: seguridad, sentirse parte de la sociedad 
(belongingness), autoestima y autorrealización. El grado de 
desarrollo social puede forzar a la persona a quedarse en los 
más bajos estadios de interés y motivación, pero esto no 
suprime la tendencia a pasar a más altos estadios. 

Se tiende así un puente entre la moralidad de las ins­
tituciones y de las personas como indican Lux y Lutz62

• El 
famoso supuesto de la maximización de la utilidad en las 
tomas de decisiones, t an típico de la microeconomía, está 
restringido por valores personales propios aunque proba­
blemente ligados para la mayoría de las personas a condi­
ciones materiales. Earl no vacila en afirmar que, a nivel de 
la economía experimental, toda decisión personal encierra 
una dimensión moral63

• 

El problema que nos resta por tratar en este apartado 
es el de la posibilidad de una actitud moral activa frente a 
las instituciones. 

60 Ob. ci t., p. 614. 
61 Motivation and Personality. NewYork: Harper and Raw, 1954. 
62 Karl Lux y M. Lutz, "Economic Phychology: The humanistic perspective". A. J. Mac­

Faden y H.W. MacFaden (editors), Economic Psychology: Imersections in Theory and 
Applicat ion. Amsterdam: North Holland, 1986. 

63 Perer E. Earl, Microeconomics for Business and Marketing. Hants-Brookfield: Edward 
Elger, 1995, p. 78. 
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3.4 Luhmann versus Habermas 

A principios de la década de los años de mil nove­
cientos setenta tuvo lugar una de las más interesantes 
controversias de este siglo sobre la posibilidad de dar a la 
sociedad estructuras morales y humanas. Niklas Luhmann 
y Jürgen Habermass fueron los protagonistas64

• 

Para Luhmann la sociedad moderna como estructura 
global h a dejado en la práctica de existir y ha sido suplida 
por una gran cantidad de instituciones p arciales que ofre­
cen una verdadera sobreabundancia de posibilidades e 
imposibilita su reducción a un todo con sentido claro. Para 
esta sobredeterminación de posibilidades no existen solu­
ciones que sean a la vez racionales y mucho menos éticas65

• 

El hombre m oderno se ha quedado con la única posibiidad 
de rendirse ante la eficiencia de subsistemas sociales a los 
que no puede dar sentido y apen as modificar. 

Esta conclusión que brota de la com plejidad de la so­
ciedad, existencia de más posibilidades de vivir y actuar 
que de realizarlas, y de su contingencia, las posibilidades 
que se viven en el momento son simplemente posibilida­
des que pueden realizarse de modo distinto a como se po­
día esperar clama p or la con secuencia práctica de que la 
única alternativa humana es la de aceptar lo necesario tal 
como se presenta cada día. 

Habermas, cree, por otra parte, que todavía hoy es posi­
ble lograr un humanismo ético66 a través de la actividad 
intercomunicativa de los miembros de la sociedad enca­
minada a un acu erdo entre los sectores sociales aceptable 
para todos, y consiguientemente ético67

• 

El carácter moral de este proceso intercomunicativo se 
aprecia cuando se resumen las condiciones necesarias para 
el diálogo ideal: 

• Igualdad de todos los participantes en cuanto que 
cada quien expone sus propias convicciones renun­
ciando a todo otro intento de presión o intimida­
ción. 

64 J ürgen llabermas y Niklas Luhmann, Theorie der Gcsellschaft oder So2ialtechnologie. 
Frankfur t a m Main: Suhrkamp Verlag, 1975. 

65 Ob. d t., p. 16. 
66 Ob. cit., pp. 32 s. 
67 Ob. dt., p p. 131-141. 
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• Sinceridad de cada participante en el sentido de 
que está proponiendo sus verdaderas opiniones y 
dispuesto a aceptar las consecuencias de las mis­
mas. 

• Aceptación voluntaria de un conjunto de reglas 
pa ra llegar a un consenso práctico y sincero. Las 
reglas consisten fundamentalmente en, además del 
compromiso de expresar opiniones sinceras, escu­
char con simpatía las de los demás, en un proceso 
interactivo que busca soluciones lealmente acepta­
bles, aunque difícilmente sean óptimas para los 
interlocutores. Con este conjunto de reglas se busca 
explícitamente una "forma de vida" 68

• 

La posición de Habermas peca de optimismo y parece 
poco realis ta, como él mismo reconoce 69 • 

Conviene, finalmen te, notar que Habermas, al a bogar 
por un diálogo explícito con tan elevadas condiciones, difie­
re de la teoría casi contractual de Rawls. Para este último, la 
aceptación de las instituciones viene dada im plícitamente 
por su capacidad práctica de hacer posible la convivencia. 

3.5 Conclusiones éticas fundamentales 

• No parece objetable hablar de la moral de las insti­
tucion es, y en concreto de la de instituciones pú­
blicas, ya que al ofrecer o negar excusas racionales 
para justificar desigualdades de trato en circuns­
tancias idénticas o muy similares, hacen posible el 
compromiso firme de personas racionales miembros 
de la sociedad de aceptar una convivencia mutua 
pacífica entre todos a pesar de buscar cada uno sus 
in tereses personales. 

• El principio de igualdad de trato y de oportu­
nidades debe ser complementado con el de permitir 
una apertura real de todos los cargos públicos a la 
competencia leal basada en méritos. 

68 José LUis Alemán, "National Poütical Goals and the Functions of Multinauonal Enter· 
priscs•. En Sylvain Plasschaert (ed). Mulrinationa l Enterprises and National Policie. 
Rom: llcrder, 1989, pp. 30 ss. 

69 .Jürgen Habermas y Niklas Luhman, Ob. cit., p. 141. 
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• La bondad de las instituciones públicas para pro­
mover el bienestar general y particular depende no 
sólo, ni principalmente, de su calidad organizativa 
sino de la presión de los ciudadanos para contro­
larlas y estimularlas; 

· ¡ aunque el grado moral alcanzado por una insti­
tución pública está condicionado por los valores y 
patrones de conducta que existen en el tiempo y en 
el espacio ("civilización"), sí es deseable una parti­
cipación creciente de los miembros de la sociedad 
civil en todas las áreas del poder del Estado; 

• la complejidad y multiplicación de instituciones en 
la sociedad moderna general reducen sustancial­
mente la capacidad de alcanzar una institución 
general global -la sociedad- que sea a la vez racio­
nal (previsible) y éticamente mejor. En grado im­
portante, las personas enfrentamos instituciones 
muy difícilmente mejorables; 

• idealmente, el mejoramiento moral de las institu­
ciones se logra por una sociedad intercomunicativa 
que acepta reglas de diálogo estrictas en lo que se 
refiere a la sinceridad, a la renuncia a la fuerza, al 
escuchar con simpatía opiniones adversas a las pro­
pias y a la persistencia en lograr soluciones since ra­
mente aceptables para todos. 

4. De la moral de las instituciones a la moral de la 
Cámara de Cuentas 

( 

Los enfoques generalizantes de Rawls, de Mili y Haber­
mas tienen ahora que ser aplicados a un caso concreto: la Cá­
mara de Cuentas. Nos preguntamos sobre algunos principios 
éticos particulares de relevancia para ella. 

No podemos, ciertamente, presentar una justificación éti­
ca de la estructura política de la Cámara de Cuentas, pero sí 
subrayar algunos principios morales que la sustenten. 

4.1 Prioridad de la sociedad sobre el Estado 

Una vez que se planteó la pregunta sobre la prioridad 
entre la sociedad civil y el Estado resultó prácticamente 
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imposible inclinarse a favor del Estado. Al inicio de la 
monarquía absoluta ya Victoria, Suárez y Molina (siglos 
XVI y principios del XVTI) afirmaban que es "de derecho 
natural y divino que la soberanía reside en la misma 
sociedad a la que compete gob ernarse y administrarse a sí 
misma dirigiendo todos sus esfuerzos al bien común" 70

• 

Suárez, defensor de una filosofía en la que quizás pesa 
más el "hombre legal" que el "político"'\ insiste en que la/ 
comunidad crea sus leyes e institu ciones y también las des­
truye cuando las considera orientadas contra el bien común. 

Más radical fue Molina. Para él existen dos personas 
morales: el pueblo y el gobernante quien ha recibido la so­
beranía por medio de una transferencia popular y quien 
está obligado a gobernar según la ley natural: "no puede 
dividir el reino, alterar la constitución, etc., si la sociedad 
no lo consiente" 72

• 

Opiniones parecidas sustenta John Locke (1632-1704), 
que tanto influyó en el pensamiento político norteameri­
cano de fines de siglo XVIII. La autoridad del Gobierno pro­
vien e de una limitada delegación de los derechos de los 
miembros de una comunidad73 y no puede ser ejercida de 
modo obligante, sino dentro de los límites y de los objetivos 
que le fueron fijados por la comunidad7~. 

Los límites y el ejercicio de la autoridad del gobierno a 
través del poder legislativo los resume Locke en estas cua­
tro condiciones: las leyes deben orientarse para bien de to­
dos y no para favorecer a unos frente a otros; toda ley tiene 
que diseñarse con el único objetivo final del bien común; 
no pueden aumentarse los impuestos sin el consentimiento 
otorgado por el pueblo a sus representantes; el poder de 
legislar es intransferible a nadie que no sea aprobado por 
el pueblo75

• 

W. Hofmeister, coeditor de una notable obra sobre el 
"control financiero en la Democracia" recoge esta larga 
tradición filosófica y la aplica al objeto de nuestro estudio 
con las siguientes palabras: "La justificación del control 

70 Salvado•· Ciner. Historia del Pensamiento Social. Barcelona: A riel, 1967, ¡>. 202. 
71 Salvador Cine r. Ob. cir., p. 204. 
72 Salvador Giner. Ob. cit ., p. 203. 
73 Richard Brand!, Two Treati.ses on Govcmment, Ob. cit., pp. 497 ss. 
74 Ob. cit., pp. 506·510. 
75 Ob. cir., p. 5 10. 
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fiscal se basa en el principio fundamental de cada ordena­
mien to democr ático, de que todo el poder del Estado, pro­
viene del pueblo y que, por lo tanto, requiere de una 
legitimación democrática "76

• Esta legitimación popular se 
Ida directamen te como Constituyente e indirectamente en 
las instituciones creadas por ella con las funciones que se 
les atribuye. Este es el caso de la Cámara de Cuentas7

; . 

4.2 Los recursos fiscales otorgados en fideicomiso 

En principio, toda w1idad económica de carácter público 
debe cuidar que los poderes constituidos no despilfarren, 
desfalquen o utilicen indebidamente los medios fiscales 
puestos a su disposición. 

En el sistema de gobierno democr ático esos recursos 
son entregados, además, en fideicomiso: deben ser usados 
por las instituciones recibidoras para fines específicos. 
"Hoy en día, se reconoce generalmente que se debe rendir 

1 cuentas a los "concedentes del uso" de esos medios78
• 

Lo que este principio añade a la "revisión interna " pro­
pia de regímenes autoritarios es la obligación de someter a 
escrutinio todos los recursos públicos y el u so dado a ellos, 
y de ren dir un informe a quienes designan las leyes, y cada 
vez más, a la opinión pública79

• 

El control fiscal en un sistema de dominio societal den­
tro de la democracia abarca el aspecto contable, el legal y 
el económico de todos los ingresos y, en modo muy particu­
lar, de los egresos. 

• La rendición contable de cuentas exige el examen 
del registro y de los documentos comprobatorios 
tanto de las cotizaciones como de las facturas y 
reci bos. 

7(¡ ,loseph Thcsing y Wilbelm Tl ofmeister, "Jntroducción. Control fiscal e n la democracia 
rt! presentat iva". Contro l finandero e n la democracia. Buenos Aires: Konr·ad-Adenauer 
Stiftung-CU::OLA, 1995, p. 8. 

77 A. cit., Ob. cit., p. 8. 
78 Klaus Stern, "El Tribw1al de Cuentas en 1: ,Constitución Federal y en las consútuciones 

de los Estado~ Federados•. En Joseph Thcsing y Wilhclm liofmeisfer, Ob. cit., pp. 15 s. 
79 Ver e n este trabajo TI. 5. 
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De hecho, la magnitud de muchos gastos públicos 
en la realización de obras que pueden tomar años para su 
plena realización pide, además, la presentación de proyec­
tos de tallados, y no solamente de esbozos generales de 
pre proyectos (necesarios como son éstos para la licitación 
e identificación de grandes obras y programas de servicios) 
en los que se presente un desglose realista de los princi­
pales rubros, acompali.ados de la correspondiente justifica­
ción técnica. Comprometer sumas multimillonarias, gen e­
ralmente de uso no reversible, y que se extienden por un 
plazo de tiempo superior al de vigencia de la Ley de 
Gastos Públicos reclama un esfuerzo serio de justificación 
y de garantías de selección del "mejor proyecto". El pro­
ceso de adjudicación mediante pública subasta debe ser 
mandatorio y obligante so pena de nulidad de los contratos 
para los proyectos de mayor cuantía, sobre todo en la 
dimensión tiempo. · 

No menos necesaria contablemente es la apertura de 
cuentas de créditos y débitos y no meramente de efectivo pa­
ra poder comprobar la existencia de deudas externas e inter­
nas sin las cuales resultaría irrisoria toda auditoría contable. 

Brevemente: el control fiscal contable debe perfeccio­
narse paulatinamente. Hay que reconocer sin embargo, 
que existe una tensión entre la clásica función fiscalizado­
ra y la cada vez más necesaria función asesora orientada al 
diseño de mejores sistemas contables para el futuro y no 
solamente para el pasado80

• Esto significa, en efecto, que la 
institución fiscalizadora será en el futuro juez parcial de 
sus propias iniciativas, lo que puede ir en detrimento de su 
función fiscalizadora. 

• Además del control contable y procesal, deben 
examinarse la legalidad de los in gresos y gastos 
públicos, o sea su conformidad con la Constitución, 
las Leyes, y de manera muy especial la de Gastos 
Públicos que autoriza no sólo el monto a gastar sino 
específica tanto los rubros como las instituciones 
públicas (Secretarías/Direcciones) responsables de 
su ejecución. 

80 Klaus Stc rn, A. cil, Ob. cit. , pp. 15 s. 
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Cada día más importante, en el contexto de un 
siste ma de dominio "societal" que evalúa en forma 
creciente la eficiencia, es una rendición económica 
de cuentas que busca señalar las repercusiones 
sociales y económicas de la gestión presupuestal81

• 

1 La rendición de cuentas económica tiene que analizar 
la finalidad que se persigue con cada gasto público y el 
logro de esa finalidad bajo el doble principio de obtener el 
mejor resultado posible y de alcanzarlo con la menor utili­
zación de recursos82

• 

Los fondos privados traspasados en fideicomiso al Esta­
do imponen, pues, modalidades de rendición de cuentas 
fluctuantes en función de las preferencias de la sociedad. 
La no apropiación para fines personales de esos fondos por 
los gobernantes, la transparencia del proceso de aproba­
ción de los ejecutores y la calidad económica de los gastos 
públicos desde la perspectiva de la mejor gestión, aunque 
perfectamente compatibles entre sí en teoría, van marcan­
do en el tiempo aquellas prioridades respecto a las cuales 
la sociedad está más interesada en recibir una rendición 
de cuentas apropiada. Lógicamente, hay que inferir que 
todos los gastos públicos, incluidos los secretos, munici­
pales y los de las instituciones y empresas públicas, son 
objetos de fiscalización. 

4.3 Independencia del organismo contralor 

En el sistema de democracia representativa organi­
zada constitucionalmente, o sea con aprobación expresa 
de los delegados por los miembros de la sociedad civil, es 
al Poder Legislativo a quien corresponde decidir sobre la 
cuantía y dirección del gasto público. Al Poder Ejecutivo 
compete no sólo la ejecución de l o aprobado por el Poder 
Legislativo sino también la preparación y elaboración del 
Proyecto de Presupuesto de Ingresos y Gastos Públicos. 

En un gobierno presidencialista (o sea no parlamenta­
rio, en el cual el Poder Ejecutivo y el Legislativo están muy 
vinculados) existe, por definición, la muy real posibilidad 

81 Harald Volkmar, "Métodos de control fiscal" , en Joseph Thesing y Wilheln Hofmeister, 
Ob. cit., p. 33. 

82 Ha raid Vol k mar, A. cic., Ob. cit ., p. 37. 
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de divergencia entre prioridades del Poder Legislativo y 
del Ejecu tivo. 

En esta situación surge la necesidad de formar una 
nueva institución encargada d e fiscalizar el gas to público. 
Esta institución recibe entre n osotros el nombre de Cáma­
ra de Cuentas. 

Para su mejor funcionamiento y para evita r que unos 
miembros del Gobierno protesten contra los otros siguien ­
do cada uno sus propios intereses (recordamos así la tesis 
de Rawls), parece necesa1io que sea independiente de 
ambos y que cuente con los recursos financieros, técnicos y 
profesionales, para el desempeño legitimo y no gratui­
tamente cuestionable de su funci ón fiscalizadora. 

Sin entrar en detalles que son más de natu raleza orga­
nizativa que moral, conviene recordar tres puntos: la ina­
movilidad de sus miembros, l a existencia de un proceso, 
para elegir personas -calificadas y honestas- , y un sistema 
colegial de decisiones sobre los resultados de la auditoría83• 

En principio, la Cámara de Cuentas debe considerarse 
como un poder adicional del Estado con la misión especí­
fica de informar al Congreso y a la opinión pública de l 
resultad o de su análisis. Como no puede ser e fectiva si se 
tratase de una institución apéndice del Poder Ejecutivo o 
del Poder Legislativo, la inamovilidad por un periodo que 
a bar que más de un período de gobierno democrático revis­
te una importancia capital. 

Los otros dos puntos, el proceso de elección y el carácter 
colegial de las decisiones, obedecen al deseo de deslegitimar 
su impugnación84

• 

Una cosa, sin embargo, es fiscalizar los ingresos y gastos 
públicos señalando irregularidades o incluso ilegalidades, y 
otra es la facultad de enjuiciar el gobierno presuntamente 
prevaricador. Por eso no es correcto considerar a los miem­
bros de la Cámara como jueces sino como lo que son : audito­
res calificados. 

83 En algunos casos críticos, como el examen de los gastos relacionados con inteligencia 
militar y policial o con gastos d el servicio exterior, es frecuemc que sól<> fiscalice el 
presidente de la Cámara de Cuentas. quien comunica su dictamen sólo a una Comisión de 
las Cámaras Legislativas. Desgraciadamente, el volumen de operaciones fácilmente 
supera la capacidad de trabajo de una persona. Por otra parte son éstos modos fáciles d e 
ocultar apropiaciones indebidas de fondos p úblicos. Ver Nils Kaumbach y otros, "Arcano 
(s<;:creto) y opinión pública " en joseph Thesi.ng y Willhclm Hofmeistcr, Ob. cit. , pp. 150-153. 

84 ~ohn Rawls "Two Conccpts of Ru les", Ob. cíe., d istingue entre rechazar decisiones de 
~eglas previame nte establecidas, lo que juzga inmoral, y tratar de cambiarla~ para e l 
i\lturo, lo que es aceptable. Ver Richard B. Brandt, 011. cit ., pp. 230-235. 
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Sobre esta opinión en lo posible objetiva, cada socie­
dad tiene o debe tener sus mecanismos judiciales. Lo más 
frecuente es el juicio político del Ejecutivo, que por defi­
nición es el principal actor auditado, por el Legislativo que 
le dio el mandato. 

4.4 La publicidad de las auditorías 

El Poder Legislativo, sobre la base de las auditorías, 
descarga o 11 censura 11 las diversas instancias de la adminis­
tración pública o al mismo Gobierno como ejecutor. 

Moralmente, la situación es análoga a la del descargo 
del Consejo de Administración por los accionistas de una 
sociedad por acciones. En ambos casos los administradores 
manejan fondos que no son propios de ellos; en ambos 
casos el dictamen de una firma de auditores externa ofrece 
su opinión sobre la propiedad y transparencia de los esta­
dos financieros; en ambos 11 se descarga" la administración 
o se la reprende generalmente de forma implícita. 

Las discusiones de descarga del Ejecutivo en el Con­
greso debieran tener la misma importancia que las de la 
aprobación del Presupuesto. Una cierta publicidad de las 
auditorías sería entonces accesible al público, que, por lo 
menos, sabría algunos puntos importantes del dictamen de 
la Cámara de Cuentas. 

De todos modos el interés de la opinión pública sobre 
el dictamen de la Cámara de Cuentas es limitado, en pri­
mer lugar, por el tecnicismo y la amplitud de los dictáme­
nes que tien en que ser formulados de modo ponderado, y, 
en segundo lugar, por la renuencia de las Cámaras a hacer 
partícipe al público de serias infracciones o al menos inefi­
ciencias de la Administración. No podemos olvidar que 
muchas veces el mismo partido controla el Ejecutivo y el 
Legislativo. Esta situación es común en los regímenes parla­
mentarios. Existe también la posibilidad de negociaciones 
complejas entre las partes involucradas para disimular 
observaciones críticas de la Cámara de Cuentas. 

Contra esta falta de interés o de acceso a la opinión 
pública se han diseñado también formas de publicidad que 
den pleno sentido moral al proceso de fi scalización del 
gasto público. Las principales son las siguientes: 
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• Derecho de la Cámara de Cuentas a dar publicidad 
directamente y motu propio de sus pesquizas a los 
medios de opinión pública. Esta publicidad suele ser 

\selectiva. También lo son los temas tratados en el 
dictamen. Este derecho no suele estar establecido legal­
mente, pues se considera que la obligación de publici­
dad está dirigida primordialmente al Poder Legislativo. 
Usando un vocabulario medieval, la Cámara de Cuentas 
es "caballero sin espada" 85

; 

• De hecho, se da siempre una potencial publicidad a la 
opinión pública a través de las discusiones del Congre­
so. La Cámara de Cuentas, al presentar su dictamen y 
sus observaciones sobre el gasto público, suministra al 
Congreso abundantes temas de discusión sobre el mane­
jo de las finanzas públicas tanto en temas específicos 
como de conducción general, que contienen un efecto 
escandalizador si son dados a conocer. La Cámara de 
Cuentas suministra al "caballero sin espada" "el caba­
llo y el jinete" 86

• Toda discusión seria de un informe 
independiente de la Cámara de Cuentas, que sí debiera 
llegar al Congreso, al menos a su solicitud, incrementa 
masivamente la publicidad del informe fiscalizador. 

• En principio, un corto extracto del informe rendido p or 
la Cámara de Cuentas puede ser dado a conocer por los 
medios y publicado en una conferencia de prensa con 
el Presidente de la Cámara. En ella exis te una poten-

\ cial amenaza al Congreso para que discuta el informe; 
pocas veces se pretende dlar así un "golpe de escánda-

ll o" . La Cámara actúa en la rueda de prensa más bien 
como "educador " de la opinión pública que como fiscal 
de un proceso penal87• De todos modos, suministra la 

tespada. La Cámara será ya "caballero con espada". 

En conclusión, y análogamente a como escribiese John 
1
\ Stuart Mill al hablar del Poder Judicial: "la bondad de la 
administración de la justicia es el resultado agregado de la 
calidad de los jueces y de la opinión pública que influye 
sobre ellos ... La publicidad que permite la observación y la 
r rítica de cuanto falta por lograr, la libertad de discusión y 

85 Nils Diederich y otros, A. cit., Ob. cíe., p. 26 1. 
86 N ils Diede ri ch y otros, A. cit., Ob. cic. , p. 26 3. 
87 Nils Diedc rich y otros, A. cit., Ob. cit., pp. 264-267. 
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de censw·a a través de la prensa "; son parte fundamental 
de la maquinaria gubernamental pero su eficiencia depen­
de del interés de los ciudadanos en la cosa pública88• 

4.5 Conclusión 

Este apartado se mueve a un nivel más bajo de abs­
tracción qu e los dos anteriores. Esto es lógico. En cuanto 
más concreta quiera ser la ética más limitaciones encuen­
tra. Con frecuencia, como aquí, no puede en realidad sino 
presentar algunas condiciones 11 a priori 11 necesarias para 
el funcionamiento correcto de la Cámara de Cuentas. 

88 Ver Richard R. Brandt, Ob. cit. , p. 602. 
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SEGUNDO CAPÍTULO 

LA CÁMARA DE CUENTAS EN LA RENDICIÓN DE 

CUENTAS EN LA REPÚBLICA ÜOMINICAl~A 

Rosina De la Cruz Alvarado 

l . Introducción 

"La conce pción de la de mocracia encierra en sí misma 
la necesidad de controlar el poder. Se trata de uno de los 
principios e senciales de todo sistem a democrático. 
Como además, el poder está ligado al uso de recursos 
económicos y dado que los gobiernos disponen de 
presupuestos que les pe rmiten concre tar programas y 

obje tivos políticos, e l control de su ejercicio resulta 
imp erioso.'" 

Todo mandatario debe rendir cuentas de su gestión, es 
un principio jurídico que expresa una obligación de cono­
cimiento generalizado, que para los ciudadanos se encuen­
tra esta blecido en los artículos 1993 y 1994 del Código 
Civil . Es un principio tan sólidamente enraizado que aun 
los ciudadanos que no tienen conocimientos especiales de 
derecho lo asumen y aplican en sus relaciones personales, 
porque ¿qué es, si no, la relación de gastos que se presen ta 
cuando se hace una compra (mandado) por cuenta de otra 
persona? Es una rendición de cuentas. 

Sin embargo, esa noción de uso corriente p ara los ciu­
dadanos, no es percibida con la misma naturalidad y fuer­
za para los funcionarios elegidos, y principalmente para el 

t Josef Thc~ing y Wilhc lm Hofmc istcr, e n e l prefac io de Control financiero en la dc mo· 
erada. Buenos Aires: Fundac ión Ko nra d Adeoauer. 1995, pág. l. 
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Presidente de la República, parecería que tal como acon­
tece con los astronautas que al salir al e spacio sideral 
quedan liberados de la fuerza de gravedad, las person as 
elegidas o nombradas en y para una función pública que­
daran liberadas de ese principio fundamental que en su 
aplicación a la función pública adquiere matices parti­
culares. 

Esta concepción su rge del olvido de que los funcio­
narios del Estado, sea cual sea el rango que ocupen y la 
rama a que pe rtenezcan, son mandatarios, mandatarios del 
pueblo dominicano que ha delegado en ellos la conduc­
ción, el gobierno de la Nación y que , por tanto, debe n ren­
dirle cuentas de los recursos puestos a su disposición. 

Es por esta distorsión, e ste olvido que cuando se habla 
de 11 Rendición de Cuentas 11

, en mayúsculas, y se habla de 
una institución de derecho público que se refiere a la fisca­
lización y control de cómo se recauda y se gasta el dinero 
de los contribuyentes, se piensa sobre todo e n el gobierno, 
en el sentido estrecho que le damos los dominicanos, es de­
cir, el Poder Ejecutivo, todo se vuelve suspicacias, y el que 
lo hace se torna sospechoso de enemigo del gobierno o por 
lo menos, se le considera un crítico, que es mirado con des­
confia nza y hasta con ojeriza, sin parar mientes en que la 
rendición de cuentas abarca no sólo al Ejecutivo, sino tam­
bién al Legislativo y al Judicial, pues ninguna área del go­
bierno de la nación puede quedar libre de ella2

• 

Muchos factores inciden en esta distorsión que tiene su 
origen casi con el nacimiento de la República. Por una 
parte, el Poder Ejecutivo, heredero de una larga tradición 
autoritaria, se acomoda mal con la idea de la rendición de 
cuen tas, sobre todo por el criterio personal de todo titular 
de la función Ejecutiva, que se pretende colocado por enci­
ma del bien y del mal, incontrolado e incontrolable, con 
autoridad y poder para actuar como mejor le parezca por­
que lo sabe todo y mejor que los demás; en otras palabras, 
porque él es "el Jefe" 3 sin r eflexion ar que esa condición lo 
hace a él personalmente responsable de hechos que la ley 
expresamente establece que son de la responsabilidad de 
otros funcionarios de menor j erarquía y rango4

• 

2 E n el mismo scn1 ido, Uofmc iste r, Qb. cit. , p ág. 10. 
3 Ver Juan MI. Pcllc m no Gómc2, Constitución y Polít ica , Santo Domingo: Capeldom, 1993, 

pág. 274. 
4 Ver An. 15 de la Ley Orgánica de las Secretarías de Estado No. 4378, Gaceta Oficial 

7947. 
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Y cuando los tiempos han impuesto otra forma de pen­
sar el Ejecutivo, de manera más democrática, éste se ha 
asegurado su preeminencia sobre los otros poderes para 
perpetuar la forma autoritaria. Es por ello que desde la 
muerte de Tr ujillo, con las expectativas y esperanzas que 
este acontecimiento hizo nacer en los dominicanos\ el 
E jecutivo, ha usado todos los medios legales e ilegales pa­
ra imponerse al Legislativo y al Judicial, mediante una ma­
yoría mecánica en el Congreso o por lo menos en el Sena­
do, que al otorgarle el control de dicha Cámara legislativa 
y limitar su papel constitucional, le proporcionaba, por vía 
indirecta, el contTol del Poder Judicial y la Junta Central 
Electoral y se reservó el derecho de proponer ternas para 
la integración de la -Cámara de Cuentas, con lo que se 
asegur ó el control y dirección del órgano de control y 
fiscalización de su gestión financiera6

• 

Por otro lado, el Legislativo, ob jeto de esa conspiración 
conservadora, reaccionaria, que no ha podido ni sabido 
revertir, ha aceptado pasivo su marginación del gobierno 
de la Nación, incumpliendo el mandato constitucional; 
peor aún, dimitiendo alborozado de su misión de estable­
cer las reglas que garanticen el cumplimiento de la misión 
del Estado Dominicano, ha transferido al Ejecutivo pode­
res que exceden los establecidos en el vilipendiado y mal 
comprendido artículo 55 de ]<·, Constitución y no ha asu­
mido ni prestado la atención y cuidado debidos a la rendi­
ción de cuentas y, por tanto, no utiliza o lo hace mal , el 
poderoso mecanismo de control financiero que la Consti­
tución pon e a su cargo, para fiscalizar, verificar y controlar 
los medios que cada año, a través del presupuesto, autoriza 
al Ejecutivo a recaudar y que conjuntamente con el Poder 
Judicial los tres gastan, aunque obviamente en mayor 
medida el Ejecutivo7

• 

5 Ve r Orlando Haza de l Castillo, Nuest ra generad6n: Una crónica, págs., 78 y 81. 
6 Los recienres acontecimientos respecto de la .JCE y la Liga Munic ipal Dominicana, son 

reveladores de la dificu ltad e n as imilar y acepta r la pérdida del control sobre e l Poder 
Leg1slad vo. 

7 Así vemos cómo e l Poder Legis la ti vo, en vez de votar leyes urgánicas para los servicios 
del Estado, hace leyes marco y confía al Poder Ejecut ivo el cu1dado de establecer 
me diante reglamento la organización y funcionamiento. En otros casos acrecienta el 
control de l Ejecurivo, como p or eJemplo la Ley de Te lecomunicaciones, q ue pone al 
lndorel como dependen cia de la Contraloría, que es un organismo q ue de pe nde del 
Presidente de la República. 
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En ese panorama som brío, una pequeña mención debe 
hacerse del Poder Judicial, durante largos años sometido 
al Poder Ejecutivo, sin voz ni voto para su integración ni 
para los gastos y que sólo recientemente, y con muchas di­
ficultades, se asume como un verdadero poder del Estado, 
obligado también a rendir cuen tas. 

Todo ello parte de un desconocimiento profundo de lo 
que es el Estado, su organización y las bases constitu­
cionales y legales de esta organización; de la primacía de 
intereses particular es sobre el interés general; de una con­
cepción retorcida y viciada de la importancia respectiva de 
cada uno de los poderes del Estado; y del temor difuso al 
Ejecutivo, que quiérase que no, permea la conducta de los 
más altos funcionarios de la Nación, por lo que cada uno 
de los poderes ve al otro con d esconfianza, como un rival, 
un enemigo en potencia o en acto, al que tiene que vencer 
o reducir a su más rrúnima expresión, por el medio que sea, 
aun a costa de la renuncia de pt·incipios y valores éticos. 

Como resultado no ha habido, en el orden institucional, 
entre el Ejecutivo y el Legislativo, sobre los cuales recae la 
mayor parte de la tarea de gobernar la Nación, la concor­
dancia, la coherencia de propósitos para hacer avanzar la 
Nación, y todas las veces que esa concordancia se ha 
producido es por vías alternas, coyunturales y forzadas. 

Por ello se mantiene inal terado el gigantismo del Eje­
cutivo, especialmente de las funciones atribuidas priva­
tivamente al Presidente de la R e pública, que es objeto de 
un verdadero culto a la personal idad, con lo que se ha per­
dido de vista la importancia de la rendición de cuentas y 
los mecanismos democráticos de control. 

Tenemos, pues, que poner e n una nueva perspectiva la 
rendición de cuentas y la estructuración de los mecanismos 
encargados de hacerla, ya que "la capacidad de acción de 
los Estados modernos se encuentra de terminada en esencia 
por su poder de disposición sobre el derecho y el dine ro, ese 
poder de d irección sobre el dinero representa un elemento 
esencial de dirección: mediante la recolección de impuestos 
el Estado a bsorbe una considerable parte del poder adqui­
sitivo económico sin una con traprestación directa y emplea 
esas entradas para la prestación de servicios y bienes, así 
como pa ra la transferencia de sumas del presupuesto y a las 
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empresas. En su calidad de dueño de bienes raíces y empre­
sas, el Estado se ocupa como sujeto económico activo en di­
versos mercados y tiene en el ámbito de los monopolios un 
influjo considerable para el intercambio de bienes y ser­
vicios. Como empresario de las organizaciones de Seguridad 
Social, el Estado tiene en muchos países, no sólo el poder de 
disposición sobre las contribuciones que se pagan actual­
mente, sino que también colabora activamente en el cuida­
do de la salud y la vejez de la población"3

• 

Todo ello requiere control, mucho control, aun cuando 
"en la teoría constitucional y la práctica, el control que re­
quiere la actividad administrativa del Estado, no sea fácil­
mente comprendido y ejecutado" 9 • 

Es necesario que las nociones de rendición de cuentas 
y de control fiscal penetren e n la cultura política de los 
dominicanos, como elementos que garantizan a los ciuda­
danos la esencia democrática del sistema, que permite el 
ahorro público, evita la ineficiencia, los altos costos, la 
escasa rentabilidad de los recursos económicos disponibles 
y la corrupción administrativa que imposibilitan "la pro­
tección efectiva de los derechos de la persona humana y el 
mantenimiento de los medios que le permitan perfeccio­
narse dentro de un orden de libertad y de justicia social 
compatible con el orden público, el bienestar general y los 
derechos de todos", que el artículo 8 de la Constitución en 
su parte capital define como la finalidad esencial del Esta­
do Dominicano. 

Desde la fundación de la República, los fundadores de 
la Nación se percataron de la necesidad de establecer un 
control a la gestión administrativa, es tablecie ndo un Con­
sejo Administrativo; sin embargo, las dimensiones del 
Estado recientemente creado, con el sello autoritario que le 
imprimió e l Gene ral Santana, desnaturalizaron la institu­
ción encargada de ejercer el control financie ro de la activi­
dad económica del Estado, la que posteriormente dio paso 
a lo que hoy llamamos Cámara de Cuentas, cuyo estudio se 
impone ante la desmesura de un poder que recibe ingresos 
considerables y gasta en la misma proporción. El mayor 
conocimiento de las instituciones estatales, así como de los 

8 Wilhc lm Hofmcistcr, "Control fiscal en la democrac ia rcpresemaliva'', 01>. cit. , p. 7. 
9 En el mismo sentido, Hofmeister, W. Ob. cir., pág. 7. 
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órganos de control y fiscalización del Ejecu tivo que haga 
más transparen te y democr ática su gestión y obligue a un 
uso racional, eficiente, rentable y transparen te de los recur­
sos disponibles, har á surgir una nueva clase de dirigentes 
que esperamos estén imbuidos de la nobleza del servicio 
público para el desarrollo del país. 

Método de trabajo y plan 

En la organización constitucional dominicana, los pode­
res constitucionales se encuentran estrechamente ligados 
más allá del hecho del voto de las leyes y la ejecución de 
las mismas y la sanción por inejecución. El vínculo que los 
une se hace más evidente en el acto final de ren dición de 
cuentas en la cual participan órganos del Poder Ejecutivo 
suministrando las .informaciones que permiten a la Cámara 
examinar día a día la e jecución del presupuesto anual 
aprobado por el Legislativo, por lo que para hablar de la 
rendición de cuentas en una primera parte estudiaremos la 
Cámara de Cuentas, su origen y evolución constitucional y 
legislativa (1), su organización y funcionamiento (1.2) la 
recolección de datos que le suministra la revisión interna 
que procede de los órganos del Poder Ejecutivo y que con­
duce a la revisión y examen de las cuentas (1.3) que con­
cluye con el informe. En la segunda parte analizaremos el 
control fiscal que ejerce el Congreso (2.1), momento en 
que ese control debe producirse (2.2) y las consecuencias 
del control fiscal (2.3). 

2. Primera parte: la Cámara de Cuentas 

2.1 Origen y evolución const itucional y legislativa 

La Constitución dominicana, en el ordinal 2 del 
artículo 37, pone a car go del Congreso: 

"Art. 37.2.- Aprobar o desaprobar, con vista del informe 
de la Cámara de Cuentas, e l estado de recaudación e 
versión de las rentas q ue debe presen tarle e l Poder 
Ejecutivo." 
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El texto constitucion al arriba transcrito consagra así lo 
que se denomina Rendición de Cuen tas, en la cual el acto 
de aprobación o desaprobación es el acto que culmina un 
proceso que conoce varios momentos, como son el esta­
blecimiento de im puestos y con tribuciones, el voto del pre­
supuesto de ingresos y Ley de gastos públicos, la apro­
bación o no de los gastos extraordinarios para los cuales 
solicite u n crédito el Poder Ejecutivo; Autorización de 
empréstitos sobre el crédito de la República y legislar 
cuando concierne a la d euda nacional, ya que todos esos 
actos legislativos son autorizaciones otorgadas por el Con­
greso al Poder Ejecutivo para recaudar y gastar consti­
tuyendo un todo que se llama rentas nacionales conjun­
tamente con los bienes muebles e inmuebles de que es pro­
pietario el Estado dominicano, sobre los cuales el Con­
greso de be con tar con el informe de la Cámara de Cuentas. 

La re ferencia q ue contiene la Consti tución sobre el 
informe de la Cámara d e Cuentas, obliga a preguntarse 
¿qué es la Cámara de Cuentas? 

El artículo 78 de la Constitución lo expresa de la si­
guiente man era: 

"Art. 78.- Habrá una Cámara de Cuentas permanen te 
compuesta de c inco mjembros por lo menos, elegidos 
por e l Senad o de las lernas que presente el Poder Eje· 
cutivo." 
Párrafo. La Cámara de Cuentas tendrá un car ácter 
p rincipalmente técnico " . 

La in stitución prevista en el artículo arriba transcrito 
tiene una larga historia, aun que no siempre afortunada en­
t re nosotros. 

En efecto, la Cámara de Cuentas es una de las institu­
ciones más antiguas de la República Dominicana, tien e su 
antecedente inmediato e n el Consejo Administra tivo, pre­
visto e n el articulo 182 de la Constitución votada el 6 de 
noviem br e de 1844 que estableció: 

"Art. 182.- La ley organizará un Consejo Administrativo, 
compuesto de funcionarios públicos, para verificar 
anualmente las cuencas generales, y hacer un informe de 
ellas al Congreso, con las observaciones que juzgue opor­
tunas; cuyo encargo será puramente gratuito". 
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Como se observa, aun reconociendo la necesidad de 
rendir cuentas, el Ejecutivo se aseguró que el examen de 
esas cuentas no fuera imparcial, se aseguró la retaguardia, 
pues si bien in formaba al Congreso del estado de las cuen­
tas generales, los encargados de hacer ese informe eran 
funcionarios públicos, es decir funcionar ios del Poder Eje­
cutivo, que en razón de su pertenencia colorearían ese in­
forme con los tintes más favorables al Ejecutivo. 

En la Ley de Hacienda del año 1845, el Consejo Admi­
nistratjvo así establecido fue reglamentado en el capítulo V, 
bajo el epígrafe "De los Consejos Administrativos", en los 
artículos 37 a 44. En esta ley, dos son los Consejos Adminis­
trativos previsto: 1.- el Consejo Administrativo propiamente 
dicho de que habla el artículo 182 de la Constitución. 

De 1844 y 2. La Comisión Central de Aduanas. 
En lo que respecta al Consejo Administrativo, sus atri­

buciones, de conformidad con el artículo 39 de la ley de 
Hacienda, eran las siguientes: 

1. Vigi lar y regularizar la Hacienda Pública dando 
cuenta al Congreso Nacional de este ramo del ser· 
vicio público, comunicando cuanto juzgue oportuno 
para reformarle y mejorarle. 

2. Verificar todas las cuentas de la Hacienda Pública, 
certificándola al pie. 

3. Fijar el montan te de las fianzas que deban p resetar 
los empleados de Hacienda sujetos a esta formalidad 
comunicando estas decisiones al P residen te de la Re­
pública. 

4. Corresponder con todos los jefes de Con taduría en lo 
concerniente al servicio público. 

5. Tomar, en fin, todas las medidas necesarias para po­
der hacer una verificación exacta y general de todas 
las cuentas del ramo de Hacienda. 

Ese Consejo, a tenor de lo dispuesto por el a rtículo 40 
de la misma ley, tenía una sesión anual que comenzaba el 
16 de octubre y duraba veinte días, la brevedad del térmi­
no, se comprende enseguida, ya que sie ndo sus integrantes 
funcionarios públicos con otras funciones que abando­
naban durante el lapso de ti empo que duraba la sesión 
prevista para el examen y verificación de las cuentas, era 
necesario que esa misión paralela no los tuviera fu era de 
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su ámbito laboral un tiempo demasiado largo. Al término 
de esa sesión anual, debían enviar copia de sus operacio­
nes al Presidente de la República. 

Ese Consejo y su reglamentación tuvieron existencia 
hasta la reforma constitucional del 25 de febrero de 1854. 
En esa reforma constitucional, las disposiciones contenidas 
en los artículos 174, 178, 179, 180, 181 y 182, pasaron al tí­
tulo X artículos 118 y 127, con la particularidad de que el 
Consejo Administrativo desaparece y en el artículo 127 se 
le dan una nueva denominación y mayores atribuciones. 

En efecto, el artículo 127 de la Constitución de 1854, 
estableció: 

"Art. 127.- Habrá una Cámara de Cuentas permanente, 
compuesta por individuos nombrados por el Poder 
Ejecutivo, para controlar, examinar, aprobar o reprobar 
anualmente todas las cuentas generales y particulares 
de la R epública, haciendo de ellas una relación al Con­
greso, presentándole el resultado de su examen, acom­
pañado de las observaciones que juzgue oportunas y 
fundadas. La ley determinará el número del personal, 
atribuciones e indemnización, y ,designará los casos en 
que pueda llamar comisiones a su seno para su mayor 
ilustración." 

En este texto constitucional se perfilan las atribuciones 
de la Cámara de Cuenta10

, se mantiene con matices diferen­
tes la preponderancia del Ejecutivo en su integración, con­
forme el artículo arriba transcrito, ya no son funcionarios 
públicos los núembros de la Cámara, sin embargo, son nom­
brados por el Ejecutivo. En diciembre de ese mismo año, 
otra reforma constitucional, cambió el modo de designación 
de los miembros de la Cámara de Cuentas. En efecto, 
mediante la citada reforma constitucional de 1854, el nom­
bramiento de miembros de la Cámara de Cuentas pasa al 
Senado Consultor; atribución que conserva el Senado de la 
República desde entonces. 

El 22 de mayo de 1855, fue votada y promulgada la ley 
388 para reglamentar las disposiciones constitucionales re­
lativas a la Cámara de Cuentas. 

10 Adriano M. Tejada y José Suárez M., in "La constilución comentaO<l, M l. 37-3," señalan 
que la Cámara de Cue nras es de inspiración francesa. 
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No obstante sus largos años de existencia, sólo cuatro 
leyes han regulado el funcionamiento de la Cámara de 
cuentas, que son: 

1) la ley 388 de 185411
; 2) la ley 3659 de 1896; 3) 950 de 

1928; 4) 130 de 1942, todavía en vigor, que han mantenido 
durante toda la historia las funciones de la Cámara de Cuen­
tas sobre las mismas bases ideológicas: ejercicio de control 
financiero restringido y bajo el dominio del Poder Ejecutivo. 

El 19 de noviembre de 1942, mediante la ley 130 fueron 
derogadas las leyes 3659 del 27 de 1896 y la 950 del 28 de 
abril 1928, rigiendo desde esa fecha hasta ahora la forma­
ción, composición y atribución de la Cámara de Cuentas a 
Ja cual se agregan además las a tribuciones jurisdiccio­
nales, consul tivas y fiscalizadoras en asuntos tributarios. 

2.2 Organización y funcionamiento 

La Cámara de Cuentas aparece varias veces de manera 
principal y de manera accesoria en La Constitución: entre las 
atribuciones del Senado en el ordinal 2 del artículo 23, en los 
artículos 78 a 81 que determinan su organización y fun­
cionamiento; en e l ordinal 9 del artículo 55 12

, que permite al 
Presidente de la República nombrar sus miembros durante 
el receso del Congreso y en el ordinal 2 del artículo 37 que 
somete a la vista del informe de dicho organismo, la decisión 
respecto del estado de recaudación e inversión de las rentas 
que presen ta el Ejecutivo al Legislativo, de manera que la 
base constitucional del organismo objeto de este estudio no 
puede ser más sólida, amplia y clara. 

Internamente, la Cámara de Cuentas ha dividido su 
funcionamiento en áreas bien di ferentes mediante un re­
glamento interno aprobado el 17 de julio de 1981. Ese po­
der reglamentario existe fuera de todo texto en provecho 
de todo jefe de servicio para la organización del servicio 
que le ha sido encomendado. Pero en el caso de la Cámara 

11 1-.1 .tnJI"" de esta ley apar<.:cc en Rosina Oc la Cru> Alva,..do· "Presupue'to y r~ndtcoón 
de cucnm'"· en Conswudón 11 E.:onomiu. ::.anto llmnongo CUEPS. P UCMM , HSTA l'l96. 
p..¡g 233. 

12 !.'su: Otlículo d t: la Con\li t ución ni 11rga al Prcsidc 111 c la faru lt a d de n ombrar lns jucce>. 
dPtpO,!, ICU) u que e" cnnuan,, .. 1 la nueva organizacaón del PHd\!r j udicial cswblccidLI ~n el 
d l llcu lo 1;7 de la Lun 1r10n 
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de Cuentas este pode r e xiste en virtud de un texto expre­
so, el artículo 34 de la Ley 130 de 1942. 

De conformidad con el reglamento in terno de 198113
, la Cá­

mara de Cuentas está integrada por varios departamentos, en­
tre los cuales se destacan: Auditoría y Análisis de Presupuesto. 

Cada año, en el mes de enero, se decide en razón de los 
limitados recursos económicos y humanos de que dispone, 
en cuáles instituciones hará auditorías. Además de esas 
auditorías predeterminadas, la Cámara de Cuentas puede 
hacer, y de hecho hace, auditorías no planeadas14

, las 
cuales pueden r esponder a la necesidad de determinar la 
ocurrencia de algún escándalo o pérdida notoria de bienes 
públicos, aunque en algunas ocasiones no se descarta que 
pueda tener un fondo de triquiñuela política como ocurrió 
con la "audi toría" intempestiva realizada a la Suprema 
Corte de Justicia en 1998. 

La organización y funcionamiento de la Cámara de Cuen­
tas cuyas líneas generales son establecidas por la Consti tu­
ción, como acabamos de ver, es completada y desarrollada 
por la ley 130 de 1942 y el citado reglamento interno de 
1981. La ley 130 en sus artículos 25 y siguientes, capítuJo Vll 
bajo el epígrafe "Disposiciones Generales " establece no sólo 
que el asiento permanente en la ciudad de Santo Domingo, 
pero con posibilidad de constituirse de manera accidental en 
cualquier lugar del país. 

De la lectura de este texto se puede presumir que la 
ley establece esta posibil idad para el caso de que en las la­
bores de verificación y fiscalización la Cámara tenga nece­
sidad de trasladarse y permanecer un tiempo más o menos 
prolongado fuera de la ciudad capital, para fiscalizar la 
gestión financier a de los municipios o de servicios descen­
tralizados fuera de esa ci rcunscripción territorial. 

El artículo 26 de la citada ley 130 establece un sistema 
de dirección rotativo, pues cada año cinco días después del 
16 de agosto, la Cám ara de Cuentas elige entre sus miem­
bros un Presidente, un Vicepresidente y un Secretario. 

Una particularidad notoria en lo que respecta a la 
Cámara de Cuentas es que ella nombra su propio personal 

13 Mario Andradc, "Info rme de Consultoría realizada al Programa de Modernización del 
Congreso Nacionai·S ubpmgrama Comrol Externo Fiscaljzación a cargo de la Cámara de 
Cuentas". 9 de marzo de 1998. 

14 Ve r a rtículo ••La SCJ y las audiwrías'' . Listin Diario, abril1998. 
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de conformidad con las asignaciones presupuestarias con­
signadas en la Ley de Gastos Públicos, lo que ha dado co­
mo resultado que el personal de la Cámara incluyendo el 
Secretario General, los auditores y analistas presupuesta­
rios es un personal que dura largos años en la institución y 
que adquiere experiencias y destrezas en el manejo de su 
ámbito de competencia apreciables desde todo punto de 
vista; facultad que viene desde el origen mismo de la 
institución. 

En este sentido, Andrade señala en su informe: 

"El proceso de reclutamiento, promoción o retiro de la 
carrera de los funcionarios y empleados de la ce es 
facultativo de los jueces que la dirigen, de los jefes de 
cada unidad administrativa y del encargado de la 
unidad de personal" 15

• 

Es necesaria para la toma de decisiones la presencia 
del Presidente o del Vicepresidente y un número de miem­
bros que, sumados a aquéllos, constitu yan la mayoría de 
los miembros de la Cámara. Es d ecir, el quórum para tomar 
las decisiones es tres. 

Esa forma de establecer el quórum necesario garantiza 
en primer lugar, que no haya posibilidad de que la direc­
ción colegiada del organismo se escinda y se formen ban­
dos que impongan decisiones a la Presidencia; en segundo 
lugar, permite la conservación de quórum no importa cuán­
tos sean los miembros de la Cámara. 

Las decisiones se toman por mayoría de votos, pero en 
caso de empate el voto del Presidente es preponderante. 

El cargo de miembro de la Cámara es incompatible con 
cualquier otro cargo público remunerado o que tenga 
relación con el manejo y contabilidad de fondos públicos. 

Además de esa incompatibilidad general que se asimila, 
en cierto sentido a algunas de las incompatibilidades de los 
miembros del Poder Judicial, la ley tiene el cuidado de esta­
blecer las prohibiciones tales como que no pueden ser miem­
bros de la Cámara de Cuentas los parientes o afines entre sí 
en linea directa en cualquier grado y en línea colateral hasta 
el segundo grado inclusive . 

15 Mario i\ndrade, Ob. cir., pág. 2l. 
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Al lado de esta prohibición en razón de los lazos de paren­
tesco o afinidad, la ley est ablece una prohibición respecto de 
los vínculos personales profesionales, en efecto, el artículo 31 
establece que no pueden ser miembros de la Cámara de 
Cuentas "las personas que tengan negocios, establecimientos 
o empresas de cualquier naturaleza que realicen con el Es­
tado, el Distrito de Santo Domingo, las comunes o cualquier 
establecimiento público del Estado o Municipal". 

Finalmente, en el orden de las prohibiciones les está 
prohibido a los miembros de la Cámara de Cuentas, bajo 
riesgo de recusación, intervenir en ninguna gestión o asun­
to relacionado con personas unidas a ellos por parentesco 
o afinidad en línea directa en cualquier grado o en línea 
colateral hasta el segundo grado inclusive. 

Al lado de las incompatibilidades, la ley establece cier­
tas garantías funcionales y personales en provecho de la 
Cámara aunque limitadas e insuficientes. 

Por la naturaleza de sus funciones, la Cámara de Cuen­
tas está llamada a denunciar tanto al Poder Ejecutivo co­
mo al Poder Legislativo actuaciones de funcionarios y agen­
tes públicos respecto del manejo de los fondos, el ejercicio 
de esta atribución podría verse entorpecido o restringido si 
los miembros de la Cámara de Cuentas pudieran estar ex­
puestos a la acción jurisdiccional por causa de ellas. Por 
eso la ley ha establecido una irresponsabilidad funcional de 
sus miembros en razón de las denuncias y acusaciones que 
hagan en ejercicio de sus atribuciones. 

Solamente ante el Congreso Nacional es responsable la 
Cámara de su conducta y del ejercicio de sus funciones. 

En caso de crimen o delito son juzgados por los tribu­
nales ordinarios sin necesidad de suplicatorio o previa desti­
tución o suspensión. Sin embargo, la Constitución en el 
ordinal 1 o del articulo 37, coloca entre los funcionarios que 
deben ser juzgados en única y última instancia por la 
Suprema Corte de Justicia a los miembros de la Cámara de 
Cuentas en lo que se llama privilegio de jurisdicción. 

Los miembros de la Cámara de Cuentas gozan del mis­
mo tratamiento protocolar que corresponde a los miem­
bros del Congreso Nacional. 
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2.3 Atribuciones de la Cámara de Cuentas 

Como ocurre con todos los órganos que tienen rango 
constitucional, la Cámara de Cuentas tiene atribuciones 
señaladas en la Constitución, que la ley reglame nta de ma­
ne ra detallada. 

En ese sentido, el artículo 79 de la Constitución expresa: 

"Art. 79.- Sus atribuciones serán, además de las que le 
confiere la ley: 1.- Examinar las cuen tas generales y 
particulares de la República; 2.- P resentar al Congreso 
en la primera legislatura ordinaria de cada año e l in ­
forme de las cuentas del año ante rior ". 

Por su parte, el artículo 1 o de la Ley 130 dispone: 

"Art. 1.- Además de las atribuciones que corresponden a 
la Cámara de Cuentas por virtud de la Constitución, 
dicho organismo, e n materias tribu tarias, tendrá las 
funciones consultativas, fiscalizadoras y jurisdiccionales 
que se determinan en la presente ley". 

El artículo 2 de la citada Ley 130 establece: 

"Art. 2.- Compete a la Cámara de Cuentas e l cono­
cimiento, revisión y aprobación de todas las cuentas 
generales y particulares del Estado, e l Distrito de Santo 
Domingo, de las Comunes, Juntas de Dis trito, estableci­
mien tos públicos y de las instituciones que reciban 
subsidios de los expresados organismos ". 

Como se o bserva, las atribuciones de la Cámara de 
Cuentas son, en virtud de los textos arriba señalados, de dos 
órdenes diferentes: de un lado examina el gasto público y 
por otr o lado examina el ingreso público. Sin embargo, no 
obstante los térm inos precisos del ar tículo 2 de la Ley 130 
abajo transcrito, en todo el cuerpo de la ley n o existe nin­
guna disposición relativa al ejercicio de las atribuciones que 
dicho artículo pone a cargo de la Cámara en cuanto concier­
ne a la legalidad y oportunidad del ingreso fiscal por lo que 
las fw1eion es de la Cámara se limitan al gasto. 

Como resulta de las disposici ones arriba transcritas, las 
atribuciones de la Cámara de Cuentas son de órden es y na­
turaleza diferente. En efecto, conforme esas disp osiciones, 
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las atribuciones de la Cámara de Cuentas se ejercen en 
cinco aspectos diferentes que son: 

A) Examen de las cuentas generales y particulares de la 
República. 

B) Presentacion de in for me al Congreso Nacional. Pu­
blicación del informe . 

C) Consultor del Poder Legislativo y del Poder Ejecu· 
tivo. 

D) Protección de bienes y valores. 
E) j urisdiccionales. 

Cada una de estas a tribuciones amerita un análisis por­
menorizado. 

A) Examen de las cuentas generales y particu.lares de la 
República. 

A medida que ha ido pasando el tiempo y que la legis­
lación que concierne la Cámara de Cuentas ha sido modi­
ficada, se advierte en la redacción adoptada la voluntad 
manfiesta de ir reduciendo el alcance y efectividad al exa­
men de las Cuentas haciendo menos detallado el ámbito 
de sus atribuciones. Para comprobarlo basta hacer la com­
paración entre las cuatro leyes que desde hace más de un 
siglo establecen el alcance del examen de las cuentas. 

Así, en la Ley 388 de 1854, el artículo 10 expresa: 

"Art. 10.- Son atribuciones de la Cámara de Cuentas: 1". 
Examinar y controlar las cuentas de la Contaduría 
General , las de las administraciones particulares y 
subaltern as de hacienda pública, las de las adminis­
t.raciones de correos, a duanas, a lmace nes de estado, 
arsenales, hospitales y Ayuntamientos, y cualesquiera 
otras oficinas de hacienda que haya estableci das o que 
puedan establecerse e n adelante, cual que sea su 
denominación. Las cuentas de la administración de 
hacienda serán examinadas conforme a los presu· 
puestos anuales y leyes votadas por el Poder Legislativo. 

4d.-La Cámara pondt·á en conocimiento del Pode r 
Ejecutivo, por conducto del Ministro de Hacienda, las 
(altas que cometan los empleados del ramo, por 
negligencia, descuido o incapacidad y que deban ser 
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removidos de sus destinos; y los de aquellos que por 
malversación, fraude, torpes m anejos o faltas graves, 
deban ser p erseguidos o castigados con arreglo a las 
leyes, sin que por esto quede la Cámara sujeta a ningu­
na responsabi lidad, debiendo e n uno y otro caso re mitir 
al Poder Ejecutivo las pruebas o documen tos que 
apoyen legalmente las faltas o d elitos del empleado. 

5".- La Cámara debe, dentro de l mes de enero de cada 
año, finiquita r las cuentas p a rciales de la República, 
presentando al Senado Consultor un estado que incluya 
la noticia general de todas las cuentas de las diferentes 
administraciones, dándole un informe de las mejoras 
que se crea n convenientes, y de todas las observaciones 
útiles y necesarias para el mejor arreglo de la contabi­
lidad y su opinión precisa sobre la aprobación o desapro­
bación de las referidas cuentas." 

La Ley 3659 de 1896, en su artículo 10, establece: 

"Art. 10.- Son atribuciones de la Cámara de Cuentas: 

l a .. Examinar y con trolar las c uentas de la Contaduría 
General, l as d e las Adminis traciones particulares y 
subalternas de Hacienda publica, las de las Adminis­
t raciones de Correos, Aduanas, Almacenes de Estado, 
Arsenales, Hospitales y Ayuntamientos, y cualesquiera 
otras oficinas de Hacienda que haya establecidas o que 
puedan establecerse en adelante, cual que sea su deno­
mmación. Las cuentas de las AJmülistraciones de Ha­
cienda serán examinadas con !forme a los presupuestos 
a nuales y leyes votadas por e l Poder Legis lativo. 

43
.- La Cámara pondrá en conocimiento del Poder 

Ejecutivo, por conducto del Ministro de Hacienda, las 
faltas que cometan los empleados del ramo, por negli­
gencia, descuido o incapacidad, que deban ser remo­
vidos de sus destinos, y l os de aquellos que por malver­
sación, fraude, torpes manejos <J fa ltas graves, deban ser 
perseguidos o castigados con ar reglo a las Leyes, sin que 
por esto que de la Cámara suje ta a ninguna responsabi­
lidad; debiendo e n uno y otro caso remitir al Poder EJe· 
cutivo las pruebas o documentos que apoyen legalmente 
las faltas o de litos del empleado. 
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53
• • La Cámara debe, a fines del mes de enero de cada 

año, finiquitar las cuen tas parciales de la República, 
presentando al Congreso un estado que incluya la noti· 
cia general de todas las cuentas de las diferentes Admi· 
nistraciones, y de todas las observaciones útíles y nece­
sarias para el mejor arreglo de la contabilidad, y su 
opinión precisa sobre la aprobación o desaprobación de 
las referidas cuentas. 

7a.. Examinar los estados parciales de las diferentes 
Contadurías, e l estado central de la Contaduría General y 
de las demás oficin as que se sometan a su examen, 
averiguando la exactitud de los guarismos y partidas, l os 
respectivos comprobantes, la legalidad de estos y la legiti· 
mi dad de los ingresos egresos." 

La ley 950 de 1928, sólo modifica y deroga la primera 
parte del Art. 15 de la ley 3659 de 1896, disponiéndose por 
esta ley que cuando ocurriere desaparición de fondos pú­
blicos, la Secretaría de Estado correspondiente sometería 
el caso a l Procurador . General de la Repúbl ica para que hi· 
ciera los sometimien tos de acuerdo con la ley por ante los 
tribunales ordinarios. 

Asimismo, d ispuso la ley 950 que los expedientes o so· 
metimientos en curso por ante la Cámara de Cuentas, debí­
an ser re mitidos al Procurador General de la Corte de Ape­
lación correspondiente para que hiciera los sometimientos. 

Con la señalada modificación se castró el desarrollo de 
la Cámara de Cuentas como órgano jurisdiccional, se supri­
mió la garantía del funcionario y se garantizó la impunidad 
al some ter la pe rsecución de los hechos delictuosos a un 
funcionario del Ejecutivo1

b . 

A través de las sucesivas modificaciones, el texto legal 
que prescribe el examen de las cuentas ha ido perdiendo 
profundidad y minuciosidad. Sin embargo, a pesar del 
desconocimien to generalizado de la importancia de esta 
atribución , hay que destacar que con la redacción actual 
de la ley el exame n de las cuentas no se limita a la com­
probación de la exacti tud numérica de las mismas, debe 
compre nder la legalidad, eficiencia, rentabilidad y ahorro 
con que se ha realizado la actividad del Estado. El estilo se 
ha de purado y se ha hecho más conciso, pero n o por ello 

lh Ro,an.l Oe la Crut Ahar-.tdo, " Presupuesto y rendición de cucmas•. Ob. ci1. , pp. 29+·295. 
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disminuyen los poderes de la Cámara de Cuentas, pe ro 
para entenderlo así hay que ten er la voluntad y capacidad 
de apartarse de las interpr etaciones literales restrictivas. 

Los tratadistas señalan al respecto: 

"La atribución del examen de las cu entas pone a cargo 
de la Cámara de Cuentas la totalidad de la gestión 
económica y presupuestaria de l Estado, incluyendo los 
patrimonios especiales y las empresas, principalmente 
establecer si se han acatad o las disposiciones vigen tes y 
los pr incipios para la gestión presupuesta! y económica 
en e l marco de la ejecución del presupuesto. De acuerdo 
con las diferentes funciones del presupuesto se pu eden 
diferenciar al respecto esencialme n te tres dimensiones 
d el conu-ol :" 

a) El examen de la juridicidad (legalidad). 
b) El examen de la ren tabilid ad. 
e) El examen para determinar si la ejecución admi­

nistrativa de las me didas implicadas concuerda 
con los resp ectivos fines dados, esto es, el denomi­
nado control de resultados. 

a) Examen de la juridicidad (legalidad) 

El control de la juridicidad (legalidad ) tiene por obje to, 
e n esencia, la corrección presupuesta] numé rica y 
contable, incluyendo el examen de la concordancia de la 
actividad administrativa con la Cons titución, la ley y las 
disp osiciones individuales. Aquí se tendrán como base 
los ingresos previstos en el p lan de presupuesto y e n la 
ley de presupuesto, así como los gastos: éstos se compa­
raran, de acuerdo con el desarrollo del período presu­
puesta! con las cuentas presup uestales establecidas, e l 
resu ltado real de la ejecución presupuesta!, controlando 
la fundamentación y cobe rtura de las entradas y salidas, 
y examinando la juridicidad (legalida d) de las justifi­
caciones respecto de lo gestion ado. 

b) Examen de la rentabilidad 

Que incluye el ahorro así com o la eficiencia de la 
Administración, es la función de valor ar, por un lado, la 
relación entre los medios de te rminados y el objetivo 
perseguido con éstos, y por otro la do, su proporciona­
lidad. 
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Todo concepto de rentabilidad debe interpretarse prin­
cipalmente como un mandato de emplear los medios 
requeridos para obtener el mejor resultado posible 
(principio de la maximalización) o de alcanzar un deter­
minado resultado con la menor utilización de medios 
(principio de la maximalización). 

e) Control de resultados 

Respecto de las condiciones de desarrollo existentes en 
la actualidad, en la moderna administración gana cada 
vez más significado el control de resultados, en el que 
los conceptos de evaluación, valoración de programas, 
análisis de los efectos, inspección, observación, cálculo 
posterior, son sinónimos de resultados. 
Junto al desanollo de las competencias de examen se 
encuentra también, en primer plano, la idea de dar 
validez al control de resultados sobre las autoridades de 
control fisca l, como instrumento de dirección de la 
actividad de la admin istración. Ese enunciado fue desa­
rrollado posteriormente en el modelo, que comprende el 
control de resultados como parte integral del proceso 
presupuesta! estatal en el sentido de un proceso interac­
tivo múltiple de interacc'ión e información entre todas 
las dependencias que forman parte; para lo cual el 
control de la ejecución d el programa y el control del 
grado de objetivos alcanzados se encuentran vinculados 
cíclicamente, y en forma correctiva con los otros ele­
mentos del sistema que componen la totalidad del 
proceso11

• 

El artículo 2 de la Ley 130 de 1942, arriba transcrito, 
establece entre las atribuciones de la Cámara de Cuentas, 
11 el conocimiento, revisión y aprobación de las cuentas ge­
nerales y particulares del Estado y de las demás personas 
publicas señaladas en dicha disposición. 11 

Para que ello sea posible, es decir, para que h aya cono­
cimiento, revisión, la Cámara de Cuentas debe poder estar 
en condiciones de verificar 11 que las Cuentas se hicieron 
completamente, que se contó y contabilizó siempre correc­
tamente, que no existe malversación o utilización con fines 

17 Harold Volkmar, " Métodos del control fiscal " en Control financiero en la democracia, 
Ob. cit., pp. 35 y sigtes. 
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diferentes ". Esta facultad presupone: 1) Que la rev1s1on 
interna existe; 2) Acceso libre a las informaciones y 3) Una 
dotación suficiente en recursos humanos y materiales. 

1) La revisión. interna: 

La Ley de Contabilidad No. 3894 del 1954 18
, establece 

la revisión interna al disponer en su ar tículo 1°: 

"Art. 1.- La Contraloría y Auditoría GeneraP9
, depen­

dencia del gobierno, subordinada a la Secretaría de 
Estado del Tesoro y Crédito Público20

, por medio de la 
cual se comunicará con el Poder Ejecutivo, tendrá a s u 
cargo, además de la contabibdad general del Estado, l a 
In spección Contable de todo los departamentos de 
Gobierno, de los Ayuntamientos y de Jos organismos que 
reciban o manejen fondos públicos. El personal de la 
Contraloría y Audüoria General, además de los fun­
cionarios expresamente previstos por esta ley, será el 
que determine el Poder Ejecutivo, de acuerdo con la Ley 
de Gastos Públicos". 

Para comprender esta disposición es necesario combi­
narla con lo que establecen los artículos 3 y 4 de la Ley 
130 que disponen que todas las oficinas públicas nacio­
nales y municipales recaudadoras o pagadoras de fondos 
públicos deben rendir cuenta al Conrralor de las opera­
ciones correspondientes al mes anterior, dentro de los pri­
meros quince días de cada mes. 

Esas cuentas son examinadas y aprobadas por el Con­
tralor que debe remitirlas con sus observaciones a la Cá­
mara de Cuentas para su revisión final. 

El Contralor debe remitir esas cuentas mensualmente a 
la Cámara de Cuentas, sin embargo, a pesar de los términos 
precisos del texto legal que impone esa obligación al Con­
tralor, la realidad es que la remisión de las cuentas de la 
contabilidad general no se hace con la regularidad y perio­
dicidad prescritas y el Contralor envía a la Cámara, las 

18 Gaceta Oficial 9206 del 21 de noviembre de 1970. 
19 La ley 54 del 13 de noviembre de 1970, modificó el nombre de la ConLraJoría y lo puso 

bajo la depe ndencia directa del Pt·esidente de la República. 
20 Secrcraría de Estado de Finanzas. 
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Cuentas en términos de dos y a veces más meses, situación 
que también es anotada por Andrade en su citado informell. 

El Tesorero Nacional, por el contrario, tiene diariamente 
a disposición de la Cámara de Cuentas el estado de los ingre ­
sos por fuentes, de los egresos y del estado d iario de caja; 
conforme informaciones recabadas en la Cámara de Cuentas, 
el estado de los egresos con sus comprobantes están diaria­
mente a disposición de la Cámara de Cuentas que los envía a 
buscar y es en la Cámara donde reposan los originales de los 
libramientos h echos por la Tesorería dia riamente. 

Con las informaciones así recibidas, la Cámara de 
Cuentas tiene facultad para investigar y comprobar e n la 
auditoría, la exactitud y la legalidad de la contabilidad 
que debe llevar la Contraloría teniendo para ello libre ac­
ceso a todos los libros, expediente y cuentas. 

La Cámara de Cuentas ej erce control sobre la gestión 
del Contralor y cuando tuviere dudas acerca de la exac­
titud o legalidad de una cuenta o de la regularidad de la 
gestión del Con.tralor, puede realizar en cualquier oficin a 
pública todas las diligencias (residencias, inspecciones, 
interrogatorios) necesarios para el esclarecimiento de las 
cuentas públicas, inventarios, tanteos de caja y otras de si­
milar naturaleza. 

La revisión interna esta tan sólidamente arraigada que 
los funcionarios y empleados de la Contraloría expresan en 
términos muy llanos "nosotros controlamos todas las ofici­
nas e instituciones y la Cámara nos controla a nosotros". 

2) Libre acceso a las informaciones 

Los artículos 5 y 6 de la Ley 130 garantizan a la Cámara de 
Cuentas el libre acceso a todos los libros y expedientes y pone 
a su cargo, verificar la conformidad de la contabilidad general 
a través de residencias, inspecciones e inteiTogatorios. 

Sin embargo, este libre acceso a las informaciones no 
siempre ha sido estrictamente comprendido y aplicado por 
los funcionarios del Ejecu tivo y las instituciones descen ­
tralizadas y al e fecto cabe citar lo ocurrido en 1981, que la 
Secretaría Administrativa de la Presidencia, haciendo una 
interpretación restrictiva de las atribuciones de la Cámara 

21 Mar10 t\ nd rade, Ob d t., p. 18. 
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de Cuentas, prohibió el acceso a los auditores de la Cáma­
ra de Cuentas a las oficinas públicas22

• 

N o se tiene noticias de que e n ocasiones posteriores se 
hayan producido restricciones a las inspecciones que rea­
liza la Cámara de Cuentas, pero ellas pueden ser recibidas 
con suspicacias, sobre todo si no corresponden a la pla­
neación anual y si se produce a seguidas de la fiscalización 
de la Contraloría y sin que haya tiempo suficiente para 
que la auditoría de la Contraloría haya llegado a la Cá­
mara de Cuen tas y su examen haya revelado de fi ciencias, 
debilidades o pérdidas dolosas como ocurrió en 1998 con la 
Suprema Corte de Justicia23

• 

3) Una dotación suficiente en recursos humanos y materiales 

Consecuencia del escaso valor y reconocimiento que ti e­
nen por la Cámara de Cuentas los poderes Legislativo y Eje­
cutivo, este cuerpo no recibe los recursos económicos que le 
permitan realizar con e ficiencia y oportunamente su tarea 
con un personal idóneo y recw·sos materiales suficientes. 

La Cámara de Cuentas en repetidas oportunidades ha 
reclamado un aumento en su presupuesto. Cabe citar lo 
que al respecto expresó en el informe del año 1997: 

"Debido a la precariedad con que se desenvuelve la 
Cámara de Cuentas, por lo exiguo de su presupuesto y 
lo reducido de su personal, no ha sido posible confor­
mar como es su deseo un Departamento de Auditoría, 
que responda a los requerimientos necesarios para 
cumplir a cabalidad con el mandato que le otorgan La 
Constitución y las leyes, que pone a cargo de este Or­
ganismo la fiscalización de los fondos generales y 
particulares de la Nación. Para dar una idea de la ve­
racidad de lo antes expuesto enumeramos a conti­
nuación, de manera somera, algunas de las necesi­
dades que, desde 1845 han conn·ibuido a mantener a 
este poder especial del Estado en un absoluto 
oscw·antismo institucional; a) Un px·esupuesto insu­
ficiente para cubrir las necesidades mínimas de la 

22 Ver informe de la Cámara de Cuentas para e 1 a 1i 0 198 1. 
2:l Ver nota 14. 
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institución. b) Una carencia notoria de recursos 
humanos y equipos para su funcionamiento. e) Una 
falta absoluta de medios y transporte y de material 
gastable. d) Un espacio físico inadecuado, degra­
dante, limitado y humillante para una Institución de 
la categoría y la solemnidad de la Cámara de Cuentas 
de la República. e) Una negación absoluta al acceso 
de la capacitación y tecnificación del personal que en 
ella labora. 

Todas estas limitaciones han dado como resultado que 
hasta finales del año 1997, la Cámara de Cuentas de la 
República había logrado conformar un Departamento de 
Auditoría de sólo veintiocho (28) auditores que tendrían a 
su cargo la fiscalización de más de quinientas (500) Insti· 
tuciones Centrales, Descentralizadas y Autónomas, Munici· 
pales y Empresas del Estado. 

En ese mismo sentido se ha expresado el Consultor 
Internacional Mario Andrade, al l:J.acer su informe de 
Consultoría al Senado: 

"1. Cumple parcialmente con las Normas de Auditoría 
Profesional y los exámenes se realizan sin una sistema· 
tización apropiada ... 5. Los informes de auditoría se 
dirigen básicamente a aspectos de control interno y de 
los sistemas contables y presupuestarios. Una mayor 
profundidad es necesaria. 6. Para la ejecución del tra· 
bajo los auditores no cuentan con el apoyo de recursos 
tecnológicos apropiados, al punto que sus borradores de 
informe son manuscritos y las transcripciones se rea· 
lizan a máquina con la pérdida de tiempo que implica 
realizar ajustes o cambios a dichos informes. 7. Los 
informes que puedan dar lugar al establecimiento de 
responsabilidades no se tramitan a las autoridades juris­
diccionales. La CC, e n cumplimiento de las disposi­
ciones legales vigentes los remite al Presidente de la 
República, al SEF y a las instituciones auditadas. 8. El 
seguimiento de las recomendaciones es insuficiente 
para mejorar los sistemas de control interno de las 
instituciones". 
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-El informe 

De conformidad con la Constitución, la Cámara de 
Cuentas en la primera legislatura ordinaria de cada año, e s 
decir la que comienza el 27 de febrero, debe rendir un in­
forme respecto de las cuentas del año anterior. 

El contenido del informe está determinado por el 
artículo 10 de la ley 130, que dispone: 

"Ar t. 10.· El informe general del movimiento de i ngre· 
sos y egresos ocurridos duran te cada año que la Cámara 
de Cuen tas deberá presentar al Congreso Nacion al, 
consta rá de una piimera parte en l a cual se hará e l 
historial explicativo de las operaciones, con la opinión 
de dicho organismo y de una segunda parte donde se 
incluyan los estados demostrat ivos de esas operaciones". 

"Los .informes contienen objetivos de la auditoría, obser­
vaciones, conclusiones y recomendaciones. La mayor parte 
de las observaciones se refieren al control interno y a 
aspectos contables y presupuestarios formales. En algunos 
informes se hace referencia a las cuentas examinadas y a la 
confiabilidad de los saldos. En las entidades descentrali­
zadas y en las empresas del Estado se mantiene el mismo 
esquema citado, sin que contenga el dictamen profesional" 25

• 

Andrade expresa en su informe: 

"Como se puede apreciar, el control que se realiza en la 
Cámara de Cuentas del presupuesto de gastos es muy limi­
tado y formalista. Su enfoque es básicamente numérico. 

"En lo que tiene relación con los ingresos, no se realiza 
control alguno y los datos que sirven para efectuar el infor­
me al Senado se obtienen de la Tesorería Nacional. 

"No comunica resultados de la evaluación del cumpli­
miento de metas y objetivos por parte de las entidades. Lo 
anterior es debido a que el sistema de planificación y e je­
cución del presupuesto, la estructura de las cuentas de las 
entidades y el sistema de control utilizado por la Cámara 
de Cuentas, no permiten este análisis". 

24 Kla us Ste rn "El Tribunal de Cuentas en la Constitución Fede ral y e n las Constitucio nes 
de los EsLados Federados (Lander)" in Control financiero en la democracia. Ob. cit , p. 
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La revisión de los informes presentados por la Cámara 
de Cuentas en diferentes años revelaz6: 

1) Que la carta de remisión del informe es firmada 
únicamente por el Presidente de la Cám;ua de Cuen­
tas, lo que es contrario a la organización colegiada 
de la organización y al quórum p revisto para la vali­
dez de las decisiones. 

2) En esa cana se hace un pequeño resumen de los as­
pectos más importantes de la ejecución presupues­
taria, pero no se hace el historial explicativo de las 
operaciones de ingresos y egresos. 

3) No contiene opinión de la Cámara respecto de las 
cuentas examinadas, que guíe a l Congreso Nacional 
en la decisión a tomar respecto de las mismas. 

4) Se da cuenta de las auditorías realizadas, en la cual 
se señalan los hallazgos y se hacen recomenda­
ciones27. 

- Publicación 

La Constitución de 1942, en su artículo 92, estableció: 

"At·t. 92. - Anualmente e n e l mes de abril, se publicará la 
cue nta general de los ingresos y egresos de la Repú­
blica hechos en el año ante rior. " 

La redacción de este artículo en términos generales no 
ponía a cargo de ningún poder o funcionario el cumpli­
miento de esta obligación. 

La Ley sobre Cámara de Cuentas No. 130 precisamente 
también de 1942, en su artículo 11, atribuyó a la Cámara 
de Cuentas esta obligación en los siguientes términos: 

"Art. 11.- Estará a cargo de la Cámara de Cuentas el 
cumplimiento del artículo 92 de la Constitución, y en 
consecuencia, publicará en el mes de abril de cada año 
el informe que hubiere presentado al Congreso, de la 
cuenta general de ingresos y egresos de la República 
hechos en el año anterior" . 

25 Mario Andrade, 01>. c:it., p. 15. 
26 Años examinados: 1981, 1983,1986, 1991, 1992, 1994 y 1997 
27 Ver informe corresponúienre al año 1997. 
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Que se tenga conocimiento, la Cámara de Cuentas no 
ha publicado nunca el informe prescrito. 

Todo parece indicar que se ha confundido publicidad con 
publicación y, por tanto, en la Cámara de Cuentas se piensa 
que con la impresión del informe, que dicho sea de paso ha 
dado vuelta atrás, pues mientras en los años 1978 a 1986 se 
hacía impreso en caracteres de impren ta, ahora se hace a 
maquina, cumple con la formalidad de la publicación. 

En la Cámara de Cuentas no se toma en consideración 
la obligación establecida en e l articulo arriba transcrito, 
con lo cual h.a privado a la ciudadanía de un formidable 
mecanismo de conocimiento de cómo se administra el 
Estado. En ese sentido el profesor Hans Blasius expresa: 

"El Tr ibunal de Cuentas contribuye con la divulgación 
de los resultados de su control de muchas man eras, 
mediante los informes que pone a disposición del parla­
mento - en su totalidad- y de los medios, por ejemplo, o en 
conferen cias de pren sa. En eso produce la publicidad del 
parlamen to, por decirlo así, como subproducto - deseado­
también una información hacia el amplio público. Del 
mismo modo se debe resaltar que el Tribunal de Cuentas 
-por ejemplo en e l campo de una modificación legal- está 
obligado a publicar la totalidad de sus exámenes y hacer 
públicas en los casos regulados sus asesorías. En la 
realidad no es así cuando los resultados del examen, a 
priori, de ben permanecer reservados solo a un exclusivo 
circulo, a efectos de evitar un escándalo. El e j ecutivo 
puede confiar en que los errores económicos-presu pues­
tales permanezcan en secreto hasta la presentación del 
informe final, pues de lo contrario propender ía hacia una 
gestión riesgosa con la amen azan te publicidad. Por tanto 
existen límites. "28 

- Funciones jurisdiccionales 

En el ámbito de las funciones jurisdiccionales hay que 
hacer una distinción de capital importancia, que no siem­
pre es percibida. 

28 Hans Blasius. "El Tribunal de Cuentas: Conrralor e informante" in Conrr·ol financiero en 
la dl!mocraCla, Ob. cir., p. 86. 

69 



La Cámara de Cuentas ejerce funciones jurisdiccio­
nales de dos órdenes diferentes: 1) unas que son prop~as 
en razón de las atribuciones que constitucional y legal­
mente ejerce; 2) funciones jurisdiccionales circunstancial­
mente incor poradas a sus atribuciones. 

1) Funciones jurisdiccionales propias 

Cuando la ley, de manera ininterrumpida, pone a cargo 
de la Cámara de Cuentas el conocimiento, revisión y 
aprobación de las cuentas nacionales, le está atribuyendo 
un real poder jurisdiccional que le permite no sólo exa­
minarlas sino emitir un juicio sobre las mismas, es decir 
juzgarlas, con la particularidad de que es el único órgano 
jurisdiccional qu e se apodera de oficio de los asuntos que 
va a conocer y decidir. 

Hasta 1928, la Cámara de Cuentas no sólo examinaba y 
juzgaba las cuentas, sino que además tenía competencia 
para 11 en caso de desaparición de los fondos públicos de 
una administración, por robos u otros hechos, la Cámara de 
Cuentas sólo será hábil para apreciar las pruebas del 
hecho y ad~itir la excusa del empleado responsable; y si 
ésta no estimara legítima, lo enviará al Tribunal compe­
tente, por conducto del Ministro de Hacienda, para que sea 
juzgado conforme a derecho 11

, conforme establecía la 
primera parte del artículo 15 de la Ley 3659 de 1896, 
derogado por la ley 950 de 1928 que comentamos en otra 
parte de este trabajo. 

Independientemente de que ya no exista esa atribución 
que le permitía dar descargo a los funcionarios, lo cierto es 
que la Cámara de Cuentas sigue siendo la jurisdicción de 
derecho común de la legalidad y oportunidad de las cuen­
tas de la Nación; falta para completar esta atribución, lo 
que es su consecuencia lógica: que la decisión sobre las 
cuentas esté acompañada de la facultad expresa de dar 
descargo a los agentes públicos por la contabilidad que 
presentan, debería contemplar, para que el control sea 
efectivo, la posibilidad del establecimiento de respon­
sabilidad personal de dichos agentes públicos que si es 
constitutiva de falta personal penal, dé lugar a la acción de 
los tribunales, y del establecimiento de una acción recurso-
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ria que permita al Estado recuperar los valores faltantes, 
de las fianz'as que deben prestar los funcionarios 

Por otra parte, tanto el párrafo I del artículo 4, como el ar­
tículo 7 de la Ley 130 consagran, sin lugar a dudas, el carácter 
jurisdiccional de la decisión de la Cámara de Cuentas sobre 
las cuentas que le son sometidas por el Contralor. 

2) Atribuciones jurisdiccionales aiiadidas 

El artículo 16 de la Ley 130 de 1942, atribuyó a la Cámara 
de Cuentas, funciones jurisdiccionales en materias tributarias. 

Esas atribuciones las conservó la Cámara de Cuentas 
hasta el voto y promulgación de la ley 1494 del 2 de agosto 
de 1947, que estableció la jurisdicción contencioso-admi­
nistrativa con plenitud de jurisdicción para anular los 
actos administrativos ilegales, lo que incluye no sólo las 
decisiones administrativas relativas al impuesto sino toda 
decisión administrativa29

• 

Posteriormente, mediante la ley 2998 del a· de julio de 
1951, se dispuso que la Cámara de Cuentas ejercería las 
funciones de Tribunal Superior Administrativo hasta que 
se estableciera dicho órgano jurisdiccional, situación que 
perdura hasta ahora. Perturbando el desarrollo de la juris­
dicción contencioso-administrativa que n o es percibida ni 
siquiera por los abogados como un formidable instrumento 
de protección de los derechos y libertades individuales. 

4. Consultor del Poder Ejecutivo y del Poder L egislativo 

En el capítulo VI, bajo la denominación "Funciones Con­
sultivas de la Cámara de Cuentas", la Ley 130, en su artículo 
24, instituye la Cámara de Cuentas como órgano consultor 
tanto del Presidente de la República como de las Cámaras 
Legislativas, al disponer: 

"Art. 24.- La Cámara de Cuentas deberá rendir al 
Senado, a la Cámara de Diputados y al Presidente de la 
República los dictámenes que le sean solicitados sobre 
cuestiones financieras. Estos dictámenes no podrán 

29 Rosina De la Cru7. Al varado, "El control de l Leviathan o e l principio de la legalidad ". 
Revista de Cie ncias Jurídica s, No. 18. Santiago: PUC1.1M, 1986. 
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versar sobre ninguna cuestión de contabilidad e n curso 
de fi scalización por la Cámara de Cuen tas, sino sobre 
cuestiones abstractas y generales que no tengan relación 
con ni nguna persona u oficina pública determinada." 

Esta atribución hace de la Cámara de Cuentas un ver­
dadero órgan o consultivo del Poder Ejecutivo y del Poder 
Legislativo, sin e m bargo, no se tiene noticias de que 
alguno de esos dos poderes la haya consultado alguna vez, 
ni siquiera en las materias en que está especializada. 

Peor aún, los legisladores son capaces de proponer un 
proyecto de ley para establecer una contabilidad guber­
namental sin el conocimiento de la Cámara de Cu entas, y 
el Ejecutivo toma disposiciones que com prometen las ren ­
tas nacionales sin que la Cáma1·a de Cuentas sea puesta en 
conocimiento de ello y m ucho menos consultada. 

En ese sentido cabe citar: 
"Una asesoría puede fracasar en su finalidad, si sobre el 

obje to de la asesoría no se e ncuentra a disposición ninguna o 
muy poca info rmación. Los parlamentarios requieren al 
respecto, principalmente, de una información extensa, para 
poder cumplir con suficiencia sus funciones30

• 

5. Protección de bienes y valores 

Esta atribución que está contenida e n el artículo 12 de 
la Ley 130, está en concordancia con la finalidad esencial 
de la Cámara de Cue ntas y del Congreso que debe velar 
por la conservación y fructificación de las rentas nacio­
nales consagradas e n el artículo 37, ordinal 4, de la Const i­
tución. A te nor de este artículo: 

"Art. 12.- Será deber de la Cámara de Cuentas vela r 
porque se mantengan al dia e l Catastro de los Bienes del 
Es tado, de l Distrito de Santo Domingo, de las Comunes y 

demás in stituciones púb licas. En caso de omisiones o 
irregularidades relacionadas con estos Catastros, la 
Cámara de Cuentas dará informe de e llo al Secretario 
de Estado del Tesoro y Come rcio, para que este ordene 
las invest igacione1· correspondientes y para el estable­
cimiento de las res,)onsabilidades que sean de lugar." 

30 Jlans Blasius, "El Tribuna l de Cuentas: Comralor e informantes" in 0/J. cic., p. 89. 
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Sin embargo, en ninguno de los informes anuales que 
hemos tenido a la mano, la Cámara hace mención al cumpli­
miento del mandato que le confiere la ley respecto a los bie­
nes nacionales, no se sabe por tanto si la Cámara de Cuentas 
tiene al día el Catastro de los bienes nacionales. 

Peor aún, la ley organiza un departamento de Bienes 
Nacionales que no tiene ni guarda relación con la Cámara 
de Cuentas, la que ni siquiera es consultada. 

Por otra parte, el artículo 130 de la misma ley 130 pone 
a cargo de la Cámara de Cuentas: 

"Art. 13.- En los casos de subastas o remates de servicios 
públicos, nacionales, del Consejo Administrativo de la 
ciudad de Santo Domingo o Municipales la Cámara de 
Cuentas tendrá facultad para asistir o hacerse repre­
se ntar por alguno de sus miembros en los actos corres­
pondientes, a fin de velar por los intereses públicos en 
la fijación de los precios y otras condiciones" . 

Que se sepa, la Cámara de Cuentas no h a sido llamada 
nunca para cumplir esta misión cuando se otorgan con­
cesiones de servicios públicos, ni cuando se suscriben 
contratos administrativos, como tampoco se precisa su 
intervención para la aplicación de la ley 141-97 o Ley 
General de Reforma de la Empresa Pública, en la cual se 
dispone de bienes y valores del Estado Dominicano. Tan 
poco comprendida y conocida es esa atribución de la 
Cámara de Cuentas que en las instituciones llamadas por 
el Presidente de la Comisión de Reforma a la Empresa 
Pública a verificar la legalidad y transparencia de los 
procesos de licitación llevados a cabo por dicha Comisión 
no se encuentra la Cámara de Cuentas31

• 

Sin embargo, sí se sabe que da cumplimiento (en lo que 
respecta a las especies timbradas) a lo prescrito por el artí­
culo 15 de la misma ley que establece: 

"Art. 15.- La Cámara deberá estar representada por su 
Presidente o por alguno de sus miembros comisionado al 
efecto, en toda operación, cuando ésta se realice en el 
país y en relación con la impresión y conteo de emi ­
s iones monetarias o documentos de cualquier natu-

31 Listí11 Diario, 16 de junio de 1999. 
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raleza que sean representativos de dinero, así como e n 
todo acto para incinerar, destruir o desvalorizar cual­
quier clase de monedas o documentos representativos 
de dinero, suscribiendo las actas corresp ondientes o 
de nunciando las irregularidades que ocurran en estos 
casos" . 

Tanto las atribuciones tenidas en los artículos 12 y 13 
como en el 15 obedecen a una lógica jurídica: que la Cá­
mara esté en condiciones de informar con conocimiento de 
causa y profundidad a los organismos y funcionarios, sobre 
la legalidad, oportunidad, economía, rentabilidad de todos 
los actos que afectan las rentas nacionales, para q ue tomen 
las decisiones necesarias a su conservación y fruc tificación. 

El consultor Mario Andrade, en su infor me al Congreso, 
omite referirse a las atribuciones arriba transcritas, con­
tenidas en la ley y basa su informe en las contenidas en el 
reglamento interno de menor rango legaL 

En el aspecto que guarda relación con lo establecido en 
el artículo 15 de la ley que en el reglamento interno se li­
mita a la disposición contenida en el 45 sobre las especies 
t imbradas, y al respecto señala: 

"Esta forma de control es t ípica de la Gerencia Finan­
ciera de cada ins titución a través del control i nterno 
institucional. Todos los organismos de control interno 
han ido eliminando esta forma de control que no ayuda 
a la transparencia de las operaciones de las insti­
tuciones públicas. Al contrario, dificulta el forta le­
cimiento de los controles de las entidades y es conside­
rada una acción de cont rol de escasa eficacia, que 
provoca con fusión en las en tidades y dependencias en la 
ce para la toma de decisiones q ue son de la exclusiva 
competencia de los administradores de los recursos 
públicos". 

Este tipo de control presenta las siguientes debilidades: 

"1°.- Dificulta que cada entidad asuma las responsabi­
lidades de fortalecer sus controles internos, haciendo 
que para decisiones de t ipo ad ministrativo y fi nanciero 
deba estar la ce, con la consiguiente utilización de 
recursos que podrían ser utilizados para la auditoria 
p rofesional". 

74 



"2°.- La independencia con que debe actuar la CC para 
examinar la gestión de los funcionarios se disminuye 
cuando participa en procesos de control concurrentes 
que no están dispuestos en l a Constitución.n" 

Contrariamente a lo afirmado por el señor Andrade, el 
control concurrente, como él lo llama, n o es extraño a las 
funciones de la Cámara de Cuentas como tribunal de 
Cuentas que corresponde a lo que en otras partes se deno­
mina cont rol previo en el cual la intervención de la Cáma­
ra tiene por e fecto avisar para que se corrijan o evitar que 
se cometan errores que aparecerán en el informe anual. 

Al efecto, cabe señalar que solamente en el in forme co­
rrespondiente al año 1983, entre los informes anuales ana­
lizados se encuentra el señalamiento del cumplimiento de 
esta atribución . 

3. Segunda pa rte: El Congreso Nacional en 
la rendición de cuentas 

3.1 El control fiscal del Congreso 

Las lín eas gene rales de la organización de la Cámara 
de Cuentas están establecidas en los artículos 78 y 80 de la 
Constitución, sus miembros son cinco, elegidos por el Sena­
do de las ternas que le presente el Ejecutivo y durarán en 
sus funciones cuatro años, es decir, es igual al términ o de 
los funcionarios electos por sufragio universal. 

La Constitución no fija un término al Presidente para 
presentar las ternas, lo qu e podría conducir a que el Eje­
cutivo retenga esa presentación para aprovechar el receso 
del Congreso para hacer su nombramien to, informando de 
ello al Senado cuando éste reanude la legislatura. 

Del texto constitucion al parece desprenderse la idea de 
que una vez nombrada la Cámara de Cuent as, el Senado 
debe acoger sin reparos, su nombramiento. 

Ninguna de las dos soluciones arriba apuntadas es 
absoluta. En efecto, la ausen cia de un término en el texto 

32 Mario A nd rade, Ob. cit., p . 20. 
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constitucional no limita al Senado para imponerlo, pues 
nada impide que en caso de dilación del Ejecutivo en pre­
sentar las ternas, el Se n a do le pida que las presente otor­
gándole para ello un plazo prudente pasado el cual, puede 
n ombrarla motu propio. 

Asimismo, el nombramiento que el Ejecutivo hace de 
los miembros de la Cámara de Cuentas durante el receso 
de las Cámaras Legislativas no es definitivo, está sujeto a 
que el Sen ado dé aquiescencia a dicho nombramiento. Si no 
la diese, vuelve a la etapa de la presentación de las ternas. 

Por otra parte, las ternas que presente el Ejecutivo no 
ligan al Senado, que pue de rechazarlas total o parcialmen­
te, si los candidatos no reúnen las condiciones que la Cons­
titución señala más las otras condiciones que la ley esta­
blezca o pueda establecer. 

Nunca ha ocurrido, hasta ahora, que el Senado no acoja 
ninguna de las ternas que le presente el Ejecutivo, pero no 
es ocioso suponer que en el futuro esa eventualidad pueda 
realizarse, sobre todo si, como todos esperamos, el sistema 
de eleccion es separadas y el es[ablecimiento de los Distri ­
tos Electorales producen una nueva clase de legisladores 
con compromisos y estrecha vinculación con sus electores 
ante los cuales deben responder por sus actuaciones en el 
Congreso y con un mejor conocimiento de lo que son las 
instancias estatales. 

Si esa situación se pmduce el Senado tiene la decisión 
entre pedir al Presidente de la República la presentación 
de nuevas ternas o declara desierta o caduca la facultad del 
Ejecutivo de presentarle ternas y designa sin necesidad de 
nuevas te rnas, a los miembros de la Cámara de Cuentas. 

La Constitución da una conclusión lógica al examen de 
las cuentas: una vez conocidas, revisadas y aprobadas, la 
Cámara de Cuentas debe presentar de ellas un informe al 
Congreso; de conformidad con el ordinal 2 del artículo 37 
de la Constitución , con este informe el Congreso aprueba o 
desaprueb a el estado de recaudación e inversión de las 
rentas que de be presen tarle cada año el Ejecutivo, al 
mismo tiempo pone a su cargo un verdadero control fiscal 
en los términos siguientes: 

"Art. 37.2. Aprobar o d esaprobar, con vista del informe 
de la Cámara de Cuentas, e l estado de recaudación e 
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inversión de las rentas que debe presentarle el Poder 
Ej ecutivo" . 
El texto constitucional otorga a las Cámaras Legisla­

t ivas un papel activo en el control financiero de la econo­
mía nacional, no es una simple formalidad que pone a su 
cargo, es una deci sión que compromete el porve nir de la 
Nación. 

El control fiscal parlamentario es una parte importante 
de las funciones e n materia presupuesta] del parlamento. Es­
to posibilita a los representantes del pueblo cerciorarse del 
acatamiento del derecho presupuesta!, y hacer responsable 
políticamente al gobierno.33 

El control del Congreso es el corolario obligado que el 
inciso 22 del artículo 55 de la Constitución impone al 
Presidente: es una rendición de cuentas en la que somete al 
escrutinio del Congreso, el uso que ha dado a los recursos del 
Estado puestos a su disposición.3~ 

Hay que destacar que si bien el control fiscal del Con­
greso esta sólidamente establecido en la Constitución, no 
es menos cierto que el Congreso no se ha sentido parti ­
cularmente compromisario con el pueblo que eligió como 
sus re presentantes y ha sido discreto y más que discreto 
tímido en realizar un control exhaustivo no sólo de los 
ingresos sino tambié n de los gastos anuales. 

Ello no ha impedido que en algunas ocasiones, grupos 
de legisladores hayan alzado su voz para emitir críticas 
sobre el informe que presenta la Cámara sobre la gestión 
económica del E j ecutivo que a la postre son verdaderas 
críticas al manejo de los fondos públicos. 

Al efecto, cabe citar el informe disidente presentado 
por algunos Senadores de la Comisión de Finanzas en rela­
ción con los informes que rinde la Comisión Permanente 
de Finanzas del Senado respecto de los informes anuales 
presentados por la Cámaras de Cuentas durante los años 
1990 y 1991, que figura como anexo de este trabajo. 

Las conclusiones de este informe disidente, así como 
las de los informes de las Comisiones de Finanzas de las 
Cámaras Legislativas tienen una óptica errada respecto de 
la recomendación de voto que deben llevar al seno de cada 

33 J le in~ Gunrer Zavclbcrg, "Socíos para el control fiscal: Tribunal de Cuentas", en 
Control f utallClero en la democraci11, Ob. ci1. , p. 95. 

34 Rosina De la Cruz Albarado, Ob. cit., p. 289. 

77 



una de las dos Cámaras que integran el Congreso Nacional. 
No es el informe de la Cámara de Cuentas el que debe ser 
aprobado, es la gestión administrativa y económica del Poder 
Ejecutivo la que debe ser objeto del voto congresional. 

3.2 Momento de la decisión 

En la estructura constitucional, la rendición de cuentas 
y la anualidad del ejercicio de los poderes constitucionales 
es una constante: el presupuesto se elabora para un año; 
cada año se renuevan los bufetes directivos de las Cámaras 
Legislativas. El Presidente deposita, cada año, las memo­
rias de las Secretarías de Estado acompañadas del men­
saje en el cual rinde cuentas de su gestión del año ante­
rior; el Poder Judicial rind e cuentas de las labores que ha 
realizado el año anterior. 

Es en la anualidad del ejercicio de los poderes consti­
tucionales, especialmente del Poder Ejecutivo, que hay 
que situar el término dentro del cual la Cámara de Cuen­
tas debe presentar su informe al Congreso y la decisión 
que sobre las cuen tas debe tomar éste. 

La Constitución, en su artículo 79 ordinal 2, establece 
cuándo la Cámara de Cuentas debe presentar ese informe: 
en la primera legislatura ordinaria, es decir en la que 
comienza el día 27 de febrero de cada año. Como se sabe 
que cada legislatura dura noventa días, la Cámara tiene 
desde el 27 de febrero hasta el 27 de mayo para cumplir el 
mandato constitucional puesto a su cargo. 

Obviamente, este término debe combinarse con el 
término otorgado al Congreso para producir una decisión 
respecto de las cuentas generales y particulares de las 
personas públicas establecidas en los textos; de modo 
pues, que el informe de la Cámara de Cuentas debe pro­
ducirse con tiempo suficiente que permita a las Cámaras 
Legislativas estudiar las cuentas y el informe y producir el 
voto. 

De conformidad con la Constitución, el Poder Ejecutivo, 
en la primera legislatura ordinaria que comienza el 27 de 
febrero de cada año, somete al Congreso, las memorias de 
los Secretarios de Estado, las cuales acompaña con un men­
saje, dando cuenta de su administración del año anterior. 
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Aunque en la práctica el Presidente de la República. va 
al Congreso y pronuncia un discurso de corte eminente­
mente político, ese discurso, no es el mensaje previsto en 
la Consti tución. 

Como de rendir cuentas y de aprobación se trata
3 

el 
Ejecutivo tiene que poner al Legislativo en condiciones de 
poder pronunciarse sobre la gestión presidencial en los d os 
aspectos que con templa la Constitución, en el mensaje , el 
Poder Ejecutivo debe informar cómo ha cumplido con las 
atribuciones que el artículo 55 de la Constitución y las 
leyes pone n a su cargo, lo que lo obliga a decir la cantidad 
de leyes aprobadas por el Congreso que ha recibido, las 
observaciones que ha hecho a esas leyes si es el caso, la 
fecha de promulgación y publicación de las mismas, si ha 
dictado los reglamentos que las leyes ponen a su cargo, los 
nombramientos de funcionarios y e mpleados que ha hech o, 
la finalidad y la fecha de los mismos y todos los actos reali­
zados durante ese año en cumplimiento de la Constitución 
y las leyes. 

Con este mensaje, con el cual el Congreso apreciará la 
constitucionalidad y legalidad de los actos del Poder E je­
cutivo, con las memorias de los Secretarios de Estado y e l 
informe de la Cámara de Cuentas, con los cuales el Legis­
lativo apreciará la regularidad del estado de recaudación e 
inversión de las rentas nacionales; el Congreso se encuen­
tra debidame nte apoderado para el examen de la gestión 

. presidencial y para emitir el voto que sea de lugar en los 
dos ámbitos sobre los que recae su examen. 

A tenor de los textos arriba citados, el examen y voto 
de la gestión presidencial está circunscrito en límites muy 
estrech os: tanto uno como otro deben producirse dentro de 
la primera legislatura. 

Fuera de ese término, la aprobación o desaprobación 
son innecesarias, inútiles y frustratorias, caduca el derecho 
del Legislativo a emitir un voto de cualquier naturaleza 
que sea sobre la gestión presidencial del año considerado y 
se produce la aprobación tácita de esa gestión que la purga 
de vicios y no puede el Legislador volver sobre ella. 

Razones jurídicas y de orden práctico imponen este ra­
zonamiento. En efecto, es, desde todo punto de vista, con­
forme a la le t ra y al espíritu de la Constitución, la fijación 
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de un término para el voto relativo a la gestión presiden­
cial, pues si ese término no existiera, el apoderamiento del 
Congreso a tales fines sería inútil y colocaría al Poder 
Ejecutivo en un limbo a legal sin solución de continu idad, 
indefinidamente bajo el escrutinio legislativo. 

Pero además, preten der que el Ejecutivo se man tenga 
en esa situación anómala es suponer que el constituyente 
fue insensato establecien do in stituciones superfluas y sin 
sentido, y ello no es así. 

3.3 Consecuencias de la decisión de control 

El examen de la gestión presidencial y el voto conse­
cutivo a ese examen, si es de aprobación, purga la gestión 
presidencial de vicios e ilegalidades y constituye un 
descargo para el Poder Ejecutivo, que le permite continuar 
la acción de gobierno emprendida, que fue encontrada 
correcta por el Legislativo y lo exonera de responsabilidad 
administra t iva y pen al lib erándolo del juicio político y del 
juicio penal.35 

Por el contrario, si el voto es de desaprobación , consti­
tuye una acusación de la comisión de fal tas graves en el 
ejercicio de sus funciones, lo que abre contra el Presidente 
de la República las puertas al juicio político con todo lo 
que de ese juicio puede d erivarse. 

4. Conclusiones 

La necesidad de controlar el Poder en la República Do­
minicana, además de ser un mecanismo que garanlice la 
esencia democrática del sistema, es pe rcibido también como 
un mecanismo de defensa de los ciudadanos, necesario a su 
propia supervivencia y a la supervivencia del Estado. 

Los ciudadanos n o comprenden el buen uso del dinero 
que se recauda, en la construcción de obras que aunque 
puedan ser necesarias o útiles, parecen más dirigidas a 
perpetuar e n la memoria colectiva, el recuerdo del gober­
nante en cuya gestión se hicieron, que a satisfacer necesi-

35 Ver la resolución de l Prcsidc me de la Suprema Corte <J e Jus ti cia de fecha 19 de sep· 
liembrc de 1997, Bol el (n Judicial, 1043 p. 33. 
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dades de interés general, concepción que la ausencia de 
planificación fortalece. 

Tampoco ccmprenden los ciudadanos que ese dinero se 
utilice para crear empleos públicos superabundantes o incre­
mentar salarios, sin una prestación laboral en consonancia. 

A estas comprobaciones de hecho, responden las múl­
tiples tentativas que desde muchos sectores se manifiestan 
en propuestas para controlar el uso y d isposición del 
dinero público, muchas de las cuales desconocen total y 
absolu tamente las institu ciones que conforman el Estado 
dominicano, por lo que se hacen afirmaciones y pro­
puestas, de bue na fe, que no corresponden en sentido es­
tricto a la realidad. 

La corriente modernizadora, por su parte, gana adeptos 
que se inscriben en la reforma por la reforma y propone n el 
establecimiento de nuevas ins tituciones, sin con ocer ni 
estudiar las existentes, sin saber si son funcionales o no, 
entendiendo que la simple antigüedad de su creación, sin 
más, las hace obsole tas y que, p or tanto, una nueva ley es 
necesa ria sin ponderar las bondades del régimen existente. 

Entre las instituciones desconocidas, sin lugar a dudas, el 
control financiero de toda la actividad económica del Estado, 
que se expresa en los mecanismos de rendición de cuentas y 
las decisiones de control, se encuentran en lugar destacado. 

En el ordenamie nto jurídico dominicano existen desde 
]a fundación de la Re pública, bases constitucionales y lega­
les de un control financiero oportuno y eficiente, que no se 
ha desarrollado plenamente porque la real comprensión de 
lo que el control financiero existente realmente ej ercido es, 
significa un cambio profundo, una revolución en la forma de 
pensar y ser el Estado, que h aría innecesarias muchas pro­
puestas de modificación de la Constitución y las leyes, por­
que el conn·ol e ficaz y oportuno despojaría de arbitra­
riedades y veleidades autoritarias, el ejercicio del poder. 

La historia política de este país, revela que el e jercicio 
del control financiero en la forma que está prescrito por la 
regla de derech o, con todas las consecuencias que de él se 
derivan, era impensable no hace much o tiempo: podía con­
ducir a la cárcel, a la muerte o el exilio y se cumplían las 
fo rmalidades legales, era eso: simple formalidad, sin con­
tenido ni sustancia. 
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Aún ah ora, en que el ejercicio del poder ha adquirido 
fo rmas más democráticas, la forma de pensar el control difie­
re mucho si se está en el gobierno o si se está en la oposición. 

La existencia constitucion al y legal de órganos de con­
trol financiero durante toda nuestra vida republicana sin 
que haya significado una manera más transparente, econó­
mica y democrática del ejercicio del poder, hace necesario 
estudiarlos y buscar los medios que permitan robuste­
cerlos para hacerlos efectivos. 

El estudio de la Cámara de Cuentas como órgano de 
control financiero de la actividad económica del Estado 
dominicano, permi te comprobar: 

1) Que la Contraloría General de la República encargada 
de la contabilidad general de la nación, asegura la 
revisión interna de las cuentas de la administración 
central, de las instituciones u organismos descentra­
lizados, del Poder Judicial y el Poder Legislativo que 
transmite a la Cámara de Cuentas. 

2) La Cámara de Cuentas, auditor externo de todos los po­
deres e institucion es, asegura la revisión final, el exa­
men de las cuentas y debe emitir sobre las mismas un 
informe al Congreso con su opinión respecto de perti­
nencia o no de su aprobación. 
El sistema de control financiero establecido acusa de­

bilidades y deficiencias, puede y debe ser fortalecido para 
haya transparencia, rentabilidad, eficiencia y ahorro de re­
cursos en la actividad estatal , que evite desorden, des­
pilfarro y corrupción. 

El fortalecimiento de la Cámara de Cuentas debe com­
prender tanto el aspecto institucional, como personal de 
sus integrantes y material. 

-En el orden institucional: 

1) Independencia funcional y personal. 

a) Eliminar la selección de los miembros de la Cámara 
de Cuentas a través de ternas presentadas por el 
Poder Ejecutivo; 
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b) Aumentar el número de los miembros responsables 
ante el Congreso, es decir de los titulares nom­
brados por el Senado. Un número de once miembros 
en el que, además de abogados y contables, haya 
economistas y planificadores, permitirá no sólo una 
mejor estructuración del trabajo, sino que impedirá 
que la labor efectiva de control recaiga como hasta 
ahora en el personal sin responsabilidad ante el 
Congreso; 

e) Establecer un modo de reclutamiento de los titu­
lares donde el mérito profesional y personal sea la 
base de selección. La participación de la ciudadanía 
que tan buenos resultados dio en la selección de los 
Jueces de la Suprema Corte de Justicia, con vistas 
públicas en el Senado, puede ser un buen método. 

d) Establecer un período en e l ejercicio de sus fun­
ciones para los titulares más extensos para que su 
nombramiento no coincida con el período constitu­
cional. Nueve años renovables por igual término, 
salvo faltas graves en el ejercicio de la función, 
comprobadas en un juicio disciplinario ante el Con­
greso; incapacidad física o mental permitirán ase­
gurar la continuidad en el proceso de control y la 
independencia funcional de la Cámara de Cuentas 
y personal de sus titulares. 

e) Derogar la ley 2998 del 8 de julio de 1951 (G.O. 
7307 del 14 de julio de 1951) que atribuye a la 
Cámara de Cuentas las funciones de Tribunal Supe­
rior Administrativo; 

f) Incluir a la Cámara de Cuentas como miembro de 
derecho del Consejo de Gobierno, para que tenga 
conocimiento de los ingresos previstos y las fuentes 
de donde provendrán los ingresos que se inscribirán 
en el Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos 
Públicos que anualmente se presenta al Congreso. 

g) Establecer el mecanismo del concurso por oposición 
para el reclutamiento del personal que nombra la 
Cámara de Cuentas. 

h) Establecer la obligación del Poder Ejecutivo de 
contar con la opinión favorable de la Cámara de 
Cuentas en toda contratación de construcción de 
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obras públicas, conces10n de serviCIO público, so 
pena de nulidad del contrato realizado sin el cum­
plimiento de esta condición. 

i) Establecer que la Dirección de Bienes Nacionales, 
en lo que se refiere a la disposición y uso de los 
bienes colocados bajo su administración, tiene no 
sólo que enviar el in~entario de los inmuebles sino 
además comunicar a la Cámara de Cuentas todas 
las operaciones que efectúe con dichos bienes. 

-En el orden material: 

a) Dotar a la Cámara de Cuentas de un local adecuado 
para el ejercicio de sus funciones. 

b ) Dotarla de recursos financieros, personales y técni­
co (presupuesto anual, equipos y materiales y per­
sonal) suficientes y adecuados. 

e) Capacitación permanente del personal . 
d ) Mediante los métodos e instrumentos modernos fa­

cilitar el acceso permanente de la Cámara de Cuen­
tas a las informaciones económicas necesarias para 
el e jercicio del control financiero efectivo. 

Si bien es cierto que la Cámara de Cuentas acusa de­
bilidades y que habrá que hacer algunas modificaciones a 
la ley que la rige y la Con stitución, no es menos cierto que 
independientemente de esas modificaciones, una sólida 
conciencia de lo que es e l control financiero, su significado 
profundo en el porvenir de la Nación, será un aporte 
significativo para su efec tividad. 

Una nueva manera de concebir el Estado, desligada de 
los vicios que han matizado e l e jercicio del poder y el 
coraje necesario para atreverse a pensar y a hacer el 
Estado que queremos y necesitamos, es la garantía para un 
control financiero que asegure la esencia democrática del 
sis tema. 
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ANEXO 

Senado de la República Dominicana 

Informe dis idente presentado por varios senadores de la 
Comisión de Finanzas , con relación a los informes que 
rinde la Comisión Permanente de Finanzas del Senado 
de la República acerca de los informes anuales presen­
tados por la Cámara d e Cuentas, sobre el examen de 
cuentas generales y particulares de la n ación corres­
pondientes a los a ños 1990 y 1991. 

Luego de realizar un ponderado estudio de los informes 
anuales presentados por la Cámara de Cuentas, sobre el 
examen de las cuentas generales y paniculares de la 
n ación correspondientes a los a ños 1990 y 1991 por varios 
senadores de la Comisión de Finanzas, RESUELVEN: 
rendir un in forme disidente con relación a los informes 
favor ables q ue rinde la Comisión de Finanzas del Senado 
de la Re pública acerca de los referidos informes por las 
siguien tes razones: 

l. El artículo 79 de la Constitución de la República, 
establece que la Cámara de Cuentas está obli­
gada a examinar las cuen tas generales y particu­
lares del Estado y presentar al Congreso un 
informe al respecto. 

2. El informe de la Cámara de Cuen tas debe tener a 
la luz del artículo 10 de la Ley 130 de fecha S de 
diciembre de 1942, sobre la Cámara de Cuentas, 
las operaciones de esa cámara del historial 
explicativo de las operaciones del gobierno y la 
opinión de dich o organismo. 

3. El informe anual debe tomar en cuenta los cri­
terios legales y constitucionales que sustentan los 
ingresos obtenidos por el gobierno central y los 
desembolsos qu e éste realizó en el año anterior. 

4. El artículo 113 de la Constitución, establece que 
ninguna erogación de fondos será válida; si no 
estuviere autorizada por la Ley y ordenada por 
funcionarios competentes. 
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5. El artículo 115 de la Constitución dice: "Que no 
se puede trasladar sumas de un capítulo o rama 
de la administración a otro, sino en virtud de una 
Ley". 

6. El artículo 30 de la Ley 531 del 11 de diciembre 
del 1969, establece que ]os presupuestos apro­
bados para cada uno de los organismos y depen­
dencias que componen cada capítulo constituyen 
el limite máximo. 

7. Los artículos 50, 51, 52 y 53, establecen que el 
Poder Ejecutivo (capítulo de la Secretaría de la 
Presidencia) podrá gastar de su presupuesto más 
de un 75 % del excedente del ingreso estimado 
para el Fondo General de Presupuesto, en algunos 
casos, este 75% podrá ser mayor dependiendo de: 
si la reserva presupuestaria que corresponde a un 
25% del citado excedente, llegase a un 5% del 
excedente presupuestario. Ahora bien, en ningún 
caso a la luz de la Ley 531, la Secretaría de la 
Presidencia podrá gastar, sin aprobación del 
Congreso Nacional, su presupuesto, más el 100% 
del excedente presupuestario. 

8. Para el año de 1990, la Secretaría de la Presi­
encia tenía aprobada en el Presupuesto del Fondo 
General, la suma de 210 millones, 99 mil, 690 
pesos, mientras que para ese año, el excedente 
presupuestario en el Fondo ascendió a 2 mil, 342 
millones, 443 mil, 235 pesos. Es decir, que la 
Secretaría de la Presidencia, no podía gastar más 
de 2 mil, 552 millones, 542 mil, 925 pesos, can­
tidad que sería menor porgue una parte del exce­
dente debe mantenerse como reserva presupues­
taria (véase cuadro 2.2 del Informe de la Cámara 
de Cuentas del año 1990). 

9. A la Secretaría de la Preside ncia, le fueron asig­
nados en 1990, 3 mil, 411 millones, 60 mil, 909 pe­
sos, más que el límite legalmente permitido. 

10. La Secretaría de Trabajo tenía asignado 9 
millones, 835 mil, 750 pesos en el presupuesto, 
pero gastó 36 millones, 839 mil, 412 pesos en 
exceso, contrariando el artículo 115 de la 
Constitución y 30 de la Ley 531. 
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11. En el informe de la Cámara de Cuentas de 1990, 
no se incluyen los ingresos que recibió el Poder 
Ejecutivo del Contrato con la Falconbridge, así 
como tampoco los recibidos por los consulados. 

12. Una situación similar a la del 1990 se presentó 
para el año de 1991, pues, mientras por el Fondo 
General a la Presidencia de la República, sólo se 
le asignaron RD$210,099,690 pues fue el mismo 
presupuesto del año 1989, el excedente pre­
supuestario es decir, que el límite máximo, sin 
tomar en cuenta la reserva presupuestaria, 
ascendió a RD$5,566,368.010 mientras que el gas­
to de la Presidencia de la República fue de 
RD$6,022,714,269,445 mil 449 pesos, cantidad 
máxima que podía gastar esa Secretaría (véase 
cuadro 2-2 del Informe de la Cámara de Cuentas 
de 1991). 

13. Una situación similar a la de la Secretaría de 
Trabajo en el 1990, que gastó más que su presu­
puesto, se pre-sentó en 1991 con esta misma 
Secretaría, gastando 51 millones, 639 mil, 009 
pesos, en exceso del Presupuesto y aprobada por 
este Congreso, así como, con la Secretaría de 
Interior y Policía qu e tuvo un gasto de 42 
millones, 827 mil, 825, mayor que su presupuesto. 

14. El comentario para el 1990 sobre los ingresos de 
Falconbridge, ingresos consulares y tarjetas de tu­
ristas es válido también para 1991, n o aparecen 
en el informe de la Cámara de Cuentas. 

VISTAS: las puntualizaciones anteriores, proponemos a 
esta honorable Cámara de Senadores que devuelva a la 
Cámara de Cuentas, el informe de la ejecución presu­
puestaria de los años 1990 y 1991 por incompleto, para que 
incluya una explicación del porque de los gastos en exceso 
de la Presidencia de la República y la Secretaría de 
Trabajo en los años 1990 y 1991, y la Secretaría de Interior 
y Policía en 1991, tomando en cuenta que este Senado de 
la República no conocía en esos años una Ley que per­
mitiera el traspaso de fondos de capítulo del presupuesto a 
la otra como exigen la Constitución y la Ley 531 y; Que la 
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Cámara de Cuentas, incluya en su informe un análisis de 
los fondos provenientes de los contratos de Falconbridge, 
ingresos consulares y por tarjetas de turismo y por 
cualquier otra no analizada en su informe, tomando en 
cuenta q ue el articulo 31 de la Ley 531, establece que 
cualquier ingreso fiscal que no esté consignado en el 
presupuesto aprobado, deberá ser incorporado a la Ley de 
Presupuesto. 

/ 

POR EL BLOQUE: 

MANUEL R. VENTURA CAMEJO 
Vicepresidente 

GERARDO APOLINAR AQUINO 
Vocal 

DANIEL MEJIA RODRIGUEZ 
Vocal 

JUAN OCTAVIO CEBALLOS CASTILLO 
Vocal 

OSCAR SANTIAGO BATISTA GARCIA 
Vocal 

Santo Domingo, D.N. 
Octubre 20, 1992. 

M!T.· 

91 



INFORME SOBRE lA CAMARA DE CUENTAS 

Período 1990 - 1991 

l. El artículo 79 de la Constitución de la República, esta­
blece que la Cámara de Cuentas está obligada a exami­
nar las cuentas generales y particulares del Estado y 
presentar al Congreso un informe al respecto. 

2. El informe de la Cámara de Cuentas debe tener a la luz 
del Artículo 10 de la Ley 130 de fecha S de diciembre de 
1942, sobre la Cámara de Cuentas, las operaciones de 
esa cámara, del historial explicativo de las operaciones 
del gobierno y la opinión de dicho organismo. 

3. El informe anual debe tomar en cuenta los criterios 
legales y constitucionales que sustentan los ingresos 
obtenidos por el gobierno central y los desembolsos 
que éste realizó en el año anterior. 

4. El artículo 113 de la Constitución, establece que 
ninguna erogación de fondos será válida; si no estu­
viere autorizada por la Ley y ordenada por funcio­
narios competentes. 

S. El artículo 115 de la Constitución dice: "Que no se 
puede trasladar sumas de un capítulo o rama de la 
administración a otro, sino en virtud de una Ley. 

6. El artículo 30 de la Ley 531 del 11 de diciembre de 
1969, establece que los presupuestos aprobados para 
cada uno de los organismos y dependencias que 
componen cada capítu lo constituye el límite máximo. 

7. Los artículos 50, 51, 52 y 53, establecen que el Poder 
Ejecutivo (capítulo de la Secretaría de la Presidencia) 
podrá gastar de su presupuesto más de un 75% del 
excedente del ingreso estimado para el Fondo General 
de Presupuesto, en algunos casos, éste 75% podrá ser 
mayor dependiendo de: si la reserva presupuestaria 
que corresponde a un 25% del citado excedente, 
llegase a un S% del excedente presupuestario. Ahora 
bien, en ningún caso a la luz de la Ley S31, la Secre­
taría de la Presidencia podrá gastar, sin aprobación 
del Congreso Nacional, su presupuesto, más el 100% 
del excedente presupuestario. 
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8. Para el año de 1990, la Secretaría de la Presidencia 
tenía aprobada en el Presupuesto de Fondo General, 
la suma de 210 millones, 99 mil, 690 pesos, mientras 
que para ese año, el excedente presupuestario en el 
Fondo ascendió a 2 mil, 342 millones, 443 mil, 235 
pesos. Es decir, que la Secretaría de la Presidencia, no 
podía gastar más de 2 mil, 552 millones, 542 mil, 925 
pesos, cantidad que sería menor porque una parte del 
excedente debe mantenerse como reserva presupues­
taria (véase cuadro 2.2 del Informe de la Cámara de 
Cuentas del año 1990). 

9. A la Secretaría de la Presidencia, le fueron asignados 
en 1990, 3 mil, 411 millones, 60 mil, 909 pesos, más 
que el límite legalmente permitido. 

10. La Secretaría de Trabajo tenía asignado 9 millones, 
835 mil , 750 pesos en el presupuesto, pero gastó 36 
millones, 839 mil, 412 pesos en exceso, contrariando el 
artículo 115 de la Constitución y 30 de la Ley 531. 

11. En el informe de la Cámara de Cuentas de 1990, no se 
incluyen los ingresos que recibió el Poder Ejecutivo 
del Contrato con la Falconbridge, así como tampoco 
los recibidos por los consulados. 

12. Una situación similar a la del 1990 se presentó para el 
año de 1991, pues, mientras por el Fondo General a la 
Presidencia de la República, sólo se le asignaron 
RD$210,099,690, pues fue el mismo presupuesto del 
1989, el excedente presupuestario es decir, que el 
límite máximo, sin tomar en cuenta la reserva 
presupuestaria, ascendió a RD$5,566.368.010 mientras 
que el gas to de la Presidencia de la República fue de 
RD$6,022,714,269,445 mil 449 pesos cantidad máxima 
que podía gastar esa Secretaría (véase cuadro 2.2 del 
Informe de la Cámara de Cuentas del año 1991). 

13. Una situación similar a la de la Secretaría de Trabajo en 
el 1990, que gastó más que su presupuesto, se presentó 
en 1991 con esta misma Secretaría, gastando 51 
millones, 639 mil, 009 pesos, en exceso del presupuesto 
y aprobada por este Congreso, así como, con la 
Secretaría de Interior y Policía que tuvo un gasto de 42 
millones, 827 mil, 825, mayor que su presupuesto. 
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14. El comentario p~ra el 1990 sobre los ingresos de Fal­
conbridge, ingresos consulares y tarjetas de turistas es 
válido también para 1991, no aparecen en el informe 
de la Cámara de Cuentas. VISTAS: Lás puntualiza­
ciones anteriores, proponemos a esta honorable Cáma­
ra de Senadores que devuelva a la Cámara de Cuen­
tas, el informe de la ejecución presupuestaria de los 
años 1990 y 1991 por incompleto, para que incluya una 
explicación del porque de los gastos en excesos de la 
Presidencia de la República y la Secretaría de Trabajo 
en los años de 1990 y 1991, y la Secretaría de Interior 
y Policía en 1991, tomando en cuenta que este Senado 
de la República no conocía en esos años una Ley que 
permitiera el traspaso de fondos de capítulo de presu­
puesto a la otra como exigen la Constitución y la Ley 
531 y; que la Cámara de Cuentas, incluya e n su infor­
me un análisis de los fondos provenientes de los 
contratos de Falconbridge, ingresos consulares y por 
tarjetas de turismo y por cualquier otra no analizada 
en su informe, tomando en cuenta que el arúculo 31 
de la Ley 531, establece que cualquier ingreso fi scal 
que no este consignado en el presupuesto aprobado, 
deberá ser incorporado a la Ley de Presupuesto. 
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TER CER CAPÍTULO 

CONTROL Y FISCALIZACIÓN DE LAS FINANZAS DE LOS 

GOBIERNOS LOCALES EN lA REPúBUCA D OMINICANA 

Ta mara Sosa Vásquez 

t. Introducción 

Resulta incuestionable el interés que despierta en los 
actuales momentos el tema de la gestión municipal, debido 
en gran medida a los procesos de re formas y moderni­
zación en que se encuentran inmersas todas las instancias 
del sector público nacional, aunado esto al desarrollo local 
del municipio como ente promotor del desan·ollo social cu­
ya misión, entre otras cosas, es la de satisfacer las nece­
sidades locales dentro de un marco de participación ciu­
dadana y de coordinación interinstitucíonal. 

Del mismo modo que las corporaciones locales, como 
expresión de gobiemo local reconocido constitucionalmente, 
están conformados por componentes políticos y adminis­
n·ativos en su gestión y cuentan, además, con un componente 
económico el cual es fundamental para fortalecer su desa­
rrollo y l a autonómia local. 

Estos componentes requieren para su implementación 
de mecanismos, normas y proceclimientos que deberán ser 
ejecutados por recursos human os y técnicos capaces como 
para garantizar una buena administración interna, financie­
ra, contable y presupuestaria y tendientes a interpretar que 
los mecanismos legales vigentes como principios generales 
de la administración pública nacional tienen que estar rela­
cionados y compatibilizados con los principios y normas del 
municipio hacia propósitos y objetivos comunes. 
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Los intereses locales, tal y como está concebido nuestro 
sistema jurídico nacional, deberán ir a la par con las polí­
ticas n acionales vigentes, de lo que se desprende que en 
algún momento dentro de la actividad muncipal se esta­
blezcan vínculos y una relación de jerarquía y de ·subordi­
nación con respecto a los diferentes organismos directivos 
de la administración pública nacional, que h ay que tomar 
en consideración. 

El tema que a continuación presen tamos en este mono­
gráfico, sobre el Control y fiscalización de las finanzas de los 
gobiernos locales en la República Dominicana, presenta estas 
características y nos llevará, como pa rte de su análisis, a 
identificar tanto las instancias que conforman el sector pú­
blico nacional que tienen incidencia en la temática finan­
ciera de los ayuntamientos, como el grado de subordina­
ción, jerarquía y fiscalización que de ellas dependen. 

Es de todos conocidos que en nuesn·o país, al igual que 
en la mayoría de los países latinoamericanos, se está entran­
do en un proceso de cambios estructurales, políticos, econó­
micos y sociales dirigidos a la reforma, modernización y 
descentralización del Estado y al autosostenimiento de las 
instancias autónomas del sector público que la conforman; 
entre estas instancias se encuentran los ayuntamientos. Co­
mo parte de este proceso de n·ansformación, lo referente a 
la política económica deberá estar concebido de tal manera 
que la planificación económica se relacione consecuen­
temente con los in gresos percibidos, ya sea por concepto de 
sus fuentes propias, o a través de las transferencias que 
reciba del Estado legalmente. 

Con la implementación, desarrollo y ejecución de estos 
procesos de reforma tanto el gobierno central como los 
ayuntamientos en su condición de gobiernos locales, de be­
rán diseñar estrategias conjuntas que permitan mejorar 
las técnicas de la administración financiera de los muni­
cipios, planificando, dirigiendo, controlando y fiscalizando 
de manera conjunta y coherente los sistemas financi eros y 
presupuestarios vigentes. 

La tradición municipalista en nuestro país se sustenta, e n­
tre otras cosas, en una estructura financiera fundamentada 
en las amplias atribuciones que les confiere la Ley Orgánica 
Municipal a los tesoreros municipales, los cuales ejercen fun-
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dones que, al ser incompati bles, son violatorias de los prin­
cipios y las normas contables y presupuestarias vigentes. 

Al hacer este monográfico, una revisión y un análisis de 
Los preceptos y normas legales vigentes relativos a la mate­
ria, constituirán un eje fundamental tanto para los munici­
pios, como para los organismos de con trol y fiscalización de 
los recursos públicos nacionales y/o mmricipales, ya que brin­
dará la oportunidad de contar con un material que permitirá 
La discusión científica y el análisis entre todos los sectores 
interesados en esta actividad administrativa financiera. 

Una buena conducción de las finanzas, sobre todo en ins­
tancias que cuentan con recw·sos ecónomicos limitados co­
mo los ayuntamientos, coadyuvarán no tan sólo a impulsar 
políticas dirigidas a lograr un manejo racional de los recur­
sos, sino además a obtener grados de eficiencia en provecho 
de la gestión local y de la propia comunidad representada. 

El tema de referencia, por lo tanto, podría sustentar un 
aspecto a ser debatido para la reforma del sector público fi­
nanciero, tanto por su complejidad como por la di spersión y 
contradicción de las normas que le son consu stanciales, las 
cuales en gran proporción responden a instrume ntos y pro­
cedimientos administrativos que lejos de ser modernos y 
adecuados son consecuencia de la tradición administrativa 
centralista característica de todos los órganos del sector pú­
blico nacional en la República Dominicana . 

Por lo tanto, la reforma y el fortalecimiento de las ins­
tancias del secwr público nacional así como el fortaleci­
miento de las instituciones locales del municipio depende­
rán no solamente de una descentralización institucional , 
sino que se relacionar á con una buena administración , 
aplicación y control de las fin anzas como herramientas 
positivas hacia una buena gestión, tendientes a garantizar, 
ade más, que tanto las instancias del sector público nacio­
nal, como las instancias municipales, acorde a los objetivos 
institucionales qu e las car acte rizan, puedan llegar a ser 
verdaderos inst ru mentos de articulación y de promoción 
del desarrollo nacional y local en el ámbito político, econó­
mico y social, todo en ben eficio de la comunidad asentada 
de ntro de un Estado debidamente organizado. 
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2. Marco teórico legal de las finanzas municipales 

Como paso previo a establecer la importancia de las fi­
nanzas municipales y los mecanismos de contTol en la admi­
nistración pública municipal, debemos identificar cuáles son 
las instancias responsables, dentro del municipio, de la ges­
tión local y el rol que les compete desde el punto de vista 
político, territorial y administrativo. 

Analizando y tomando como referencia tanto lo consa­
grado por la Ley Sustantiva del Estado como por la Ley Or­
gánica Municipal en lo que respecta a los municipios, po­
demos expresar que los mismos: Consituyen divisiones 
territoriales del Estado, con personalidad jurídica, patrimo­
nio propio, poder de decisión y poder de autoorganizarse; 
su gobierno y administración recaen en dos in stancias de 
poder: el Organo Ejecutivo representapa por el sínclico en 
su condición de ejecutivo municipal, y el Concejo de Regi­
dores en su condición de órgano normativo del ayuntamien­
to. Estas dos ramas conjugadas, las cuales trabajan de 
manera colegiada constituyen lo que se conoce como los 
ayuntamientos y/o los gobiernos locales. 

Los ayun tamientos, representados por su gobierno local, 
como unidad básica de la división política y administrativa 
en nuestro país, se organizan y conforman a través de una 
delegación de poderes que emana de la población asentada 
dentro de sus te rritorios, en virtud de un derecho originario 
que a la población le corresponde, en virtud de este dere­
cho, sus representantes tienen la potestad de preparar, 
e jecutar y proponer un programa de gobierno que permita 
fortalecer la gestión local, así como la defensa, el bienestar 
y el desarrollo en sus demarcaciones respectivas. 

Al consti tuir los ayuntamientos gobiernos locales, con 
autonomía institucional reconocida por la ley y consagrada 
constitucionalm ente, por ser sus autoridades electas a tra­
vés del voto libre y secreto, por ser instancias con poder re­
glamentario, poder de policía, poder de organización y po­
der de decisión, cuentan también con el poder de gestión 
en el ámbito económico, poder que les permite disponer 
de los r ecursos que les competen con cierta independencia 
funcional y operativa, solamente subordinado a las limi­
taciones estatuidas en la Constitución y en las Leyes 
supletorias dictadas al efecto. 
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En virtud de ello, al igual que todas las instituciones 
del sector público nacional autónomas, prestatarias de ser­
vicios públicos y con recmsos propios, deberán contar con 
una estructura financiera y presupuestaria legalmente 
refrendada tanto por la adminis tración local como por la 
administración pública nacionaL Al ser los ayuntamientos 
gobiernos locales con patrimonio propio, su área financiera 
deberá constituir una de las bases fundamentales para 
fortalecer el desarrollo de su gestión, la "autonomía muni­
cipal" y la capacidad económica de disponer de ese patri­
monio con cie rta independencia. 

No obstante las prerrogativas legales que la sustentan, la 
realidad práctica de nuestros municipios se sustrae a la 
realidad jurídica expresada en sus normas, sobre todo en su 
autonomía local, debido a que los ayuntamientos tal y como 
están estructurados dentro del contexto de la administración 
pública, se asemejan más a una entidad autárquica que a 
una insti tución autónoma en el sentido amplio del concepto, 
debido a que, además de las interferencias de otros poderes 
públicos en la gestión municipal, las fuentes de recursos 
exiguos que conforma sus ingresos, las convierten en una 
insli tución dependiente y frágil en relación a otras instan­
cias del sector público nacional. 

En este tenor, debemos indicar que una gran propor­
ción de las fuentes impositivas de ingresos que conforman 
el erario público nacional del Estado, que por su tipifica­
ción de be n de constituir tributos municipales, tienden a 
incrementar los ingresos del Gobierno Central en detri­
mento de los gobiernos locales, situación que incidió en la 
promulgación de la Ley 17/97, con el objetivo de transferir 
a favor de los ayuntamientos ingresos del fisco sobre la 
base del 4% de los ingresos generales percibidos por el 
Estado. Este instrumento legal que, sí bien es cierto ha 
contribuido a mejorar las finanzas municipales y ha creado 
una especie de control en cuanto al gasto adolece, a nues­
tro entender, de una ausencia de criterios definidos como 
para garantizar una distribución equitativa y real; de igual 
manera, no define un mecanismo de información ade­
cuado, que permita a los ayuntamientos conocer de una 
manera real y efectiva, si la transferencia realizada por el 
Gobierno Central se ajusta a la recaudación percibida. 
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En vista de lo anteriormente expresado, procedería 
preguntamos: ¿Cómo se puede concebir la Autonomía Mu­
nicipal en la República Dominicana? 

En nuestro sistema jw·íctico municipal, la autonomía 
local e stá concebida como la facultad que tiene el munici­
pio, a través de su gobierno: el ayuntamiento, de articular los 
recursos propios y poder disponer de ellos, conforme a lo dis­
puesto por la ley, ejerciendo las competencias que le son in­
herentes para sastifacer las necesidades de la población. 

Al establecerse legalmente la disponibilidad en lo que 
respecta a los recursos, la autonomía municipal estará con­
secuente mente relacionada con la autosubsistencia del 
municip io. De no existir esta autosuficiencia económica, no 
existirá la autonomía municipal y no se podrán ejecutar 
las acti vidades administrativas y de servicios a que están 
obligados y que demanda la población para garantizar y 
mejorar su calidad de vida. 

Identificada la importancia de lo que debe constituir 
un sistema financiero dentro de la estructura administra­
tiva municipal, procederemos en el próximo capítulo a 
referirnos a la forma en como debe y está estructurado 
este sistema dentro del engranaje ecónomico, administra­
tivo, político y social del país. 

3. Estructura de las finanzas municipales en la 
República Dominicana 

El estudio y la clasificación de los ingresos del Estado, 
desde el punto de vista de su fundamento y naturaleza, 
corresponde al derecho constitucional, a la económia polí­
tica y a la ciencia financiera •. Las finanzas municipales for­
man parte de ese fundamento y naturaleza. La estructura 
financiera local está sustentada a través de la tributación, 
ya sea por el cobro directo de los tríbutos que están 
facultados a percibir por medio de los arbitrios, derechos, 
tasas y contribuciones generados por las n ormas muni­
cipales, o por la vía de la recepción de los impuestos espe­
ciales t ransferidos a ellos por el Gobierno Central. 

1 Manuel A Amiama, Prrmwario de leg i.slaci6n admini.srrmiva dommtcana Sanlu Domongo. 
Cole~ción ONAP. Primeo-.. C<hc ión , 1982, pág 219 
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Los ayuntamientos en la República Dominicana funda­
mentan su estructura financiera, con algunas excepciones, 
como es el caso específico del Ayw1tamiento del Distrito 
Nacional, en que la funcion administrativa en este renglón 
es compartida entre el director financiero, el auditor, el 
tesorero, y la Dirección de Impuestos y Rentas Munici­
pales; con una estructura financiera mínima, caso de los 
ayuntamientos pequeños, en que la actividad financiera 
está delegada de modo exclusivo al tesorero municipal 
como funcionario encargado de cumplir con todo lo refe­
rente al área financiera local. Entre sus atribuciones están: 
la recepción, transferencia, control y rendición de informes 
de los ing1·esos y egresos municipales tal y como lo esta­
tuye la Ley Orgánica Municipal No. 3455, Sección III, Del 
Tesorero, Art. 38.2 

En nuestro país, al no contar los municipios con un 
Código Municipal como existe en otros países latinoa­
mericanos, no se cuen ta con un sistema recaudatorio expe­
dito, debidamente integrado y formalmente establecido, lo 
que conlleva a que el mismo se deba sustentar básica­
mente en los principios generales financieros de la 
administración pública nacional. 

Las finanzas municipales están constituidas por el con­
junto de principios, normas y procedimientos, que regulan 
tanto la captación de recursos como su asignación, para la 
prestación de servicios y la ejecución de obras munici­
pales, es decir, la percepción de las rentas, la recaudación 
y la forma del gasto de esos ingresos. 

Para la captación de los recursos, existen diferentes 
sistemas de recaudación, dependiendo de la capacidad 
administrativa técnica y de recursos humanos con los que 
cuente la institución, es por ello que la estructura finan­
ciera varía en relación al tamaño del ayuntamiento. No 
obstan te la situación precedentemente planteada, el siste­
ma de recaudación para estar bien concebido deberá con­
tar con objetivos definidos, entre los que se encuentran : 

1) una recepción de los recursos en forma expedita y 
ágil; 

2 Pedro Reynoso .)iménez, Recopilación de disposiciones legales relacia~wdas con la vida 
municipal. Santo Domingo: Liga Mun icipal, 1993, pág. 389. 
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2) un control en la cantidad deudada por los con­
tribuyentes; 

3) la persecución en el pago de las acreencias, y, 
4) la optimización en la captación de los recursos a 

través del catastro fiscal. 

La organización administrativa estatal dispone que la 
recaudación de las rentas a nivel nacional estará düigida 
por el Secretario de Estado de Finanzas, a tráves de los dife­
rentes directores encargados de tales actividades, y la pe rce­
pción de las recaudaciones corresponden al tesorero de la 
República3• En el mismo tenor, la organización administra­
tiva municipal establece que el gobierno local dirige la 
recaudación de sus rentas a través del síndico y sus ingresos 
son percibidos por el tesorero mimicipal como funcionario 
competente por ley para ejecutar dicha actividad finan­
ciera. 

En lo referente a los ingresos municipales, debemos 
señ alar que tanto los gobiernos municipales como el Go­
bierno Central, en la parte relativa a los ingresos cuentan, 
como parte de su sistema financiero con dos tipos de 
ingresos: los ingresos ordinarios y los ingresos extraor­
dinarios. La estructura de los ingresos municipales se fun­
damenta en los principios regulatorios del régimen impo­
sitivo del país , al no estar debidamente consolidado, el 
sistema tributario municipal se encuent ra disperso e n la 
Constitución política del Estado, en las leyes adjetivas y en 
las normas y ordenanzas municipales que establecen los 
diferentes tipos de tributos a cobrar. 

3.1 Ingresos ordinarios. Ingresos extraordinarios. 
L os egresos municipales 

-Ingresos Ordinarios: 

"Consti tuyen aquellos ingresos que perciben los 
ayuntamientos en forma normal acorde a lo establecido 
por las Leyes, Ordenanzas y/o Resoluciones impositivas, 

3 Manuel A. Amiama, Ob, cu., p. 219. 
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para agenciarse de los recursos n ecesarios para el cumpli­
miento de sus objetivos. Acorde al Art. 21 de la Ley Orgá­
nica Municipal están comprendidos por: las rentas, los 
impuestos, derechos, arbitrios, tasas y las contribuciones4

• 

Regularmente estos ingresos son percibidos por el Teso­
rero Municipal, funcionario que de be rá entregar semanal­
mente un estado de caja de la actividad financiera al 
Síndico con copia a la Cámara de Cuentas y al Contralor 
General de la República" , (Art. 38 inciso 1 de la Ley Orgá­
nica Municipal? . 

Es de e ncenderse, por lo tanto, que existe legalmente 
una subordinación jerárquica interna del ayuntamiento, 
del tesorero al síndico como su jefe inmediato, y a nivel ex­
te rno, del gobierno local a la Cámara de Cuentas y a la 
Contraloría General de la República, instancias que están 
en la obligación de velar porque los ayuntamientos, por 
medio de sus funcionarios competentes, cumplan de ma­
nera efectiva con las prescripciones establecidas en las 
leyes vigentes. 

Del mismo modo que al tesorero nacional, le compete 
ej ercer los de rechos y el cumplimiento de los deberes rela­
tivos a la recaudación, custodia, desembolso y contabilidad 
de los fondos públicos, al tesorero municipal le correspon­
de ejecutar estas actividades con respecto a la gestión de 
la recaudación de los ingresos y de los fondos municipales . 

- Los ingresos extraordinarios 

Estos ingresos de los municipios, de acuerdo al Art. 122 
de la Ley Orgánica Municipal , estan comprendidos por: los 
subsidios que les conceda el Estado ocasionalmente, el 
producto de las enajenaciones de bienes municipales, los 
empréstitos, las donaciones y legados y los que se perciben 
por otras causas no previstas, es decir aquéllos que recibe 
el municipio y/o el Estado de manera imprevisible (los 
recargos, las multas, las contribuciones)6

• 

~ Pedro Rcyno~u Jiménez, Ob, cir., p. 389. 
5 lhrd 
6 /brd. 
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- Los egresos municipales 

Los egresos municipales constituyen la transferencia 
de poder de compra de unas manos a otras. Los egresos se 
clasifican en gastos corrientes y gastos de capital. Entre 
los gastos corrientes podemos identificar : los sueldos y sa ­
larios, bienes y servicios y transferencias. Dentro de los 
gastos de capital podemos señalar: los de invers ión, trans­
ferencias, la inversión financiera y la amortización. 

Definida la estructw·a financiera municipal , procede­
re mos brevemente, y sobre la base de la experiencia mu­
nicipal , a identificar algunas debilidades institucionales 
que a nuestro entender limitan una eficiente gestión finan­
ciera en lo que respecta a la recaudación. 

1) Las fu entes de recaudación con que cuentan los 
ayuntamientos como recursos propios recaen sobre 
actividades que no representan ingresos significa­
tivos para los municipios, lo que implica que el 
gasto administrativo en las cobranzas sea superior a 
los beneficios recaudados. 

2) La existencia de impuestos que por sus caracte­
rís ticas son típicamente municipales, pero que son 
percibidos directamente por el Estado, beneficián­
dose los ayuntamientos con un porcentaje mínimo 
en relación a los recursos que generan. Ejemplo: el 
impuesto a la vivienda suntuaria, e n la cual se esta­
blece el 20% a favor de los ayuntamientos. 

3) La prestación de servicios de manera deficiente y 
discontinua incide hacia una política 

4) De no pago por parte de l contribuyente. 
5) Un a ausencia de políticas definidas que for talez­

can la gestión y los procedimientos de cobros. 
6) La timidez administrativa para la aplicación efec­

tiva del procedimiento de cobros Compulsivos esta­
nUdos en la ley sobre la materia, como resul tado del 
peso político que esto conlleva para sus funciona­
rios electos, <1_ue ambicionan ostentar en el futuro 
otros cargos d ~ igual condición. 
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4. EJ presupuesto municipal 

El presupuesto nacional es la estimación legal de los 
ingresos y gastos del Estado en un período de tiempo 
determinado. La Constitución de la República en su Art. 
37 inciso 12 establece que corresponde al Congreso Nacio­
nal: Votar el presupuesto de ingresos y ley de gastos 
públicos, y aprobar o no los gastos extraordinarios para los 
cuales solici te un crédito el Poder Ejecutivo7

• 

La Ley Orgánica Municipal dispone, a su vez, que le co­
rresponde al síndico: pre parar y proponer a la corporación, 
el proyecto de presupuesto anual de ingresos y egresos, así 
como los proyectos de reestimación de ingresos y las trans­
fe rencias o modificaciones en el presupuesto vigente. 

El Presupuesto constituye, a demás, un instrumento que 
contiene decisiones políticas que deben expresarse en 
acciones, constituyendo un programa y/o plan expresado 
en términ os financieros. Constituye el control más efectivo 
que puede e jercer cualquier cuerpo legal , debido a que 
además de establecerse los programas incluidos, se deter­
mina la organización básica y la estructura del personal de 
la organización . Tanto e l presu puesto municipal como el 
nacional son el producto de una actividad administrativa 
de los representantes de las instituciones, constituyendo, 
además, el resultado de un proceso legislativo y de direc­
ción. 

El presupuesto municipal al ser un instrumento políti ­
co. porgue emana su acto de una autoridad soberan a, es a 
su vez un instrumento técnico en el que su formulación, 
ejecución y control requieren de un proceso ordenado y sis­
tematizado; constituye, además, un instrumento financie ro 
porgue registra el origen y el m onto de los ingresos; y, por 
último, constituye un instrumento de planificación porgue 
an te la ausencia de planes de desarrollo a mediano y largo 
plazo, se convierte en un plan de corto plazo de un año. 

El presupuesto municipal debe de ser sometido para su 
ejecución a la aprobación previa del Concejo de Regido­
res, este Concejo a su vez, some te el presupuesto para 
fines de revisión al Comité Ejecutivo de la Liga Municipal 

7 010nis Durán Gon~álcz, La Constitución de la Repllblica, aJJto Domingo: Editora Amalba, 
C por A. Primera cd1ción, 1997. 
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Dominicana (Ley 673 del 18 de diciembre del 1965), ins­
tancia que podrá h acerle todas las enmiendas y reformas 
que con sidere de lugar, debiendo en tal vir tud los ayun ­
tamien tos acogerse a est as reformas. 

La base legal del presupuesto municipal descansa, en 
primer orden, en la Constitución de la República, Título 
VIll Del Gobiern o del Distri to Nacional y de los Muni­
cipios, Arts. 84 y 85, en la Ley 5622, del 21 de septiembre 
del 1961, sobre Autonomía Municipal , en la Ley Or...;ánica 
Municipal No. 3455 del 21 de diciembre del 1952, y en la 
Ley 673 del 18 de marzo del 1965 la cual establece el pro­
cedimiento que hay que seguir an te la Liga Municipal 
Dominicana para la apr obación del presupuesto municipal. 

El Art. 203 de la Ley establece que el año económico 
municipal se inicia el primero de enero y termina el 31 de 
diciembre de cada año. Al síndico le compete presen tar el 
presupuesto en la segun da quincena del mes de noviembre 
de cada año, al Concejo de Regidores como propuesta. La 
ley 673 del 18 de marzo del 1965 estatuye a su vez, que el 
presupuesto municipal se preparará de acuerdo a las fór­
mulas e instrucciones que indique la Liga Municipal Domi­
nicana. El Ar t. 206 de la Ley Orgánica dispone que: No se 
consignarán en el presupuestos ingresos, por una cifra que 
exceda del promedio percibido en los tres años anteriores 
por el mismo concepto. 

E l Art. 209 establece que en ningún caso podrán los 
ayuntamientos votar erogaciones fuera de sus respectivos 
presupuestos. El Art. 210 señala que: Cuando por cual ­
quier motivo no fuere votado y aprobado el presupuesto 
antes del 1 de enero, regirá el correspondiente del año 
anterior, salvo las modificaciones que el ayuntamiento le 
introduzca, sujetas a la misma tramitación y aprobación 
anteriormente indicada. E l Art. 211 expresa a su vez, que 
el presupuesto, en cuanto a los egresos, no se considerará 
vigente sino para el año a que correspon da, quedando anu­
lados los créditos de los que no se hubiese hecho uso al tér­
mino de ese año. 

La Ley Orgánica de Pr esupuesto para el Sector Público 
Nacional No. 531 del ll de diciembre del 1969, establece 
en el Título III, las n ormas por las cu ales deberán regirse 
las instituciones descentralizadas y autónomas del Estado 
que reciban o no financiamiento fiscal, de las empresas del 
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Estado y de los muruc1p10s, estipulándose que las insti­
tuciones indicadas, entre ellos los ayuntarrtientos, deberán 
enviar a la Oficina Nacional de Presupuesto, durante los 
primeros diez días laborables del mes de enero de cada 
año sus respectivos presupuestos de ingresos y gastos ajus­
tados a las transferencias de fondos asignados e n la ley de 
gastos públicos. 

La Legislación reguladora de las bases del régimen 
Local, No. 7/1985 del sistema español8 dispone en relación al 
presupuesto: que aprobado incialmente el mismo, deberá ser 
sometido al público por un espacio de quince días, para cual­
quier reclamación y/o sugerencias, si no existe reclamación, 
el presupuesto se considerará aprobado definitivamente. El 
presupuesto sólo es aprobado por el Concejo. Contra la deci­
sión definí ti va del presupuesto se establece el recurso con­
tencioso-administrativo, cuando no se ajusta a los trámites 
establecidos en la Ley o por ser insuficientes los ingresos en 
relación a los gastos presupuestados. Lo pueden entablar: los 
habitantes en el territorio, las personas que estén intere­
sadas aunque no habiten en el territorio, las corporaciones, 
asociaciones y personas jurídicas en general. Ar t. 446-447.8 

S. El contTol financiero de los gobiernos locales en la 
República Dominicana 

La legislación española dispone que las entidades lo­
cales legalmente ejercen sus funciones de control y fisca­
lización interna, acorde a lo establecido en la Ley General 
de Presupuesto, estos controles se refieren, entre otros 
casos, a: la fiscalización previa de todo acto, documento o 
reclamación que produzcan derechos y obligaciones, ingre­
sos o pagos y/o a la fiscalización d e todos los actos adminis­
trativos de gestión de ingresos. 

El informe del interventor es requerido antes de la 
adopción de los acuerdos. La ren dición de cuen tas del pre­
supuesto y la contabilidad municipal las realiza el pre­
sidente del ayuntamiento, las cuales seran preparadas por 
el interventor quien las someterá a una Comisión Especial 

8 Le!! Úl! n!,r:imcn local español. España: Editorial Civitas, S. A. Octava cdtción, 1997, pág. 272. 
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de Cuentas de la entidad local. Esta comisión está con­
formada por miembros de los diferentes partidos políticos 
integrantes de la corporación. Dichas cuentas se expon­
drán al público, con los justificantes y el informe de la 
comisión. Las cuentas aunque no hubiere recaído acuerdo 
de aprobación, quedarán sometidas a la intervención exter­
na del Tribunal de Cuentas (Art . 460)9

• 

Las normas jurídicas vigentes relativas al sistema fi­
na ncier o dominicano estatuyen diferentes tipos de contro­
les, estos controles se aplican en la gestión financiera de 
los ayuntamientos; tanto para la erogación de los fondos 
públicos del Estado como para erogar los fondos munici­
pales se requiere el cumplimiento de los siguientes requi­
sitos y procedimientos: 

a) Una Ley que orden e o autorice la erogación; esto es 
lo que se conoce como apropiación (Art.113 de la 
Constitución de la República). En los ayunta­
mientos, esta apropiación deberá estar consignada 
en el presupuesto. 

b) Una asignación de fondos, con cargo a esa apro­
piación, solicitada por funcionario competente: en 
este caso el síndico. 

e) Una orden de pago, emanada de autoridad compe­
tente, o sea aquéllos q ue tienen la calidad titular de 
la un idad ejecutora d el programa presupuestario de 
que se trate, en este caso el síndico, si los gastos 
están especificados en el presupuesto. 

d) Una aprobación de esa orden de pago cuando no 
está especificado en el presupuesto, el cual deberá 
estar visado por el presidente del ayuntamiento con 
indicación de la fecha de la disposición votada al 
efecto por el Concejo de Regidores . 

La Constitución de la República, en su Art. 85 dispone, 
además, aspectos que deben de ser cumplimentados por los 
ayuntamientos como son: la obligación de mantener las 
apropiaciones y las erogaciones destinadas a cada clase de 
atenciones y servicios cuando se van a formular los presu­
puestos municipales. La Ley No. 5622 sobre Autonomía 

9 Ley de régimen local español: Ob. cit., p. 279. 
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Municipal, dispone que los ayuntamientos tienen la potestad 
de aprobar sus presupuestos de ingresos y egresos anuales, 
esta potestad legal no implica de modo alguno que la eje­
cución presupuestaria se pueda realizar independiente a 
todo tipo de control fiscal; así como el Poder Ejecutivo tiene 
controles en el manejo presupuestario a tráves del Cong1·eso 
Nacional, los ayuntamientos también los tienen aunque de 
un modo más complejo. 

Los gobiernos locales, tal y como están estructurados y 
dentro de las instituciones que conforman la administración 
pública nacional, son las instancias más fiscalizadas e inter­
venidas desde el punto de vista financiero. Los niveles de 
jerarquías, de fiscalización y de supervisión fiscal depen­
diendo de la actividad que realicen corresponden, en dife­
rentes órdenes: 

Al Concejo de Regidores en su condición de organismo 
normativo de los ayuntamientos encargados de aprobar el 
presupuesto municipal; a la Contraloría General de la Re­
pública como órgano fiscalizador de la contabilidad gene­
ral; a la Cámara de Cuentas como órgano rector del siste­
ma financiero; a La Liga Municipal Dominicana a través de 
su cuerpo de inspectores y de su Comité Ejecutivo como 
órgano técnico, asesor y fiscalizador de los ayuntamientos; 
a los auditores externos o internos designados al efecto, a 
la Tesorería Nacional como responsable de la percepción 
de los ingresos públicos y a la Secretaría de Estado de 
Interior y Policía en lo referente a la compra de bienes 
inmobiliarios por parte de los ayuntamientos. 

En este útimo aspecto, la Ley 397 de fecha 8 de septiem­
bre del 1964, en su artículo 3 dispone: Que los ayuntamien­
tos, par a poder comprar un inmueble cuyo valor sobrepase 
los RD$ 5,000.00, deberán obtener previamente una autori­
zación del Poder Ejecutivo, encargándose de depurar el 
expediente contentivo de la compra el Secretario de 
Interior y Polícia previo sometimiento del expediente por 
parte del ayuntamiento, este es un tipo de control en lo que 
respecta a la función administrativa y a la actividad 
financiera. 

Al constituir el presupuesto municipal un plan y un 
programa que contiene decisiones políticas, económicas y 
sociales, expresadas en acciones y en términos financieros, 
debe el Estado a través de las normas legales y regla­
mentarias dictadas al efecto, garantizar el cumplimiento 
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irrestricto de estas normas, todas ellas con el apoyo de las 
instancias legales competentes previamente identificadas. 

Al tratar el tema, debemos precisar tal y como lo indica 
José A. Silié Gatón en su obra Instituciones de derecho 
público10 , que el principal control que tienen los organis­
mos descentralizados de la administración pública nacio­
nal lo tiene el Poder Ejecutivo, mediante las auditorías dis­
puestas por este poder a fín de quedar informado sobre el 
destino y la distribución de los fondos asignados y que les 
son suministrados, a tráves del Presupuesto Nacional; en el 
caso de los ayuntamientos el 4% del monto de la ley de 
gastos públicos correspondiente a los ingresos internos, 
incluyendo los ingresos adicionales y los recargos. 

De acuerdo a los criterios expresados por el economista 
]osé Rafael Abinader, contenidas en la obra anteriormente 
citada, al referirse a las empresas del Estado, cuyo funcio­
namiento jurídico tiene gran similitud con los organismos 
descentralizados del Estado, existen objetivamente dife­
rentes tipos de controles. 

5.1 Control legal, control presupuestario, control político, 
control previo y control posterior 

1) Un control legal: Basado en la existencia de leyes 
orgánicas de derecho público, en donde se señalan 
funciones, objetivos, fines específicos de las insti­
tuciónes y limitaciones. Por ejemplo: la Ley 17/97 
dispone en suArt. 9la forma de distribución del4% 
de los ingresos per cibidos por la presente ley, en un 
30% para gastos de personal; un 30% para servicios 
municipales y un 40% para gastos de capital e 
inversión en obras para el desarrollo social y econó­
mico de las comunidades, esta ley establece con­
troles en la forma del manejo presupuestario asig­
nadoles a los ayuntamientos. 

2) Un control presupuestario: La Oficina Nacional de 
Presupuesto, así como la Liga Municipal Domini­
cana, comprueban a través de sus técnicos analistas 
las e tapas de ejecución presupuestarias. 

10 José A SiUe Gatón, lnslitttciones ele derecho público, Santo Domingo: ONAP. Prim~ra 
edición, 1986. 
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3) Un control político: ya que en lo referente al control 
financiero la Ley No. 749 del 6 de en ero del 1978, 
obliga a las instituciones autónomas del Estado a 
obtener previamente la aprobación del Poder Eje­
cutivo antes de solicitar créditos en el mercado 
local y/o extranjero, de igual manera al Concejo de 
Regidores le compete este control político den tro 
de los ayuntamientos. 

4) Un control previo: Así como la Ley No. 749 citada 
an teriormente establece el sometimiento del presu­
puesto de los organismos autónom os a l a aproba­
ción previa del Poder Ejecutivo, así mismo, la Ley 
Orgánica Municipal y la Ley 673 del 18 de marzo 
del 1965 establecen estos controles tanto de par te 
del Concejo de R egidores, como de la Liga Muni­
cipal Dominican a. 

5) Un control posterior: A través de las auditorías 
externas, que pueden ser real izadas por d isposición 
tanto del Gobierno Central como de la Liga Muni­
cipal Dominicana en todos los ayuntam ientos de la 
nación, con excepción del Ayuntam iento del Dis­
trito Nacional. 

Estos controles se pueden subclasificar, a su vez, de 
acuerdo a quien los ejerce, de acuerdo a su naturaleza y, 
por último, de acuerdo al mome nto de su aplicación. 

a ) Según quien lo ejerce: están el control interno: 
ejecutado a tráves del síndico, el Concejo de Regi ­
dores y/o los fun cionarios administrativos desig­
nados al efecto, puede también ser ejercido por las 
Comisiones de Finanzas designadas por el Concejo 
para tales efectos; y el control externo: ejecutado 
por las dependencias del Gobierno Central encar­
gadas de tales actividades. 

b) Según su naturaleza: comprende el control fin an­
ciero y el control administrativo; 

e) Según el momento de su aplicación : el control pre­
vio y el con tr ol poster ior. 
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5.2 El control jurisdiccional, el control legislativo y el 
control no jurisdiccional 

Existen además, dentro del sistema de fiscalización na­
cional, otros tipos de controles: entre los que podemos ci­
tar: el control jurisdiccional; el control legislativo y el con­
trol no jurisdiccional. 

1) El control jurisdiccional: Se ejerce a través de la 
Cámara de Cuentas de acuerdo con sus atribuciones 
jurisdiccionales en materia tributaria. La Ley 130 
de fecha 2 de agosto del 1947 en su Cápitulo V, 
di spone que la Cámara de Cuentas tendrá atribu­
ciones jurisdiccionales para las materias relacio­
nadas con las reclamaciones de particulares sobre 
liquidación de tributos establecidos en tarifas de 
servicios públicos autónomos o no y, en conse­
cuencia le corresponde: decidir en primera y últi­
mas instancia los recursos contra las decisiones 
Ayuntamiento del Distrito Nacional y/o los Ayunta­
mientos, en materia de derechos y/o arbitrios 
municipales (Art. 16, acápite 2, inciso B). 

2) El control legislativo: El cual es ejecutado a tráves 
del Poder Legislativo, en virtud de las normas 
legales que emite y dicta de las interpretaciones y 
del nombramiento de comisiones especiales. La Ley 
130 del 18 de julio del 1950, sobre la Cámara de 
Cuentas en su Capítulo ID Art. 10 dispone: Que la 
Cámara de Cuentas remitirá al Congreso Nacional 
un informe general del movimiento de ingresos y 
egresos ocurridos durante cada año, contentivo de 
un historial explicativo de las operaciones, sus opi­
niones y los estados demostrativos de las opera­
ciones financieras. 

3) El control no jurisdiccional: Que es el que realizan 
inte rnamente las entidades autónomas de la admi­
nistración pública nacional, en el caso específico 
del ayuntamiento el Concejo de Regidores, así 
como los contadores públicos autorizados, ya sea 
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individualmente u organizados en despachos, con el 
fín de propiciar el uso eficiente y eficaz de los 
recursos públicos y/o municipales. 

Identificados y establecidos los controles existentes, tra­
taremos de analizar de una manera precisa los controles 
internos y los controles externos con un enfoque eminente­
mente municipal. 

6. Los controles internos y externos en el sistema 
financiero municipal 

6.1 Los controles internos 

Estos controles se realizan a Hn de verificar la exactitud 
y la veracidad de las informaciones financieras y administra­
tivas y para promover la eficiencia y lograr el cumplimiento 
de las metas y. objetivos previamente programados. Este con­
trol se ejerce, en primer orden, a través del Concejo de Regi­
dores, mediante las Comisiones que acorde a la Ley está fa­
cultado a crear dicho concejo dentro o fuera de su seno (Art. 
24 de le Ley Orgánica Municipal) y por el síndico que, como 
ejecutivo municipal, está en la obligación de preparar y pro­
poner al Concejo de Regidores e l proyecto de presupuesto 
anual de ingresos y egresos, así como los proyectos de reesti­
mación de ingresos y de transferencia o modificaciones del 
presupuesto vigente (Art. 34 inciso 14 de las at1ibuciones del 
síndico, Ley Orgánica M~icipal); cumplir con los programas 
estatuidos en el presupuesto, y ejecutar el control del mismo 
con la asistencia del tesorero municipal, funcionario al que 
de acuerdo a la Ley Orgánica Municipal (Art. 38 inciso 11) le 
corresponde asistir al síndico en la preparación del presu­
puesto municipal. 

El control interno se puede realizar además a través de 
las auditorías internas, las cuales realiza un contador público 
autorizado, a fin de evaluar en forma independiente las ope­
raciones contables, financieras y administrativas, tendientes 
a proteger una administración ídonea de los recursos. Este ti­
po de control podrá ser solicitado tanto por el síndico como 
por el Concejo de Regidores. 
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6.2 Los controles externos 

Si interpretamos la Ley 3894 de fecha 9 de agosto del 
1954 sobre la Contraloría General de la República en su 
Art. 1, veremos que los controles externos no son más que 
la verificación y evaluación del cumplimiento de las dispo­
siciones legales, normas políticas y reglamentarias deter­
minando el grado de eficiencia, efectividad y economía 
(ahorro) con que han sido utilizados los recursos, eva­
luando lo programado y tr amitando las acciones correc­
t ivas de lugar conforme a las normas jurídicas vigentes. 
Estos controles son externos tanto para los ayuntamientos, 
como para las dependencias del Gobierno Central. 

7. Instancias responsables de ejercer los controles externos 

La aplicación, la fiscalización y la supervisión de los 
controles externos les corresponden en primer lugar a la 
Cámara de Cuentas, a la Contraloría General de la Repú­
blica, a La Liga Municipal Dominicana y a los contadores 
públicos internos y/o extern os. 

7.1 La Cámara de Cuentas 

La Cámara de Cuentas es el organismo recto r de la fisca­
lización que tiene, de acuerdo a las funciones expresadas en 
la Constitución de la República, Título VTI Cámara de Cuen­
tas, Art. 79 inciso 1) y 2) las atribuciones de: examinar las 
cuentas generales y particulares de la República y pre­
sentar al Congreso en la primera legislatura ordinaria de ca­
da año, el informe respecto al año anterior. Le compete, 
además, de acuerdo al Art. 2 de la Ley 130 sobre la Cámara 
de Cuentas, la revisión y aprobación de todas las cuentas 
generales y particulares de l Estado, del Distrito Nacional, 
de los municipios, J untas de Distritos, establecimientos pú­
blicos y de las instituciones que reciban subsidios de los 
expresados organismos. 
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7.2 La Contraloría General de la República 

En su condición de órgano rector del sistema de 
contabilidad gubernamental, le corresponde la responsa­
bilidad de prescribir, poner en funcionamien to y mantener 
el sistema contable en todo el ámbito del sector público 
nacional, para lo cual ha elaborado el Manual de conta­
bilidad gubernamental a fin de que la administración pú­
blica tenga un adecuado y similar manejo de los fondos 
provenientes del presupuesto nacional. 

En virtud de la Ley Orgánica N o. 3894 sobre la Contra­
loría General de la República, deberá fiscalizar el ingreso 
e inversión de l os fondos de las dependencias de la admi­
nistración pública, autónomas o no, y de los municipios 
(Art. 1); debiendo además, recibir, examinar y, si procede, 
apro bar todas las cuentas monetarias del Gobierno, de los 
municipios y de otros organismos nacionales y/o munici­
pales (Art. 12 de la Ley 3894). 

7.3 La Liga Municipal Dominicana 

Como institucion de control y tutela municipal, en su 
condición de instancia asesora, técnica y fiscalizadora de los 
ayuntamientos de la nación; al respecto la Ley 673 del 18 de 
marzo del1965 dispone "que los presupuestos de ingresos y 
egresos de los ayuntamientos después de aprobados por los 
ayuntamientos, serán sometidos al Comité Ejecutivo de la 
L.M.D. para fines de revisión, pudiendo este organismo 
introducir modificaciones que deberán ser acogidas por los 
ayuntamientos" (Art. 1). El Comité Ejecutivo de la L.M.D. 
queda facultado, además, para realizar todas las inves­
tigaciones y consultas que juzgue pertinentes para cercio­
rarse de que los presupuestos municipales han sido estruc­
turados de forma adecuada sobre la base de las normas y 
procedimientos vigentes. 

Acorde a lo estatuido en el precepto legal anteriormen­
te citado, la Liga Municipal Dominicana, sometió y aprobó 
el Manual de procedimientos financieros para uso de los 
municipios en el año 196911

, documento avalado por la 
Contraloría General de la R e pública, el referido manual 

11 Si.stema de contabilidad gubernamental. Santo Domingo: Cont raloría General de la 
República , 1997. 
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dispone todo lo relativo a la clasificación de los ingresos 
por tipo y fuentes, los símbolos, los requisitos estatuidos 
en la ley orgánica municipal, los procedimientos presu­
puestarios, la contabilidad general, la organización de fun­
ciones y de personal, las misiones técnicas y otros proce­
dimientos financieros. 

La Liga Municipal Dominicana aplica el mecanismo 
establecido para el Sistema de Control Interno que está 
identificado en el Manual de contabilidad gubernamental12 

para el área de caja; de desembolsos, de caja chica, de 
activos fijos, de las cuentas por pagar, de la nómina; de los 
procesos de compras, de almacén de materiales de oficina 
y/o equipos entre otros. 

Como él sistema financiero y presupuestario municipal 
debe de estar regido y reglamentado a traves de las nor­
mas emanadas en las sesiones celebradas por el Concejo 
de Regidores de los Ayuntamientos, dentro de la estruc­
tura organizativa de la Liga Municipal Dominicana se crea 
la Unidad Técnico-Legal, como dependencia adscrita a la 
Dirección del Depar tamento de Inspección, Contaduría y 
Revisión, a través de la cual se establece un control de las 
sesiones del Concejo de Regidores, para revisar el conte­
nido de las actas y para determinar si los ayuntamientos 
han cumplido las prescripciones legales vigentes reque­
ridas para validar las sesiones. 

La Ley No. 673 del18 de marzo del1965, no obstante ser 
promulgada con el objetivo de asegurar un control efectivo 
que permita una adecuada inversión de los fondos muni­
cipales, tal y como está concebida, limita la autonomía muni­
cipal en lo que respecta a las decisiones de su organismo co­
legiado (Concejo de Regidores) . Decisiones que son adop­
tadas por el concenso mayoritario de sus representantes, esta 
decisión que en principio no debe de ser vulnerada, pueden 
en la práctica ser revocadas por regulaciones de una insti­
tución, que no obstante ser autónoma no goza de las mismas 
prerrogativas legales que los ayuntamientos en su condición 
de gobiernos locales. Al respecto, la Ley 673 en su Art. I, par­
te infine dispone: Que la L.M.D. puede introducir modi­
ficaciones a los presupuestos, que deberán ser acogidos por 
los ayuntamientos. 

12 Manual de procedimien tos fi nancie ros para uso de los municipios, Sanl<) Oomingo: Liga 
Municipal Domínicana. Aprobado po r 1¡, Conrra lor ía General de la Re pública, 1969. 
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7.4 Los contadores públicos autorizados en forma individual 
u organizados en firmas 

El control externo se ejerce a través de la ejecución de 
auditorías y estudios especiales de auditorías, así como 
mediante la autorización de modificaciones presupuesta­
rias e informes sobre las operaciones que comprometan el 
crédito o la capacidad financiera del Estado. En este sen­
tido, el Art. 209 de la ley 3455 dispone que: Los ayunta­
mientos podrán proceder a la reestimación de los ingresos 
aumentando la estimación originalmente hecha o redu­
ciéndola, bien sea porque la recaudación por determinados 
conceptos haya resultado superior o inferior a la estima­
ción original o por haberse creado nuevas fuentes de ingre­
sos o haberse extinguido algunas, de las que existían. Este 
artículo establece, además, que los ayuntamientos podrán 
también por causa justificada, modificar las apropiaciones 
consignadas en el presupuesto 0 transferir cantidades de 
una partida a otra. 

8. El control financiero y el control administrativo 

Según su naturaleza, como ya expresamos anteriormen­
te, existe el control financiero y el control administrativo. El 
control financiero se refiere a la verificación de la exactitud, 
veracidad y confiabilidad de los registros contables, estados 
financieros e informaciones financieras gerenciales. 

8.1 El control financiero 

- El sistema de contabilidad 
Tiene que ver con el proceso de operaciones patrimo­

niales y presupuestarias, los documentos, registros y archi­
vos de esas transacciones, desde la entrada original de los 
registros contables, hasta el informe final de las opera­
ciones, lo cual, como ya explicamos, está regulado, además 
del Manual de procedimientos financieros para uso de los 
municipios del 1969, por el Manual de contabilidad guber­
namental emitido por la Contraloría General de la Repú-
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blica en el 1997. El sistema de contabilidad de las opera­
ciones municipales, por ley le corresponde al tesorero 
municipal (Art. 38 inciso 4 de la Ley Orgánica Municipal). 

La Ley Orgánica Municipal dispone en su Art. 196 que 
la contabilidad de los municipios está sujeta al control de 
la Cámara de Cuentas, al Contralor General de la Repú­
blica y al Director de Presupuesto, pudiendo estos funcio­
narios, en cualquier momento, residenciar las oficinas mu­
nicipales cuando sea necesario. 

Para el caso específico del Ayuntamiento del Distrito 
Nacional, institución que regula sus funciones acorde a la 
Ley Orgánica Municipal No. 3456 de fecha 21 de diciembre 
del 1952, se reconoce como funcionario legal al auditor, 
Capítulo IV de los Funcionarios, sección IV del Auditor), 
señalando que habrá un auditor del Distrito Nacional, 
quien será el j efe de Contabilidad teniendo todas las fun­
ciones relacionadas con la contabilidad de los fondos y 
bienes del Distrito acorde a las disposiciones legales vi­
gentes. Este funcionario tiene con respecto a la contabi­
lidad municipal, todas las atribuciones que corresponden 
al Contralor General de la República para la contabilidad 
del sector público. (Arts. 35 y 36). 

Como ya expresamos, en la práctica, no todos los ayun­
tamientos cuentan dentro de su organización adminis­
trativa interna con una estructura financiera similar, todo 
depende del tamaño del municipio, por lo cual es recomen­
dable una estructura definida e integrada, para un ayunta­
miento grande: un contralor o gerente financiero, un audi­
tor interno, tesorero, contador y encargado de presupuesto; 
para un ayuntamiento mediano: un auditor interno, un teso­
rero, un contador y un encargado de presupuesto; para un 
ayuntamiento pequeño: un auditor interno (igualado) , un 
tesorero y un contador. 

- El sistema de Tesorería: 
Integrado por todos los componentes del p1·oceso de 

recepción, depósito y colocación de los recursos dispo­
nibles para el cumplimiento de las obligaciones contraídas 
y la ejecución de los planes, programas y presupuestos a 
cargo de los tesoreros municipales. 
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- El sistema de presupuesto: 
Que es el que se refiere a las técnicas y procedimientos 

utilizados en las etapas de programación, formulación, 
aprobación, ejecución y control del presupuesto. 

8.2 El control administrativo 

Es el plan de organización, procedimientos y registros 
que concier nen a los procesos que conducen a la auto­
rización de las actividades ya presupuestadas. A tales fi­
nes, la L.M.D. cumplimentando los objetivos que le ha con­
cedido la ley 673 aprobó el Manual de procedimientos fi­
nancieros para uso de los municipios como entidad en­
cargada de supervisar el control administrativo de los pro­
cesos financieros. 

9. E l control previo y e l cont rol posterior, según el 
momento de su aplicación 

9.1 El control previo: 

No es más que el conjunto de mecanismos y procedi­
mientos que deben de establecer las entidades y organismos 
públicos para analizar las operaciones que han proyectado 
realizar, antes de su autorización o de que surta sus efectos, 
su legalidad y veracidad, y finalmente, su conformidad con 
los planes, programas y presupuestos. En este tenor, le co­
tTesponde realizarlo al Concejo de Regidores y al Comité 
Ejecutivo de la Liga Municipal Dominicana. 

9.2 El control posterior: 

Es el que se lleva a cabo en las entidades y organismos 
por medio del proceso de auditoría, a través de profesionales 
de entidades fiscalizadoras, de contadores públicos autori­
zados y de funcionarios de auditorías internas. 
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10. Las auditorías municipales 

Constituye el examen objetivo, sistemático y profesio­
nal de las operaciones financieras y administrativas reali­
zado con posterioridad a su ejecución, con el objetivo de 
verificar, evaluar y elaborar un informe contentivo de 
comentarios, conclusiones y sugerencias para mejorar las 
operaciones financieras. Existen dos tipos de auditorías 
dependiendo del sector en que se aplica: la auditoría privada 
y la auditoría gubernamental. 

10.1 La auditoría privada 

Es realizada por auditores externos, o sea, por profesio­
nales independientes o por despachos de auditores. Los 
síndicos como jefes de la administración pública munici­
pal, pueden solici tar la ejecución de este tipo de auditorías 
para garantizar la pulcritud del manejo presupuestario. 

10.2 La auditoría gubernamental 

Es el examen objetivo, sistemático y profesional de las 
operaciones financieras o administrativas que deben de lle­
var a cabo las entidades y de pendencias que conforman el 
sector público, y tienen su fundamento en las normas j w-í­
dicas vigentes. Regularmente, estas auditorías se efectúan 
con el propósito de establecer el grado en que las entidades 
del sector público y sus servidores han cumplido ade-cuada­
mente con los deberes y atribuciones que les han sido 
asignadas. Para ello, el auditor deberá observar las normas 
de auditoría gubernamentalmente aceptadas, en este caso 
las "Normas internas de auditoría gubernamental" aproba­
das por la Contraloría Gen eral de la República en e11997. 

La auditoría gubernamental puede ser interna o externa, 
según sea realizada por las unidades de auditorías internas 
de la institución, u la ejecuten auditores independientes, en 
forma individual u organizada. Además de ellas, se encuen­
tran las auditorías fi nancieras, si está enfocada hacia los as­
pectos operacionales de carácter financiero. 
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10.3 La auditoría interna gubernamental 

La realiza los mismos empleados de la administración, es 
una auditoría de evaluación interna donde se evalúan todos 
los procedimientos financieros, debiendo ser formalmente 
delimitadas por la misma entidad que previamente aprobó. 

10.4 La auditoría externa o independiente 

Es la que realiza en el sector público el organismo su­
perior de control que, de acuerdo a la ley, le compete a la 
Contraloría General de la República, se pretende con ella 
no sólo la evaluación de la correcta utilización de los recur­
sos públicos, sino además, fortalecer el sistema de control 
Interno de la institución auditada. 

En los ayuntamientos existen en la práctica dos tipos 
de auditorías: la auditoría financiera, que es la que tiene 
por objetivo determinar los estados financieros de la insti­
tución de acuerdo con los principios de contabilidad gene­
ralmente aceptados. Y la auditor:ira de gestión, con el fin de 
evaluar el grado de economía, eficiencia y eficacia en el 
manejo de los recursos públicos, así como el desempeño de 
los servidores y funcionarios del Estado. 

11. Características legales de las instancias de control y 
fiscalización de los ayuntamientos en la República 
Dominicana 

11.1 La Cámara de Cuentas 

Es un organismo con rango constitucional, actúa como 
organismo auxiliar del Poder Legislativo, para revisar las 
cuentas generales y particulares de la República (Título 
VII, de la Cámara de Cuentas, Arts. 78-81 de la Constitu­
ción de la República). 

De acuerdo con su Ley Orgánka No. 130 del 8 de agosto 
del1947, Art. 4, le compe te hacer la revisión final de todas 
]as cuentas que sean examinadas y aprobadas por la Con­
traloríc General de la República. El Tesorero Nacional está 
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obligado a enviar diariamente a la Cámara de Cuentas un 
estado de los ingresos por fuentes, de los egresos y del es­
tado diario de caja. En el caso de los ayuntamientos (Art. 
38 inciso 7), al tesorero municipal le corresponde rendir al 
Contralor General de la República, dentro de los primeros 
quince días de cada mes, un estado detallado de los ingre­
sos y egresos del mes anterior, así como (inciso 6) hacer 
semanalmente un estado de caja, de la cual remitirá sen­
das copias a la Cámara de Cuentas y al Contralor General 
de la República. 

El Contralor General de la República deberá remitir 
mensualmente los estados de contabilidad general del 
Estado. La Cámara de Cuentas, acorde a lo expresado en la 
ley, además de ser un organismo técnico, es consultivo, rec­
tor y ejerce funciones de control sobre la Contraloría Ge­
neral de la República. La regulación a la Cámara de Cuen­
tas le corresponde al Poder Legislativo. La Cámara de 
Cuentas deberá denunciar vía la Secretaría de Finanzas, 
sin que esto conlleve dependencia, al Presidente de la 
República o a cualquier funcionario de la nación que con 
sus hechos pueda poner en peligro los intereses del 
Estado; entre ellos están incluidos los ayuntamientos (Art . 
14, ley 130). 

En sus funciones de fiscalización, la Cámara de Cuentas 
puede ponerse en contacto directo con cualquier organismo 
nacional y/o municipal cuantas veces lo considere necesario, 
intervenir la exactitud y la legalidad de la contabilidad de 
las cuentas del Contralor General de la República. (Ley 
3894 de Contabilidad, del 9 de Agosto del 1954, Art. 24 ). 

11.2 La Contraloría General de la República 

Es un organismo con rango legal, rector del sistema de 
contabilidad del Estado, que actúa como ente auxiliar de 
la Cámara de Cuentas, y dependiente directo del Poder 
Ejecutivo, en virtud de la Ley 54 del 1970 la cual modificó 
el art. 1 de la Ley Orgánica de Contraloría General de la 
República No. 3894 del 9 de agosto del 1954. Puede 
examinar las cuentas de las instituciones públicas, de los 
ayuntamientos y de otros organismos nacionales o munici­
pales existentes. (A1·t . 12). El contralor puede, cuando lo 
juzgue conveniente, ordenar la inspección de las oficinas 
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de cualquier funcionario del Go bierno, responsable de ma­
nejar fondos públicos. La Contraloría General de la Repú­
blica está obligada a remitir mensualmente a la Cámara de 
Cuentas un estado de la contabilidad general del Estado. 

11.3 La Liga Municipal Dominicana 

Es el organismo técnico y asesor de los ayuntamientos y 
fue creada en virtud de la Ley No. 49 del 1938. Las at:ri­
buciones que en materia presupuestaria tiene la L.M.D. es­
tán fundamentadas en la Ley 673 del18 de marzo del 1965. 
En virtud de esta disposición, le corresponde dictar las provi­
dencias que estime convenientes, para que los fondos muni­
cipales sean invertidos de forma que beneficien a las colec­
tividades representadas por los ayuntamientos, así como to­
das aquellas que aseguren un científico desenvolvimiento 
presupuesta! (Art.3). Además de las cuentas mensu ales que 
rinden los ayuntamientos a la Contraloría y Auditoría Gene­
ral de la República, esas instituciones someterán sus cuentas 
al Comité Ejecutivo de la Liga Municipal Dominicana para 
fines de revisión (Art. 4 ). 

El Art. 12 de la citada ley expresa lo siguiente: "El Comi­
té Ejecutivo de la Liga Municipal Dominicana puede dispo­
ner la inspección de las oficinas de los ayuntamientos 
cuantas veces lo crea necesario, pudiendo recomendar a esos 
organismos o al Gobierno las sanciones que correspondan a 
los funcionarios y empleados en falta, independientemente 
de las persecuciones judiciales a que hubiere lugar, por apo­
deramiento que haga dicho organümo al Procurador General 
de la República" . Las disposiciones de esta ley serán 
aplicables a los Distritos Municipales, los que además están 
sujetos, en cuanto a sus relaciones de dependencia, con los 
ayuntamientos correspondientes. 

11.4 La Secretaria de Estado de Finanzas 

Ostenta la más alta jerarquía en el orden adminis­
trativo del tesoro público, dependen de ella, la Tesorería 
Nacional y la Contraloría General de la República . Se re­
gula por la Ley de Secretarías de Estado, sus funciones 
básicas se basan en administrar las finanzas públicas, 
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incluyendo las propiedades, fondos, créditos, recursos y 
obligaciones del Estado en sentido gen eral. 

11.5 La Tesorería nacional 

Es una dependencía de la Secretaría de Estado de Fi­
nanzas. Fue creada en virtud de la Ley No. 1113 del 1 de 
mayo del 1929, y sus funciones principales son las de ejer­
cer los derechos y el cumplimiento de los deberes relativos 
a la recaudación, custodia, desembolso y contabilidad de 
los fondos públicos. El Tesorero Nacional está obligado a 
enviar diariamente a la Cámara de Cuentas, un estado de 
los ingresos por fuentes, de los egresos y del estado diario 
de caja. 

12. El control financiero municipal bajo el marco teórico 
del derecho comparado 

Para un mayor enriquecimiento del tema, trataremos 
de analizar los diferentes procedimientos y controles fi­
nancieros vigentes en diferentes países latinoamericanos 
para, sobre la base del derecho comparado, detectar los as­
pectos normativos que puedan ser tomados en consi­
deración para una futura reforma y modernización de las 
normas vigentes en este renglón. 

En la República de Honduras, Panamá, Venezuela, Gua­
temala y Costa Rica, la Constitución vigente de cada país al 
igual que en República Dominicana, reconoce constitucio­
nalmente al organismo encargado de controlar las finanzas 
del Estado. En nuestro país, corresponde a la Contraloría 
General de la República como organismo auxiliar del Poder 
Legislativo encargado de fiscalizar la gestión financiera de 
las dependencias de la administración pública nacional, 
incluyendo a los ayuntamientos. Este organismo, aunque 
con diferentes designaciones: Tribunal de Cuentas en Es­
paña, la Contraloría General de la República y/o la Cámara 
de Cuentas, como se reconoce en nuestro país, tiene obje­
tivos similaresn. 

13 Manuel Ortuño, l#eyes municipales iberoalnericanas. Madrid: Editoria l Juan F.. Conzealcz, 
Colección de Esludios Municipales. Libro 11, p<.,;s. 77-18-109. 
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En países como Bolivia, la Contraloría General de la 
República está concebida constitucionalmente (art. 154) 
como una oficina de contabilidad y de contraloría fiscal 
que depende directamente del Poder Ejecutivo, siendo el 
o rganismo superior de control fi scal, con autonomía 
administrativa en relación con los poderes del Estado. El 
Poder Legislativo, mediante sus comisiones tiene facultad 
para fiscalizar la actuación de dichas entidades14

• 

En la República Dominicana, esta facultad corresponde 
a la Cámara de Cuentas. La Ley Orgánica de Municipali­
dades establece que la contabilidad de las alcaldías muni­
cipales se regirá por los principios de contabilidad fiscal, 
pudién dose efectuar traspasos de fondos previa evaluación 
de las partidas correspondientes debidamente aprobadas 
por el Concejo de Regidores. (Art. 106). En nuestro país las 
transferencia de fondos dentro de los presupuestos muni­
cipales, para ser válida, tiene que estar avalada a través de 
dos instancias: el Concejo de Regidores y el Comité Eje­
cutivo de la L.M.D. 

En Uruguay, la Constitución reconoce al Tribunal de 
Cuentas como organismo rector de la fiscalización, con 
funciones similares a la Cámara de Cuentas en la Repú­
blica Dominicana. En Colombia, existen las Con tralorías 
Depar tamentales y las Contralorías Municipales; a estas 
últimas les corresponde ejercer las atribuciones de vigilan­
cia de la gestión fiscal y financiera municipal , corres­
pondiendole a la Contraloría General de la República el 
control de esas oficinas. En El Salvador le corresponde 
esta función a la Corte de Cuentas de la Repúbllca quien, 
además de foliar, sellar y au torizar los libros, deberá apro­
bar el presupuesto debidamente aprobado por el Concejo 
de Regidores15

• 

En Panamá, por ejemplo, la Contraloría General de la 
República es la que designa al Auditor Municipal, el cual 
tendrá las mismas funciones que el Contralor General de 
la República, así como al Contador y/o jefe de Contabili­
dad. En Buenos Aires, rigen la Contaduría General de la 
Municipalidad y el Tribunal de Cuentas Municipales, que 
es el encargado de controlar la e jecución del presupuesto. 

14 Manue l Ortuño, Ob. cir., Ubro TV, págs. 319, 344-399·416. 
I S Ma nue l Orruño, Ob. cir., Libro 1, pág. 473. 
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En nuestro país, este control a nivel municipal es ejercido 
directamente por la L.M.D. 

Existen en las disposiciones constitucionales y legales 
de los países anteriormente citados aspectos que, a nuestro 
entender, pudieran servi r de precedente para una futura 
reforma legal y administrativa en el área financiera de los 
ayuntamientos. En la República de Honduras la Ley Muni­
cipal establece una penalidad monetaria a aquellos funcio­
narios municipales qu e por omisión, descuido o negligen­
cia no aprueben el presupuesto en el término fijado. 

En Costa Rica, la ley prevee para los responsables de la 
falta de aprobación oportuna del presupuesto y de la 
presentación del mismo a la Contraloría en tiempo hábil, 
la destitución del cargo o la pérdida de credenciales sin 
perjuicio de las responsabilidades penales y civiles que 
puedan ser atribuidas por los mismos hechos. Al respecto, 
nuestra legislación establece que de no aprobarse el 
presupuesto en la fecha establecida, regirá el presupuesto 
del año anterior, sin ningún tipo de sanción por la omisión 
o negligencia administrativa16

• 

La designación de los auditores municipales y de los 
contadores por parte de la Contraloría General de la Repú­
blica estatuída en la Carta Sustantiva Pan ameña, sería un 
precedente interesante de analízar como elemento tendien­
te a garantizar un control y una coordinación más efectiva 
en este renglón entre las diferentes instancias competentes. 

En Costa Rica, la existencia de un Auditor Municipal 
dentro de la estructura administrativa del municipio está 
relacionada con el monto de los ingresos recaudados por el 
municipio. Los presupuestos de egresos se confeccionan 
en base a programas de corto, mediano y largo plazo, o sea 
que el sistema de presupuesto es por programa. Se esta­
blece, además, un monto en base al fondo de fidelidad, que 
se le descuen ta al tesorero, para poder detentar fondos y 
valores sin depositarlos en el banco. En nuestro país, a los 
tesoreros y empleados de la tesorería se les descuenta el 
uno 1% por ciento men su al de sus sueldos para este fondo 
y de los demás funcionarios municipales el medio por 
ciento mensual, durante los meses de mayo y noviembre de 
cada aii.o. 

16 Ma nue l Onuño, Ob. cit., Lib ro [U, pág. 99. 
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12.1 Base legal del control financiero en República 
Dominicana 

Como base de la normativídad juddica vigente relativa 
al sistema y control financiero de los ayuntamientos e n la 
República Dominicana, se encuentran: 

• La Constitución de la República Dominicana 
• La Ley sobre la Cámara de Cuentas No.130 del 2 de 

agosto del 1947 y sus modificaciones. 
• La Ley Orgánica de la Contraloría General de la Re­

pública, No. 3894 del 9/8/54 
• Las Leyes Orgánicas Municipales Nos. 3455 y 3456, de 

fecha 21 de diciembre del 1952. 
• La Ley 673 sobre aprobación de presupuestos muni­

cipales, de fecha 18 de marzo del 1965. 
• La Ley 17/97 mediante la cual se destina el 4% de los 

ingresos del Estado a favor de los ayuntamientos de 
fecha 15 de enero del 1997 

• El Manual de procedimientos financieros para uso de los 
municipios, elaborado por la Liga Municipal Dominicana 
y aprobado por la Contraloría General de la República, 
con sus modificaciones, en1969. 

• El Sistema de Contabilidad Gubernamental, aprobado 
por la Contraloría General de la República, en 1997. 

• Normas Internas de Auditoría Gubernamental, aprobado 
por la Contraloría General de la República, en 1997. 

• La Ley Orgánica de Presupuesto No. 531 del 11 de 
diciembre de 1969. 

13. Conclusiones y recomendaciones 

Identificados los aspectos más relevantes del Sistema 
Financiero Municipal así como de los controles internos y 
externos vigentes, procederemos a analizar como parte del 
tema, las áreas del quehacer financiero que pueden ser 
susceptibles de reformas, a fin de definir las fortalezas, las 
oportunidades, las debilidades y las amenazas que, a nues­
tro entender, caracterizan el sistema y control financiero 
municipal en la República Dominicana. 

Nos remitiremos, en primer orden , al presupuesto mu­
nicipal como principal instrumento del sistema financiero, 
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ya que mediante él se establecen y controlan los gastos 
municipales, sujetando la planificación y los proyectos mu­
nicipales a la formulación y ejecución presupuestaria mu­
nicipal, a fin de que se convierta en el reflejo financiero 
de los planes de desarrollo local. 

Al ser concebido de esta manera, el presupuesto mu­
nicipal, al igual que el presupuesto nacional, constituye un 
instrumento técnico en su formulación, ejecución y control 
de procesos. Los controles a esos procesos son ejercidos 
por los organismos legales competentes, en el caso de los 
ayuntamientos: la Contraloría General de la República y la 
Liga Municipal Dominicana, como instancias encargadas 
de fiscalizar que los actos financieros se organicen y for­
mulen acordes con cada ejercicio y de conformidad con la 
normas y prescripciones técnicas estatuidas en el Manual 
Financiero Municipal y con los planes de desarrollo, o en su 
defecto, con los lineamientos generales de las políticas de 
desarrollo. 

Al estipularse un sistema de codificación y clasifi­
cación de cuentas al sistema presupuestario, deberá estar 
reglamentado, además, de acuerdo a los criterios adop­
tados por las dependencias competentes. En cuanto a los 
ingresos los ayuntamientos generalmente utilizan una 
clasificación económica por tipo de ingresos (por ejemplo: 
impuestos, tasas, rentas, proventos) y dentro de cada tipo por 
fuente de ingresos (Ej: billares, arrendamientos, galleras). 
En cuanto a los egresos una clasificación según el objeto y 
el subobjeto (Ej. gastos de personal, servicios y obras). 

La Ley Orgánica Municipal no establece de manera 
expresa que el presupuesto municipal se elabore por pro­
gramas. Sin embargo, el Manual de procedimientos fina ncie­
ros para uso de los Municipios establece implícitamente que 
el presupuesto en cuestión debe ser elaborado por capí­
tulos, unidades organizativas y por el objeto del gasto, 
destacándose a tales fines 5 programas básicos: Programa 
I: Administración General ; Programa II: Empresas y Servi­
cios Municipales; Programa ill: Obras Públicas Munici­
pales; Programa IV: Rordenamiento y regulación, y Pro­
grama V: Defensa Civil. Sin embargo, el presupuesto 
municipal más bien se ejerce de un modo tradicional: es 
decir por los ingresos y por los gastos sin especificarse 
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metas ni obje t ivos. En este tenor, seria recomendable re­
formar el concepto legalista vigente, estipulándose expre­
samente que se elabore el presupuesto por programas para 
convertirlo en un instrumento que permita establecer 
metas, objetivos, costos y responsabilidades y no tan sólo 
el refle jo de una simple enumeración de los ingresos y los 
gastos. 

El objetivo del presupuesto por programas es que sea 
un in strumento operativo de los planes de desarrollo de 
corto, mediano y largo plazo, en la práctica el presupuesto 
municipal, tal y como está concebido, representa el plan de 
acción del gobierno local en el corto plazo, que legalmente 
es de un año, de igual modo lo formula el Gobierno 
Central, sin embargo, una modalidad que podría preveerse 
sería la de anexarse los planes y programas de inversión 
para el plazo del ejercicio del gobie rno local conformado 
( 4 años), coordinándose a tales fines con el programa de 
actuación y planes urbanísticos identificados en el progra­
ma de gobierno. 

Para implementar esta recomendación se requierirá de 
un fortalecimiento de las áreas de planificación urbana y de 
programación municipal las cuales, tal y como están 
estructuradas, no cumplen efectivamente con los objetivos 
para los cuales fueron creadas, que no son otros que los de 
analizar, además de las políticas urbanísticas locales, las 
políticas económicas locales compatibilizando sus activida ­
des con las políticas nacionales. Estas dependencías admi­
nistrativas reconocidas por ley, no están integradas orgáni­
camente en todos los ayuntamientos a nivel nacional, ya 
sea porque los ayuntamientos no reúnen las condiciones 
para ello, o bien sea porque la ley, como es el caso espe­
cífico para las Oficinas de Planeamiento Urbano, establece 
una cantidad de habitantes determinada, como requisito 
para su formación. Consideramos que para ga rantizar una 
unifor-midad en cuanto a la proyección presupuestar ia en 
el área urbanística, se requiere que los ayuntamientos 
cuenten con estas dependencias administrativas. 

En lo que respecta al rol que desempeña la LMD en su 
condición de organismo técnico y asesor de los ayunta ­
mientos, no debería tener la facultad legal de ser un ente 
fiscalizador de los ayuntanúentos, esta prerrogativa, a nues-
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tro modo de ver, diluye y relega su objetivo y natw·aleza 
fundamental como entidad técnica y asesora d e los muni­
cipios. El hecho de la ley 673 otorgarle a la Liga Municipal 
Dominicana la facultad de sancionar, ratificar y/o modificar 
el presupuesto municipal para su vigencia constituye una 
interferencia y una limitante a la a utonomía municipal. 

La posibilidad de que este organismo pueda introducir­
le modificaciones a un documento · jurídico de aplicación 
compulsoria como lo es e l presupuesto, implica la revoca­
ción de una decisión adoptada por un organismo colegiado 
(el Concejo de Regidores) que en su condición de órgano 
normativo del municipio reconocido constitucionalmente 
deberá ser el único con calidad para adoptar, modificar y/o 
revocar una decisión previamente adoptada. La revocación 
a una disposición administrativa debería estar sujeta a una 
decisión de los organismos fisca lizadores externos del Es­
tado, cuando no se cumplan los requisitos estatuidos en las 
normas vigentes y/o al tríbunal contencioso administrativo 
cuando sus preceptos afecten los intereses sociales y eco­
nómicos de la población. 

Para el caso del cobro irregular o la imposición de tri­
butos sin ningún criterio técnico y socio-económico, la co­
munidad afectada podrá iniciar un recurso ante la Juris­
dicción Contencioso Administrativa, y/o en su defecto, la 
Contraloría General de la República, como ente rector del 
Estado en materia de auditoría y contabilidad, podría 
solicitar la revisión y modificación del presupuesto por 
motivos justificados. 

Otro aspecto que hay que tomar en consideración para 
justificar el involucrarniento de la Jurisdicción Conten­
cioso-Administrativa, es lo que establece la ley 1494, la cual 
dispone de manera general: Que toda persona natural y/o 
jurídica, en este caso los ayuntamientos, investida de un 
ínteres legítimo, podrá interponer el recurso, contra los actos 
administrativos violatorios de la ley que reúnan los 
siguientes requisitos: a) Que emanen de la administración de 
órganos administrativos autónomos en el ejercicio de 
aquéllas de sus facultades que estén regidas por las leyes, los 
reglamentos o los decretos; b) Que vulneren un derecho de 
carácter administrativo, establecido con anterioridad a favor 
del recw-rente por una ley, un reglamento, un decreto y/o un 
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contrato administrativo. En este caso, los ayuntamientos 
actúan en base a atribuciones delegadas por la ley, como es 
el caso de la aprobación presupuestaria, en el segundo caso, 
la revocación de una decisión adoptada por un organismo 
colegiado como lo es el Concejo de Regidores implica la 
vulneración de un derecho de carácter constitucional y 
administrativo. 

Además de ello, al constituir el presupuesto un ins­
trumento político debido a que su aprobación depende de 
una autoridad soberana: el Concejo de Regidores, se con­
vierte en un plan de acción del gobierno local con 
orientaciones ideológico-políticas en cuanto a la conce­
pción y a la solución de los problemas de la población, que 
no debe estar sujeto para su permanencia y estabilidad, a 
intervenciones de instancias que por sus características 
legales tienen menor rango jerarquice que los ayunta­
mientos en su condición de gobiernos locales. 

En el caso de que se pretenda controlar y fiscalizar que 
los presupuestos municipales se elaboren en base a las nor­
mas estatuidas por los organismos nacionales competentes, 
lo que a nuestro entender sería más recomendable es adop­
tar una modificación legal en la cual se sujete la apro­
bación del presupuesto municipal definitivo, al análisis 
técnico previo de la Contraloría General de la República a 
fin de garantizar que en la elaboración del mismo se hayan 
cumplimentado las normas legales dictadas al efecto. 
Además de ello, sería aconsejable la designación dentro de 
la cstructw·a orgánica tanto del municipio como de todas 
las dependencias centralizadas y descentralizadas de la 
administración pública nacional, de un auditor que repre­
sente a la Contraloría General de la República. 

La Ley Orgánica de la Contraloría general de la Repú­
blica expresa, entre otras cosas, que a esa instancia le com­
pete: elaborar los formularios para el uso de la contabilidad 
administrativa de todos los organismos que manejan fondos 
públicos, su intervención en todo lo referente a este aspecto, 
el establecimiento de los mecanismos de coordinación de las 
actividades ejercida por los tesoreros municipales para el 
procedimiento contable municipal, el poder citar y/o reunir a 
todos los contadores públicos de las dependencias del 
Gobierno, la aprobación de todas las cuentas monetarias del 
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Gobierno y de los municipios, la obligación de los tesoreros 
municipales de rendir cuenta de la gestión e inspeccionar a 
las oficinas recaudadoras del gobierno y de las tesorerías 
municipales. Todas estas características legales sustentan, a 
nuestro entender, la transferencia de la fiscalización directa 
que por ley le corresponde a la Liga Municipal Dominicana. 

Otro de los aspectos que habrá de tomarse en conside­
ración para una futura modificación legal es la que se re­
fiere a las atribuciones de los tesoreros municipales, debi­
do a que tal y como está estatuido en la Ley Orgánica 
Municipal, el tesorero tiene funciones amplias en lo que 
respecta a las transacciones municipales: Recaudación, 
Registros y Conciliación bancaria, por lo cual habrá que 
redefinir y redistribuir responsabilidades sobre la base de 
actividades y de una estructura organizativa financiera 
más efectiva que releve las incompatibilidades que afec­
ten de un modo u otro la transparencia gestionaría que 
requiere este tipo de actividad administrativa, diluyendo 
la eficiencia de un sistema de control expedito. 

En lo referente al registro contable, el Manual finan­
ciero para uso de los ayuntamientos, aprobado por la Liga 
Municipal Dominicana, prevé el método contable por par­
tida simple e n contraposición a lo recomendado: el método 
contable por partida doble, este método proporciona ade­
más de una vinculación patrimonial, que l as operaciones 
que se realizan al débito deban estar acompañadas de un 
cr édito y viceversa. El método contable de partida doble 
no es utilizado regularmente por los ayuntamientos de ma­
nera regular, por lo que es aconsejable l a unificación de 
criterios en este sentido. 

En lo que respecta a los montos estatuidos en la ley 17/97 
mediante la cual se destina a favor de los ayuntamientos el 
4% de los ingresos percibidos por el Estado, debemos enfa­
tizar lo siguiente: La ley establece que estos fondos se distri­
buyan de acuerdo al número proporcional de habitantes. 
Este criterio en principio garan tiza que a mayor población 
del municipio éste recibirá mayores ingresos; sin embargo, 
en la práctica esta distribución no resulta equilibrada, ya 
que el ingreso distribuido proporcionalmente en base al nú­
mero poblacional, no toma en consideración el ingreso 
percápita ordinario de cada jurisdicción. Al establecerse este 
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sistema de distribución, se garantizaría que las municipali­
dades más dinámicas en el área de reacaudación fiscal reci­
ban mayor proporción en la distribución, incentivando con 
esta medida la capacidad de autogestión que deben tener las 
municipalidades en su sistema propio de recaudación; 
además de ello, estimularía a los contribuyentes locales a 
proporcionar mayores tributos en beneficio del desarrollo de 
sus municipios respectivos. 

La Ley en cuestión no toma en cuenta el grado de jerar­
quización urbana del municipio: número de viviendas, censo 
demográfico poblacional, con lo cual se garantizaría el prin­
cipio de equidad y de justicia social que debe imperar, al 
proporcionarse mayores recursos a los municipios que tienen 
mayor grado de jerarquización urbana. En lo que respecta a 
los Distritos Municipales, en donde se co¡¡centra en principio 
la población rural del municipio, debería otorgarle la ley 
otro tipo de tratamiento, y no establecerse un ingreso fijo y/o 
partida mínima como está estipulado por este concepto, ya 
que desvirtúa en su esencia el espiritú de la ley con respecto 
a la distribución sobre la base del número proporcional de 
ha bitantes. En la práctica, si existiese un censo actualizado, 
los ayuntamientos recibirían ingresos en base al número 
proporcional de habitantes. 

Es importante destacar, además, que para que exista 
un buen sistema financiero en los municipios, se requiere 
que los ayuntamientos cuenten con un Plan de Arbtitrios y 
Tasas municipales a tráves de los instrumentos legales y 
normativos que los gobiernos locales están facultados a 
emitir para obtener recursos financieros. E ste Plan de 
Arbitrios y Tasas, independientemente a la forma legal re­
queiida, deberían contar con los siguientes criterios: 

• Que exista certeza en el tributo, es decir, que el con­
tribuye nte pue da saber con exactitud el monto, el 
tiempo y la forma de pago del tributo. 

• Que sea razonable en función de las posibilidades 
de la población. 

• Que exista uniformidad con respecto a los tributos 
establecidos en otras municipalidades. Y, por 
último: 

• Que los mecanismos de recaudación sean sencillos y 
accesibles para todos los contribuyentes. 
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Para formular el Plan de Arbitrios y Tasas, deberá obte­
nerse primero información básica sobre las principales ac­
tividades ecónomicas del municipio, tales como la activi­
dad agrícola, industrial, minera, comercial y de servicios 
entre otras. 

Otra de las recomendaciones a tomarse en consideración 
sería implementar un censo de contribuyentes, a fín de iden­
tificar, clasificar y registrar a todas las personas físicas y/o 
morales obligadas al pago de las tributaciones locales; para 
ello habrá que diseñar formularios contentivos de las infor­
maciones requeridas, además de servir este censo para la im­
plementación consecuente del Catastro del Contribuyente. 
De igual manera, este censo le permitirá al municipio tener 
un control de los usuarios de los servicios públicos muni­
cipales, lo cual serviría de base para establecer la renta­
bilidad y el autofinanciamiento del servicio prestado, así 
como tener w1 control y censo de los deudores morosos, lo 
que coadyuvara a que el ayuntamiento ejecute las acciones 
administrativas y legales para la recaudación de los tributos 
adeudados. 

En lo relativo a los recursos humanos deberá consi­
derarse la projesionalización de las áreas administrativas, fi­
nancieras y contables a fin de poder establecer mecanismos 
que garanticen la separación de las funciones: de custodiar 
fondos, registrar, supervisar operaciones e informar, entre 
diversas dependencias internas de los ayuntamientos, por lo 
que habrá que redefinir y reformar la estructura financiera 
local tomando como punto de partida el volumen de las 
operaciones realizadas por los ayuntamientos, e integrar 
dentro del ayuntamiento a profesionales con capacidad para 
manejar con eficiencia sus operaciones. 

Para finalizar y conluir el análisis del tema Control y 
fiscalización de las finanzas de los gobiernos locales citaremos 
las principales acciones que, a nuestro entender, garan­
tizan el control y la fiscalización financiera municipal, en­
tre las cuáles se encuen tran las siguientes: 

• La existencia de organismos con facultad para fisca­
lizar el ingreso y la inversión municipal. 

• La emisión de informes contentivos del manejo 
presupuestario. 
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• La autorizacwn, fiscalización y recepc10n interna 
y/o externa de los presupuestos municipales. 

• La fiscalización de los ingresos y gastos munici­
pales. 

• La programación y elaboración del presupuesto, 
como un instrumento que p ermite identificar el 
cumplimiento de los proyectos de inversión que han 
sido ·aprobados. 

• La división, de los ingresos percibidos por los ayun­
Otamientos en virtud de la ley 17/97, en tres 
partidas presupuestarias. 

• La inspección de las finanzas municipales durante 
la ejecución presupuestaria. 

• La aplicación de sanciones a los infractores de las 
leyes relativas a la materia. 

• El control de la Cámara de Cuentas sobre la Contra­
loría General de la República y los ayuntamientos, 
para comprobar la exactitud y la legalidad de la 
contabilidad en las cuentas. 

• El control de los Concejos de Regidores para garan­
tizar el manejo presupuestario de parte de los síndi­
cos municipales. 

• La facultad de la Cámara de Cuent as, en lo que res­
pecta al mantenimiento del catastro municipal, así 
como su asistencia para los casos de subastas y /o 
proventos municipales (Ley 130, art. 12 y 13). 

• La atribución legal de la Liga Municipal Domini­
cana, para revisar, fiscalizar y modificar el presu­
puesto municipal. 
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FORTALEZAS OPORTUNIDADES DEBILIDADES AMENAZAS 

Los procesos de Fortalecer el invo- Ausencia de una La poca vo luntad 
reforma y cramiento de los política de política de los 
mode rnización del municip ios en e~tos coordi.na ción entre representantes 
sector público procesos de refo·rmas los ayuntamientos y electos hacia una 
nacionaL y modernización. las instancias del coordinación 

sector públ ico. inrerinstitucional. 

Propues ta de Involucrar a estos Los conflictos El agravamiento de 
reforma a las leyes procesos a las partidistas impiden los conflictos y e l 
orgánicas munici- au toridades e l involucramiento enfrentamiento de 
pales de parte de la municipios con del municipio a esros partidos limita n e l 
Comisión Presiden- capacidad procesos. desa rrollo de los 
ciaJ para la Reforma gestionarla. procesos de reforma. 
del Esrado. 

Facul!ad legal del Adecuar y fortalecer La ausenc ia de Las políticas de 
ayuntamiento, por los procesos de estrucruras adecua- descent ralización del 
vía jerárquica y por fiscalización interna. das que garanticen Estado dirigidas 
sus propios medios, la compatibilización hacia las 
de e fecwar la adecuada de funcio- instituciones del 
fiscalización interna. nes de control y Gobie rno Central , 

fisca lización. (planes provinciales). 

ta existencia de l Delegar de modo ta no existencia de La ausencia de 
Concejo de Regido- exclusivo a l Concejo una comisión del controles que 
res, como principal de Regid.ores la Concejo Regidores obliguen a la 
examinador de la faculdad de control y encargada del sindicatura a rendir 
gestión municipal. fiscalización comrol de la informes de la 

financiera interna. fiscalización del ejecución 
sistema financiero. presupuestaria. 

La obligación lega l Estab lecer una La superposición de La debilidad 
del síndico y del jerarq uía directa instancias que como institucional de la 
tesorero de informar entre estos la Liga Municipal Liga Municipal 
a la Contraloría funcionarios y la Dominicana, limhan Dominicana. 
sobre la gestión Comraloría General la autonomía 
financiera. de la República. municipal. 

La fiscalización del Ejecutar el 
sindico y tl el Conce- presupuesto por El uso inadecuado Que la propuesta 
jo de Regidores para programa, a fin de de los fondos legal tendiente a 
fiscalizar el cumplí- modernizar los municipales en modificar la ley 17/97 
miento de los planes procedimientos contraposición del no establezca 
de l programa de presupuestarios porcentage estatuido controles adecuados 
invers ión del tradicionales. en la ley 17/97. para el manejo de los 
presupuesto recursos. 

La vigencia de Adecuar la La estructura La falta de capacidad 
disposiciones legales es tructura interna financiera de control de los tesoreros 
que ortorgan de los medios d.e dependiente de un municipales y de 
funciones de fiscalización solo funcionario, el aplicación de 
fiscalización a .interna de los tesorero. sanciones. 
unidades internas ayuntamientos. 
del municipio. 

Una fiscalizac ión Establecer mecanis- N o existe una políti· La no disposición a 
exLerna, a ca rgo de mo director entre el ca adecuada de coor- realizar una 
la Cámara de ayuntamiento y las di nación entre los adecuada 
Cuentas y de la instancias de l sector ayuntamientos y las coordinación del 
Conrraloría General público encargadas instancias del sector Gobierno Central los 
de la República. de la fiscalización. público nacional. ayuntamiemos. 
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FORTALEZAS OPORTUNIDADES DEBILIDADES AMENAZAS 

Un control financie- Establecer crilerios La facultad de poder La parci;Uización de 
ro v administrativo a específicos para intervenir y fisca- las mstancias de con· 
cargo de las insri!U· regular la lizar a los ayunra- trol en perjucw de 
ciooes competentes conrraloría externa mientes con crite ro los ayuntamientos. 
y las vishas de cuando el caso lo de los organismo de 
inspección estable- requiera. conu·ol externos. 
cidas e n la ley. 

l'ropuesta legales Las propuesras La falta de consenso Poca voluntad 
tend ientes a refor- legales sometidas a e ntre las autoridades politica de los 
mar y mode rnizar las la consideración del representacivas del legisladores para la 
leyes or¡;ánicas de Congreso Nacional. Poder Legislativo. promulgación de 
los municipios. leyes. 

Políucas nacionales Compatibilizar las La tradición La centralización 
defin idas en lo que políticas nacionales centralista del sector que otorga la Ley 
respecta a l sistema con las políticas púb lico impide este 17/97. 
financiero del secror locales, tendientes a proceso. 
público nacional. re forzar el sistema 

financiero local. 

Normas y procedí· Normar procedí- La dispersión de las El desorden 
míen tos adoptados y mientos idóneos, normas y ~dministrativo del 
vigentes para regu- que garant icen inde· procedimientos en Concejo de 
lar las finanzas del pende ncia en la ges- diferentes preceptos Regidores. 
sector público tión financiera local. legales. 
nacmnal. 

Instancias creadas Delimitar atribucio· l. a ausencia de vo- Un excesivo control 
para el control finan- nes entre las instan· Juntad hacia la dele- del Gobierno Central 
ciero de las institu· cias que tienen [un- gación de facultades y una escasa 
clOnes centralizadas clones de cont ralor y ent re las instancias capacidad 
del sector público fiscalizador de las fi. del sector público competencia!. 
nacional. nanzas municipales. competentes. 

La existencia de un Fortalecer e l sisrema Leyes impositivas no Que no se legisle una 
sis te ma fin a nciero financiero municipal adecuadas impiden norma j urídica ade· 
municip;U indcnt ifi· a través de la apro· qnc los municipios cuada para el fortal e-
toado en las leyes or- bación de un código no cuente n con una cimiento de la autO· 
gánicas municipales. municipal. est ructura idónea. nomía municipal. 

La condición de El rescare y fonale- Un poder municip;U La dispersión de las 
gobiernos locales de cimiento del poder débil, confuso y normas jurídicas y 
los ayuntamientos loc;U y de la autono- contradictorio en reglamentarias. 
estatuidas constitu· mía municipal. re lación a lo que 
ctonalmenrc. esta blece la ley. 

La sobert~nía dt: los La representatividad l.a ausencia de un La falta de apoyo de 
ayuntamientos a d e los pan idos poli· reglamento de la sindicatura en 
través de la delega- ticos a t ravés del [unciones para el re lac ión a las desi· 
ción de poden::s por Concejo, garami~a el Concejo de dones del Concejo 
e l vo to popular. consenso en la roma Rc~idorcs adecuado. de Regidores. 

de decisiones. 

La personalidad Fiscalización y La a usencia de El rechazo por parte 
jurídica de los control interno de mecanismos legales de la adminisrración 
ayuntamientos, les los ayuntamientos, a que estable-Lean la municipal, hacia e l 
permite poder t ravés de la obligatoriedad de examen 
contr.uar expertos designación de cada cierto úempo presupuestario 
para la reforma del auditores externos. realizar auditorías interno en los 
sistema fi nanciero. externas con ayuntamientos. 

a uditores privados. 
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F'ORTA.LEZAS OPORT UNIDADES DEBILIDADES AMENAZAS 

Los estud ios y Compatibilizar los La dispers ión de los l .a fa lto de interés 
propuestas realiza. estudios y prop u es- estudios y pro- de parte de los 
das por diferentes tas para unificar cri· puestas no permiten funcionarios 
organismos terios tendrentes a la unificación de municipales, hacra la 
internacionales. rortulecer e l sistema criterios. compatibi lización de 

los proyectos. 

El poder normativo La e misión de nor· Las normas y regla- La no disposición de 
de los ayuntarnicn· mas y reglamentos mentas vigentes, no reglamentar normas 
tos, les permite internos garantiza la responden a una que garanticen la 
adoptar reformas desentralización ope- política de descenLTaJización 
internas. rat iva del sistema. descentTalización. municipal. 

La capacidad de La adecuación de la Diferentes estruc· Las ca racterísticas y 
auto-organización est ructura f inanciera !liras de acuerdo al prioridades de Jos 
municipal. inte rna, en la que se tamaño y volumen ayuntamrentos no 

compatibilicen las de las operaciones contemplan refor-
atr ibuciones. financieras de los mar s us estructuras. 

ayuntamientos. 

El poder de decisrón. La voluntad política La poca disposición Los connictos 
hacia la reforma. para la concertación. internos del Concejo 

de Regidores. 

Las fuentes de J.a codificación y el No existe un censo Que el censo para el 
ingresos propios. ce nso del para idenc ificar a los cobro de los tributos 

contribuyente contribuyentes. La sólo sea ap licable a 
municipal. Reforma ley es obsoleta y no los sectores de 
las normas vigentes responde a los menores recursos. 
a r; n de otorgar más nuevos procesos de 
independencia a los re forma. 
ayuntamientos. 

Los normas y pro ce- Tomar la decisión de La existencia de un La no disposición de 
dimientos para e l rescatar la indepen- sistema impositivo transferir impuestos 
uso de las finan~as dencia financiera e n e l que tributos que por s u naturaleza 
municipales, adopta- municipal. que son municipales son municipales. 
dos y reglamentados. ingresan a l tesoro 

público. 

La ' 'Oluntad política La desconcentradón Que no se les Que no se cuente con 
de descentralizar las administrativa otorguen recursos recursos adecuados 
funciones de los terri torial de ~os adecuados a las para la creación de 
ayuntamientos. ayuntamientos. oficinas sectoriales. estas oficinas. 

El consenso de la El apoyo concertado La ausencia de La poca voluntad 
sociedad civil hacia de la sociedad civil mecanismos para para que la 
el fortalecimienc o de hacia el proceso de integrar a la comunidad participe 
los municipios. reforma y sociedad civil a la en la gestión y 

modernización del gestión de los control de los 
municipio. gobiernos loca les. presupuestos 

municipales. 
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CUARTO CAPÍTULO 

MECANISMOS DE CONTROL E INFORMACIÓN 

PARA LA RENDICIÓN DE CUENTAS 

luehsse Mieses 

1. Alcance 

Al tratar de bosquejar lo que podría ser el esquema del 
tema Control, Cámara de Cuentas y Rendición de Cuentas 
desde el punto de vista financiero, no puede uno retraerse 
de pensar que los demás enfoques que serían cubiertos 
desde otros puntos de vista -ético, moral, legal y de 
sociedad- podrían constituir aspectos de mayor interés 
colectivo. 

Esto así, porque las disciplinas relativas a las áreas de 
negocio, no han sido materias que, en nuestro país, han 
gozado de gran relevancia. En el sector privado porque la 
mayoría de las empresas aún siguen siendo cerradas en su 
composición accionaría y en el sector público, porque sólo 
a los políticos o los empresarios parece interesarles, en 
determinadas oportunidades, la suerte y control e infor­
mación sobre las finanzas gubernamentales. 

Sin embargo, el titular de un artículo publicado a 
propósito de la crisis económica asiática indicaba que si 
hubiera existido contabilidad no se hubiera producido la 
crisis. Y es que la contabilidad, con sus principios y reglas, 
en la medida en que se aplican sobre bases uniformes, 
contribuye a presentar una información financiera que 
sirve como control de gestión, así como para una adecuada 
y oportuna toma de decisiones. 

No obstante, no sólo la contabilidad es control interno. 
Una estructura de control interno comprende tres elemen­
tos: el ambiente de control, el sistema de contabilidad o de 
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información gerencial y los procedimientos de control. Los 
controles se establecen porque existen riesgos. Y la natu­
raleza de los riesgos está muy ligada a las actividades que 
se realizan. 

Se dice que la mayoría de la gente es honesta, por lo que 
la causa de la falla en los controles descansa en el sistema de 
control y en la cultura del control. Cuando ocurren fallas se 
considera o que no existía un adecuado sistema de control o 
de información, o que no se ejecutó como se estableció, que 
no fue usado, o que fue vulnerado intencionalmente. 

Cuando se trata del control de fondos públicos, la expe­
riencia ha indicado, además, que a esto hay que agregar la 
vocación y la decisión política de establecer los mecanis­
mos de lucha contra la inobservancia de los controles, que 
en la mayoría de los casos se atribuye como corrupción. 

Cuentan como anécdota que en una empresa estatal en 
la época de la tiranía, la máxima autoridad de esa entidad 
al ver en los estados financieros, como un pasivo una cuen­
ta denominada Reserva para depreciación de activos, 
preguntó: ¿Y a quién se debe eso? Cuando le explicaron 
que era una reserva creada para asegurar fondos para 
reponer los activos en el futuro, respondió que eso ,no era 
necesario y ordenó que hicieran un cheque para eliminar 
ese pasivo. 

Aunque parezca un chiste y cuenten que lo hizo por 
"desconocimiento " al emitirse el cheque a su nombre, de 
ser cierta la anécdota con este manejo contable fueron afec­
tados los recursos del Estado. Es probable que si la "reser­
va" hubiera estado deducida del costo como corresponde, 
esta ocurrencia no se hubiese dado. Ahora es imposible 
saber si la Oficina del Contralor y Auditor General o la Cá­
mara de Cuentas de esa época detectaron y comunicaron es­
ta situación a las instancias correspondientes. 

Sin embargo, partiendo de la consideración de que el 
control hubiese sido ejercido por ambos organismos, está 
claro que la Contraloría y Auditoría General, en el orden 
imperante, informando al Secretario de Estado del Tesoro 
no tenía mayor independencia y que aunque la Cámara de 
Cuentas informara al Presidente de la República y al 
Congreso Nacional, es factible creer que ninguna acción 
fuese tomada. 
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Hace más de cuarenta años de esta ocurrencia y lo pe­

noso es que, por las circunstancias que fueren, los avances 
logrados en materia de control sobre los recursos del Esta­
do, aún no aseguran un ejercicio independiente y e fectivo. 
Las leyes q ue regulan las actividades de control que debe n 
ser ejercidas por estos organismos aún siguen vigentes con 
las mismas bases y los mismos esquemas de dependencia 
que en esa época. No obstante existen, y aún con sus limi­
taciones, son una fuente de control. 

La intención inicial de esta participación en el tema de 
Control, Cámara de Cuentas y Rendición de Cuentas tenía 
como objetivo comentar con cierta profundidad los as­
pectos básicos de control que deben ser considerados en 
un proceso de modernización de l Estado. Esta intención se 
modificó con el resultado de la investigación realizada so­
bre el estado actual de los sistemas de control y rendición 
de cuentas e n el país, así como sobre las acciones que se 
realizan para producir los cambios requeridos. 

El contenido de esta participación estará concentrado 
en comentar las bases que sustentan los mecanismos de 
control existentes, cómo se están e jerciendo dichos con­
troles, qué se está proponiendo modHicar para ajustar las 
bases actuales a las corrientes modernas, qué otros as­
pectos se deben considerar y qué se puede hacer mientras 
se alcanzan las condiciones óptimas. 

Con este apretado resumen de la investigación rea­
lizada, esperamos contribuir al proceso de reformas que se 
aspira alcanzar con la participación de los distintos sec­
tores de la sociedad. 

2. La Constitución y su incidencia como control 
primario del Estado 

2.1 Aspectos generales 

Desde la creación del mundo han existido reglas que 
norman el comportamiento de las sociedades. Las socie­
dades a su vez, agrupadas como naciones o estados, tienen 
su propia ley. Esa ley fundamental de la organización de 
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un Estado, que bien podríamos denominar "el primer con­
trol ", es la Constitución o Carta Magna. 

Es válido, por tanto, iniciar a través del análisis de la 
Constitución cualquier investigación para establecer el mar­
co de re ferencia sobre el cual deben ejecutarse todas las 
acciones de un Estado y cuáles son los estamentos que lo 
conforman y el grado de autoridad y responsabilidad de cada 
uno de ellos. 

El texto de la Constitución de la República Dominicana 
incluye normativas generales que establecen los derechos y 
deberes de los ciudadanos, así como las responsabilidades 
básicas del Estado en relación con los mismos. 

Enunciados de carácter eminentemente social no pue­
den relacionarse de forma directa con actividades econó­
micas específicas. Sin embargo, es obvio que para cumplir 
con esos fines el Estado debe encaminar acciones cuya eje­
cución involucran la obtención y aplicación de recursos 
financieros que deben ser sujetos de control. 

Y en ese contexto la Constitución define los poderes 
del Estado y establece que el Gobierno de la Nación se 
divide en Pode r Legisla tivo, Poder Ejecutivo y Poder Judi­
cial. Estos tres poderes encargados de ejecutar las accio­
nes del Estado son independientes en el ejercicio de sus 
respectivas funciones, sus encargados son responsables y 
no pueden delegar sus atribuciones. Esta división estable­
ce el primer elemento de control, que es la independencia 
de las funciones. 

La revisión de las atribuciones de cada uno de estos 
poderes nos pe rmite seguir los demás puntos de control 
que la propia ley sustantiva incorpora. A los fines de este 
te ma, se identifican los controles relacionados con as­
pectos de incidencia económica y financiera a ser cubier­
tos en la rendición de cuentas. 

2.2 El Poder L egislativo 

De acuerdo con el Título IV, Sección I , Art. 16, el Poder 
Legislativo se e jerce por un Congreso de la República, 
compu esto de un Senado y una Cámara de Diputados. 
Entre las atribuciones del Senado que pueden relacionar se 
con actividades de control con incidencia financiera, se 
encuen tran las siguientes: 
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Art. 18- "Los cargos de Senador y Diputados son in­
compatibles con cualquier otra función o empleo de la 
Administración Pública". 

Este articulo se interpreta como el elemento de control 
destinado a evitar conflictos de intereses y tráfico de in­
fluencias en perjuicio del Estado, sustentados en la cali­
dad que otorgan las posiciones congresionales. 

~or igual se establece en la Sección IT: 

Art. 23, acápite 2- "Elegir los mie mbros de la Cámara de 
Cuentas ". 

Art. 107- Párra fo ll- "Una vez vencido el período para el 
cual fueron designados los miembros de la Cámara de 
Cuentas y el Presidente y demás miembros de la Junta 
Central Electoral, permanecerán en sus cargos hasta 
que el Senado haga las nuevas designaciones para el 
período que se inicie". 

En cuanto a la Cámara de Cuentas (organismo revisor 
que posteriormente se comenta), en este artículo sólo se 
delega en el Senado la elección de los miembros y separa­
damente se definen las acciones a seguir con vista del in­
forme de dicha Cámara. 

Esta elección por parte del Poder Legislativo constitui­
ría un punto básico de control externo, dadas las funciones 
puestas a cargo de la Cámara, como un tribunal superior 
de las cuentas del Estado. Sin embargo, existen argumen­
tos que invalidan en parte el cumplimiento básico de este 
objetivo por la falta de independencia en la elección 
basada en una terna presentada por el Poder Ejecutivo. So­
bre esto se comenta de forma separada. Otro aspecto de 
importancia lo refiere el siguiente acápite: 

Acápite 4- "Conocer de las acusaciones formuladas por 
la Cámara de Diputados contra los funcionarios públicos 
e legidos por un período determinado, por mala conducta 
o faltas graves en el ejercicio de sus funciones. En 
materia de acusación, el Senado no podrá imponer otras 
penas que la destitución del cargo. La persona desti· 
tuida quedará sin embargo sujeta, si hubiere lugar, a ser 
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acusada y juzgada con arreglo a la ley. El Senado no 
podr á destituir a un funcionario sino cuando lo acor­
dare por lo menos el voto de las tres cuartas partes de la 
totalidad de los miembros." 

En relación con las acusaciones formuladas por la Cá­
mara de Diputados contra funcionarios públicos, aunque 
no se define la na turaleza de las faltas graves, es enten­
dible que las mismas pudieran involucrar aspectos relacio­
nados con el manejo de los recursos del Estado. 

Este acápite introduce un elemento de control impor­
tante en cuan to constituye un mecanismo de acción y pe­
nalización en el caso de que la aplicación de los controles 
externos de revisión revelen la ocurrencia de actos reñidos 
con los principios que deb en regir la conducta de los fun­
cionarios públicos. 

Asimismo, susten ta la limitación de una dualidad de 
funciones por parte de los legisladores, por que no es posi­
ble ejercer funciones de juez y que coexista la condición 
de ser parte juzgada. 

Por otro lado, la Sección IV sobre Disposiciones comu­
nes a ambas Cámaras señala un aspecto básico al estable­
cer lo siguiente: 

Art. 29- "el Senado y la Cámara de Diputados celebrarán 
sus sesiones separadamente, excepto cuando se reúnan 
en Asamblea Nacion al" -Párrafo A (entre otros)· "po­
drán también reunirse conjuntamente para recibir el 
mensaje del Presidente de la República y las memorias 
de los Secretarios de Estado, a que se refie re el articulo 
55, inciso 22". 

Es interesante observar que aun cuando este artículo 
SS obliga al Presidente a depositar ante el Congreso 
Nacional, al iniciarse la primera legislatura ordinaria el 27 
de fe brero de cada año, u n mensaje acompañado de las 
memorias de los Secretar ios de Estado en el cual dará 
cuenta de su administración, el Párrafo de referencia no 
establece dicha reunión con junta como obligatoria para 
ambas Cámaras, sino deliberativa al utilizar el término 
"podrán" reunirse conjuntamente. 

En consecuencia, e n ningún momento se establece que 
esta rendición de cuentas por parte del Presidente será su-
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jeto de aprobación o rechazo por parte de las Cámaras en 
esa oportunidad. 

N o es sino en la sección V, Del Congreso en su artículo 
37-2, que indica que son parte de sus a tribuciones: 

• "Aprobar o desaprobar, con vista del informe de la Cá­
mara de Cuentas, el estado de recaudación e inversión 
de las rentas que debe presentarle el Poder Ejecutivo". 

Este artículo es quizás uno d e los aspectos más relevan­
tes del proceso de aplicación de los mecanismos de control 
establecidos en la Constitución, e n razón de que constituye 
el descargo legal que otorga el Poder Legislativo a las 
ejecutorias del Poder Ejecutivo. 

Esta aprobación queda contenida en una resolución 
que es publicada e n la correspondiente Gaceta Oficial. N o 
se tiene conocimiento de que en algún año se haya produ­
cido una decisión del Congreso desaprobando el informe 
sobre las recaudaciones e inversión de las rentas por parte 
del Poder Ejecutivo. 

Es oportuno apuntar que tal como indica el artículo, 
podría interpretarse que el Poder Ejecutivo rinde real­
mente un informe acabado sobre la ejecución del año, lo 
que no es exactamente el caso. En el tema Rendición de 
Cuentas se comenta sobre la forma y contenido de las me­
morias presentadas. 

No obstante, y e n cierta medida, con esta aprobación se 
entiende que el Congreso estaría completando, aunque de 
forma indirecta y a estos fines, exclusivamente desde el 
punto de vista fin anciero, los requerimientos de control 
establecidos en el mismo Art. 37, que se refiere a: 

• 18- "Examinar anualmente todos los actos del Poder 
Ejecutivo y aprobarlos, si son ajustados a la Constitu­
ción y a las leyes." 

Otras atribuciones y responsabilidades del Congreso 
que pueden ser relacionadas con aspectos de carácter eco­
nómico que involucran o ameritan de control, son las 
siguientes: 
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1- Establecer los impuestos o contribuciones gene­
rales y determinar e l modo de su recaudación e in­
versión. 

4- Promover a la conservación y fructificación de los 
bienes nacionales, y a la enajenación de los bienes 
de dominio privado de la Nación, excepto lo que 
disponen el inciso 10 del ar tículo 55 y el artículo 
110. 

12- Votar el Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos 
Públicos, y aprobar o no los gastos extraordinarios 
para los cuales solicite un crédito el Poder E jecu­
tivo. 

13- Autorizar o no empréstitos sobre el crédito de la 
República por medio del Poder Ejecutivo. 

15- Legislar cuanto concierne a la deuda nacional. 

Estas labores tienen como punto de control e l re­
querimiento de la preparación, discusión y aprobación de 
las leyes correspondientes. 

Estos aspectos norman de forma general la actuación 
del Congreso como organismo de control. Cada Cámara 
establece, por tanto, las políticas, procedimientos y meca­
nismos que le aseguren el cumplimiento de las responsabi­
lidades que le han sido asignadas. Las diferentes comi­
siones formadas para el análisis y estudio de los distintos 
asuntos que deben ser tratados, forman parte de estos 
mecanismos de delegación. 

Al ser delineadas estas atribuciones del Congreso de for­
ma general, analizar en qué medida los elementos de control 
requeridos han sido establecidos y cómo funcionan, no es 
tarea de una limi tada investigación. En cuanto a las respon­
sabilidades del Congreso sobre los aspectos de Control, de 
forma extensa nos referiremos en el desarrollo de este tra­
bajo exclusivamente a la Rendición de Cuentas y su relación 
con las actividades e informes de la Cámara de Cuentas. 

2.3 El Poder Ejecutivo 

En cuanto al Título V, Sección I Del Poder Ejecutivo en 
su Art. 49 indica que el Poder Ejecutivo se ejerce por el 
Presidente de la República. La delimitación de sus atri-
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buciones queda mayormente definida en el Art. 55 que en 
lo referente a asuntos que tienen incidencia financiera y 
que, por tanto, forma parte integral de la Rendición de 
Cuentas, y establece lo siguiente: 

"El Presidente de la República es el jefe de la Admi­
nistración Pública correspondiendo entre sus funciones: 

1- Nombrar los Secretarios y Subsecretarios de Estado 
y los demás funcionarios y empleados públicos cuyo 
nombramiento no se atri buya a ningún otro poder u 
organismo autónomo reconocido por esta Consti­
tución o por las leyes, aceptarles sus renuncias y re­
moverlos. 

2- Promulgar y hacer publicar las leyes y resoluciones 
del Congreso Nacional y cuidar de su fiel ejecución. 
Expedir reglamentos, decretos e instrucciones cuan­
do fuere necesario. 

3- Velar por la buena recaudación y fiel inversión de 
las rentas nacionales. 

9- Llenar interinamente las vacantes que ocurran en­
tre los Jueces ... así como los miembros de la Cámara 
de Cuentas, cuando esté en receso el Congreso, con 
la obligación de informar al Senado de dichos nom­
bramientos en la próxima legislatu ra para que éste 
provea los defini tivos. 

10- Celebrar contratos, sometiéndolos a la aprobación 
del Congreso Nacional, cuando contengan disposi­
ciones relativas a la afectación de las rentas nacio­
nales, a la enajenación de inmuebles cuyo valor sea 
mayor de veinte mil pesos oro o al levantamiento de 
empréstitos o cuando estipulen exenciones de im­
puestos en general, de acuerdo con el artículo 110; 
sin tal aprobación en los demás casos. 

22- Depositar ante el Congreso Nacional, al iniciarse la 
primera legislatura ordinaria el 27 de febrero de 
cada año, un mensaje acompañado de las memorias 
de los Secretarios de Estado, en el cual dará cuenta 
de su administración de l año anterior. 

23- Someter al Congreso, durante la segunda legisla­
tura ordinaria, el proyecto de Presupuesto de In­
gresos y Ley de Gastos Públ icos correspondiente al 
año siguiente." 
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Dos aspectos iniciales llaman la atención en estas atri­
buciones. Primero, la facultad de nombra r de manera inte­
rina a los miembros de la Cámara de Cuentas, lo que po­
dría afectar la independencia que debe mantener este or­
ganismo en el e jercicio de sus funciones. 

En segundo lugar, el límite aún vigente de requerir au­
torización para enajenar inmuebles cuyo valor sobrepase 
los RD$20,000, que a la luz del poder adquisitivo actual no 
resul ta significativo y podría constituir un control no efec­
tivo. No obstante, en este último aspecto habría que defi­
nir si el valor de e najenación se refi ere al valor de compra 
o al valor de mercado del inmueble. 

Como un aspecto crucial, es evidente que por las atri­
buciones conferidas por este artículo 55, como jefe de la 
Administración Pública, el Presidente de la República asu­
me todas las responsabilidades en relación con la admi­
nistración del Estado. 

No obstante, en el Título XII Disposiciones Generales 
se establece lo siguiente: 

AJ't. 102 -"Será sancionado con las penas que la ley 
determine, todo aquel, que para su provecho personal, 
sustraiga fondos públicos o prevaleciéndose de sus posi­
ciones dentro de los organismos del Estado, sus depen­
dencias o instituciones autónomas, obtenga provechos 
económicos. Serán igualme nte sancionadas las personas 
que hayan proporcionad o ventajas a sus asociados, fami­
liares, allegados, amigos o relacionados. Nadie podrá ser 
penalmente responsable por el hecho de otro ni en estos 
casos ni en cualquier otro. 

Art. 106- La persona designada para ejercer una función 
pública deberá prestar juramento de respetar la Cons­
titución y las leyes, y de desempeñar fielmente su come­
tido. Este juramento se prestará ante cualquier funcio­
nario u oficial público ". 

Sin pretender entrar en apreciaciones de carácter legal, 
podría considerarse que aun cuando el Presidente tiene la 
facultad de nombrar su equipo de gobierno, la responsa­
bilidad por la actuación de sus miembros recae en cada indi­
viduo; desde luego, siempre y cuando sus actos no hayan sido 
expresamente avalados como máximo ejecutivo de la nación. 
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Y para administrar o proveer las acciones gerenciales de 
planeación, dirección, presupuestación e implantación nece­
sarias, el Poder Ejecutivo requiere de una estructura fun­
cional que le asegure alcanzar los objetivos organizacionales 
y que minimice los riesgos inherentes a la delegación que 
debe realizar en sus subalternos para poder gobernar. 

La Constitución asigna responsabilidades al Poder Eje­
cutivo y no establece normativas específicas acerca de los 
controles con que debe operar, excepto los de obtener la 
aprobación previa del Congreso en materia del Presu­
puesto de Ingresos y Ley de Gastos Públicos y la afecta­
ción de bienes inmuebles, levantar empréstitos o estipular 
exoneraciones de impuestos, entre otras. 

Normativas específicas que debe acatar el Poder Ejecu­
tivo sobre el manejo de los recursos del Estado, se encuen­
tran contenidas en otras leyes, reglamentos o resoluciones 
vigentes, tales como la Ley de Tesorería No. 3893 y la Ley 
de Contabilidad No. 3894, ambas del 9 de agosto de 1954, 
así como la Ley Permanente sobre el Presupuesto de 
Ingresos y Ley de Gastos Públicos del 30 de j ulio de 1937, 
y la Ley Orgán ica de Presupuesto para el Sector Público 
No. 531 del 20 de diciembre de 1969, con sus reglamentos y 
modificaciones posteriores. 

Es, pues, la responsabilidad del Poder Ejecutivo cubrir 
estos requerimientos y establecer, además, los mecanismos 
de control suficientes para asegurar el cumplimiento con los 
mandatos constitucionales, sobre t odo con lo que se refiere a 
velar por la buena recaudación y fiel inversión de las rentas 
nacionales. La determinación de su cumplimiento no es 
objeto de este trabajo de investigación. 

2.4 El Poder judicial 

Este poder, de acuerdo con el Título VI, Sección I , Art. 
63 de la Constitución indica que: 

• "El Poder J udicial se ejerce por la Suprema Corte de 
Justicia y por los demás tribunales del orden judicial 
creados por la Constitución y las leyes. Este poder go­
zará de autonomía administrativa y presupuestaria ". 

El aspecto más significativo relacionado con actividades 
de control en relación cor. el Estado establece que: 
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Art. 67-1 "Conocer en única instancia de las causas 
penales seguidas al Presidente y al Vicepresidente de la 
Repúblíca, a los Senadores, Diputados, Secretarios de 
Estado, Subsecretarios de Estado, jueces de la Suprema 
Corte de Justicia, Procurador General de la República, 
Jueces y Procuradores Generales de las Cortes de Ape· 
!ación, Abogado del Estado ante el Tribunal de Tierras, 
Jueces del Tribunal de Tierras, a los miembros del 
Cuerpo Diplomático, de la Junta Central Electoral, de la 
Cámara de Cuentas y los Jueces del Tribunal Conten­
cioso Tributario: y de la constitucionalidad de las leyes, 
a instancias del Poder Ejecutivo, de uno de los Presi­
dentes de las Cámaras del Congreso Nacional o parte 
interesada." 

Como puede apreciarse, este artículo constituye el punto 
culminante del proceso de control establecido por la Consti­
tución de la República. Y es que los recursos del Estado 
constituyen un patrimonio nacional y, según lo expresa la 
propia Constitución en su artículo 2, "La soberanía nacional 
corresponde al pueblo, de quien emanan todos los poderes 
del Estado, los cuales se e jercen por representación." 

2.5 La Cámara de Cuentas 

La Constitución presenta de manera separ ada el Título 
VII De la Cámara de Cuentas, que establece lo siguiente: 

Art. 78-"Habrá una Cámara de Cuentas permanente 
compuesta de cinco miembros por lo menos, e legidos 
por el Senado de las ternas que presente e l Poder E je­
cutivo. Párrafo- La Cámara de Cuentas tendrá carácter 
principalmente técnico. 

Art. 79- Sus atribuciones serán, además de las que le 
confiere la ley: 

1- Examinar las cuentas generales y particulares de la 
República. 

2- Presentar al Congreso en la primera legislatura ordi­
naria de cada ailo e l informe respecto de las cuentas 
del año anterior. 
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Art. 80- Los miembros de la Cámara de Cuen tas 
durarán cuatro años en funciones. 

Art. 81- Para ser miembro de la Cámara de Cue ntas se 
requiere ser dominicano en el pleno ejercicio de los 
derechos civiles y políticos, h aber cumplido la edad de 
25 a ños y ser doctor o licenciado en Derecho, licenciado 
en Finanzas, o Contador Público Autorizado. La ley de­
terminará las de más condiciones para ser mie mbro de 
dicho organismo." 

Según se ha comentado previamente, la Constitución 
ha previsto la n ecesidad de que exista un organismo que 
controle el poder fiscal del Estado Y'-que actúe en forma 
autónoma, compuesto por miembros que actúen de forma 
libre sin sujeción a otros poderes y que, por tanto, cons­
tituya una instancia judicial propia. 

No obstante, al ser sus miembros elegidos de una terna 
presentada por el Poder Ejecutivo, se limita el ejercicio 
del control que constituye la independencia de sus fun­
ciones. Unos argumentan que la elección por parte del 
Congreso neutraliza el impacto de la selección primaria 
por parte del Poder Ejecutivo. Otros entienden que cuando 
coin ciden las mismas fuer zas en el Poder Legislativo y en 
el Ejecutivo, el control pierde su valor. 

El alcance de las funciones realizadas por la Cámara de 
Cuentas y el grado en que las mismas sirven de apoyo al 
Congreso para cumplir con su responsabilidad de "aprobar o 
desaproba r, con vista del informe de la Cámara de Cuentas, el 
estado de recaudación e inversión de las rentas que debe 
presentarle el Poder Ejecutivo", se comen tan separadamente. 

2.6 Otros aspectos de control sobre los recursos del Estado 

La Constitución establece por igual en el Título "XII Dis­
posiciones Generales", aspectos específicos de control, mayor­
mente e n relación con el manejo del Presupuesto de Ingre­
sos y Ley de Gastos Públicos, como se indican a continuación: 

Art. 113- Ninguna erogación d e fondos públicos será 
válida, si no estuviere autorizada por la ley y ordenada 
por funcio nario competente. 
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Art. 114- Anualmente, en e l mes de abril, se publicará la 
cuenta general de los ingresos y egresos de la República 
hechos en el año anterior. 

Art. 115- Párrafo IV- Cuando por cualquier circuns­
tancia el Congreso cierre la legislatura sin h aber votado 
e l Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos Públicos, 
continuará rigiendo la ley de Gastos Públicos de l año 
an terior. 

Estas y otras disposiciones relativas a usos de los fon­
dos públicos, constituyen aspectos más detallados acerca 
de la aplicación de los controles básicos establecidos y no 
es el objeto de esta investigación determinar en qué medi­
da se aplican en ambos poderes estos articulados. 

Sobre uno de los artículos en particular, el114, no hemos 
tenido conocimiento de que en alguna oportunidad en el 
mes de abril se haya publicado la cuenta general de los 
ingresos y egresos de la República hechos en el año anterior. 
En el tema de rendición de cuentas, más adelante se amplía 
lo relativo a la presentación del informe al Congreso. 

En relación con los demás aspectos, a la luz de los de­
bates que se suscitan con frecu encia en tre el Poder Legis­
lativo y el Poder Ejecutivo, se puede colegir que el control 
se está e jerciendo por las continuas confrontaciones que 
surgen entre ambos poderes. 

Es probable que su origen se encuentre en la forma de 
interpretación y aplicación de las normativas establecidas 
en la Ley de Presupuesto, Ley de Contabilidad y otras que 
se relacionan con el uso de los recursos del Estado. 

3. Organización del sector público dominicano 

3.1. Estructura organizacional del Gobierno Central 

Si resumimos el Organigrama del Sector Público Domi­
nicano (de abril de 1997, último disponible), el cual se 
anexa, nos encontramos con un esquema central a partir 
de la Constitución de la República a la cual están sujetos 
el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial , 
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así como los Organismos Especiales, la Junta Central Elec­
toral y la Cámara de Cuentas. 

El Poder Ejecutivo encabezados por la Presidencia y 
Vicepresidencia de la República, incluye en función de 
asesoría o dependencia: El Consejo Nacional de Desarro­
llo, el Consejo de Gobierno, la Consultoría Jurídica, el Co­
misionado de Justicia, 14 Consejos, 15 Comisiones, 1 
Programa, 26 unidades de Asesoría, 2 Direcciones, S Ofi­
cinas y 2 organismos adicionales. 

Como organismos de supervisión y control: La Contra­
loría General de la República y la Procuraduría General 
de la República . Como organismos de apoyo de gestión se 
encuentran los Secretariados, los cuales deben trazar los 
principios, n ormas y lineamientos para la gestión de los or­
ganismos públicos y como organismos superiores de direc­
ción de la Administr ación Pública, las Secretarías que tie ­
nen la responsabilidad de diseñar y fijar las polít icas del 
sector correspondiente. 

Esta estructura de organización del sector público domi­
nicano, presenta características particulares que han surgi­
do a consecuencia de los diferentes estilos de gobierno. Esto 
ha dado como resultado la conformación de una organiza­
ción compleja, con dualidad de funciones que reducen las 
eficiencias y que no responde a esquemas modernos simpli­
ficados acorde con objetivos y estrategias comunes. 

No constituiría éste el primero de los comentarios acer­
ca de que la estructura del Gobierno Central concentra, 
por demás, en la dependencia directa del Poder Ejecutivo 
oficinas que tienen a su cargo funciones conjuntas de 
ejecución y control en áreas de inversiones significativas. 
Es entendible que una reforma y modernización del Esta­
do estará sensiblemente enfocada en estos aspectos, con­
juntamente con la relativa a los organismos descentraliza­
dos y autónomos. 

3.2 Organismos descentralizados y autónomos 

Dependientes del Poder Ejecutivo se encuentran los 
organismos descentralizados y autónomos con personería ju­
Iidica, los cuales en su mayoría constituyen unidades econó­
micas generadoras de sus propios ingresos, aunque muchas 
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operan con déficits o requieren de las apor taciones corrien­
tes y de capital del gobierno central para su operación. 

En el organigrama de la ONAP, estos organismos res­
ponden a una sectorización de acuerdo con la naturaleza 
de las actividades. Sin embargo, en términos de controles 
es preciso observar que la aplicación de los fondos entre­
gados a estos organismos descentralizados, no autosufi­
cientes, no se refleja e n la presentación de la ejecución 
presupuestaria de acuerdo con la clasificación del gasto o 
inversión realizados. 

Solamente se conocen a través de las publicaciones 
mensuales que realiza ONAPRES, de los montos mensua­
les transferidos a estos organismos. Tampoco se presentan 
consolidados con el Gobierno Central. 

Por igual, con excepción de algunas entidades que por 
otras leyes son requeridas a publicar sus informaciones fi­
nancieras, no se dispone de mayores datos sobre estos or­
ganismos que los incluidos en las Memorias Anuales del 
Presidente, presentadas al Congreso y en el Informe de la 
Cámara de Cuentas, presentado al Senado, ambos de cir­
culación restringida. 

3.3 Comentarios generales sobre la organización gubernamental 

Como puede apreciarse, la estructuración actual del 
sector público dominicano refleja una amplia dispersión 
de sus funciones presenta de forma dispersa las compe­
tencias sectoriales. Una gran cantidad de organismos o 
entidades que podrían depender (de) o colaborar con una 
Secretaría por la naturaleza de sus funciones, responden 
actualmente a otras cuyas atribuciones y responsabilida­
des no les son afines. 

Esta distorsión afecta significativamente en términos 
de medición de la gestión pública, ya que la aplicación de 
fondos de actividades no relacionadas con su sector, no 
permite un análisis apropiado de la ejecución presupues­
taria particular en función del cumplimiento con los 
montos aprobados en la Ley de Gastos Públicos. 

No es el objeto de esta investigación analizar en detalle, 
ni proponer acciones en relación con lo que debe ser la es­
tructura ideal de organización del Estado Dominicano. Esto 
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requeriría de un estudio profundo que ha sido delegado a la 
Comisión que estudia las reformas al Estado. 

El propio Manual de Organización del Gobierno publi­
cado por la Oficina Nacional de Administración y Personal 
e n 1998, reconoce que la función administrativa del Estado 
requiere de cambios para adecuarla a los principios gene­
rales de organización. 

Una estructura de la naturaleza de la actual no favore­
ce el cumplimien to con obje tivos básicos de control que 
aseguren con cierta razonabilidad la definición y el apego 
a las políticas de transparencia y responsabilidad en la 
gestión pública, de economía, eficiencia y efectividad en la 
generación y uso de los recursos públicos, a sí como en la 
calidad de los servicios que se rinden a la sociedad. 

Y esos cambios involucran conceptos legales y jurídicos 
que no pueden ser eliminados de forma administrativa, 
aunque sí de forma administrativa pueden tomarse acciones 
que no dependen de los aspectos legales y jurídicos. 

4. La contabilidad gubernamental y las áreas 
financiera del sector público 

4.1 Definición de responsabilidad sobre la contabilidad 
gubernamental 

Las funciones de administración financiera del Estado, 
sin considerar áreas de planificación económica, así como de 
registro de acuerdo con las leyes vigentes han estado distri­
buidas entre la Oficina Nacional de Presupuesto, la Tesore ría 
Nacional y la Contraloría General de la República. 

Las funciones atribuidas por las leyes que regulan estos 
organismos, así como la forma en q ue actualmente son con­
troladas y registradas las operaciones del sector público, per­
miten ob tener una apreciación a grosso modo de cómo están 
conformados los sistemas de registro contable e información 
en la Administración Financiera del Estado. 
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-En la Tesorería Nacional 

En fecha 9 de agosto de 1954, conjuntamente con la 
Ley de Contabilidad fue promulgada la Ley N o. 3893: Ley 
de Tesorería. Esta ley establece, entre otros, los siguientes 
artículos relacionados con el control de los fondos del 
Estado, incluyendo aspectos de registros e información 
como rendición de cuentas. 

Art. 3. El Tesorero Nacional ... además de los siguientes: 

a) Estará encargado de la fiel custodia, y es guardián legal, 
de todos los fondos públicos, fondos de reserva y depósitos 
especiales, 

b) Recaudará por sí, o ¡por medio de otros funcionarios indi­
cados por la ley, todos los fondos provenientes de rentas 
nacionales y de depósitos, 

e) Depositará en los Bancos designados los fondos prove­
nientes de rentas nacionales y de depósitos, 

d) Previa expedición por el Contralor y Auditor General de la 
República de la orden de pago legalmente otorgada, 
dispondrá de los fondos públicos y de los depósitos espe­
ciales, 

e) Llevará cuenta detallada y exacta de todos los ingresos y 
desembolsos del Gobierno. 

Art . 5. Los pagos que deba realizar el Tesorero Nacional 
se harán mediante la expedición de cheques en favor de 
los interesados. 

-En la Oficina Nacional de Presupuesto 

La Ley Orgánica de Presupuesto para el Sector Público 
No. 531 del 20 de diciembre de 1969, así como los artículos 
20 al 24 de la sección S de la Ley No. 1363 constituyen la 
legislación presupuestaria vigente que abarca todas las 
entidades del Sector Público. 

Esta ley incluye todos los elementos de control relacio­
nados con la elaboración y presentación del presupuesto 
anual de la Nación, así como los aspectos r egulatolios so­
bre las asignaciones y desembolsos de fondos a los que de­
ben sujetarse todas las entidades del sector público. 
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Aparte de la facultad concedida a ONAPRES para esta­
blecer las clasificaciones que a fines presupuestales consi­
de re conveniente, los siguientes artículos son de vital im­
portancia en términos de una definición acerca de los 
sistemas de control y bases de r egistro contable que sigu e 
el Estado Dominicano: 

Art. 6. Los presupuestos deberán comprender e l cálculo 
de todas las entradas probables y de todos los gastos q ue 
presumiblemente se requeri rán durante e l aiio presu­
puestario. En consecuencia, los ingresos y gastos serán 
incluidos íntegramente en dichos presupuestos, sign ifi­
quen o n o un movimiento real de caja, excepto las de­
preciaciones de activos en cuanto a lo de presupuesto de 
gastos se refiere. 

Entre otros, esta ley establece l o siguiente en materia 
de control contable: 

Art. 16. Los organismos comprendidos en este Titulo de­
berán tener en su contabilidad los registros p resup ues­
tarios bajo e l sistema de presupuesto por program as y 
act ividades, los registros de avances físicos y finan­
cieros de cumplimiento de programas, conforme a las 
instrucciones que para tales efectos imparta la Oficina 
Nacional de P resupuesto. 

Art. 47. Todos aquellos organismos que estén ejecutan­
do o comiencen a ejecutar proyectos específicos de 
inversión llevarán registros especiales denomin ados 
"Hojas de Vida de Proyectos" . P árrafo. Corresponde a la 
Oficina Nacional de Presupuesto señalar a cada orga­
nismo la ape r tura y mantenimiento de estos registros, 
como asimismo los estados e informes que sobre ellos 
presentarán a dicha oficina. 

Art . 48. Todos los organismos regidos por este Título de 
la Ley para el control de las apropiaciones que le corres­
ponden, deberán llevar contabil idad de compromisos y 
de asignaciones de fondos, en la for ma que señale la Ofi­
cina Nacional de Presupuesto. 

Podría decirse que este organismo es el que man tiene un 
mayor con trol de las finanzas gubernamentales en términos 
de ingresos y egresos, compromisos asumidos y e jecutados. 
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Otro aspecto de control importante en relación con las 
informaciones acerca de las finanzas del Gobierno Central , 
fue establecido mediante la Ley No. 101 del 31 de di­
ciembre de 1979 con fines de dar continuidad a una prác­
tica seguida por la Oficina Nacional de Presupuesto en 
períodos anteriores para edificar al país sobre la e jecución 
y cumplimiento del Presupuesto General de la Nación. 
Esta ley indica lo siguiente: 

Art. l. "El Director de l a Oficina Nacional de Presu ­
puesto tendrá la obligación de publicar al final del 
ejercicio de cada mes en los primeros 30 días subsi­
guientes, en un d iario de circulación nacional, un de ta­
lle del mon to de los ingresos y los egresos en la forma y 

fines a que se destinaron éstos, durante ese período". 

El análisis de estos requerimientos específicos que he­
mos mencionado permite e stablecer, con apoyo a las infor­
maciones que la Oficina Nacional de Presupuesto publica 
en cumplimiento de esta ley, que existe en este organismo 
toda la información disponible acerca de la e jecución de 
las responsabilidades que l e son atribuidas. 

Cabe destacar, en términos puramente de control conta­
ble, que esta Ley en su articulo 16, establece la obligatorie­
dad de una con tabilidad presupuestaria y aún más, no 
limita, sino más bie n considera la existencia de una contabi­
lidad ajustada a una práctica generalmente aceptada, al 
referirse en el artículo 6 a los ingresos y gastos, signifiquen 
o no un movimiento real de caja, excepto las depreciaciones 
de activos . 

Este comentario sustenta parte de las conclusiones fi­
nales de esta investigación acerca de la duplicidad de fun­
ciones y dispersión de las mismas en relación con lo que 
debería ser la contabilidad gubemamental en el país. 

-En la Contraloría y Auditoría General de la República 

La Ley de Contabilidad Núm. 3894 del 9 de agosto de 
1954 estableció que la Oficina de Contabilidad General pa­
sa a ser denominada Contraloría y Auditoría General de la 
República y en fecha 13 de noviembre de 1970, la Ley 
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Núm. 54 estableció que la Contraloría General estará bajo 
la dependencia directa del Poder Ejecutivo. 

De acuerdo con la Ley 3894, l a Contraloría y Auditoría 
Gene ral además de la Contabilidad General del Estado, 
tendrá a su cargo la inspección contable de todos los 
departamentos del Gobierno, de los Ayuntamientos y de 
los organismos a utónomos que reciban o manejen fondos 
públicos. La Ley define las atribuciones del Contralor y 
Auditor General, establece normas sobre la contabilidad 
de fondos públicos y sus deberes en cuan to a revisión de 
cuentas y reclamaciones. 

Establece, además, consideraciones sobre las autoriza­
ciones de Ordenes de Pago y establece la facultad de Inspec­
ciones Contables, tanto por parte del Contralor y Auditor 
General de cualquier oficina del Gobierno responsable de 
fondos públicos, así como de la Cámara de Cuentas en la 
Contabilidad de las cuentas del Contralor y Auditor General. 

Por la incidencia que tienen estas a tribuciones en el 
contexto de con trol y su posterior relación con la Rendi­
ción de Cuentas y para un mejor análisis de las misma, es 
conveniente incluir los enunciados de la Ley más rele­
vantes a estos fines. 

Algunos artículos de la Ley r elacionados con la Conta­
bilidad indican lo siguiente: 

Art. 4.- El Cont ralor y Auditor General prescribirá los 
formularios, sistemas y procedimientos para la contabi­
lidad administrativa de todos los depar tamentos y de­
pendencias del Gobierno, de las Comunes y otros orga­
nismos similares que manejen fondos públicos o bienes 
nacionales. 

Art. 6.- En la Contraloría y Auditoría General se llevarán 
cuentas presupues tales y propietarias de la República, 
entendiéndose por cuentas presupuestales aquéllas que 
sean necesarias para e l control de los ingresos y e mpleo 
de todos los fondos, apropiaciones y asignaciones; y por 
cuentas propietarias las relacionadas con los bienes, 
obligaciones e inversiones que aumenten o disminuyan 
el activo de la Nación. 

Otros artículos relacionados con revisión de cuentas y 
reclamaciones incluyen, entre otros: 
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Art. 12.- Es deber del Contralor y Auditor General, reci­
bir, examinar, y si proced e, aprobar todas las cuentas 
monetarias del Gobierno, de los Municipios y otros orga­
nismos nacionales o municipales existentes o que pue­
dan ser creados por ley. 

Art. 14.- El Contralor y Audüor General tomará en consi­
deración las pruebas que conforme a los reglamentos 
aprobados por el Poder Ejecutivo se hayan prescrito 
como necesarias 'para satisfacer cualquier cuenta, y a 
tales fines podrá realizar las investigaciones perti­
nen tes en los distintos departamentos, oficinas del Go­
bierno o particulares, pudiendo con este objeto citar y 
oír testigos. 

Art. 15.- Dentro de los primeros 15 días de cada mes 
todas las oficinas públicas, nacionales o municipales re­
caudadoras, depositarias o pagadoras de fondos públi­
cos, deberán rendir a la Contraloría y Auditoría General 
sus cuentas correspondientes al mes anterior. La cuenta 
general de ingresos de la Tesorería Nacional será ren­
dida al Contralor y Auditor Gen eral dentro de los 25 
días después de terminarse el mes. 

En cuanto a la Inspección contable, el artículo siguien­
te establece su objetivo: 

Art. 1.- La Inspección Contable tiene por objeto vigilar, 
por el examen de la actuación administrativa, la co­
rrecta gestión y manejo de los intereses fiscales del 
Gobierno, de los Municipios y de los organismos autó­
nomos que tengan a su cargo el manejo de fondos o bie­
nes públicos. 

Es oportuno observar que estos articulos enfocan el 
examen y la inspección como un mecanismo de contra­
loria, mediante el cual el Contralor y Audi tor General se 
asegura de las operaciones realizadas y de su apropiado 
registro. No se relacionan, por tanto, estas a t ribuciones ba­
jo un concepto de auditoría externa al Poder Ejecutivo. 

Debe notarse que es el 13 de septiembre de 1993, bajo 
decreto Núm. 246-93, que se encarga a la Contraloría Gene­
ral de la República a realizar auditorías en todos los depar­
tamentos de la Administrac.ón Pública e instituciones 
autónomas del Estado. 
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Asimismo, el Reglamento Interno de la institución del 
mes de enero de 1971 amplía sobre asignación de las atri­
buciones a las distin tas unidades orgánicas y a sus respec­
tivos encargados, indicando entre otros pasos más especí­
ficos a realizar en relación con las labores de contabilidad, 
como sigue: 

a) Asentar en tarjetas especiales las apropiaciones, asigna­
ciones, reintegros y desembolsos correspondientes a cada 
símbolo presupuesta! destinado al pago de los sueldos, gas­
tos corrientes y de capital. 

b) Llevar un registro de los contratos en que intervenga el Es­
tado y cualquier entidad pública que representen eroga­
ciones por parte del Gobierno con personas físicas y mora­
les. 

e) Fiscalizar el debido ingreso e inversión de los fondos pú­
blicos de los diversos departamentos de la Administración 
Pública, autónoma o no, del Estado, de los municipios e 
instituciones privadas que reciban o manejen fondos públi­
cos, por medio de las auditorías realizadas en ellas. 

d) Coordinar y dirigir todas las actividades concernientes a la 
elaboración de sistemas, y procedimien tos contables; así 
como los controles internos (formularios), a ser utilizados 
en las instituciones gubernamentales centralizadas y des­
centralizadas, autónomas y organismos que manejen y re­
ciban fondos públicos o bienes nacionales. 

e) Elaborar semestralmente el estado de la deuda pública ha­
ciendo un resumen de cada préstamo del Gobierno Central 
e instituciones autónomas y detallando el movimiento de 
los mismos. 

f) Llevar registro de todos los nombramientos expedidos y 
asen tar los cambios y aumentos que ocurran en las nómi­
nas del sector descentralizado. 

g) Elaborar todos los controles para fines de análisis y prepa­
raciones de cada una de las cuentas propietarias del Es­
tado. 

h) Llevar el control posterior de todos los ingresos y egresos 
de los fondos de los ayuntamientos del país. 

i) Llevar un registro y control de los ingresos y egresos de 
todas las oficinas recaudadoras y no recaudadoras de l 
Estado. 

j) Llevar un registro y control de todos los libramientos y 

asignaciones por concepto de construcción y reparación de 
obras y plantaciones agrícolas del Estado. 
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Ya e n el acápite e) es donde se puntualiza el concepto de 
"fiscalizar ... , por medio de las auditorías realizadas en ellas". 

Por tanto, las funciones actuales asignadas por ley a la 
Contraloría claramente establecen responsabilidades in­
compatibles de acuerdo a su naturaleza, ya que coexisten 
funciones de registro y aprobación previa, con labores de 
fiscalización posterior. A esto se agrega, como se evidencia 
en otros comentarios, que no existe formalmente un enfo­
que integral de contabilidad, lo que limita sensiblemente 
una verdadera función de contraloría. 

Aun con estas limitaciones, es la unidad de apoyo al Po­
der Ejecutivo vigilando el cumplimiento de las políticas 
operativas relacionadas con el área contable o los objetos 
de gastos e inversiones. 

- Comentarios generales 

Puede resumirse que todas estas leyes que norman los as­
pectos de control y manejo fin anciero de los recursos del Es­
tado Dominicano, requieren a estos tres organismos el man­
tenimiento de registros e informaciones de transacciones 
financieras de igual naturaleza y que involucran mayormente 
actividades propias de la función de contabilidad. 

Es entendible que en el período en que fueron promul­
gadas dichas leyes, no existieran los recursos tecnológicos 
actuales y que el cumplimiento de esas funciones requi­
riera de cada entidad agenciarse sus propios mecanismos 
de registro para su control e información posterior. 

En su oportunidad pudieron haber cumplido su come­
tido. Actualmente es atendible que sean obje to de revisión 
y actualización para que constituyan verdaderos instru­
mentos de control gubernamental. 

4.2 Bases de registro actuales y su relación con los principios 
contables 

Todo sistema de conta"bilidad gubernamental debe pro­
veer las bases para el control presupuestario y, en la mayo­
ría de los casos, éste se encuentra integrado como parte 
del sistema contable . 
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En las investigaciones realizadas en las instituciones que 
intervienen en el proceso de presupuestación, control de los 
fondos y registros de los mismos en el sector gubernamental, 
el registro y acumulación de la data en el Gobierno Central 
sigue aún respondiendo a subsistemas independientes dise­
ñados exclusivamente para control de las ejecutorias bajo el 
Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos Públicos. 

Según lo evidencian los informes anuales de e j ecución 
presupuestar ia emitidos, estos subsistemas proveen todos 
los datos requeridos para el control presupuestario y 
rendición de cuentas sobre sus ejecutorias en la base que 
han sido definidos. Sin embargo puede apreciarse que este 
sistema de control presupuestario no responde estricta­
mente a un sistema de contabilidad integral. 

La guía sobre Principios de contabilidad gubernamental 
generalmente aceptados, publicada por HBJ Miller, comenta 
que el control presupuestario es más preciado cuando un 
presupuesto adoptado legalmente es integrado en el sistema 
contable formal de una unidad gubernamental. La inte­
gración del sistema de presupuesto y de contabilidad es refe­
rida como un sistema de contabilidad presupuesta!. 

La contabilidad presupuesta} es sólo una parte del sis­
tema contable. Por tanto, el proceso de control presupues­
tario es más efectivo cuando un sistema de contabilidad 
presupuestaria, incluyendo el uso de cuentas presupues­
tales, es utilizado. 

La práctica actual entra, por demás, en contradicción 
con el Artículo 6 de la Ley de Contabilidad N o. 3894 del 18 
de agosto de 1954, que establece que 

"en la Contraloría y Auditoría General se llevarán las 
cuentas presupuesta les y propie tarias de la República, 
entendiéndose por cuentas presupuestales aquéllas que sean 
necesarias para el control de los ingresos y empleo de todos 
los fondos, apropiaciones y asignaciones; y por cuentas 
propietarias las relacionadas con los bienes, obligaciones e 
inversiones que aumentan o disminuyen el activo de la 
Nación" 

Esta Ley, al r equerir el reconocimiento contable de las 
obligaciones, está definiendo una contabilidad sobre la ba-
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se de acumulación y, consecuentemente, el registro por par­
tida doble. Y más aún, prevé la misma el reconocimiento de 
ingresos no percibidos devengados cuando en el Artículo 11 
establece que "siempre que una cuenta que figure en los li­
bros de la República sea ·finalmente considerada como in­
cobrable, el Contralor y Auditor General ordenará que ésta 
sea descargada de los libros". 

Por tanto, la Ley es clara y precisa, no así su interpre­
tación y aplicación. Un sistema por partida simple o de 
control presupuestario no asegura el ambiente de control 
requerido para un seguimiento adecuado en el manejo de 
fondos públicos, ya que sin estos registros algunas transac­
ciones pueden no ser registradas en su totalidad o en otros 
casos sólo una parte de la transacción es reconocida. 

4.3 Consideraciones generales para adecuarse a la contabilidad 
gubernamental 

La profesión de contaduría susténta la contabilidad 
gubernamental en doce (12) principios básicos y sólo uno 
de ellos se refiere a la presupuestación, el control presu­
puestario y la información presupuestaria. 

El primer principio que gobierna la contabilidad guber­
namental, relacionado con un adecuado sistema contable y 
de información, establece que un sistema de contabilidad 
gubernamental debe hacer posible lo siguiente: 

1) presentar la posición financiera y los resultados de 
las operaciones financieras de los fondos y de los 
grupos de cuentas de las unidades gubernamentales 
de acuerdo con los Principios de Contabilidad Gene­
ralmente Aceptados, incluyendo revelación suficien­
te; y 

2) demostrar y comprobar el cumplimiento con los re­
querimientos contractuales y legales relacionados 
con los aspectos financieros. 

Por los análisis realizados, podría puntualizarse que la 
práctica seguida en el Gobie rno Central no se ajusta al 
concepto de contabilidad presupuesta!, ni está de acuerdo 
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con principios de contabilidad generalmente aceptados 
aplicables al sector que, por dem ás, requieren siste mas de 
contabilidad por fondos (gubernamentales, propietarios y 
fid uciarios), contabilidad de activos fij os y pasivos a largo 
plazo, valu ación de activos fijos y su depreciación. 

Asimismo los principios requiere n del registro de las ope­
raciones sobre la base de lo devengado, es decir el recono­
cimiento de los ingresos cuando los mismos están disponibles 
y son cuantificables (con algunas excepciones) y de gastos en 
el momento en que los mismos son incurridos. 

La práctica gubernamental vigen te, b asada en simple 
control presupuestar io, no está estru cturada para cumplir 
e n su totalidad con estos requisitos básicos de contabilidad 
gubernamental, ni aun con la propia Ley de Con tabilidad. 
Por tanto, pudiera concluirse con que no está cimen tada e n 
un adecuado sistema de con trol interno que provea los me­
canismos n ecesarios p ar a asegurar a sus ciudadanos la me­
jor salvaguarda de sus activos y patrimonio. 

El objetivo de todo gobierno es proveer a los ciudada­
nos el más alto nivel de servicios posible con los recursos 
fina ncieros y requerimien tos legales bajo los cu ales opera, 
cuyos servicios defin e sobre la base de un sistema de pre­
supuestación gubernamen tal. A mayores servicios ofreci­
dos, mayores ingresos y mejores organizaciones son reque­
ridas. 

La creciente complejidad del ambien te gubernamental 
y de mayor información sobre asun tos públicos requieren 
de sistemas contables que ofrezcan una confiable, exacta y 
opor tuna información a los encargados de tomar decisio­
nes. Las re formas propuestas son urgentes . 

5. Re ndición de cuen tas por pa rte del Poder Ejecutivo 

5.1 Publicaciones varias 

Son varios los medios mediante los cu ales el Poder Eje­
cutivo rinde cu entas acerca de las finan zas públicas. 
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-Publicaciones de ONAPRES 

El Poder Ejecutivo, a través de sus organismos, Oficina 
Nacional de Presupuesto, Tesorería Nacional y Contraloría 
General de la República, mantiene en concordancia con 
los requerimientos de sus leyes, anteriormente descritas, 
el control financiero de sus actividades. 

En cumplimiento con el mandato de la Ley No. 101 de 
1969, mensualmente la Oficina Nadonal de Presupues_to 
publica en periódicos de amplia circulación nacional, deta· 
Bes de los Ingresos y Egresos del Gobierno Central. A par· 
tir del año 1998, esta presentación incorporó los montos 
acumulados en cada trimestre y al final del e jercicio. 

Esto incluye un detalle de los ingresos por fondos y 
oficinas recaudadoras, y d e los egresos, en función de la 
clasificación económica de los gastos. Adicionalmente, la 
presentación incluye de forma detallada la aplicación del 
gasto público, aunque en este caso exclusivamente durante 
el mes. 

En lo referente a los Gastos de Capital -para atender 
los requerimientos de inversión- se informan los desem­
bolsos por instituciones específicas, incluyendo en algunos 
casos los beneficiarios directos o por obras contratadas, lo 
relativo a la Oficina Coordinadora y Fiscalizadora de Obras 
del Estado y la Oficina de Ingenieros Supervisores de 
Obras del Estado. 

En los Gastos Corrientes para atender las necesidades 
de funci onamiento de las instituciones, con excepción de 
los Aportes Corrientes que se detallan por instituciones, 
los demás gastos detallan las clasificaciones económicas 
de los mismos. 

Sobre estas publicaciones es oportuno comentar que las 
mismas no responden estrictamente a igual presentación que 
la contenida en el Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos 
Públicos. 

-Publicaciones de oficinas recaudadoras 

Mensualmente, las oficinas recaudadoras de forma di­
recta o a la Secreta:·ía de Estado de Finanzas informan a 
través de los medios de comunicación acerca de los niveles 
de recaudación, en relación con el presupuesto y en com­
paración con el e jercicio anterior. 
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Publicaciones del Banco Central de la República 
Dominicana 

Como parte de sus publicaciones regulares, cada lrimes­
tre el Banco Central presenta el Informe de la Economía Do­
minicana en el cual se presentan dos cuadros demostrativos, 
uno sobre las Operaciones Fiscales del Gobierno Central 
-Flujo de Caja y otro sobre los Ingresos y Gastos del Gobier­
no Central- Financiamiento del Resultado Presupuestario, 
ambos según la metodología del Fl\.fl. 

Estos informes se presentan comparativos cada tr imestre 
y acumulados a la fecha, reflejando las variaciones abso­
lutas y relativas por períodos, así como la participación por­
centual de los ingresos y egresos por tipo en relación al total. 

En el informe, el Banco Central incluye comentarios 
acerca de los cambios de mayor relevancia. Adicionalmente, 
se incluye un cuadro sobre los Depósitos recibidos por con­
cepto de los Diferenciales a los Carburantes para la Cuenta 
"Gobierno Dominicano para el pago de la Deuda Externa". 

Por otro lado, en el Boletín Trimestral del Banco 
Central de la República Dominicana, en la sección CEsta­
dísticas Fiscales 1- Estadísticas del Gobierno Central, se 
incluyen los siguientes cuadros informativos: 

l. Operaciones Fiscales del Gobierno Central-Flujo de 
Caja. 

2. Operaciones Fiscales del Gobierno Central - Finan-
ciamiento del Resultado Presupuestario. 

3. ingresos del Gobierno Central. 
4. Impuestos sobre Mercancías y Servicios. 
5. Ingresos del Gobierno Central según Oficinas Re­

caudadoras. 
6. Gastos del Gobierno Cen~ral -clasificados en gastos 

corrientes y capital. 
7. Gastos del Gobierno Central -clasificación institu­

cional económica. 

Estas informaciones, aunque no están establecidas en 
ninguna ley o reglamento en partieular como parte de la 
rendición de cuentas del Poder Ejecutivo, constituyen una 
fuente valiosa de información sobre el comportamiento de 
las finanzas gubernamentales. 
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5.2 Memorias depositadas por el Presidente ante el Congreso 
Nacional 

-El discurso presidencial 

Cada 27 de Febrero el Presidente de la República com­
parece a nte la reunión conjunta de las cámaras legislativas, 
para dar cumplimiento a lo que estipula el acápite 22 del 
aróculo 55 de la Constitución de la República, que ordena 
depositar un mensaje contentivo de las memorias de las 
distintas secretarías de Estado y de las instituciones des­
centralizadas, por ante el Congreso Nacional y hacer una 
rendición de cuentas de la labor realizada por el Gobierno. 

El discurso del Presidente en el que destaca los aspectos 
más sobresalientes de su gestión -mayormente enfocados e n 
los aspectos de política económica y su incidencia en el cam­
po social y político- es difundido por radio y televisión y su 
texto completo entregado y publicado íntegramente en los 
medios de comunicación del país. 

Esta exposición constituye una herramienta colectiva 
de evaluación de la gestión del Poder Ejecutivo. Especí­
ficamente, en el discurso de este 27 de febrero de 1999, el 
Presidente tocó uno de los aspectos de control más sensi­
bles de la rendición de cuentas, la elección de los integran­
tes de la Cámara de Cuentas. 

Hemos comentado previamente que la elección en base a 
una tema sometida por el Poder Ejecutivo elimina el concep­
to fundamental de independencia. El Presidente refirió que: 
"Para evitar conflictos en el futuro convendría, por ejemplo, 
que los integrantes de la Cámara de Cuentas y de la Junta 
Central Electoral fuesen elegidos por organismos colegiales 
y plurales, como es el caso del Consejo Nacional de la 
Magistratura". Asimismo, "hacer más representativo nuestro 
sistema político estableciendo los distritos electorales y 
creando mecanismos más eficientes de rendición de cuentas 
por parte de los funcionarios". 

Estos planteamientos, vistos como elementos básicos 
de control gubernamental, deben ser tomados como el pun­
to de partida necesario para promover una reforma sustan­
cial en cuanto a separación de poderes se requiere y a 
transparencia en las actuaciones se refiere. 

170 



-Memorias de las secretarias e instituCiones descentralizadas 

Como parte de este proceso de investigación, revisamos 
en la Biblioteca del Congreso las distintas memorias depo­
sitadas en relación con el año 1998. Los documentos refe­
ridos son presentados de forma separada, por secretarías y 
por instituciones descentralizadas. Algunas secretarías, como 
el caso de Salud Pública, presentan memorias separadas. 

Las memorias correspondientes a la Presidencia, con sus 
diferentes consejos, comisiones, asesorías, oficinas y otros 
organismos dependientes, así como con el Secretariado Téc­
nico, la Secretaría de la Presidencia y la Secretaría Admi­
nistrativa con sus demás organismos, constituyen un docu­
mento que consta de 1,154 páginas. 

La revisión de este documento permite tener una rápida 
visión de las actividades realizadas por cada uno de estos 
organismos. El tipo de presentación es particular y no res­
ponde a un criterio uniforme. Algunas cubren la ejecución 
hasta octubre, algunas noviembre y las menos diciembre. 

De igual forma, algunas se limitan a informar sobre 
aspectos cualitativos de la gestión, sin mayor referencia a 
la e jecución financiera, mientras que las menos incluyen 
informaciones financieras de e jecución en comparación 
con el presupuesto aprobado y asignado. 

Aunque la información disponible parecería ser bastan­
te, la misma no es suficiente y la falta de un criterio unifor­
me en la presentación no favorece obtener una visión de 
conjunto, ní una relación apropiada con el punto de re­
ferencia que debe ser el Presupuesto de Ingresos y la Ley 
de Gastos Públicos. 

6. Informe de la Cámara de Cuentas en la rendición de 
cuentas del Poder Ejecutivo 

6 . .J Examen de las Cuentas 

-Base legal 

Según lo establece la Constitución de la República, en 
fecha 2 de diciembre de 1942 fue promulgada la Ley 
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No.130 sobre la Cámara de Cuentas. Esta ley define de 
forma de.tallada las bases sobre las cuales los miembros de 
la Cámara realizarán sus labores. 

Entre los múltiples aspectos que cubre la ley, nos cen­
traremos en aquéllos que revisten mayor importancia en el 
proceso de revisión de las cuentas de la República, para que 
en cumplimiento con las disposiciones del Artículo N o. 79 
de la Constitución de la República, la Cámara de Cuentas 
someta a la consideración del Congreso Nacional su informe 
sobre las mismas. 

La Ley sobre Cámaras de Cuentas establece, en el mar­
co de sus funciones generales, lo siguiente: 

Art. 1.- Además de las atribuciones que corresponden a 
la Cámara de Cuentas por virtud de la Constitución, 
dicho organismo, en materia tributaria, tendrá las 
funciones consultivas, fis,calizadoras y jurisdiccionales 
que se determinan en la presente ley. 

El artículo 79 de la Constitución señala que, además de 
las que le confiere la ley, las atribuciones de la Cámara de 
Cuentas serán: 1-· Examinar las cuentas generales y par­
ticulares de la República y 2- P1·esentar al Congreso en la. 
primera legislatura ordinaria de cada año el informe res­
pecto de las cuentas del año anterior. 

Al establecer mandatos de forma general, la Constitución 
deja en la ley y sus reglamentos particulares, la forma de 
operación del organismo que deberá cumplir con la misión 
encomendada. En relación al marco de acción sobre el Exa­
men de las Cuentas Generales y Particulares de la Repúbli­
ca, el Capítulo II de la Ley establece entre otros, lo siguiente: 

Art. 2.- Compete a la Cámara de Cuentas el conocimien­
to, revisión y aprobación de todas las cuentas generales 
y particulares del Estado, del Distrito de Santo Domin­
go, de las comunes, Juntas de Distritos, establecimientos 
públicos y de las instituciones que reciban subsidios de 
los expresados organismos. 

Art. 3. Dentro de los quince primeros días de cada mes, 
todas las oficinas públicas, nacionales o municipales, 
recaudadoras, depositarias, o pagadoras de fondos públi­
cos, deberán rendir a l Contralor y Auditor General, esta-
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dos de dich as operaciones correspondientes al mes an­
terior, 

Art . 4 .- Después que estas cuen tas sean examinadas y 

aprobadas por e l Cont ralor y Auditor General, dicho 
funcionario deber á remitirlas, con las observaciones que 
sean de lugar, a la Cámara de Cuen tas, la cual procederá 
a su revisión fi nal. 
Párrafo JI- El Tesorero Nacional está obligado a enviar 
diariamen te a la Cámara de Cuentas, un estado de los 
ingresos por fuentes y de los egresos y del estado diario 
de Caja. 
Párrafo ill- El Contralor y Auditor General están obli­
gados a remitir mensualmente a la Cámara de Cuentas 
los estados de contabilidad general del Estado. 

Art. 5.- La Cámara de Cuentas tendrá facultad p ara 
investigar y comprobar en la Auditoría la exactitud y 
legalidad de la con tabilidad que debe llevar dicha 
oficina y para este fin podrá hacerse representar por 
uno o varios de sus miembros, q uienes ten drán libre 
acceso a todos los libros, expedientes y cuentas. 

En caso de que se advierta la irregularidad en la 
gestión del Contralor y Auditor y este Funcionario no pre­
sen te las justificaciones correspondientes, la Cámara de 
Cuentas deberá informar inmediatam ente el asunto al 
Presidente de la República. 

Art. 6.- La Cámara d e Cuentas ejercerá su control sobre 
la gestión que deba realizar el Contralor y Auditor 
General de conformidad con las disposiciones de la Ley 
de Contabilidad. 

Cuando en el uso de esta facultad, la Cámara de Cuen­
tas tuviere dudas acerca de la exactitud o legalidad de una 
cue nta o sobre la regularidad de la gestión del Auditor, 
podrá realizar e n cualquiera oficina pública todas las dili­
gencias que fu eren necesarias para el esclarecimiento de 
la verdad. Estas diligencias podrán consistir en residen ­
cias, inspecciones, in terrogatorios a toda persona cuyo 
testimonio conside re útil para el esclarecimiento de las 
cuentas públicas, inventarios, tanteos de cajas y otras de 
similar naturaleza. 
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Art.7.- En los casos de desaparición de fondos pú-bl icos 
o no recaudación de los mismos, robo, torpes manejos, 
malversación, filtración , ocultamiento, fraude; así como 
en los de irregularidad en las cuentas presentadas a su 
examen, la Cámara de Cuentas, cualquiera que sea la 
naturaleza del hecho, lo denunciará inmediatame nte al 
Secretario de Estado del Tesoro y Comercio, o al Presi­
de nte de la República directamente, si la responsabi­
lidad recayere sobre un alto funcionario, anexando todos 
los documentos que sean de lugar. 

Es importante dar una lectura completa a estos articu­
lados para conocer en su esencia cómo la ley prevé que la 
Cámara cumplirá su función. 

Analizados literalmente los artículos S y 6, parecería 
que el énfasis está dado e n que sólo en los casos en que la 
Cámara tenga dudas sobre las cuentas y la gestión del Con­
tralor, podrá realizar las diligencias que considere de lugar 
en cualquier oficina pública. El Art. 7 complementa el én­
fasis en la función de vigilancia de las labores de la 
Contraloría, así como la Ley de Contabilidad que en su 
capítulo VI sobre Inspecciones Contables indica: 

Art. 24.- La Cámara de Cuentas de la República, además 
de su deber constitucional de examinar las cuentas del 
Gobierno, deberá interven ir en pleno representada por 
el miembro que ella indique, cuantas veces lo creyere 
necesario, pero nunca menos de una vez a l mes, y 
comprobar en la Contraloría y Auditoría General de la 
República la exactitud y legalidad de la contabilidad de 
las cuen tas del Contralor y Auditor General. Para este 
fin tendrá libre acceso a todas las cuentas después que 
éstas hayan sido aprobadas por el Contralor y Audjtor 
General; y en caso de que la acción de este fu ncionario, 
en cualquiera de estas liquidaciones no sea satisfactoria 
para la Cámara de Cuentas, la misma rendirá un infor­
me del asunto al Congreso Nacional y al Presidente de 
La República. 

Este enfoque hacia la Contraloría, entienden los estudio­
sos de la materia que se corresponde con la estructura cen­
tralizada de las instituciones al momento de elaborarse la 
Ley sobre la Cámara de Cuentas. Esta consideración es váli­
da al tomar en cuenta que esta Ley es de 1942 y la Ley de 
Contabilidad, que crea la Contraloría en 1954, es posterior. 
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Por tanto, es entendible que la Cámara actúa en funcio­
nes de auditoría como un control de controles, para verifi­
car que la Contraloría ha cumplido con sus funciones de 
control. Más aún, si se observa que las inspecciones conta­
bles de la Contraloría y Auditoría General no pueden sus­
tentarse como auditorías externas al Poder Ejecutivo, aun­
que en 1993 por decreto se haya encargado a la Contraloría 
de realizar auditorías en todos los departamentos de la 
Administración Pública e instituciones autónomas del 
Estado. 

A diferencia de la Contraloría, la Cámara de Cuentas 
es la designada por la Constitución en su artículo 79 para 
presentar al Congreso, como poder independiente, el infor­
me respecto de las cuentas del año anterior, para con vista 
a ese informe, aprobar o desaprobar el estado de recau­
dación e inversión de las rentas que debe presentarle el 
Poder Ejecutivo. Es, por tanto, la entidad encargada del 
control externo en el Estado. 

Existe otro artículo en la Ley que se refiere al concepto 
de fiscalización (auditoría o control externo) y que limita la 
información a terceros hasta tanto se concluyan las mismas: 

Art.24.- La Cámara de Cuentas deberá rendir al Senado, 
a la Cámara de Diputados y al Presidente de la RepÚ· 
blica los dictámenes que le sean solicitados sobre cues­
tiones financieras. Estos dictámenes no podrán versar 
sobre ninguna cuestión de contabilidad en curso de fis­
calización por la Cámara de Cuentas, sino sobre cues­
tiones abstractas y generales que no tengan relación con 
ninguna persona u oficina pública determinada. Estos 
informes serán rendidos directamente a los organismos 
solicitantes o al Presidente de la República, según los 
casos. 

Por otro lado, los dos artículos siguientes consti tuyen, 
conjuntamente con el Art. 67-1 de la Constitución, el ele­
mento de control previsto para la actuación de la propia 
Cámara de Cuentas, de forma que ninguna persona u orga­
nismo pueda estar por e ncima de l a Ley. 

Art. 36.- Los miembros de la Cámara de Cuentas serán 
responsables ante el Congreso Nacional de su conducta 
y del ejercicio de sus funciones, de acuerdo con la Cons­
titución. En caso de hacerse culpables de crimen o 

175 



delito, serán juzgados por los tribunales ordinarios, sin 
necesidad de suplicatorio o previa destitución o sus­
pensión. 

Art. 37.- El cargo de miembro de la Cámara de Cuentas 
es incompatible con todo ot ro cargo público remunerado 
o que tenga relación con el manejo o contabilidad de 
fondos públicos. 

-Funciones de departamentos de control externo 

De acuerdo con el reglamento interno, la Cámara cuen­
ta entre sus departamentos y unidades administrativas con 
una Dirección de Análisis de Presupuesto y una Dirección 
de Auditoría. 

La Dirección de Análisis de Presupuesto es responsable 
de elaborar el Informe re ferido, y para cum plir su función 
cuenta con analistas encargados de: 

a) fiscal izar los registros contables llevados a cabo por 
la Tesorería Nacion al y la Contraloría General de la 
N ación, con la finalidad de velar porque cada orga­
nismo del Gobierno Central utilice adecuadamente 
los recursos apropiados en la Ley de Gastos Pú­
blicos. 

b) revisar los documentos relativos a los ingresos y de­
sem bolsos (libramie ntos), así como el análisis de la 
ejecución presupuestaria de los organismos del Go­
bierno Central, 

e) verificar hasta qué nivel se han alcanzado los obje­
tivos y metas estimados por los organismos del Esta­
do en la Ley de Gastos Públicos. 

La Dirección de Auditoría establecida en el artículo 31 
del reglamento interno tiene como función: 

a) realizar intervenciones (auditorías) a las diferentes 
instituciones del Estado, tanto del Gobierno Central 
como descentralizadas y Autónomas, para cumplir 
con el mandato de la Constitución y las leyes, en 
cuanto al Examen d e las Cuentas Generales y Part i­
culares de la N ación. 
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6.2 Informe base para aprobar o desaprobar la Rendición de 
Cuentas 

El Capítulo ill de la Ley de Cámara de Cuentas, en re­
lación con el Informe de la Cáma ra de Cuentas al Congreso 
Nacional, establece: 

Art. 10.· El informe general del movimiento de ingresos 
y egresos ocurridos durante cada año que la Cámara de 
Cuentas deberá presentar a l Congreso Nacional, cons­
tará de una primera parte en l a cual se haga el historial 
explicativo de las operaciones, con la opinión de dicho 
organismo y de una segunda parle donde se incluyan los 
estados demostrativos de esas operacion es. 

El informe sometido por la Cámara de Cuentas a los 
Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados sobre 
el año 1998, contentivo de 219 páginas , presenta en su Pri­
mera parte, Mensaje y comentarios de la ejecución del go­
bierno Central, así como comentarios generales sobre la 
auditoría realizadas a las instituciones del estado. En la 
segunda parte, presenta la ejecución presupuestaria de 
las instituciones descentralizadas y autónomas. 

No es el objeto de esta investigación incluir sus resulta­
dos, pero sí presen tar el esquema y alcance de su conte­
nido e incluir algunos aspectos relevantes, los cuales per­
miten conocer el enfoque de las acciones ejecutadas por la 
Cámara de Cuentas. 

PRIMERA PARTE 

1- Ingresos 
1-1 Ingresos recaudados distribuidos por fondos 
a) Estado comparativo entre los ingresos estimados y 

recaudados 
b) Comparación entre los ingresos estimados y re­

caudados por oficinas 
e) Clasificación económica de los ingresos recau­

dados (1996-1998) 
d) Financiamiento del ejercicio fiscal 

2- Gastos 
2-1 Clasificación económica del gasto 
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2-2 Comparativo e ntre e l presupuesto aprobado y el 
asigna do por capítulos y programas 

2-3 Comparativo entre el presupuesto aprobado y el 
asignado por capí tulos (Total de desembolsos) 

2-4 Clasificación económica por capítulos y fondos 
2-5 Comparativo econ onuco de los gastos por 

capítulos (Años 1996-1998). 
2-SA Comparativo económico de los gastos por 

capítulo (Años 1997-1998). 
2-6 Clasificación institucional de los gastos y su 

financiamiento (Total de desembolsos) 
2-6A Clasificación por objetos del gasto y fondos 

(Total de desembolsos) 

Ejecución del Presupuesto Año 1998 por Instituciones 
del Gobiemo Central 

Municipios 3-
-1 Estado demostrativo de los ingresos y egresos de 

los municipios 

4- Supervisiones Diversas 

SEGUNDA PARTE 

5- Instituciones Descentralizadas y Autónomas 
5-A Ejecución presupuestaria institucional de los ingresos. 
5-B E jecución presupuestaria institucional de los gastos 

Esta información presentada en el año 1998 permite a los 
interesados conocer e n cifras el comportamiento de las fi­
nanzas gubernamentales por las distintas clasificaciones de 
los ingresos y los gastos. La inclusión de información adicio­
nal sobre los años 1996 y 1997 enriquece el documento. Los 
comentarios sobre las partidas ejecutadas lo complementan. 

El Informe incluye, además, el cálculo y la aplicación 
del artículo No. 54 sobre el Fondo Especial a disposición 
del Poder Ejecutivo, así como un informe sobre las ope­
raciones del fondo de Solidaridad para la Reconstrucción, 
creado mediante decreto No. 359-98 del Presidente de la 
República . Por otro lado, en términos de ejecución pre" 
supuestaria, cabe destacar del Informe que: 
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"los ingresos estimados para 1998 ascienden a 
RD$38,749,977,579 y los montos recaudados ascen­
dieron a RD$38,621,952,058, aparte de depósitos 
especiales por RD$747,549,442. Los desembolsos 
totales ascendieron a RD$39,120,044,080 exce­
diendo en RD$370,066,501 los montos aprobados. 
En este valor está contenido un excedente de 
RD$4,315,181,845 de la Presidencia de la Repú­
blica, según se indica "transferidos del balance 
libre de ingresos, según el Art. No. 54, Ley 531, del 
Presupuesto Nacional". 

En cuanto a los Ayuntamientos con ingresos superiores 
a RD5.0 millones, el total de ingresos asciende a 
RD$1,050,692,756 y los gastos RD$1,011,361,923, excluyendo 
Santo Domingo no disponible y varios no actualizados a 
diciembre. 

Es interesante la información sobre las instituciones 
descentralizadas, no disponible a través de publicaciones, 
excluyendo a CORDE que se indica no envió su ejecución 
presupuestaria, que los ingresos totales en 1998 ascendieron 
a RD$54,008,128,890, correspondiendo RD$24,271,900,072 a 
ingresos corrientes (a CDE corresponden RD$7.9 millones) y 
RD$29,736,228,818 a ingresos de capital (al Banco de Reser­
vas corresponden RD$18.6 millones). En términos de gastos, 
el total general es de RD$52,409,883,311, correspondiendo 
RD$22,744,050,556 a los corrientes y RD$29,665,832,755. 

En cuanto a la función de auditoría, se refiere que 
fueron auditadas 17 instituciones, cubriendo mayormente 
los períodos enero 1996-diciembre 1997 y se incluyen 
solamente los informes relativos a 8 de estas instituciones, 
donde se presentan las observaciones identificadas por 
áreas específicas. 

Con algunas observaciones y limitaciones presentadas 
en el informe del Presidente de la Cámara, se indica que 
"las atribuciones conferidas por la Constitución y las leyes 
han sido debidamente cumplidas y que los documentos, es­
tados y comprobantes sometidos al análisis y ponderación 
de este organismo han sido exhaustivamente examinados". 
No obstante , el informe en su conjunto, aunque contiene 
informaciones financieras básicas, no tiene el beneficio de 
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combinar su ejecución con el cumplimiento de las metas 
cualitativas. 

Por tanto, no cumple con el requisito de su reglamento in­
terno de verificar hasta qué nivel se han alcanzado los obje­
tivos y metas estimados por los organismos del Estado en la 
Ley de Gastos Públicos, ni qué tan efectiva y eficientemente 
el Poder Ejecutivo recaudó e invirtió los recursos del Estado 
en cumplimiento con todas las leyes que le son relativas. 

Por otro lado, de acuerdo con el Art. 11 de la ley de la 
Cámara de Cuentas, en cumplimiento del artículo 92 de la 
Constitución, la Cámara publicará en el mes de abril de 
cada año el informe que hubiere presentado al Congreso, 
de la cuenta general de los ingresos y egresos de la Repú­
blica hechos en el año anterior. 

Este Informe sobre el año 1998 se encuentra bajo estu­
dio de las comision es designadas por el Senado, que de 
acuerdo con las publicaciones periodísticas estudian la po­
sibilidad de someterlo a vistas públicas. Observamos en el 
archivo del Congreso de la República que el informe de la 
Cámara de Cuentas sobre el año 1997 fue aprobado por el 
Congreso el 24 de julio de 1998 y promulgado el 18 de 
agosto de 1998 según la resolución/ ley 372-98. 

6.3 Limitaciones para el cumplimiento de sus funciones 
y sus efectos 

Para poder formarnos una idea acerca de las activi­
dades realizadas por la Cámara de Cuentas y las condi­
ciones bajo las cuales opera, visitamos las instalaciones fí­
sicas, no~ entrevistamos con parte del personal clave en la 
ejecución de las funciones definidas para el examen de las 
Cuentas generales y particulares de la República, así como 
de la preparación y presentación del Informe al Congreso. 

Pudimos apreciar a simple vista cómo se desarrolla el 
proceso de evaluación primaria de los documentos remiti­
dos para su revisión y las precariedades con que opera, en 
términos de recursos tecnológicos, material gastable, me­
dios de transporte, ambiente físico de trabajo y facilidades 
de archivo de los documentos. 

Este organismo, sobre el cual descansa la responsabilidad 
de examinar las cuentas generales y particulares de la Repú-
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blica y de someter el informe en el cual se basará el Con­
greso para aprobar o desaprobar el estado de recaudación e 
inversión de las rentas que debe presentarle el Poder Ejecu­
tivo, cuenta apenas con una sola computadora personal, ma­
yormente utilizada para la preparación de informes y con 
personal limitado para llevar a cabo su fundón en alrededor 
de 500 instituciones sujetas al control externo por parte de 
la Cámara de Cuentas. 

Las informaciones financieras que se incluyen en el 
Informe en cuanto al Gobierno Central deben ser compiladas 
en base a los informes mensuales que se reciben de la Ofi­
cina Nacional de Presupuesto, de Tesorería y de la Contra­
loría General, así como los de las instituciones descentra­
lizadas y autónomas que se reciben separadamente. Los 
documentos e informaciones no son recibidos en su oportu­
nidad, ni en todos los casos completos, lo que dificulta la 
labor de análisis y control presupuestario. 

El Informe de Diagnóstico sobre las condiciones de la 
Cámara de Cuentas realizado en marzo de 1998 a iniciati­
vas del Congreso, en su Programa de Modernización, así 
como los propios informes de la Cámara de 1997 y 1998 dan 
cuenta de las limitaciones de recursos de todo tipo de que 
adolece la institución para el cumplimiento de sus deberes. 

De acuerdo con la Constitución, este organismo consti­
tuye uno de los pilares fundamentales del Control Guber­
namental y como tal debe contar con todas las herramien­
tas de apoyo necesarias para ejercer sus funciones. La 
falta de recursos y de absoluta independencia, limitan el 
cumplimiento de sus funciones y coloca a los responsables 
de su ejecución en una difícil posición al requerirse, bajo 
estas circunstancias, emitir una opinión sobre las Cuentas 
Generales y Particulares de la República. 

Esta condición priva, además, a los ciudadanos de una 
garantía razonable de que los recursos del Estado estén 
siendo apropiadamente recaudados e invertidos, y al Poder 
Ejecutivo de una fuente adicional de control que le per­
mita minimizar los riesgos de corrupción y asegurarse una 
gestión pública eficiente y transparen te. 
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7. Acciones tomadas sobre reformas y modernización 
del Estado 

7.1 Reconocimiento de la necesidad de cambios 

En cada período constitucional, los distintos gobiernos 
que han tenido a su cargo la conducción de la adminis­
tración pública, han tomado acciones en mayor o menor 
medida con miras a adecuar las estructuras y sistemas en 
el Estado que permitan al Poder Ejecutivo contar con los 
mecanismos de control adecuados que aseguren la eficien­
cia y efectividad de la gestión pública. 

En las distintas publicaciones oficiales de cualquier año 
se encuentran reflexiones sobre la necesidad de racionalizar 
y modernizar la Administración Pública. Se reconoce que los 
sistemas y procedimientos se han establecido de manera 
empírica, al paso del tiempo y que requieren de evaluación. 

En cuanto al sistema de contabilidad pública se reco­
noce que los proyectos de reforma deben orientarse hacia 
el establecimiento de una contabilidad analítica que per­
mita conocer el costo y el rendimiento de la actividad ad­
ministrativa como con dición para que el presupuesto por 
programas pueda alcanzar sus verdaderos objetivos. 

Según hemos investigado, son variados los esfuerzos que 
se han realizado en el tiempo con miras a lograr estos obje­
tivos. No obstante, los mismos han sido sectorizados y/o han 
rendido frutos parciales, pero no han respondido nece­
sariamente a un esquema de redefinición en el contexto de 
una reforma integral de toda la administración pública. 

No es el objeto de este trabajo rastrear todas las accio­
nes posibles que en materia de reforma y modernización 
del Estado se han ido sucediendo en el tiempo. No obs­
tante, acciones de esta naturaleza en la administración 
pública conllevan como punto de partida, una redefinición 
de los principios, normas y lineamientos generales que 
fundamenten su organización y funciones. 

Además, deben contemplar una actualización y simpli­
ficación de las bases legales que sustentan las funciones y 
atribuciones de las distintas dependencias del Estado, cu­
yas leyes orgánicas las facultan a realizar determinadas 
tareas en el marco de la administración pública. 
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Como el objetivo de este trabajo es analizar qué se reali­
za en apoyo a reformas y modernización del Estado, que con­
lleven, a su vez, a mejoras en los sistemas y procedimientos 
de control de los recursos del Estado y de los mecanismos de 
rendición de Cuentas a los ciudadanos, nos referiremos a lo 
que en estos aspectos acontece en la actualidad. 

7.2 Acciones de cambios en proceso -Poder· Ejecutivo 

-Reformas de la Administración Pública 

El desarr ollo de esta limitada investigación ha eviden­
ciado que se requiere de mejoras significativas en las dis­
tintas áreas relacionada con el Control y el Registro de las 
Actividades del Estado para una efectiva Rendición de 
Cuentas. Es obvio esperar, por tanto, que puedan ser pre­
sentadas propuestas en apoyo de este objetivo. 

No obstante, antes de adelantar juicios al respecto, 
completarnos una investigación acerca de los alcances de 
las responsabilidades delegadas por el Presidente de la 
República en octubre de 1996, mediante el Decreto N o. 
484-96, con la creación de la Comisión Presidencial para la 
Reforma y Modernización del Estado. Esta comisión está 
constituida por una numerosa representación de todos los 
organismos gubernamentales y no gubernamentales de 
amplia incidencia social. 

En sus diferentes Informes de Gestión relacionados con 
la Reforma y Modernización de la Administración Pública, 
identificamos que las áreas de trabajo a ser cubiertas son 
la reforma administrativa, de recursos humanos, desarrollo 
sostenible y tecnología e inh·aestructura de la información. 

El área de reforma administrativa que tiene la mayor in­
cidencia en los alcances de esta investigación, tiene como 
objetivo general diseñar un modelo de gestión administra­
tiva descentralizado y trans-sectorial enfocado al ciudadano. 
Pudimos constatar que los objetivos específicos planteados 
están enfocados hacia modelos que permitan una medición 
de la eficiencia y efectividad de la gestión pública. 

Entre los proyectos abordados se incluyen, entre otros, 
la reestructuración orgánica de la Administración Pública, 
la elaboración de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública y el Sistema Integrado de Gestión Financiera. 
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-Reformas específicas de la administración financiera 

Mediante Decreto 581-96, fue creada la Comisión Téc­
nica Interinstitucional para diseñar un Programa de Refor­
ma Financiera que defina un modelo de sistema de admi­
nistración financiera que coadyuve a una gestión carac­
terizada por la eficiencia, la eficacia y la transparencia. 

Mediante el Decreto 468-97, el Presidente amplía las 
facultades de dicha Comisión a fin de darle la responsa­
bilidad de la ejecución, coordinación y supervisión general 
del Programa de Administración Financiera Integrada a 
ser financiado mediante el Convenio de Préstamo de 
Cooperación Técnica No. 1093/0C-DR, suscrito por el Esta­
do Dominicano con el Banco Interamericano de Desarrollo 
el 18 de julio de 1998. 

El costo total del Programa se estima en unos US$12 mi­
llones, de los cuales serán financiados por el Banco hasta un 
monto de US$10,300,000, US$950,000 serán aportados por 
el Estado como contrapartida y US$750,000 constituyen la 
contribución de la cooperación técnica no reembolsable 
ATN/]F-5893-DR. Este Convenio de Préstamo está pendien­
te de ratificación por parte del Congreso de la República. 

Según el Boletín 5, Conversatorios de la Reforma- Las 
Reformas de la Administración Financiera, del 26 de a bril 
de 1998, para llevar a cabo esta reforma en los diferentes 
componentes que forman parte de la Administración 
Financiera del Estado, se ha diseñado un Sistema Integral 
de Gestión Financiera (SIGEF), que cubre cambios en Pro­
gramación y Presupuesto, Tesorería. Crédito Público, Con­
tabilidad y Control Interno. 

Los alcances detallados acerca de estas reformas pre­
vistas como resultado de la asistencia técnica realizada por 
consultores externos, se incluyen en el referido Boletín. 
Algunas de estas reformas ya se encuentran con cierto 
grado de avance bajo el Programa de Administración 
Financiera Integrada: 

-Creación de la Dirección General de Contabilidad - Como 
parte de las labores ejecutadas por esta Comisión bajo el 
marco de estas reformas, se sometió al Congreso un 
anteproyecto de Ley que crea la Dirección General de 
Contabilidad, que funcionará bajo la d ¡,~end0ncia de la 
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Secretaría de Estado de Finanzas y tendrá a su cargo el 
Sistema de Contabilidad Pública Nacional. 

Este anteproyecto, ya conocido y modificado en l a Cá­
mara Baja, incorpora modificaciones sustanciales al separar 
de la Contraloría las funciones de contabilidad, al definir el 
sistema sobre la base de principios de aceptación general 
para el sector público y establecer normativas que aseguren 
la acumulación y presentación de información financiera 
consolidada del sector. Está pendiente su conocimiento y 
aprobación por parte del Senado. 

-Reformas a la Ley de Presupuesto - Actualmente se en­
cuentran bajo estudio del Poder Ejecutivo las reformas 
sustantivas contenidas en el anteproyecto de Ley Orgánica 
de Presupuesto para el sector público que vendría a de­
rogar l a Ley 531 y otras disposiciones vigen tes. 

Con las reformas introducidas, me diante el indicado 
Anteproyecto de Ley, se busca hacer más eficiente y trans­
parente el proceso de programación, ejecución y evalua­
ción presupuestaria; y se eliminan aquellas disposiciones 
legales que fac ilitan la distorsión del presupuesto durante 
el proceso de ejecución. Entre los elementos de mayor im­
portancia se busca incorporar el Presupuesto Consolidado 
de todo el sector público. 

Reformas a la Ley de Tesorería - Actualmente el Progra­
ma se encuentra elaborando las modificaciones a esta ley y 
se espera que la misma haya concluido al término de este 
mes. 

Reformas a la Ley de Contabilidad - Se espera que el pro­
yecto de modificación esté completado a finales de 1999. 

Reformas a los Sistemas de Información- El programa se 
encuentra en l a fase de diseño para integrar los sistemas 
informáticos de l a Oficina Nacional de Presupuesto, la 
Tesorería Nacional y la Contraloría General de la Repú­
blica, con miras a eliminar la duplicidad de esfuerzos y 
riesgos de errores en los registros. 

Otras iniciativas relacionadas con aspectos de Control, 
están contenidas en el Plan Estr atégico N aciona1 de Pre­
vención de la Corrupción y, como parte de un programa de 
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lu cha contra la corrupción administrativa, fuer on enviados 
al Senado de la República cinco Proyectos de Ley: 

a) la adopción del Código de Ética del Servidor Pú­
blico, 

b) la modificación del régimen de Declaración Jurada 
de Bien es, 

e) modificaciones para e ndw-ecer las sanciones pre­
vistas en manifestaciones de corrupción, 

d) sobre lavado de Activos provenientes de Activi­
dades Criminales, 

e ) un Proyecto de Ley Tipificando y Sancionando el 
Crimen de Soborno Transnacional. 

7.3 Acciones de cambios en proceso -Poder Legislativo 

Proyecto de Reforma Institucional y Modernización 
del Congreso 

En fecha 7 de noviembre de 1996, los Presidentes del 
Senado y de la Cámara de Diputados suscribieron con e-l 
Banco Interamerican o de Desarrollo el Convenio de Coo­
peración Técnica No Reembolsable No. ATN/SF- 53131- DR 
con el objeto de apoyar al Programa de Modernización del 
Con greso Nacional. El costo total del Programa es de 
US$565,000, de los cuales US$490,000 constituyen el finan­
ciamiento y US$90,000 la contrapartida del Estado. 

El Programa ser á ejecutado por intermedio de la Comi­
sión Bicameral de Desarr ollo Institucional y Moderni· 
zación y para su ejecución p or decisión de la Comisión, se 
creó la Dirección Ejecutiva de la Comisión Bicameral como 
órgano operativo encargado de e jecutar los componentes 
previstos en el Programa. 

El objetivo del Programa es: aumentar la viabilidad, 
aceptación y eficiencia de futuras reformas e inversiones a 
ser realizadas por el Poder Legislativo mediante: 1) apoyo 
técnico a la Comisión Bicameral en la revisión, el desa­
rrollo y la formulación detallada del Programa de Moder­
nización del Congreso Nacional ; y 2) impla ntación de un 
componente de apoyo inme diato a la función legislativa a 
través de un programa de apoyo en las áreas de Comisio-
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nes del Congreso, estaciones de trámite y unidades de in­
formación y archivo. 

Como una inicia tiva de la Comisión Bícameral, se inser­
taría en este Programa un Subprograma de Control Externo 
o "Fiscalización", a fin de que se logre el fortalecimiento del 
control externo a cargo de la Cámara de Cuentas. Esto 
conlleva establecer los mecanismos necesarios de relación 
entre el Congreso Nacional y la Cámara de Cuentas, imple­
mentar un sistema de información para dar soporte a sus 
funciones, así como mecanismos de transmisión de datos 
entre ambos organismos. 

Dentro de ese marco de acción, fue realizado un diag­
nóstico acerca de las leyes que regulan el funcionamiento 
de la Cámara, su reglamento interno y la forma de ejecu­
ción de las diferentes funciones a su cargo. 

Su resultado define las acciones recomendadas en rela­
ción con preparar un proyecto de reformas constitu ­
cionales destinadas a fortalecer su independencia, elabo­
rar una nueva ley bajo nuevos conceptos de control , elabo­
rar un reglam ento orgánico, capacitar al personal y pro­
veer los recursos de ubicación física y tecnológicos que 
demanda para el cumplimiento de sus funciones. 

El proceso de negociación de los términos del finan­
ciamiento para la e jecución del Programa con el Banco 
Interamericano de Desarrollo, está en proceso y queda por 
completar la designación de los representantes Bicamera­
les correspondientes. 

8. Consideraciones finales sobre controles y rendición de 
cuentas en el sector público 

El tema sobre los controles es uno de los aspectos de 
mayor incidencia en la organización de cualquier entidad, 
sea ésta privada o gubernamental. El ContTol Interno 
p uede sign ificar diferentes cosas a diferentes personas. 
Reconociendo la gravedad de los problemas de control en 
el sector privado, la Comisión Nacional sobre Información 
Financiera Fraudulenta en los Estados Unidos, formó en 
1987 un Comité de Organizacion es Patrocinadoras (Com­
mittee of Sponsoring Organizations -COSO) para integrar y 
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reconciliar el conflicto e n tre los conceptos de control 
interno en un marco de referen cia común. 

"El COSO definió Controles Intern os como: Un proce­
so, efectuado por e l Consejo de Directores de una entidad, 
la gerencia y otro personal designado para proveer segu­
ridad razonable en relación con el alcance de los objetivos 
en las siguientes categorías: 

• Efectividad y eficiencia en las operaciones 
• Confiabilidad en la información financiera 
• Cumplimiento con las leyes y regulaciones aplica­

bles". 

Para hacer esta de finición aplicable al Gobierno, basta 
con sustituir "Consejo de Directores" por "Autoridades 
Elegidas". Este marco de referencia provisto por el infor­
me del COSO, además de asistir a las gerencias, faci lita a 
los legisladores y reguladores el aumentar sus conoci­
mientos sobre los controles internos, su s beneficios y sus 
limitaciones. Como el control interno es un proceso, su 
efectividad es una condición del proceso, en uno o más 
puntos en el tiempo. 

Este informe describe e l Control Interno compuesto de 
cinco componentes in terrelacionados: el ambiente de con­
trol , la evaluación del riesgo, las actividades de control, la 
información y comunicación, y el monitoreo. N o se pre ten­
de con estos comentarios abordar de forma extensa qué sig­
nifican los controles, pero es importante que este marco de 
referencia sea comprendido para apreciar las ventajas de 
su aplicación, sobre todo en el ambiente guberna mental . 

El ambiente de control es el fundame nto de los demás 
componentes, proveyendo la disciplina y la estructura. In­
cluye los conceptos de in tegridad y valores éticos, compro­
miso de competencias del personal ; la filosofía de la 
administración y los es tilos de operación; las políticas y 
prácticas sobre r ecursos humanos y la forma en que la 
administración asign a la autoridad y las responsabilidades; 
y la atención y dirección provista por grupos indepen­
dientes a la admini stración. 

La evaluación del riesgo es la iden tificación y el análisis 
de los riesgos internos y externos relevantes para alcanzar 
con éxitos los obje tivos, formando una base para detetminar 
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cómo debe administrarse el riesgo. Y una preconclición para 
evaluar el riesgo es el establecimiento de objetivos rela­
cionados a los diferentes niveles e internamente uniformes. 
Todos los procesos en una organización deben estar sujetos a 
algún nivel de evaluación del riesgo. Una evaluación com­
pre nsiva del riesgo es crítica cuando se está ante un proceso 
de cambios. 

Las actividades de control son las políticas y los procedi­
mientos que ayudan a asegurar que se cumplen con las direc­
trices de la administración que controlan y reducen el riesgo, 
así como los procedimiemos para llevar a cabo esas políticas. 
Ellas incluyen un rango de actividades tan diversas como 
aprobaciones, autorizaciones, verificaciones y reconciliacio­
nes; revisión de la ejecución operacional, controles físicos de 
salvaguarda de los activos; y el no menos importante, la divi­
sión y segregación de funciones para reducir el riesgo de error, 
fraude y cualquier otra acción inapropiada. 

Las actividades de Información y Comunicación se rela­
cionan con la identificación, captación y comunicación de 
la información que producen los sistemas, en una forma y 
una oportunidad que permitan a las personas cumplir con 
sus responsabilidades y el control de la entidad. 

El monitoreo es un proceso de evaluación continua de la 
calidad de los sistemas en ejecución, para asegurar que los 
sistemas de control interno siguen siendo apropiados y efec­
tivos, dados los requerimientos de cambios. Este monitoreo 
puede ser efectuado en el curso de las operaciones o de for­
ma selectiva, dependiendo el alcance de esta última de la 
evaluación de los riesgos y de la efectividad de los manito­
reos continuos. Este componente debe concluir informando 
las deficiencias en los controles a los responsables apropia­
dos de tomar las acciones correctivas de lugar. 

El limitado proceso de investigación seguido para cono­
cer los mecanismos de control e información vigentes para 
la rendición de cuentas, identifica claramente que en las 
atribuciones del Contralor y Auditor General del país des­
cansa la responsabilidad del control en el Estado, con­
juntamente con las funciones de contabilidad y auditoría. 

Varios autores de temas sobre contabilidad guberna­
mental, entre ellos John Miller y Shawn Warren, coinciden 
en indicar que cuando los gobiernos eran simplistas y no 
proveían tantos servicios como hoy día, había menos ten-

189 



dencia a la centralización. La función financiera estaba típi­
camente dividida entre varios individuos. Según los gobier­
nos se han vuelto más complejos, ha crecido la necesidad 
de una fuerte gerencia profesional y la centralización de 
autoridad y responsabilidad. (Al referirse a gobiernos se 
trata de gobiernos locales, estatales y federales en los Esta­
dos Unidos, con autonomías financieras propias). 

En ese sentido, el contralor o director financiero es el 
responsable de mantener los registros financieros y prepa­
rar los informes financieros, asistiendo al Ejecutivo del 
gobierno (que corresponda) en la preparación del presu­
puesto, ejecutando funciones de tesorería, tales como 
recaudación de ingresos, administrando el efectivo, las 
inversiones y las deudas; y supervisando la evaluación de 
la función impositiva. Otras funciones que pueden infor­
mar al director de finanzas son las compras, el procesa­
miento de datos y la administración de personal. 

Cada vez más los gobiernos están haciendo uso de los 
procesos de auditoría interna. En el pasado el énfasis de 
los auditores internos gubernamentales era la preaudi · 
toría, o sea, revisar facturas y otros documentos durante el 
procesamiento para verificar la exactitud y la propiedad. 
Hoy día esta función de preauditoría es responsabilidad de 
los departamentos que procesan la transacción y las fun­
ciones de auditoría interna están enfocadas a conducir 
revisiones que aseguren la confiabilidad de la data y la 
salvaguarda de los activos, participando más en auditorías 
de ejecución (revisando la eficiencia y la efectividad de las 
operaciones gubernamentales). 

Aunque operativamente la Contraloría ha delimitado y 
ampliado las funciones de auditoría interna y se mantiene 
una separación con las labores contables, bajo el marco de 
la ley vigente, asume estas responsabilidades. No significa 
esto que el Poder Ejecutivo deba prescindir de la función 
de auditoría interna. Por e l contrario, debe fortalecerla ba­
jo un concepto de interacción con los departamentos de 
auditoría interna de cada una de las instituciones públi­
cas, para hacer más eficiente y efectiva su labor. 

No obstante, la Constitución establece la Cámara de 
Cuentas como un mecanismo de control externo con su de­
ber de informar al Congreso sobre las Cuentas del Estado y 
la Ley de Cámaras de Cuentas y de Contabilidad, como un 
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control interno adicional sobre las Cuentas y la gestión del 
Conrralor, posiblemente como una necesidad de limitar el 
poder de aprobación que se había asign ado a esta posición. 

En el Estado, los ciudadanos delegan su administración 
en el Poder Ejecutivo y en el Poder Legislativo, reun idos 
en Asamblea, el aprobar o desaprobar, con vista del infor­
me de la Cámara de Cuen tas, el estado de recaudación e 
inversión de las rentas que debe presentarle el Poder Eje­
cutivo (éste incluye todas las instituciones del Estado). De 
aquí la importancia de la Cámara de Cuentas como orga­
nismo de revisión independi ente. 

Y este proceso de rendición de cuentas, aunque es cum­
plido tanto por el Poder Ejecutivo como por la Cámara de 
Cuentas, está sensiblemente afectado por las contradic­
ciones en los alcances de las leyes vigentes, por las limita­
ciones en los sistemas de información y bases de registro 
contables-financieros vigentes, por la falta de segregación de 
funciones y por las restricciones tecnológicas, de enfoques y 
de recursos humanos presen tadas. 

Sería aventurado y un ejercicio no serio, cubrir desde 
fuera y en una limitada investigación, todo el espectro de 
controles que involucra un Estado, con sus múltiples ins­
t ituciones, funciones, procesos y actividades. Emitir juicios 
bien fundamentados sería tarea de todos aquéllos que han 
participado y/ o parlicipan e n el estudio y gestión del Esta­
do, su organización y sus controles; así como por los 
expertos de distin tas disciplinas, designados por el Poder 
Ejecutivo con la difícil tarea de reformar y modernizar el 
Estado, desde una óptica más amplia que la de sólo contro­
les inte rnos. 

No obstante, toda investigación debe concluir con un 
resultado, aunque el mismo esté por igual limitado por el 
marco de acción en que se desar rolla. Nuestra contribución 
será por tanto, introducir en el estudio de los responsables 
de establecer los mecanismos de control en este proceso 
de mode rnización, algunas reflexiones surgidas de la com­
paración de lo ideal con la realidad, en busca de un punto 
de equilibrio razonable que permita ir alcanzando resul­
tados tangibles mientras se logra el consenso hacia los 
cambios que se deben afrontar. 
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9. Conclusiones 

Abocarse a la revisión de la organización de la Adminis­
tración Pública es un proceso difícil, no sólo por la natural 
resisten cia al cambio, sino porque esto pudiera conllevar a 
modificaciones significativas en las estructuras legales, 
culturales, económicas, políticas y sociales de la nación. 

Los tratadistas sobre cambios refieren que un cambio 
involucra compartir sus valores y su visión. Saber qué 
percepciones o tradiciones serán destruidas o construidas, 
cuáles normas culturales se afectarán por el cambio y qué 
incentivos se usarán para promover el cambio. Significa co­
nocer qué nuevos elementos de estrategia serán reque­
ridos, cómo interfieren los cambios con otras actividades y 
qué nueva información estará disponible para tomar 
decisiones efectivas. 

En consecuencia, se necesita establecer cómo se medi­
rá la ejecución, quién será el líder de cada proceso y res­
ponsable por su ejecución, así como cuántos recursos se 
requieren, sin escapar el identificar en este proceso, cómo 
se obtendrán los nuevos conocimientos o habilidades para 
e jecutar estos cambios. 

Si se observa, todos los aspectos a ser considerados en 
un proceso de reformas y mode rnización que suponen cam­
bios, están relacionados de una forma u otra con los con­
ceptos de Control comentados. Por tanto, el enfoque sobre 
cómo abordar los problem as del cambio debe tomarlos en 
cuenta. Limitarse a ellos sería muy simplista; obviarlos 
sería muy a rriesgado. Según se observa en los componentes 
del control interno, una evaluación comprensiva del riesgo 
es crítica cuando se está ante un proceso de cambios. 

Es de esperar, entonces, que el enfoque sobre este pro­
ceso de caro bios en el país haya considerado definir las es­
trategias a seguir, identifi cando los objetivos de control en 
función de los riesgos de cada una de las actividades prin­
cipales que realiza el Estado. Los Informes de Gestión 
acerca del contenido de la Reforma y Modernización del 
Estado, se refieren en los objetivos generales de la 
Reforma Administrativa, a "definir un modelo que facili te 
la implementación de los nuevos mecanismos de gestión, 
control y evaluación". 
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Y una definición de los objetivos generales de control 
involucra, además, una definición primaria de la estruc­
tura de organización del Estado que se quiere alcanzar. Se 
ha evidenciado que el ejercicio delegado de estudio y aná­
lisis de ese Estado ideal que se realiza hace más de dos 
años, ha requerido y requerirá de una ponderación en el 
tiempo de todos los factores que puedan incidir en el cam­
bio. Ha conllevado, además, tratar de alcanzar acuerdos 
con los diferentes actores de la sociedad. Por tanto, mien­
tras se discuten y acuerdan las soluciones finales, urge es­
tablecer nuevas prioridades y ejecutar acciones basados 
en la definición primaria de las etapas de cambio, de los 
riesgos envuel tos y del impacto de los cambios, en función 
de los procesos a controlar: 

• Procesos que no requieren de modificaciones de 
leyes, 

• Procesos que aún requiriendo cambios en la ley, 
pueden realizarse siguiendo el mismo esquema de 
la ley actual (modificando el enfoque de cómo eje­
cutar las acciones) y 

• Procesos que requieren modificaciones de leyes 
para implantarlos. 

Un punto de partida para promover acciones de cam­
bios tangibles es priorizar el examen de la calidad de las 
políticas operacionales y de control establecidas en el Es­
tado y sus instituciones, los procedimientos que se siguen y 
los controles involucrados en esos procesos. Muchos siste­
mas de control interno e información crean duplicación de 
trabajo, dilaciones y otras barreras al progreso. En muchos 
casos se enfocan los esfuerzos hacia actividades que no 
crean valor y que, por el contrario, constituyen mayores 
costos que sus beneficios. E jemplos hay a montones. 

Los aspectos de control gubernamental en el país han 
estado más enfocados hacia el control presupuestario, que 
hacia el control de los procesos. Sin un análisis de los pro­
cesos y sin mejorar la calidad de los mismos, la función de 
los controles de supervisión no es productiva. Si los proce­
dimi entos de control se encuentran apropiadamente esta­
blecidos, si cuentan con unos mecanismos de información y 
medición adecuados y una supervisión apropiada, se pro­
mueve la eficiencia y la efectividad en la gestión pública. 
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El incremento en las recaudaciones reflejado por la 
Dirección General de Impuestos Internos parece eviden­
ciar uno de los casos en que se han analizado los procesos, 
se han definido los objetivos de control y se han estable­
cido actividades de control y monitoreo para asegurar una 

· mayor y mejor recaudación. En qué medida está comple­
tado, no lo conocemos. Tampoco conocemos si esta acción 
ha respondido a un esquema integral de evaluación de 
controles e n base al análisis de los procesos de las diversas 
actividades realizadas en las diferentes unidades guberna­
mentales. Si así fuere, no se observa desde fuera como un 
conjunto de acciones. 

Como puede apreciarse del contexto de esta investi­
gación, la necesidad de las reformas y modernización de la 
Administración Pública sigue siendo evidente, y por tanto, 
lo es también la conclusión oportuna del proceso ya ini­
ciado. En sentido particular relativo a Control, Cámara de 
Cuentas y Rendición de Cu entas, podría decirse que los 
objetivos de las reformas han sido definidos, aunque los 
mismos estarían sujetos al impacto final de los objetivos 
generales que aún se debate n sobre el nuevo Estado que se 
busca conformar. 

Esta limitada investigación ha revelado, entre otras, y 
ratificado en su mayoría que: 

1) No existe un sistema de contabilidad gubernamen­
tal que cumpla con los requerimientos de la Ley de 
Contabilidad, ni con los principios y prácticas gu­
bernamentales generalmente aceptadas. 

2) Las leyes sobre Contabilidad, Presupuesto y Teso­
rería que gobiernan l as actividades y control finan­
ciero-contable del Estado Dominicano, no están 
ajustadas a los conceptos y prácticas de contabili­
dad gubernamental generalmente aceptadas. Estas 
leyes parecen haber sido elaboradas con objetivos 
específicos, que en cierta medida invalidan los 
propios elementos de control que ellas contienen. 
La ley de Contabilidad elimina el control básico de 
segregación de funciones, al concentrar en el Con­
tralor funciones de contabilidad, control y audi­
toría. 
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3) No se evidencia que se haya completado una revi­
sión integral de los procesos de las actividades eco­
nómicas y financieras de las distintas instituciones 
que conforman el Estado, bajo un plan general, pa­
ra evaluar en qué medida los sistemas de control in­
terno vigentes están basados en políticas y procedi­
mientos uniformes que aseguren el alcance de los 
objetivos sobre efectividad y eficiencia en las ope­
raciones, confiabilidad en la información financiera 
y cumplimiento con las leyes y regulaciones apli­
cables. 

4) Las memorias depositadas por el Poder Ejecutivo 
en el Congreso, aunque contienen muchos datos, no 
responden a un sistema de información uniforme, 
no incluyen el año completo y no incorporan un 
estado sobre la ejecución presupuestaria, con ex­
plicaciones sobre las desviaciones y su relación con 
las metas cualitativas y físicas programadas y alcan­
zadas. Tampoco se incluyen estados financieros del 
Gobiern o Central en su conjunto, ni consolidado 
con el sector descentralizado y autónomo. 

5) Los informes y documentos remitidos a la Cámara 
de Cuentas por las distintas instituciones del Esta­
do no se reciben con oportunidad y no contienen to­
dos los documentos requeridos para una evaluación 
apropiada de las transacciones. 

6) N o se ha completado la designación de los repre­
sentantes bicamerales correspondientes para con­
cluir el proceso de negociación de un financia­
miento con el Banco Interamerican o de Desarrollo 
para poder ejecutar el Proyecto de Reforma y Mo­
dernización del Congreso y, de ser posible, la 
Cámara de Cuentas. 

7) Está pendiente de conocimiento en una de las Cá­
maras el contrato de préstamo con el Banco Intera­
merican o de Desarrollo para ejecutar el Programa 
de Administración Financiera Integrada bajo la Se­
cretaría de Estado de Finanzas, lo que mejoraría la 
calidad de los controles y de la información para 
una apropiada Rendición de Cuentas. 
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8) Están pendientes de conocimiento y aprobación en 
el Congreso varios anteproyectos de ley remitidos 
por el Poder Ejecutivo sobre prevención de la 
corrupción , así como del anteproyecto de ley que 
crea la Dirección General de Contabilidad. Asimis­
mo, está pendiente en el Poder Ejecutivo la revisión 
de un anteproyecto de Ley de Presupuesto. 

9) N o existe una independencia efectiva en la elección 
por parte del Congreso de los miembros de la Cá­
mara de Cuentas, al provenir del Poder Ejecutivo la 
terna para selección. 

10) La ley y el reglamento de la Cámara de Cuen­
tascontienen enunciados que contradicen la natu­
raleza de sus funciones y limitan en parte su inde­
pendencia. La presentación del Informe para el 
Congreso sólo requiere el estado de recaudación e 
inversión de las rentas, y no incluye los estados 
financieros que un sistema de contabilidad guber­
namental debe producir. 

11) No cuenta la Cámara de Cuentas con los recursos 
tecnológicos, humanos y físicos para realizar, en la 
extensión en que se requiere, la función que le ha 
sido encomendada como control externo del Esta­
do. Dotarla de estos recursos es un deber. 

12) El Informe que presenta la Cámara de Cuentas al 
Congreso está, por igual, limitado y no relaciona la 
ejecución financiera con el cumplimiento de las 
metas cualitativas y físicas definidas por cada insti­
tución pública en la formulación de sus respectivos 
proyectos de presupuesto. 

13) No publica la Cámara de Cuentas, en abril de cada 
año, el Informe que hubiere presentado al Congreso 
según lo establece el Art. 11 de su propia ley. 

14) N o se ha completado la definición del tipo de Esta­
do que se quiere conformar y con ello de las leyes 
que pudieran requerir modificación, con lo cual 
podrfan invalidarse varias de las iniciativas y accio­
nes que separadamente están siendo tomadas por 
algunas instituciones en procura de agilizar su 
propia reforma. 
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15) No se aprecian acciones específicas en relación con 
el seguimiento a las observaciones surgidas de las 
revisiones de los organismos de supervisión inde­
pendientes y, mayormente, del que por Ley presen­
ta la Cámara de Cuentas: al Congreso. 

Estos enunciados promueven por sí mismos, las accio­
nes que ameritan. 

Es indudable que en estos ú ltimos años se han estado 
realizando trabajos concretos para mejorar la organización e 
institucionalización del Estado Dominicano y que la natura­
leza de este trabajo sólo es percibida por un grupo reducido 
de la sociedad. Asimismo, es entendible que completar el 
proceso de reformas y modernización del Estado, necesita 
del concurso de todas las fuerzas de la nación, por cuanto el 
proceso involucra en esencia cambios de los cuales una parte 
importante está sujeta a la aprobación Congresional. 

No obstante, es predecible que si en un período de 
tiempo razonable esta labor de análisis sobre el Estado no 
logra concretarse en resultados tangibles, el esfuerzo de to­
dos aquéllos que participan podría quedar simplemente 
como un ensayo. No es el objetivo de esta investigación, in­
cursionar en el marco conceptual y general de las reformas 
y moderilización del Estado, pe1·o no podemos pasar por al­
to comentar que las mismas deben tomar en cuenta la 
creación de organizaciones flexibles, capaces de adaptarse 
a los cambios y de asegurar a los ciudadanos un uso efi­
ciente y efectivo de sus recursos, con miras a lograr una 
mejor redistribución de las riquezas. 

En el marco particular de esta investigación sobre Meca­
nismos de Control e Información para la Rendición de Cuen­
tas, esperamos que la misma pueda servir de apoyo a un 
Diagnóstico General que debería realizarse, acerca de la si­
tuación actual de los aspectos de Control, Cámara de Cuen­
tas y Rendición de Cuentas. Los asuntos más relevantes 
presentados no escapan al conocimiento de los involucrados 
en el proceso de reformas y modernización, ya que sobre la 
mayoría de ellos se realizan, y pueden completarse, los 
esfuerzos para su definición y conclusión. 

Lo preocupante es que, concentrados en reformas sus­
tanciales a nivel macro, queden rezagadas las reformas 
particulares que en aspectos de control se requieren bajo 
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un esquema integral de revisión donde se originan y mane­
jan los recursos del Estado. Es sabido que el sistema actual 
no está precisamente enfocado en el control de los activos, 
ni de las deudas, ni del patrimonio. 

H ay reformas pendientes que esperan recursos para 
iniciarse. Mientras se alcanzan, una reforma básica cuesta 
lo mínimo: Una revisión y cambio de enfoque de las polí­
ticas y procedimientos que actualmente se siguen en el 
Estado. Acometer con la par ticipación del personal respon­
sable de cada institución, un Proyecto de Control Guberna­
mental y asegurar en un Comité de Dirección de alto nivel 
gerencial y que actué bajo las directrices del Presidente, la 
ejecución de una amplia Evaluación de los Sistemas de 
Control Interno vigentes, con miras a una revisión integral 
de los riesgos y una redefinición de los mecanismos de 
control correspondientes. 

Con el apoyo externo que este Comité requiera, la 
Contraloría, las Auditorías Internas de las Instituciones del 
Estado y la Cámara de Cuentas serían los pilares de esta 
Evaluación, aunque no los r esponsables directos. Es proba­
ble que al término de este ejercicio, se habrán identificado 
funciones, evaluado los riesgos y su vulnerabilidad, se ha­
brán revisado los controles existentes contra los riesgos y 
se habrán diseñado las acciones correctivas. Y si se esta­
blecen los controles internos como parte de los diferentes 
procesos de la organización con el objetivo de hacerlos 
más efectivos, se requerirá menos revisión y cada cual par­
ticipará en mantener los controles internos. Este ejercicio 
podría servir, además, a los organismos revisores para 
cambiar a un enfoque más analítico de revisión en función 
de riesgos y proponer correctivos de mayor valor agregado. 

En períodos de cambio, la ejecución de un proyecto de 
Evaluación de Controles, debe considerarse como parte 
integral del pr oceso de evaluación. El conocimiento de la 
organización interna del Estado y sus instituciones, de su 
ambiente de control, de sus riesgos y cómo controlarlos, es 
vital. En términos de Rendición de Cuentas, es fundamen­
tal. Evitemos que, al fin de cuentas, este proceso de refor­
mas y modernización del Estado se convierta en la crónica 
de una muerte anunciada. Hay cambios que hacerlos no 
cuestan y otros que cuestan no hacerlos. 
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APUCA~ONALGASTOPUBUCO 

Miles de Millones de RO$ 

Obras 

Deuda Externa 

Servicios Personales 

Materiales y Sumlnlslros 

Aportes Corrientes 

Asignaciones Globales 

Otros 

Ingresos 

Gasto Público: 

Obras 

DeUda Externa 

Servicios Personales 

Materiales y Suministros 

Aportes Corrientes 

Otros 

1998 1997 

8.4 8.4 

3.5 3.6 

11.8 10.4 

1.1 1.6 

8.2 7.6 

4.6 1.9 

1.4 0.5 

39.0 34.0 

PRESUPUESTO Y EJECUCION 
Miles de Millones de ROS 

1998 
PRESUPUESTO EJECUCION 

37.0 39.3 

7.0 8.4 

5.1 3.5 

10.7 11 .8 

5.3 1.1 

7.6 8.2 

1.3 6.0 

37.0 39.0 

Fuente: Publicaciones ONAPRES 

GASTO PUBLICO 1998 
Miles de Millones 

RD$39 

Fuente: Publicaciones ONAPRES 
Informaciones tomadas de publicaciones del periódico El Caribe. 
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1996 

10.2 

2.0 

6.3 

1.0 

4.5 

1.0 

0.5 

25.5 

VARIACION 

2.3 

1.4 

-1.6 

1.1 

-4.2 

0.6 

4.7 
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QUINTO CAPÍTULO 

LA CIUDADANÍA EN WS PROCESOS DE CONTROL 

Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

Francisco Alvarez Valdez 

1. Introducción 

Los países latinoamericanos poseen la característica de 
crear instituciones, usualmente adoptadas de legislaciones 
extranjeras, que posteriormente no cumplen el cometido 
que sirve de fundamento a su creación. 

La República Dominicana no es una excepción, y un 
claro ejemplo de lo antes dicho lo constituye el papel que 
la ley y la Constitución han fijado a la Cámara de Cuentas 
y el que realmente h a desempeñado e n toda su historia. 

A pesar de ser una institución tan antigua como la 
República misma, no ha logrado desempeñar con eficacia 
su tarea de principal órgano de control financiero del 
Estado, lo que ha facilitado la expansión de la corrupción 
pública, uno de los principales enemigos de la democracia 
como sistema político. 

Otros mecanismos relacionados con el necesario 
control que debe existir e n el manejo de la cosa pública, 
tampoco han logrado cumplir con sus objetivos, por lo que 
no resultaría efectivo cambiar las reglas sin antes 
identificar los factores que podrían contribuir a revertir la 
inoperancia de los procesos de control existentes o de cual­
quiera que pueda adicionarse en el futuro. 

Varios factores explican la penosa evolución de los meca­
nismos de control y rendición de cuentas en nuestro país, y 
uno de ellos constituye el objeto bajo análisis en este traba­
jo: la pobre participación de la ciudadanía en estos procesos. 
Una participación efectiva de los gobernados o administra-
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dos en los mecanismos de control fiscal que la ley crea, ase­
guraría la legitimidad de tales mecanismos, su consolidación 
institucional y, en consecuencia, un mejor cumplimiento del 
rol para el cual pudieron haber sido creados. 

Mucho se ha hablado de la necesi dad de que la ciuda­
danía participe como el actor importante que es dentro del 
escenario nacional, sin embargo este discurso no ha sido 
acompañado de la aprobación de medidas que hagan reali­
dad esta participación. 

Esta monografía tie ne como objetivo central identificar 
los elementos que podrían contribuir a estimular la parti­
cipación de la ciudadanía en los procesos de control finan­
ciero del Estado. Para ello nos proponemos explicar algu­
nos aspectos generales relativos al con trol financiero del 
Estado y la participación ciudadana (1), identificar los me­
canismos de control y rendición de cuentas más relevantes 
contemplados en nuestro derecho positivo, analizando las 
facilidades que poseen los ciudadanos para participar en 
ellos (II), e informar de algun os de los mecanismos o ins­
trumentos indispensables para facil itar la participación 
ciudadana que deben ser ponderados como forma de con­
sol ida!· los procesos de control y rendición de cuentas e n 
nuestro país (ill). 

Esta monografía forma parte de una serie de estudios 
realizados por el Centro Universitario de Estudios Políticos 
y Sociales adscrito a la Pontificia Universidad Católica Ma­
dre y Maestra, y otros trabajos abordarán aspectos legales, 
éticos y financieros relativos al tema general, por lo que 
concentraremos nuestro esfuerzo en los aspectos relativos a 
la participación de la ciudadanía en los procesos de control, 
tocando aquellos aspectos generales sólo para establecer el 
marco necesario para abordar nuestro tema particular. 

2. Control fina nciero del Estado y pa1·ticipación de la 
ciudadanía: aspectos generales 

2.1 Control financiero del Estado: finalidad y alcance 

Desde tie mpos inmemoriales el Estado ha recurrido a la 
revisión interna paTa proteger sus reCUTsos, sin importar el 
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régimen político imperante, pues "tanto el príncipe absolu­
tista, el dictador totalitario o el señor feudal, que considera­
ban al Estado como de su total propiedad personal, tienen o 
tuvieron un interés vital por prever esta clase de revisiones"'. 

El régimen democrático no es una excepción a este prin­
cipio. En efecto, debe recurrirse a una serie de mecanismos 
que puedan servir de freno a la corrupción y en todo caso a 
detectarla para poder aplicar las sanciones pertinentes, y 
estos no son otros que los mecanismos de control financiero 
del Estado, promoviendo así el uso de los recursos y bienes 
del Estado de manera eficiente y honesta. 

Los sistemas de control han evolucionado desde la sim­
ple rendición de cuentas, en la cual bastaba con contabi­
lizar los recursos generados y los bienes públicos y deter­
minar cuantitativamente cómo se disponía de ellos y por 
quién, a l a más moderna concepción que incluye la ren ­
dición de cuentas pero que se extiende "a determinar si en 
la administración se ha actuado de acuerdo con los prin­
cipios del ahorro y la rentabilidad, y si las funciones asig­
nadas pueden ser cumplidas con gastos bajos, o si hubiera 
podido cumplirse de otra manera" 2

• 

2.2 Participación de la ciudadanía 

-Derecho de la ciudadanía a participar 

La democracia implica, por necesidad e incluso por 
definición, una mayor participación de ]a ciudadanía en 
todos aquellos a spectos que se refieran a l a cosa pública. 

Se ha señalado que la participación ciudadana debe 
limitarse al ejercicio del derecho al voto, es decir a elegir a 
los gobernantes, ya que l u ego de dicha elección y como 
efecto de ]a representación, todo el poder del pueblo 
queda delegado en las personas electas. 

Esta última visión pretende ampararse e n una inter­
pretación muy restrictiva del artículo 2 de la Constitución 
que establece que "la soberanía nacional corresponde al 

1 Klaus Stcrn, "gj Tribunal de Cuentas en la Constitución Federal y en las Constituciones 
de los Es1ados Federales (Lander)" e n CorHml Financiero en la Oemocra,ia. Buenos 
Aires, CIEDLA, 1995, p. 15. . 

2 Wilhelm Hofrnei<tcr, Control Financiero er1 la Democracia. Buenos Aires, CIEDLA, 1995. p. 9. 
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pueblo, de quien emanan todos los poderes del Estado, los 
cuales se ejercen por representación". 

Sin embargo, la participación de la ciudadanía se en­
cuentra dentro del concepto mismo de democracia, y por 
ello y aunque la Constitución n o lo señale de man era ex­
presa, la democracia no sólo es representativa sino tam­
bién par6cipativa. En este sentido se ha señalado que "la 
democracia es participación" y que "mientras mayores son 
las posibilidades de participación popular tanto más 
democrático es un Estado y, recíprocamente, mientras me­
nores son ellas tanto más cerca está del modelo autocrá­
tico" 3. 

La participación de la ciudadanía ocurre en dos espa­
cios diferentes. 

En el primero, la ciudadanía tiene la posibilidad de in­
cidir en la toma de decisiones públicas, y es lo que ocurre 
con mecanismos como el re feréndum y el plebiscito. En es­
te plano se inscriben las experiencias de consultas popu­
lares como lo fue el caso del Diálogo Nacional organizado 
en nuestro país en 1998. 

En el segundo, no se trata ya de participar en las de­
cisiones, sino de participar en el control de la toma de deci­
siones, de la ejecución de las dec:iisiones, del gasto público y 
de todo lo relacionado con los recursos del Estado. 

El tema objeto del presente trabajo se inscribe dentro 
del segundo espacio y, por ello, concentraremos nuestro es­
fuerzo en este tipo de participación ciudadana. 

-Interés de la participación ciudadana en el control fiscal 

Si la fi nalidad de los mecanismos de control fiscal es 
asegurar un nivel adecuado de eficiencia y honestidad en 
el uso de los recursos públicos, la participación ciudadana 
e n estos mecanismos de control se convierte en un com­
plemento muy adecuado para alcanzar dicha finalidad. 

La simple vigilancia por parte de la ciudadanía se con­
vierte por sí misma en un mecanismo de control fiscal efi­
ciente. Esta idea no es nueva y por eso vemos cómo en 
nuestro país ha estado latente incluso en nu estros textos 

3 Rodrigo Uorja, Enciclopedia de la poüttca. México, D.F.: Fondo de Cuhura Econórnoca, 
1997, p. 209. 
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constitucionales, exigiéndose la publicación de las cuentas 
nacionales con el "objeto de sumar al con trol del Con­
greso, la fiscalización del público sobre la actividad finan­
ciera del Gobierno "•. 

La tinoamérica se ha venido sumando a la corriente de 
hacer más transparente la gestión pública como forma de 
controlar la corrupción administrativa, y la "transparen­
cia" es un concepto íntimamente vinculado a la participa­
ción de la ciudadanía, pues el mismo "designa la claridad 
de los procedimientos del gobierno y de la administración 
pública, es decir, la posibilidad de que puedan ser vistos 
con entera limpidez por la comunidad en sus antecedentes, 
e jecución y propósitos, como medio de asegurar la correc­
ción y honestidad de ellos" 5

. 

La integración de la ciudadanía en la lucha contra la 
corrupción es considerada hoy en día indispensable para 
alcanzar resultados aceptables y por esta razón se ha se­
ñalado que "para que la lucha contra la corrupción sea 
efectiva se precisa una actitud integral de todo el país en 
la que participen, no sólo los órganos públicos, sino asi­
mismo toda la ciudadanía y las diversas organizaciones 
que la representan" 6

• 

En otras palabras, no se trata exclusivamente de que la 
ciudadanía pueda ejerce r el derecho de participación que 
la democracia como régimen le otorga, sino que además, 
dicha participación resulta indispensable para lograr una 
gestión pública más eficiente y honesta. 

3. Mecanismos de control y rendición de cuentas en la 
República Dominicana y la incidencia de la 
participación ciudadana e n los mismos 

Nuestro derecho positivo ha incorporado algunos mecanis­
mos de control y rendición de cuentas; la práctica ha hecho 
otro tanto, y además existen nuevas iniciativas al respecto. 

4 Manue l A. Amiama, Nows de Derecho Consrirucronal, Sam o Domingo, Puhlicaciones 
ONAP. 1980, p. 175. 

5 Rodrigo Borja, Ob. Cíe., pp. 958·959. 
6 José Marfa Rico y Luis Salas, La C()n upción Pr.i/Jiica en Amtirica Larína. M1ami: Cenrro 

para la Adminisu·ación de Justicia. 1996, p.ll3. 
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Como hemos señalado, no basta con crear tales meca­
nismos si no logramos que los mismos alcancen su objetivo 
fundamental de control fiscal. Identificar algunos de los 
mecanismos de control más relevantes, señalar las faci­
lidades que los mismos prevén para lograr la participación 
de la ciudadanía y examinar la experiencia al respecto es 
el objetivo de esta parte del trabajo. 

3.1 La Cámara de Cuentas 

-Aspectos generales 

Origen 

La Cámara de Cuentas es casi tan antigua como la Repú­
blica Dominicana. La primera Constitución del 6 de noviem­
bre de 1844, en su Art. 182, ya la establecía bajo el nombre 
de Consejo Administrativo, con las funciones específicas de 
"verificar anualmente las Cuentas generales, y hacer un in­
forme de ellas al Congreso". En la revisión de la Cons­
titución del 27 de febrero de 1854 se le llamó por primera 
vez con el nombre de Cámara de Cuentas (Art. 127). 

En las sucesivas modificaciones a la Constitución de la 
República, se introdujeron pocos cambios en lo concer­
niente a la Cámara de Cuentas, salvo el hecho de que en la 
revisión de 1877 se suprimió el artículo que trataba de 
ella, aun cuando se la mencionaba en el sentido de que sus 
miembros eran designados por el Congreso. 

Funciones 

El Artículo 2 de la Ley No. 130 de 1947, señala con clari­
dad la principal función de la Cámara de Cuentas, al estable­
cer que le compete "el conocimiento, revisión y aprobación 
de todas las cuentas generales y particulares del Estado, del 
Distrito de Santo Domingo, de las Comunes Juntas de Dis­
tritos, establecimientos públicos y de las instituciones que 
reciban subsidios de los expresados organismos". 

Asimismo, corresponde a la Cámara de Cuentas la pro­
tección de todos los bienes y valores públicos y se le consi­
dera, además, como ente consultivo de las cámaras del 
Congreso y del Presidente de la República. 

209 



A pesar de que la ley que regula la Cám ara de Cuentas 
data de 1947, podemos señalar que existe suficiente base 
legal para que este organismo pueda exten der el alcance 
de sus tra bajos como lo exigen los nuevos tiempos y no los 
limite al sim ple examen de las cuentas, incluyendo además 
el examen de la eficiencia de la actividad estatal. 

La Ley No. 130, citada, establece que la Cámara de 
Cuentas investigará la exactitud y legalidad de la contabili­
dad (Art. 5), que es el concepto tradicional de determinar si 
las cuentas son exactas y si se dispuso de ellas para los fi­
nes establecidos en la norma y por las personas con calidad 
para ello. Pero la misma Ley establece la facultad para la 
Cámara de Cuentas de d eterminar cuándo ha habido 
"torpes manejos" de los recursos públicos, con lo cual se 
abre la puerta al control fiscal basado en los principios de 
economía y rentabilidad, tal como lo hacen organismos si­
milares de otros países dotados de una legislación moderna.7 

-Participación de la ciudadanía 

Derecho positivo 

Con el nacimiento mismo de la República, al votarse la 
Constitución, se entendía ya la necesidad de ejercer el 
control fiscal contando, ent re otros elementos, con la parti­
cipación de la ciudadanía. 

No se puede entender de otra manera la disposición 
del Art. 181 de la Constitución de 1844 cuando establecía 
la obligación del Secretario del Despacho de Hacienda de 
"imprimir y publicar las Cuentas generales del año ante­
rior" todos los años durante el mes de enero. El meca­
nismo de publicidad pretendía incorporar a la ciudadanía 
al sistema de control fiscal a través de la información. 

Esta obligación con cargo a la Secretaría del Despacho 
de Hacienda, debía partir de las cuentas centralizadas y 
verificadas por la Cámara de Cuentas. No se estableció de 
esta manera en 1844, p ero ya se expresaba de esa forma en 
la r evisión constitucional de 1858, cuyo ar t. 143 vale la 
pena citar: 

7 Ley de Presupuesto Federal del 19 de agosto de 1969 de la República Federal de 
Alemania, ar l. 90, ord inal 3. 
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"Art . 143.- Habrá una Cámara de Cuentas permanente, 
compuesta de ciudadanos nombrados por el Poder Eje­
cutivo, para examinar, aprobar o desaprobar las Cuentas 
generales y particulares de la República. En el mes de 
Febre ro de cada año deberán estar cen tralizadas, im­
presas y publicadas, bajo la responsabilidad del Secre­
tari o del Despacho de Hacienda, todas las Cuentas gene­
rales y particulares de la República, del año anterior." 

La Ley No. 3659, del 27 de junio de 1896, que reglamen­
tó lo concerniente a la Cámara de Cuentas, no prevé parti­
cipación directa de la ciudadanía en el proceso de revisión 
de las cuentas, pero igualmente estableció mecanismos de 
publicidad con la finalidad de permitir el control social de 
la actividad, por vía indirecta, al establecer la obligación de 
este organismo de rendir un informe anual al Congreso 
(Art. 10, ordinal 5) y la de remitir al Ministro de Haciendas 
un estado anual de contabilidad centralizado, para que éste 
decre te su impresión (Art. 20). De una manera vaga, al utili­
zarse el término "impresión", se debería entender que se 
trataba de un mecanismo de publicidad, sobre todo por los 
antecedentes en el texto consti tucional que preveían que 
las cuentas generales debían "centralizarse, imprimirse y 
publ icarse ", aunque en la práctica el documento impreso 
era de circulación muy restringida. 

Luego de más de un siglo, nuestro derecho positivo no ha 
evolucionado de manera importante en la materia que tratamos. 

La Con stitución actual prevé, en su Art. 114, la publi ­
cación de las cuentas generales de ingresos y egresos, y la 
Ley No. 130, sobre la Cámara de Cuentas de la República, 
del 2 de diciembre de 1942, establece en su Art. 11, que es­
ta obligación se encuentra a cargo de dicho organismo. 

Práctica 

En investigaciones realizadas comprobamos que la obli­
gación de publicación anual de las cuentas, con cargo a la 
Cámara de Cuentas, no ha sido cumplida. No aparece el in­
forme de las cuentas en la Gaceta Oficial ni ha sido publi­
cada en ningún otro tipo de medio que permita el acceso 
de la ciudadanía de manera abierta. 

Por su lado, el Congreso Nacional, que recibe el infor­
me de la Cámara de Cuentas una vez al año, se ha limitado 
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y de manera esporádica, a aprobar tales informes y a pu­
blicar en la Gaceta Oficial una escueta resolución de ape­
nas unas cuantas líneas, consignando dicha aprobación y 
descargando al Poder Ejecutivo basado en un informe que 
nunca ha sido de conocimiento público. 

Los trabajos de la Cámara de Cuentas, sobre todo los 
de auditorías especiales, sólo reciben publicidad cuando se 
les puede sacar algún tipo de provecho político partidista. 
Un hecho relevante es que tales auditorías no se realizan 
en todas las de pendencias del Estado, sino en aquéllas que 
de manera selectiva interesan a los gobernantes de turno, 
y algunas veces a la oposición, cuando la Cámara ha estado 
controlada por la misma. 

Esta forma de actuar de la Cámara de Cuentas le hace per­
der credibilidad ante la ciudadanía, que entonces reacciona 
de manera apática ante la publicación, incluso parcial, de los 
resultados de dichas auditorías, por entenderlas interesadas. 

La pobre independencia que ha exhibido la Cámara de 
Cuentas le ha impedido denunciar el incumplimiento cons­
tante de las obligaciones del Contralor General de la Re­
pública de remitirle mensualmente los estados de con­
tabilidad general del Estado, en los plazos que determina 
la ley. 

Sin e l cumplimiento de las medidas de publicidad, 
establecidas con la finalidad de propiciar la participación 
ciudadana, los resultados no pueden ser otros que una es­
casa y poco efectiva participación de los ciudadanos en los 
trabajos de la Cámara de Cuentas. 

3.2 Contraloría General de la República 

-·Funciones 

La Contraloría General de la Re pública se rige por la 
Ley de Con tabilidad No. 3894 del 4 de agosto de 1954, y es 
un organismo de control fiscal de primer orden, aun cuan­
do su labor se ejerce a lo interno del Gobierno y con un 
fuerte vinculo de dependencia del Poder Ejecutivo. 

A la Contraloría le corresponde la responsabilidad so­
bre la contabilidad general del Estado y la inspección con­
table de todos los departamentos del Gobierno, de los 
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ayuntamientos y de los organismos au tónomos que reciban 
o manejen fondos públicos. 

El Contralor es el auditor interno del Gobierno y posee 
amplias facultades para llevar a cabo cualquier tipo de 
insp ección en cualquier organismo del Estado, centrali­
zado o descentralizado, que maneje fondos públicos o po­
sea activos públicos. 

Al mismo tiempo, la Contraloría establece los formula­
rios, sis temas y procedimientos que deberán ser utilizados 
en todas las dependencias y departamentos del Gobierno 
central o municipal. 

Por la razón señalada, todas las informaciones relativas a 
los manejos financieros de cad a institución pública, deben 
pasar a la Contraloría en plazos preestablecidos, a fin de 
facilitar su labor de control fiscal, lo que se robustece con la 
facultad que posee de oponerse a cualquier orden de pago 
por cualquier irregularidad que pueda haber comprobado. 

- Participación de la ciudadanía 

N a da prevé la ley con respecto a la participación de la 
ciudadanía en los trabajos de la Contraloría General de la 
República, como tampoco prevé obligación' de publicidad 
alguna de los resultados de sus inspecciones. 

Lo que la ley no ha previsto, no ha sido suplido por la 
práctica. Las labores de control de la Contraloría son del 
todo desconocidas por la ciudadanía. En adición, el ciu­
dadano carece de recursos legales para acceder a dicha in­
formación y poder participar partiendo de la misma. 

En el caso hipotético de que un ciudadano decida de­
nunciar cualquier irregularidad por ante la Contraloría, y 
de que tal denuncia genere una inspección, su s r esultados 
podrían permanecer en secreto, desestimulando la ocu­
rrencia de nuevas denuncias. 
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3.3 Declaración jurada de bienes de los funcionarios públicos 

- Base. legal 

La Ley No. 82 de fecha 16 de diciembre de 1979, regula 
la obligación que posee todo funcionario público de pre­
sentar una declaración jurada de sus bienes tanto dentro 
de los treinta días de su toma de posesión como dentro de 
los treinta días del cese de las funciones. 

Esta obligación constituye un mecanismo de control 
por cuan to tiene por fina lidad evitar que los fondos públi­
cos puedan ser distraídos por aquellos encargados de su 
administración y disposición. 

La Ley prevé como sanción por el incumplimiento, la 
retención de los salarios hasta el cumplimiento de la 
obligación, la amonestación, la presunción de que los bie­
nes adquiridos tienen un origen ilícito, lo que se traduce 
en la inversión de la carga de la prueba, donde le corres­
ponderá al funcionario público que no ha presentado 
correctamente su declaración probar que los bienes han 
sido lícitamente adquiridos. Por último, la propia ley prevé 
que el funcionario público que se haya enriquecido ilícita­
mente podrá ser condenado a las penas establecidas en los 
a r tículos 174 a 183 del Código Penal que establecen los 
delitos de concusión, el soborno o cohecho o el de asuntos 
incompatibles con su calidad. 

- Participación de la ciudadanía 

En la ley se prevé la participación de la ciudadanía 
como un mecanismo tendente a asegurar la finalidad de 
control que persigue la obligación de la presentación 
jurada de bienes por parte de los funcionarios públicos. Lo 
hace cuando en su Art. S establece que "el Tesorero Nacio­
nal remi tirá una copia de cada inventario al Procurador 
General de la República, donde los terceros podrán obte­
ner sin costo copias de los mismos". 

Existe un proyecto de ley en la Cámara de Diputados 
que modifica la Ley No. 82 y, entre otros aspectos, prevé la 
publicación obligatoria de las declaraciones juradas de 
bienes en la Gaceta Oficial . 
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Aun cuando la ley ha señalado de manera expresa la 
obligación del Procurador General de la República de entre­
gar a cualquier ciudadano quP. así lo requiera, libre de cos­
tos, una copia de la declaración jurada completa de cual­
quier funcionario público, incluyendo al Presidente de la Re­
pública, en la práctica este derecho ha sido conculcado por 
la autoridad encargada de aplicarlo, limitando de esta mane­
ra la participación de la ciudadanía. 

Hemos detectado casos específicos de pe~iciones que 
no han sido respondidas por la Procuraduría General de la 
Re pública a pesar del mandato claro y contundente de la 
ley. Ante esta si tuación, los ciudadanos no han contado con 
un mecanismo eficiente para vencer la inercia o la nega­
tiva de la a utoridad. 

Recientemente, la Comisión de Justicia y Legislación 
de la Asociación Nacional de J óvenes Empresarios, Inc. 
(ANJE), solicitó a la Suprema Corte de Justicia colocar en 
su página electrónica del Internet la declaración jurada de 
bienes de todos los jueces del país, con la finalidad de 
permitir a la ciudadanía integrarse a la vigilancia continua 
de la conducta patrimonial de los magistrados. Esta 
solicitud fue contestada afirmativamente, y en estos mo­
mentos se en cuentra ya en el In ternet un resumen de las 
declaraciones de los jueces de la Suprema Corte de 
Justicia y en proceso la incorporación de los demás. Sin 
embargo, todavía la iniciativa es insuficiente, pues la 
información suministrada resulta incompleta al limitarse 
al valor de los activos y de los pasivos, sin detalle alguno. 

A raíz del anuncio que en este sent ido hiciera el 
Presidente de la Suprema Corte, el Director del Depar­
tamen to de Prevención contra la Corrupción adscrito a la 
Procuraduría General de la República ha anunciado, 
igualmente, que en un futuro cercano se en contrarán en 
internet todas las decla1·aciones juradas de bienes de los 
funcionarios públicos. 

Esta es una forma eficaz de in corporar a la ciudadanía 
en el control de la conducta patrimonial de los funcio­
narios públicos, siempre y cuando la información suminis­
trada se encuentre completa. 
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3.4 Rendición de cuentas del Presidente de la República ante 
el Congreso Nacional 

-Base legal 

El ordinal 22 del Art. SS de la Constitución dispone la 
obligación con cargo al Presidente de la República de 11 de­
positar ante el Congreso Nacional, al iniciarse la primera 
Legislatura Ordinaria el 27 de Febrero de cada año, un 
mensaje acompañado de las memorias de los Secretarios 
de Estado, en el cual dará cuentas de su administración 
del año anterior 11

• 

En adición, el párrafo del Art. 29 de la carta sustantiva 
señala que ambas cámaras legislativas "podrán también reu­
nirse conjuntamente para recibir el mensaje del Presidente 
de la República y las memorias de los Secretarios de Estado". 

Esta disposición de carácter constitucional es otro de los 
mecanismos de rendición de cuentas con que cuenta el país. El 
texto es, por demás, explícito cuando señala que el Presidente 
11 

••• dará cuenta de su administración del año anterior". 

- Participación ciudadana 

Existe poca conciencia sobre el punto de que la visita 
anual del Presidente de la República a la Asamblea Nacio­
nal, cada 27 de febrero, es una de las vías establecidas 
para que rinda cuentas de su gestión, que se realiza a tra­
vés de los Secretarios de Estado. Este acto se lleva a cabo 
la mayoría de las veces con una finalidad puramente 
protocolar. 

No puede señalarse que no posee suficiente publicidad, 
porque incluso se transmite todos los años por televisión 
para todo el país. 

Sin embargo, el discurso del Presidente de la Repú­
blica se ha convertido en una plataforma de promoción de 
la gestión, más que en un verdadero acto de rendición de 
cuentas. Por ejemplo, muy raras veces se ha escuchado a 
un Presidente asumir responsabilidades por actuaciones 
ineficientes de sus Secretarios de Estado. 

Por tratarse de un mecanismo de rendición de cuentas, el 
mensaje del Presidente debería convertirse en un resumen 
ejecutivo de las memorias de los Secretarios de Estado, 
apuntando sus puntos fuertes e identificando dónde han 
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estado las debilidades. Se podría incluso aprovechar para 
anunciar cómo se pretende combatir esas debilidades. 

Por otro lado, las memorias de las Secretarías de Esta­
do, que son depositadas en el Congreso, no son analizadas 
para der ivar las consecuencias propias de un proceso de 
rendición de cuentas. Esta responsabilidad recae en el 
Congreso que las recibe. No hemos encontrado evidencia 
de que alguna vez hayan sido utilizadas las memorias 
depositadas para extraer conclusiones sobre la adminis­
tración pública. 

Además, no existe ley que establezca la obligatoriedad 
de publicar las memorias de cada Secretaría, las cuales 
permanecen, en consecuencia, fuera del conocimiento de 
la ciudadanía y, por lo tanto, fuera de la esfera de control 
social. 

3.5 Publicación mensual de los ingresos y egresos públicos 

La Ley No. 101, del 30 de diciembre de 1979, estableció 
que el "Director de la Oficina Nacional de Presupuesto, 
tendrá la obligación de publicar al final del ejercicio de 
cada mes en los primeros treinta días subsiguientes, en un 
diario de circulación nacional, un detalle del monto de los 
ingresos y los egresos en la forma y fines a que se desti ­
naron éstos, durante ese período". 

Uno de los Considerando que motivó la ley, señalaba 
que con dicha publicación se contribuía a la "edificación 
de los contribuyentes y que éstos conozcan el uso a que se 
destinan los mismos". 

No cabe duda alguna de que la iniciativa del legislador 
de 1979 fue correcta y podría señalarse que esta simple 
publicación ha producido resultados de control fiscal más 
importantes que los obtenidos por vía de la Cámara de 
Cuentas, de la Contraloría General de la República, de la 
rendición de cuentas del Presidente ante la Asamblea 
Nacional y de la propia declaración jurada de bienes por 
parte de los funcionarios públicos. Los analistas de las 
finanzas públicas y la ciudadanía en general acceden por 
esta vía a los ingresos mensuales del Gobierno por cada 
órgano de recaudación, así como a la asignación de recur­
sos por área y por obra específica. 
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Los ciudadanos pueden darle seguimiento a la política 
de gastos públicos del Gobierno e incluso pueden compa­
rar si los recursos que se están entregando para una deter­
minada obra se reflejan en el avance de la misma. De esta 
manera, varias denuncias han sido presentadas sobre obras 
paralizadas cuyas cubicaciones, sin embargo, son pagadas 
mes tras mes. Otras denuncias han provenido de los pro­
pios contratistas de obras en e l sentido de que los fondos 
supuestamente pagados y consignados en la publicación, 
no han llegado a sus manos. 

Sin embargo, este mecanismo de control no fue adecua­
damente reglamentado por la ley que lo creó, lo que ha 
permitido su distorsión. Al inicio, a título de ejemplo, se 
incluía el desembolso para una obra, indicando siempre, 
con pocas excepciones, e l beneficiario del desembolso. Hoy 
en día, una parte importante de los desembolsos men­
cionan la obra pero no el beneficiario del desembolso, que 
de be ser obviamente el contratista. La calidad de la infor­
mación suministrada ha venido decayendo, limitando de 
esta manera la comprensión de la misma por parte de la 
ciudadanía. 

La Ley encargó de esta publicación al Director de la 
Oficina Nacional de Presupuesto no de forma casual sino 
con la intención de que la misma permitiera darle un 
seguimiento público a la ejecución del Presupuesto de 
Ingresos y Ley de Gastos Públicos de cada año. Sin 
embargo, en el formato utilizado para publicar los datos de 
los ingresos y egresos no se hace una comparación con lo 
contemplado en el presupuesto aprobado, lo que impide 
que la ciudadanía pueda hacer un uso más eficiente de 
esta información y h a llevado al criterio de que este 
mecanismo de control 11 se ha desvirtuado y convertido en 
un indicador de quienes reciben pagos del gobierno y el 
monto de los mismos sin correspondencia con los 
Capítulos, programas y actividades consignados en la Ley 
de Gastos Públicos ... 11 8 

8 Resina De la Cruz Alvarado, Presupuesto y rendición de cuentas, en Constitución y 
economía: planteamientos para la reforma Const itucional e n materia económica. Santo 
Domingo: Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra, 1996, p. 275. 
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4. Necesidad de desarrollar mecanismos de 
participación ciudadana 

En la República Dominicana no existe tradición de 
parte de la ciudadanía de participar en el proceso de toma 
de decisiones públicas, mucho menos en los procesos de 
rendición de cuentas. Tampoco ha existido tradición por 
parte de los gobernantes de incentivar la participación de 
la ciudadanía. 

Tomando en cuenta lo antes señalado, se puede enten­
der más claramente por qué en la República Dominicana 
no han sido establecidos aquellos mecanismos sin los cua­
les la participación de la ciudadanía no es otra cosa que 
una quimera. 

Abundan los discursos y charlas sobre la importancia 
de la participación de la ciudadanía en los procesos de 
control, pero poco o nada se hace para crear mecanismos 
que faciliten dicha participación. 

En esta parte del trabajo nos proponemos identificar 
algunos de los mecanismos que facilitan la participación 
de la ciudadanía y de los cuales carecemos o requieren ser 
fortalecidos. 

4.1 El derecho a la infonnación 

- Importancia 

La información es la base indispensable para la partici­
pación no sólo en los procesos de control sino también de 
toma de decisiones. Por esa razón, la Dra. Martha Oyhanarte, 
Diputada de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, motivó su 
proyecto de ley de Acceso a la Información señalando que 
"más allá de la buena predisposición que pudiera existir por 
parte de la ciudadanía para participar del proceso de toma 
de decisiones o en el control de la gestión de gobierno, esa 
participación no podría llevarse a cabo si no mediaran ins­
tancias que hicieran posible y efectiva esa participación ... 
los ciudadanos y ciudadanas de nuestra Ciudad no podrían 
controlar a su gobierno si no contaran con la información 
correspondiente a los actos de sus integrantes ... Acceder a 
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contar con la información apropiada es un prerrequisito de 
la participación ciudadana ." 9 

Si n o se posee la información sobre la forma en que han 
sido manejados los fondos públicos o sobre los elementos 
que sirvieron de base para adoptar una decisión, no se pue­
de ejercer un control eficaz; si no se posee la información 
sobre los parámetros utilizados para otorgar un contrato, 
cualquier irregularidad permanecerá siempre invisible 
para los ciudadanos. · 

La ausencia de información adecuada sobre las labores 
administrativas sólo promueve denuncias basadas en rumo­
res, lo que permite a los denunciados reclamar la 
presentación de pruebas que saben ocultas a los ojos de la 
ciudadanía, promoviendo la corrupción y su impunidad y 
desalentando la participación de la ciudadanía. 

No se tra ta exclusivamente de asegurar la información 
que llega a los ciudadanos a través de los medios de comu­
nicación , definitivamente valiosa, sino de asegurar que 
cada ciudadano tendrá derecho a requerir y obtener direc­
tamente información apropiada de los administradores pú­
blicos, pues de lo contrario y en el caso hipotético de que 
los medios de comunicación fuesen controlados por cual­
quier sector político o económico, se cortaría el flujo de 
información veraz a los ciudadanos. 

Asimismo, resulta indispensable que al regularse este de­
recho se establezca con claridad que la información debe ser 
suministrada en forma completa, inteligible, veraz y oportuna. 

-Derecho positivo 

En la Const itución 

Nuestra Constitución no consagra el derecho de los ciu­
dadanos a obtener directamente la información que pue­
dan poseer los organismos públicos. Sin embargo, este 
derecho quedó consagrado por vía indirecta al estable­
cerse la libertad de pren sa bajo los siguientes términos: 
"todos los medios de información tienen libre acceso a las 
fuentes noticiosas oficiales y privadas, siempre que no 

9 hrtp:/1\vww.fas.org/sgp/eprintlbsasfoia. html. 
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vayan en contra del orden público o pongan en peligro la 
seguridad nacional" (Art. 8, ordinal l O). 

La libertad de prensa se encuentra entonces asociada 
al derecho a la información, como lo está igualmente a la 
libertad de expresión consagrada en el Art. 8, ordinal 6 de 
la Constitución. 

Leyes, decretos y reglamentos 

N o existe una norma que establezca el derecho de los 
ciudadanos a la información de una forma general. 

Algunas leyes especiales han otorgado el derecho a la 
ciudadanía de obtener determinado tipo de información, co­
mo es el caso, ya citado, de la Ley No. 82 del 16 de diciembre 
de 1979, sobre declaración jurada de bienes de los funcio­
narios públicos, en cuyo Art. S se señala que "los terceros 
podrán obtener sin costo copias" de tales declaraciones. 

Tratados internacionales 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 
la Organización de Naciones Unidas, de fecha 10 de di­
ciembre de 1948, contempla en su Art. 19 el derecho a la li­
ber tad de expresión y de opinión, señalando expresamente 
que este derecho incluye " ... el de investigar y recibir in­
formaciones y opiniones, y el de difundirlas ... ". 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
de la Organización de Naciones Unidas, del 16 de di­
ciembre de 1966, ratificado en l a República Dominicana el 
4 de enero de 1978, establece en su Art. 19, ordinal 2, que 
el derecho a la libe rtad de expresión "comprende la liber­
tad de buscar, recibir y clifundir informaciones e ideas de 
toda índole". Tomando en cuenta la amplitud de su redac­
ción, el mismo artículo, en su ordinal 3, determinó la po­
sibilidad de que cada ley nacional pueda establecer res­
tricciones al ejercicio de este derecho (sobre todo de reci­
bir informaciones), para lo cual consignó que las mismas 
deben estar claramente fijadas por la ley y solamente pue­
den dictarse para asegurar el respeto a los derechos o a la 
reputación de los demás y proteger la seguridad nacional , 
el orden público o la salud o la moral públicas. 
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Un texto similar al señalado en el párrafo anterior fue 
aprobado en la Convención Interamericana sobre Derechos 
Humanos, de la Organización de Estados Americanos, del 
22 de noviembre de 1969, promulgada en la República 
Dominicana en fecha 25 de diciembre de 1977. 

-Derecho comparado 

Otros países no se han contentado con dejar el derecho 
a la información como un derivado de la libertad de prensa 
y de expresión, sino que lo han consagrado constitu­
cionalmente como un derecho directo del ciudadano (Gre­
cia -Art. 10; Portugal -Art. 268; España -Art. 105). 

Por otro lado, algunos países han decidido legislar 
sobre la materia, a fin no sólo de consagrar el derecho a la 
información, sino de establecer mecanismos que aseguren 
su eficacia. 

El caso de la ciudad au tónoma de Buenos Aires es un buen 
ejemplo, con una ley con las siguientes características: 

• Consagra el derecho de acceso a la información. 
• Establece el principio de publicidad de todas las ac­

tividades de los órganos y funcionar ios públicos. 
• Define el concepto de información de una manera 

amplia, para incluir aquella contenida en cualquier 
tipo de soporte escrito, fotográfico, grabado magné­
tico o digital y otros. 

• Regula la forma de l a solicitud de información , pla­
zos para concederla, denegatoria, silencio. 

• Fija las excepciones por razones de privacidad per­
sonal, seguridad nacional y otros. 

• Establece mecanismos para asegurar el respeto de 
dicho derecho, tales como un recurso de amparo por 
mora en caso de dilación en la entrega, un recurso 
de amparo judicial para los casos de negativa ex­
presa o tácita, y determina el régimen de sanciones 
para los funcionarios públicos que violen el dere­
cho. 

• Determina los casos en los cuales la información 
tiene que suministrarse gratuitamente o aquéllos 
en que debe pagarse algún arancel. 
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En Costa Rica no existe una ley especial sobre acceso a 
la información, pero este derecho fue consagrado en la Ley 
No. 13.258 del 7 de octubre d e 1998, denominada Ley 
General de Participación Ciudadana y Descentralización, 
en el Art. 8, literal a), con el siguiente texto: "Acceso a la 
información. El Estado, las in stituciones públicas, los 
municipios y las organizaciones de la sociedad civil estará n 
obligados a hacer pública toda información relacionada 
con las actuaciones que, de una u otra forma, directa o 
indirectamente, legítima o il egitimamente, pudiera afectar 
los intereses de los particulares. Para ello es obligatorio 
poner a disposición de los ciudadanos interesados o afecta­
dos, la documentación correspondiente. Asimismo, estarán 
impedidos de ocultar, obstaculizar o por cualquier medio 
negar la información solicitada por los ciudadanos, en 
aquellos casos en que su s intereses pudieran verse lesio­
nados ". 

Estados Unidos es uno de los países donde más se ha 
trabajado el tema del derecho a la información. Su Ley de 
Libertad de Información (The Freedom of Information Act) 
de 1966, varias veces modificada, constituye un excelen te 
in strumento de control social que ha sido probado innu­
merables veces en la práctica. 

En Chile existe un proyecto de ley, bajo conocimiento 
del Congreso, para dotar a este país de una Ley de Acceso 
a la Información de la Administración. 

4.2 Publicidad de la información 

Este tema está íntimamente relacionado con el del 
derecho a la información, pero hemos querido tratarlo de 
manera separada para destacar que una cosa es el derecho 
de cada ciudadano a requerir información a la adminis­
tración y otra es el deber de la administración de publici­
tar sus actuaciones para actuar dentro de un marco de 
transparencia adecuado, sin im portar si la información 
publicitada le es requerida o no. 

Todos los discursos modernos sobre corrupción otorgan 
una importancia de primer orden al tema de la trans­
parencia de las actuaciones públicas, y la transparencia no 
es otra cosa que publicidad de las actuaciones públicas. 
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La Convención Interamericana contra la Corrupción, sus­
crita en Caracas entre los países miembros de la Organi­
zación de Estados Americanos, el 29 de marzo de 1996, y 
ratificada por el Congreso Nacional por Resolución No. 489-
98 en fecha 1 o de noviembre de 1998, hizo referencia a la 
necesidad de que los Estados miembros establecieran un 
sistema de publicidad adecuado para la contratación de fun­
cionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios. 

La publicidad no busca otra cosa que facilitar el con­
trol social mediante el mecanismo de hacer pública la 
mayor cantidad de información posible. 

Las leyes modernas, cuando existe la intención de esta­
blecer en ellas mecanismos eficaces de control de la co­
rrupción, introducen mecanismos de publicidad en las 
actuaciones de los funcionarios públicos. Sin embargo, no 
basta con establecer mecanismos de publicidad sino que 
deben igualmente establecerse sanciones en caso de que la 
publicidad no se realice de forma tal que permita que la 
información llegue de manera completa e inteligible. 

4.3 Audiencia 

Esta figura persigue la creación de un espacio donde la ciu­
dadanía pueda interactuar con los administradores públicos y su 
presencia se hace cada vez más importante en Latinoamérica. 

En el caso de Costa Rica, ha sido regulada por la Ley 
No. 13.258 del 7 de octubre de 1998, que la define como 
instancias de atención de los ciudadanos, organizaciones, 
empresas y otras, a fin de atender a sus requerimientos o 
peticiones en base a casos específicos (audiencias norma­
les) o a agendas amplias (audiencias populares). La Ley 
establece, además, la obligación con cargo al ente público 
de responder en el acto de audiencia los requerimientos 
realizados o, en todo caso, en un plazo no mayor de treinta 
días. 

La audiencia, como mecanismo de participación, tam­
bién se utiliza de manera puntual para determinadas ma­
terias, y en este sentido tenemos algunos ejemplos en la 
República Dominicana. El más reciente lo constituye la 
Ley No. 153-98 del 27 de mayo de 1998, conocida como la 
Ley General de Telecomunicaciones, que obliga al Instituto 
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Dominicano de Telecomunicaciones a celebrar una au­
diencia pública cada vez que pretenda dictar una norma 
de aplicación general. 

Este mecanismo permite no sólo la participación de la 
ciudadanía con fines de control y vigilancia, sino que ade­
más le otorga la oportunidad de incidir en las decisiones 
públicas que puedan resultar de los temas discutidos en 
las audie ncias. 

4.4 Descentralización 

En la medida en que se logra una mayor descentra­
lización del Estado, política y administrativa, se contdbuye 
a facilitar la participación ciudadana en el control de la 
gestión administrativa. 

Partiendo del concepto de que descentralización es "la 
acción y efecto de descentralizar la organización estatal, o 
sea de d ispersar, con arreglo a un criterio territorial o fun­
cional, los centros de decisión política o administrativa del 
Estado" 10

, nos percatamos que mientras más cerca del 
ciudadano está la administración pública, más fácil será 
para él participar en la misma, sea por la vía de la toma de 
decisiones como por la de control de la gestión pública. 

La centralización de la estructura gubernamental ha 
sido frecuentemente denunciada como fuente de corr up­
ción y, en este sentido, se ha señalado que esto se debe "a 
que la existencia de un número p equeño de centros de po­
der e n donde se puede tomar decisiones limita el acceso 
del público a tales centros, llevando consigo un mayor nú­
mero de regulaciones administrativas, lo que a su vez, es­
tablece nuevos requisitos que deben ser cumplidos para re­
cibir servicios del Estado." 11 

La descentralización debe, en consecuencia, examinarse 
como un facilitador de la participación de la ciudadanía. 

4.5 Régimen de denuncia 

Este es uno de los temas más descuidados en el ámbito lati­
noamericano, pero al cual ya comienza a prestársele atención. 

10 Rodrigo Uorja, Ob. cit, p.270. 
11 .José María y Luis Salas, Ob. cit, p. 15 
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ciones con el apoyo económico del gobierno, el cu al debe 
otorgarse por ley" t 4 

4. 7 In iciativas de la sociedad civil. Fortalecimiento 
del marco de actuación 

La participación se ha venido construyendo e n toda 
Latinoamérica sobre las iniciativas que han tomado diver­
sas organizaciones de la sociedad civil, incluso sin contar 
con un marco institucional adecuado. 

Organizaciones cívicas como Participación Ciudadana 
(República Dominicana), Poder Ciudadano (Argentina), 
Libertad Ciud adana (Panamá), y muchas otras, han desa­
rrollando proyectos de control social con bastante éxito. 

En la República Dominicana la observación electoral 
por parte de organizacion es ciudadanas ya se ha h echo una 
costumbre, mien tras que e n Argentina se desarrolla con 
éxito un programa de observación de la actividad legisla­
tiva. Por su lado, la organización Transparencia In ternacio­
nal ha venido abriendo capítulos en los países latinoame­
ricanos con la fina lidad de desarrollar iniciativas de 
control social en la gestión pública (Guatemala, Panamá, 
entre otros). 

Este esfue rzo de be ser institucionalizado a través de la 
aprobación de una ley que regule las actuaciones de las 
organizaciones de la sociedad civil, impidiendo que las 
mismas puedan ser utilizadas como vehículos de corrup­
ción, sometiendo a estas organizaciones a los mismos prin­
cipios de transpare ncia que se exige a la administración 
pública y otorgándole determinados derechos que harían 
más fácil su labor. 

5. Conclusiones 

Los mecanismos de control financiero del Estado no de ­
ben reducirse exclusivamente a los métodos tradicionales 
de con trol de cuentas, en los cuales sólo se suman y restan 
los ingresos y egresos, se de te rmina su exactitud y la 

14 Clara Báez, El Comrol Ciudadano: PosiliiÍidades y Mecanismo. Santo Domingo: 
Centro Universitario de Estudios Polít icos y Sociales, 1999, p. 10 
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calidad de los funcionarios que han participado. Hoy se re­
quiere incorporar a lo tradicional, los principios de econo­
micidad, austeridad y eficiencia para examinar el manejo 
de los recursos públicos, pero además se debe sumar la 
participación de la ciudadanía en los procesos de control. 

Control financiero significa asegurar el buen uso de los 
bienes públ icos, lo que se traduce n ecesariamente en meca­
nismos de lucha contra la corrupción y la ineficiencia, y 
uno de los protagonistas indispensables para que esa lucha 
logre resultados eficaces, es la ciudadanía, que es de donde 
se originan los bienes públicos. 

La ciudadanía posee el derecho a participar en los pro­
cesos de control, pues aunque ha delegado las funciones 
e jecutivas y administrativas en los funcionarios públicos a 
través del voto (democracia representativa), ello no entra­
ña la pérdida de su derecho a participar no sólo en el con· 
trol sino también en los procesos de toma de decisión 
(democracia participativa). Señalar lo contrario sería 
atentar contra el principio de que la soberanía radica en 
última instancia en el pueblo mismo. 

En la República Dominicana no existe tradición de par­
ticipación ciudadana en los procesos de control financiero 
del Estado y una evidencia de ello lo constituye el hecho 
de que no ha ocupado los pocos espacios que se han abier­
to para tales fines. Por ejemplo, no se ha reclamado el 
incumplimiento constante por parte de la Cámara de 
Cuentas de la publicación anual de su informe al Congre­
so, publicación que tiene por finalidad incorporar a la 
ciudadanía al proceso de control. 

Por otro lado, no existe tradición de los gobernantes de 
estimular la participación de la ciudadanía en los procesos 
de control financiero del Estado. No ha existido voluntad 
política de establecer mecanismos que faciliten dicha par­
ticipación y, por el contrario, ha existido una resistencia de 
los gobe rnantes a dicha participación, como lo prueba el 
hecho de negar la entrega a los ciudadanos de las decla­
raciones juradas de bienes de los funcionarios públicos, a 
pesar de que la ley establece esta obligación. 

La participación de la ciudadanía en los procesos de 
control sólo puede generarse efectivamente partiendo de la 
existencia de una determinada base. Entre los elementos 
más relevantes de esta base podemos señalar los siguientes: 
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• El derecho del ciudadano a la información. Nuestra 
Constitución sólo previó el acceso de la prensa a la 
información, pero no el derecho de los ciudadanos. 
Algunos tratados internacionales, ratificados por 
nuestro país, lo han consagrado de manera muy ge­
neral, lo que permite concluir que el derecho exis­
te, pero no ha sido reglamentado adecuadamente, 
lo que lo hace de difícil aplicación debido a la gran 
discrecionalidad que posee la administración públi­
ca para interpretarlo y, sobre todo, por la ausencia 
de sanciones efectivas en caso de violación. Es, 
pues, pertinente la aprobación en nuestro país de 
una ley de acceso a información completa, inteligi­
ble, veraz y oportuna, pues la información es la 
materia prima indispensable de la participación 
ciudadana. 

• Un régimen general de publicidad. Sólo en casos 
puntuales nuestra legislación ha previsto un régi­
men de publicidad para los actos y decisiones pú­
blicas. La publicidad es la manera de obligar a la 
transparencia, aun cuando no exista un ciudadano 
requiriendo información. Es una forma de esti­
mular la participación de la ciudadanía en el 
control de las decisiones públicas, como ocurre, por 
ejemplo, con la publicación de los ingresos y egre­
sos que mensualmente realiza el Tesorero Nacional. 
Una forma de lograr uniformizar los requisitos de 
publicidad en toda la administración pública lo 
sería la aprobación de una ley general de publi­
cidad de la administración pública. 

• Descentralización. Acercar el gobierno al pueblo 
siempre será un excelente estímulo a la participa­
ción ciudadana. La centralización siempre ha sido 
un mecanismo de marginación de la ciudadanía no 
sólo e n la toma de decisiones sino en los procesos 
de control. 

• Régimen de denuncia. En la República Dominicana 
no existen mecanismos de protección para aquellos 
ciudadanos que deciden denunciar irregularidades 
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en la gest10n de los bienes públicos, lo que cons­
tituye un gran escollo, ya que la denuncia es una de 
las formas más usuales que toma la ciudadanía 
para par ticipar en los procesos de control. El 
ejercicio del derecho-deber de la denuncia seria sin 
un marco de protección adecu ado es utópico. 

• Iniciativas de la sociedad civil. La incorporación de 
la ciudadanía a los procesos de control puede reali­
zarse por dos vías diferentes: a través de instancias 
orgánicas, creando organizaciones con objetivos es­
pecíficos de control (Comités de Vigilancia local -
Costa Rica, Veedurías ciudadanas - Colombia) o a 
través de instan cias no orgánicas, tales como las au­
diencias, consultas populares, foros , mesas ciudada­
nas y otras. Asimismo, debe regularse el marco de 
actuación de las organizaciones de la sociedad civil 
a fin de evitar que puedan convertirse en vehículos 
de la corrupción. 

No hay mayor sabiduría que la concentrada en la prác­
tica cotidiana de un pueblo y acudiendo al refranero popu· 
lar que señala que "el ojo del amo engorda el caballo" , 
podemos señalar que el ojo vigilante de la ciudadanía es 
uno de los mejores mecanismos de control. Para que po­
damos tener ciudadanos vigilantes, debemos crear las 
condiciones mínimas que aseguren una participación efec­
tiva de la ciudadanía. 
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